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El varón y la mujer 

son iguales ante la ley 

A RTlcUL0 4º 
C ONSTITUCIÓN P OLlTlCA 

DE LOS E STADOS U NIDOS MÉXICANOS 





Presentación 

L a Facultad de Derecho y la Federación Mexicana de Universitarias 
realizan esta edición del libro Mujer y Constitución, con la esperanza 

de dar principio a una larga relación editorial en temas que incumban a 
ambas instituciones. 

La obra consigna valiosos ensayos relacionados con la participación 
de la mujer en la vida nacional. Relata una epopeya que va desde la 
primera mujer que se integró al pleno de la Suprema Corte de Justicia, 
doña María Cristina Salmorán de Tamayo, hasta el Seminario Nacional 
"Mujer y Constitución" que se celebró recientemente en la ciudad de 
Querétaro. 

A lo largo de este volumen, el lector verá desfilar una pléyade de 
nombres que seguramente le serán familiares, pues trata ante todo la 
presencia de la mujer en diversos ordenes jurídicos. Por ello sus capí­
tulos se denominan La mujer y el derecho constitucional, La mujer en el 
derecho penal, Derechos políticos y medios de comunicación, Derecho civil, 
Derecho a la salud y a la educación y Derecho laboral, en lo que concierne al 
género femenino. 

Creemos muy oportuna la publicación de este libro en estos días en 
que nuevos aires democráticos enmarcan las actividades dé los mexi­
canos en el nivel político, en el que han brillado no pocas mujeres y to­
das con singular, admirable desempeño. 

Esperamos sinceramente que este acto editorial sirva a los propósitos 
del conocimiento de la epopeya a la que me he referido al principio, a la 
vez que sea un repaso necesario de las luces jurídicas que las mujeres 
mexicanas han entregado a nuestra tradición académica y de los dere­
chos que nuestra legislación consigna a favor de las mujeres mexicanas. 

Máximo Carvajal Contreras 
Director de la Facultad de Derecho 

Ciudad Universitaria, D.F., 5 de noviembre de 1998. 
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Prólogo 

Patricia Galeana* 

Desde su fundación, el objetivo esencial de la Federación de Mujeres 
Universitarias ha sido contribuir a que se genere una n~eva cultura 

de respeto a la mujer, que permita el desarrollo integral de la sociedad 
mexicana. Es evidente que para alcanzar este cambio de mentalidad se 
requiere trabajar tanto en nuevos contenidos educativos del sistema esco­
lar como en campañas de concientización de los temas de género a través 
de los medios de difusión. Sin embargo, para llegar a esta transformación, 
es preciso que exista, en primer lugar, un marco jurídico adecuado. 

En este sentido, FEMU convocó a seminarios estatales y a un Semina­
fio Nacional para e l análisis y discusión de la legislación en torno a la 
mujer en nuestra Constitución vigente así como en las constituciones es­
tatales. De este ejercicio de reflexión surgieron diferentes propuestas de 
creación de nuevas normas y reformas necesarias para alcanzar un 
plano de verdadera igualdad jurídica entre hombres y mujeres. Los tra­
bajos que hoy publicamos nos ofrecen una visión de los avances que se 
han dado en la materia y de los aspectos que hay que modificar. 

Reviste la mayor significación que el Seminario Nacional "Mujer y 
Constitución" se haya celebrado en Querétaro** en el Teatro de la Repú­
blica, recinto CÍvico de México donde se definió su ser republicano y se 
constituyó el Estado nacional mexicano. 

Ahí se creó una de las constituciones más avanzadas del mundo; la 
Carta de Querétaro de 1917 fue la primera de nuestro siglo en incluir los 
derechos sociales, paso decisivo para la organización de una sociedad 
igualitaria. 

Los constituyentes mexicanos se pusieron a la vanguardia en la histo­
ria del constitucionalismo universal, al tener el arrojo de modificar las 
pautas tradicionales, que a pesar de la Declaración de los Derechos del 

.. Historiadora. Presidenta de la Federación Mexicana de Universitarias hasta enero 
de 1997 . 
.... N. del Ed: Del 24 a126 de octubre de 1996. 
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...................... .............. ......... ... ........ .................. , ..... ..... .............................................. . . 

Hombre, Ito habían incluido los derechos de la sociedad. Curiosamente, 
el siguiente paso en el proceso expansivo de los derechos" que corres­
ponde a los de la humanidad, no ha encontrado todavía acomodo pleno 
en las constituciones modernas, y se ha reservado en mayor u\edida a 
los tratados internacionales. 

Podría pensarse que todo estaba dicho y resuelto en la Constitución 
Mexicana de 1917 tanto para los mexicanos como para las mexicanas, por 
lo que, tal vez, el lector se preguntará: ¿un estudio sobre la mujer y la 
Constitución, para qué? 

Pese a su vanguardismo, el Congreso Constituyente no incluyó a la 
mujer como titular de derechos, iguales a los del varón, porque no había 
permeado en el inicio de nuestro siglo la conciencia sobre los problemas 
de género. En el orden de las preocupaciones generales, así como en el 
siglo XIX prevalecieron las políticas para crear al Estado nacional, en el 
inicio de nuestro siglo, para la Revolución era prioritario remediar la 
injusticia colectiva padecida en e l país y se imponía fijar la atención en 
los desposeídos trabajadores del campo y de la ciudad. 

Por eso las primeras decisiones constitucionales no apuntaron en el 
sentido de hacer de México un país democrático, sino en sustraerlo del 
drama de la explotación. Este objetivo, alternando ratos mejor logrados 
con otros de relativo abandono, permitió construir una sociedad más 
equilibrada que la existente antes de la Revolución. Pero durante déca­
das quedó aplazada la igualdad de la mujer, esencial para el proceso 
democrático. 

No puede desconocerse que a partir del momento en que fueron recono­
cidos los derechos de la ciudadanía de la mujer, comenzó tan1bién lUla nue­
va dinámica nacional. La dinánuca que lleva a la democracia es imposible 
de construir'si no se cuenta con la aportación igualitaria de las dos mitades 
de la sociedad. El trienio mujer, desarrollo y democracia es indivisible. 

No han pasado tantos años como para olvidarlo, pero sí los bastan­
tes como para que no siempre se recuerde que hace menos de cuarenta 
años, en la Presidencia de Adolfo López Mateos, se designó a doña Ma­
ría Cristina Salmorán de Tamayo corno la primera mujer que se integró 
al pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y que otra distin­
guida mujer, María Lavalle Urbina, entró al Senado de la República. 

Hace todavía menos tiempo, de 1979 a 1985, que la excelsa poeta y 
lúcida política, presidenta de honor de la Federación Mexicana de Uni-

- 16 -



versitarias y merecedora de la presea Belisario DOlnínguez, se convirtió 
en la primera gobernadora de un estado: la maestra Griselda Alvarez. 

Hace también pocos años que la ilustre historiadora, doctora Clemen­
tina Díaz y de Ovando, también presidenta honoraria de FEMU, fue la 
primera mujer que en la Universidad Nacional Autónoma de México 
dirigió un Instituto de Investigación y fue miembro de la Junta de Go­
bierno de esa casa de estudios. 

El camino se ha ido abriendo, pero ha requerido de una enorme te­
nacidad, paciencia y convicción. La mujer mexicana ha demostrado ca­
pacidad de trabajo, compromiso social, energía, profesionalismo y 
honestidad. 

En la Universidad Nacional Autónoma de México nació nuestra Fe­
deración y gracias a sus auspicios también debemos el haber reunido en 
más de una docena de volúmenes nuestros trabajos en torno a la mujer 
mexicana, así como contar con una sede para nuestra organización. 

Nuestro agradecimiento al entonces gobernador de este estado de la 
República, Querétaro, licenciado Enrique Burgos, quien siempre ha apo­
yado las causas sociales y es consciente de que el desarrollo de la mujer 
es consustancial al desarrollo de México. 

También deseamos expresar nuestro agradecimiento al rector de la 
Universidad Autónoma de Querétaro, maestro en Ingeniería José AUre­
do Zepeda Garrido, y a las universitarias queretanas de FEMU por haber 
hecho posible la realización de esta reunión académica. 

En el Seminario ofrecimos un reconocimiento, justo por merecido, a 
quien a lo largo de ocho años nos apoyó con la palabra inteligente y 
amable, y con la decisión oportuna y generosa: el doctor José Sarukhán, 
quien alentó la creación del Programa Universitario de Estudios de Gé­
nero para coadyuvar al desarrollo de su población femenina. 

No obstante los logros alcanzados falta mucho por hacer, sobre todo 
en la legislación. 

Los trabajos reunidos en la presente obra corresponden a distingui­
dos universitarios y universitarias que, en el ejercicio de sus tareas 
académicas y de su actividad pública, han sostenido la necesidad de 
auspiciar el mayor desarrollo de la lTIujer mexicana como condición 
esencial para el desarrollo integral de nuestra nación. Es nuestro deseo 
que estas páginas aporten reflexiones útiles al monlento histórico de re­
forma del Estado que vive nuestro país. 
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Capítulo 1 

La mujer 
y 

el derecho constitucional 





Mujer y Constitución 

OIga Sánchez Cordero' 

M ujer y Constitución representa uno de los temas fundamentales 
cuyo estudio y profundización son de vital importancia para W1a 

cabal comprensión de nuestro ser y nuestra actuación como mujeres 
mexicanas. 

Desde Apatzingán hasta el Constituyente de Querétaro, todos los 
hombres y mujeres de México hemos conquistado derechos, libertades 
individuales y procurado los principios de la justicia social, en un siste­
ma jurídico que por múltiples aspectos resulta ser original. 

Nuestra Constitución está fundada y organizada sobre ciertos princi­
pios y valores de moral política, como son: la igualdad y la democracia, 
como fuentes de legitimidad del poder público; la legalidad como la vía 
idónea para la plena realización de la democracia; la división de pode­
res, como la forma más adecuada de lograr el sometimiento del poder a 
la ley, y el reconocimiento y vigencia efectiva de los derechos fundamen­
tales del hombre, los cuales constituyen la base y el objeto de nuestras 
instituciones sociales. 

El Constituyente de Querétaro ha sido, sin duda alguna, uno de los 
principales ejes del cambio en nuestra concepción sobre la mujer y su 
participación activa en la sociedad mexicana. 

La Constitución mexicana de 1917 es, por consenso intenlacional, una 
de las más avanzadas y así se le ha reconocido mundialmente. 

Al emprender el estudio de nuestra Constitución nos encontramos 
con artículos que, en aquel lejano 1917, causaron una verdadera conmo­
ción por lo avanzado de sus planteamientos. 

En la evolución que ha tenido la Constitución mexicana, a lo largo de 
su historia moderna, puede advertirse el paulatino fortalecimiento del 
pensamiento social que le dio origen. 

En efecto, el pensamiento social que los constituyentes plasmaron en 
Querétaro es de largo alcance y amplitud de miras . 

... Abogada. Ministra de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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La visión vanguardista, tanto de nuestro Constituyente originario 
como del Constituyente pennanente sobre el pensamiento social en mate­
ria de libertad e igualdad, ha permeado toda nuestra Carta Magna y 
queda ratente al realizar profundas reformas constitucionales. 

Dentro de nuestra realidad social, por ejemplo, durante la época car­
denista, las mujeres encontraron nuevos cauces, que iban desde los de 
indole general hasta casos particulares como la situación de la mujer in­
dígena que padecía graves problemas de marginación y opresión. 

Las mujeres del campo se organiza;on en ligas femeninas bajo la di­
rección de Refugio Rangel Olmedo, que organizó manifestaciones de la 
Unión de Mujeres Americanas para solicitar al Congreso la modificación 
del Artículo 37 de la Ley Electoral de Poderes Federales, que señalaba 
como ciudadanos solamente a los varones, antes de las reformas consti­
tucionales de 1954. 

La reforma constitucional de 1954 concede el voto a la mujer mucho 
antes que otros países americanos y europeos, como es el caso de Suiza 
que lo otorgó hasta 1971. 

También se eliminó del Artículo 30 constitucional la discriminación 
que se hacía a la mujer, al indicar que serían mexicanos por nacimiento 
aquellos que nacieran fuera de la República de padre mexicano o de 
madre mexicana y padre desconocido. 

Entre otras reformas importantes en el tema de la mujer se encuentra 
la reforma al Artículo 4" constitucional. Este precepto consagra la igual­
dad del hombre y de la mujer ante la ley. 

El objeto que tuvo la reforma a este numeral fue que la mujer tuviera 
una integración plena a todas las actividades económicas, políticas y 
sociales de la vida nacional. 

Asimismo, que su participación en el proceso político se realizara con 
libertad y responsabilidad alIado del varón. 

El análisis cualitativo y cuantitativo de varias actividades, como pue­
den serlo la educación, la política, la economía o el trabajo, llevó al Con­
greso de la República a elevar a rango constitucional la igualdad plena 
entre hombres y mujeres. 

Ello nos da la pauta de lo avanzado del pensamiento social de la 
Constitución mexicana. 

El citado precepto constitucional pone, también, especial atención en 
el cuidado que merece la familia, que es el núcleo social fundamental. 
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Preocupación del Constituyente al redactar este artículo fue lograr, 
paulatinamente, la paternidad responsable, nüsffia que evitará el adve­
nimiento de seres que pudieran ser objeto de maltrato y abandono. 

Sólo deben procrearse los hijos que puedan ser alimentados, educa­
dos y, más importante aún, amados. Este es un aspecto de enorme tras­
cendencia para los niños; el desarrollo en un ambiente de amor, que 
propicie su desarrollo integral, formará nuevos ciudadanos, conscientes 
de sus deberes; así, las familias que en el futuro integren, contarán con 
los mismos cimientos. 

Con base en esta finalidad, las autoridades han elaborado ambiciosos 
programas de salud y educación que buscan proporcionar tales servicios 
a la población. 

El camino es largo y falta mucho por hacer. 
Sin embargo, una cuestión muy distinta es el precepto constitucional 

analizado que consagra la igualdad del hombre y la mujer, y otra lo es la 
situación real de la mujer en la sociedad mexicana. 

Especial atención merece en este orden de ideas la problemática parti­
cular de la mujer indígena, y en general de la mujer de las zonas rurales. 

En efecto, si bien los grupos indígenas se encuentran marginados y 
segregados por la estructura social dominante, entre ellos las mujeres 
indígenas son las más vulnerables dentro de sus propias comunidades. 

Los problemas sociales que afectan a la mujer indígena son varia­
dos y complejos; aspectos educativos, culturales, de lengua, margina­
ción, maltrato y abandono que en su conjunto impiden la adecuada 
promoción de la mujer indígena en la sociedad y en particular en sus 
comunidades. 

De las mujeres incorporadas a la fuerza de trabajo de la nación en los 
núcleos urbanos y rurales, merecen especial mención, reconocimiento y 
atención las obreras y campesinas, que con su esfuerzo cotidiano colabo­
ran de manera destacada al engrandecimiento de nuestro país. 

En efecto, otra de las materias donde ha brillado el pensamiento del 
Constituyente es en lo relativo al mundo del trabajo. 

La incorporación de los derechos sociales en el texto de la Constitu­
ción mexicana de 1917 es un mérito indiscutible de la Asamblea Consti­
tuyente de Querétaro. De entre otros preceptos de nuestra Carta Magna 
que le han valido el réconocimiento internacional como uno de los 
ordenamientos jurídicos más evolucionados, y que refleja una profunda 
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preocupación social por grupos que necesitan una atención especializa­
da, es el Artículo 27 consti tucional. 

En efecto, el problema agrario en México data de la época colonial, y 
no sólo el problema jurídico, siempre difícil, de la tenencia de la tierra, 
sino sobre todo el social, que es uno de los que directamente afecta a las 
comunidades campesinas y en especial a la mujer campesina. 

En la época virreinal, el papel de la mujer se vio singularmente redu­
cido y marginado como consecuencia de las encomiendas y el despojo 
general de tierras que sufrieron los indígenas. 

Posteriormente, a pesar de la promulgación de la Ley de Desamor­
tización de Bienes y de la Ley de Nacionalización de los Bienes Eclesiás­
ticos del 12 de junio de 1859, no se produjo una solución real de este 
trascendental problema que permaneció, de hecho, con la misma fuerza 
que tenía antes de la promulgación de los citados ordenamientos. 

Dicha problemática quedó subsistente en virtud de que la integraron 
nuevos latifundios cuyos propietarios y hacendados colocaron a la po­
blación campesina en un estado de degradación muy próximo a la 
esclavitud. 

Esta situación afectó en especial a las mujeres campesinas que, apar­
te de las duras faenas cotidianas .. tenían a su cargo la crianza yeduca­
ción de los hijos. 

En estas condiciones los campesinos, pero sobre todo la mujer, eran 
víctimas de toda clase de abusos y vejaciones por parte de los propieta­
rios y hacendados quienes en ocasiones llegaban a disponer de ellas 
como si fueran simples objetos de placer. 

Es la mujer campesina la que desarrolla las actividades y tareas más 
pesadas y agotadoras dentro de los trabajos del campo, que por sí mis­
mos son arduos y agobiantes. 

Así tenemos, por ejemplo, el acarreo de agua por grandes distancias o 
bien tareas como la pizca de algodón, fresa, uva, y el trabajo en los cafe­
tales que además requieren de una gran fortaleza física y de especial de­
licadeza en su desempeño. 

Por ello el Constituyente, en la Fracción XX del Artículo 27 constitu­
cional, plasma el compromiso y la obligación que tiene el Estado de pro­
mover las condiciones necesarias para el desarrollo rural integral. 

No podríamos pasar por alto la influencia de la reforma constitucio­
nal en el ámbito de la legislación agraria, cuyo propósito es garantizar a 
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la población campesina y rural el bienestar y su participación e incorpo­
ración en el desarrollo nacional, del cual constituyen una parte de suma 
importancia. 

El pensamiento que anima este precepto constitucional es tener con­
ciencia de que a menudo las comunidades rurales presentan problemas 
sociales que afectan directamente a la mujer. 

Como tantas otras, en la hoy derogada Ley Federal de la Reforma 
Agraria se estableció una institución novedosa: el Capítulo V, relativo a 
la unidad industrial para la mujer. 

Al respecto, el maestro Antonio Ibarrola señala, en su libro Detecho 
agrario: 

Radiante y esplendoroso debe ser en el futuro progreso de México 
el papel de la mujer campesina. 

Jamás hemos dejado de repetir en el curso el glorioso cuadro de 
las naciones gobernadas en determinada época por una mujer. 

y es que, después de tantos siglos de patriarcado, urgía un reconoci­
miento del rol femenino en materia agraria, y tal vez ello obedezca a 
que, como apuntaba algún autor, la tierra nutriente es femenina. 

El capítulo mencionado abriría a las mujeres puerta ancha en nuestro 
medio rural. 

a) Trascendental es el establecimiento de una granja agropecuaria y 
de industrias rurales explotadas colectivamente por las mujeres del nú­
cleo agrario, mayores de 16 años que no sean ejidatarias (Artículo l3), al 
constituirse un ejido, granja la cual se pretende que esté localizada en las 
mejores tierras colindantes con la zona de urbanización. 

b) En los ejidos ya constituidos, la comunidad se establecerá en algu­
na de las parcelas vacantes o en terrenos de la ampliación si la hubiera, 
una vez que se hayan satisfecho las necesidades de las escuelas del po­
blado (Artículo 104). 

c) Se integrarán las guarderías infantiles, los centros de costura y de 
educación, molinos de nixtamal y, en general. todas aquellas instalacio­
nes destinadas al servicio de la mujer (Artículo 105). 

La fuerza de la mujer en el mundo es insospechada y una realidad 
que ya nadie se atreve a negar. 
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Por ello, debe ponerse especial énfasis al apasionante tema de la edu­

cación de la mujer campesina. 
Ya organismos internacionaJes como la OEA, a través de la misión in­

ternacional de mujeres, en reunión celebrada en Washington D. C. (17 de 
junio de 1963), se han pronunciado al respecto, instando a los gobiernos 
del hemisferio a incluir a la mujer en los programas de desarro llo y a 
ofrecerles mayores oportunidades de educación en todos los niveles 
sociales, a fin de que pueda ocupar su debido sitio en las actividades de 
la comunidad. 

De allí que se hayan creado organismos autónomos de la OEA que 
auspician seminarios sobre incorporación de la campesina al desarrollo 
de la comunidad. 

En la actualidad, sin el concurso de la mujer, no puede intentarse na­
da que sea grande, noble y fecundo. 

Por ello, según las palabras del maestro Mendie ta y Núñez, en su li­
bro Derecho agrario, desde el punto de vista teórico el capítulo menciona­
do es novedoso e inobjetable en su esencia. 

Sin embargo, en la actual Ley Agraria se suprim ió el capítulo mencio­
nado, lo que a mi parecer significa un retroceso injustificable. 

Por otra parte, e l Artículo 123 de nuestra Carta Magna es quizá del 
que mayores menciones hacen los más prestigiados juristas mexicanos 
y extranjeros. 

En la Fracción V, Apartado A del citado numera l constitucional, se 
oto rga la más amplia protección a la mujer trabajadora y madre de 
familia. 

Debemos destacar la acuciosidad con que el Constituyente cO:ltempló 
esta situación que, por otra parte, es casi generalizada en nuestra socie­
dad. La Fracción v establece: 

Las nlujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan 
un esfuerzo considerable y signifiquen W1 peligro para su salud en 
relación con la gestación; gozarán forzosamente de un descanso de 
seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximadamente para el 
parto y seis semanas posteriores al mismo, debiendo percibir su 
salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que hubieren 
adquirido por la relación de trabajo. 
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En el periodo de lactancia tendrán dos descansos extraordina­
rios por día, de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. 

Esta fracción se reglamenta con amplitud en el Artículo 170 de la Ley 
Federal del Trabajo. 

Igualmente, en la Fracción xv del Artículo 123 del Apartado A y V del 
Apartado B se encuentran normas protectoras de la mujer que tienden a 
suprimir toda posible discriminación. 

Sin duda, el Artículo 123 constitucional ha sido de fundamental 
importancia para incorporar el impetu y la visión de la mujer al mundo 
del trabajo. 

Respecto del apartado A, las principales modificaciones constitucio­
nales fueron las siguientes: 

a) La Fracción II suprimió la prohibición de las labores peligrosas e in­
salubres y del trabajo nocturno. 

b) La Fracción XI, a su vez, borró la prohibición de la jornada 
extraordinaria. 

c) La v, con una comprensión cabal de las exigencias de la materni­
dad, postuló los principios a que me he referido. 

d) La Fracción xv impuso a las empresas la obligación de adoptar 
las medidas de higiene y seguridad y organizar el trabajo de tal manera 
que "resulte la mayor garantía para la salud y la vida del producto de la 
concepción" . 

Sin embargo, no desconocemos que una cuestión muy distinta son 
estas garantías consagradas en nuestra Constitución y otra la actitud 
de ciertos patrones que se resisten a contratar mujeres, y si 10 hacen las 
someten a examen médico que determine si están embarazadas o no. 

Tampoco desconocemos que el desplazamiento de la mujer, del hogar 
hacia los centros educativos o de trabajo, en ocasiones puede generar 
otro tipo de problemas, por el abandono que pueden resentir los hi­
jos, de ahí que vale la pena intentar un cambio de actitud y patrón cultu­
ral de los varones para compartir el cuidado y la atención de los hijos. 

Nuestro Constituyente Permanente ha reconocido en plenitud el es­
fuerzo, la perseverancia y el duro batallar de la mujer mexicana para 
ganarse un sitio estratégico en todos los niveles. 

En el presente siglo la condición que la mujer había tenido en la socie­
dad se ha venido modificando de manera radical: el acceso a las institu-
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ciones educativas y los centros de trabajo, siempre reservados para el 
varón, han abierto sus puertas para recibir a la mujer, quien con gran 
entusiasmo y empuje ha venido ocupando sitios de importancia en to­
dos los aspectos. 

Vemos que las mujeres profesionistas, las obreras, estudiantes, educa­
doras, etcétera, aumentan día a día en número y eficacia. 

Este cambio en la organización social ha tenido gran repercusión en 
la familia, al mejorarse el nivel de vida con el aumento de sus ingresos y 
capacitación de la madre para educar a sus hijos; pero sobre todo, la mu­
jer ha ganado respeto: su superación la ha rescatado del sitio relegado 
que antes ocupó, y cada vez menos puede ser sometida y vejada. 

Sin embargo, debemos reconocer que en la realidad social muchas 
mujeres mexicanas aún están lejos de reflejar en su vida cotidiana estos 
postulados constitucionales. 

Por último, sólo me resta mencionar el Artículo 17 constitucional que 
consagra como imperativo categórico en sentido negativo que ninguna 
persona podrá hacerse justicia por sí misma ni ejercer violencia para re­
·clamar su derecho, ya que toda persona tiene derecho a que se le admi­
nistre justicia, aunque en efecto el acceso a la justicia es difícil para gran 
parte de nuestra población y especialmente para los grupos más vul­
nerables y desfavorecidos y, de entre ellos, ante todo mujeres y niños, 
debido a la marginación, la ignorancia y la falta de recursos económicos, 
características de ciertos grupos de connacionales. 

Es necesario atender a la población con una expedita y eficaz justicia 
de barandilla, tanto en la impartición de justicia, cuanto más en la 
procuración de la misma, ya que ésta es el primer contacto de la pobla­
ción con el sistema de justicia para atender problemas como la violencia, 
el maltrato y en general la respuesta clara a la víctima del delito. 

liLa Constitución de un Estado, en sentido amplio -ha expresado 
con acierto el doctor Jorge Carpizo- es el punto de encuentro de la 
realidad con la norma". Debemos seguir el arduo calnino para hacerlo 
posible. 
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Hacia una nueva 
Constitución mexicana 

Patricia Begné* 

L a Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sanciona­
da por el Poder Constituyente de 1916-1917, con el transcurso del 

tiempo y por la propia dinámica de la sociedad mexicana, que ha hecho 
emerger nuevas circunstancias y condiciones, así como innumerables 
retos, ha sido objeto de una serie de enmiendas que han tocado, prácti­
camente, todas y cada una de las secciones que la integran, tanto en su 
parte dogmática como en la orgánica. 

Las enmiendas a la Constitución, quiérase o no, han incidido en deci­
siones fundamentales que el pueblo de México, a través de los diputa­
dos constituyentes, adoptó en la ciudad de Querétaro, corno resultado 
de un movimiento arnlado y de las aspiraciones y demandas que lo 
nutrieron. 

Si bien la Constitución mexicana se inscribe en la modalidad jurídica 
de normatividad flexible, esto es, susceptible de enmendarse por el Po­
der Constituyente Permanente debe, en obligada técnica legislativa y 
con apego a la teoría constitucional, mantener congruencia en sus insti­
tuciones para que refleje de manera auténtica las decisiones fundamen­
tales del pueblo mexicano, sobre todo cuando la sociedad de hoy en día 
es distinta a la de principios de siglo. 

Frente a ello, bien vale la pena reflexionar sobre la conveniencia de 
una nueva Constitución, que a partir del texto vigente permita presen­
tar una norma fundamental o Carta Magna, sistematizada, congruente, 
concordante y auténtica. 

Marco de referencia 

La palabra constitución tiene diversos significados. Cualquier objeto tie­
ne una constitución. Desde este punto de vista, cualquier Estado tiene 

,.. Catedrática en la Facultad de Derecho de la Universidad de Guanajuato y presiden­
ta de la Asociación de Universitarias de Guanajuato, Á. C. 
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una Constitución, que es el conjunto de relaciones que se verifican en 
esa comunidad, los actos que se realizan entre gobierno y pueblo, y el 10-
gro de un cierto orden que permite que se efectúen una serie de hechos 
que se reiteran. 

Ase la realidad tiene una constitución, que es la forma corno se con­
duce esa comunidad. 

Esta realidad se puede contemplar desde diversos ángulos: económi­
co, político, sociológico, jurídico, histórico, etcétera. 

La realidad contemplada desde el punto de vista jurídico nos muestra 
la vida normativa de un país y nos enseña la realización de una serie de 
actos propios de derecho. 

En las constituciones encontramos tilla serie de preceptos que reflejan 
una realidad y las decisiones fundamentales del pueblo, atendiendo a 
sus propias circw1stancias y condiciones. 

Como lo expresa Jorge Carpizo: 

La norma puede ir más allá de la realidad, forzar a ésta para lograr 
que se adecue a ella, pero con un límite: que no trate de violentar 
esa realidad en nada que infrinja la dignidad, la libertad y la igual­
dad humanas. Así, la Constitución real de un país es una perpetua 
adecuación entre la Constitución. escrita y la realidad, y esta reali­
dad es limitada y encauzada por la norma fundamental de ese or­
den jurídico.1 

La Constitución puede ser contemplada desde dos ángulos diversos: la 
Constitución material y la formal. 

La Constitución material contiene el proceso de creación y deroga­
ción de las leyes, las normas que crean y otorgan competencia a los 
órganos de gobierno y la serie de derechos que el ciudadano puede opo­
ner frente a los órganos de gobierno. 

La Constitución formal implica que las normas que se encuentran en 
la Constitución sólo se modifican o se crean a través de un procedimien­
to y un órgano especial. Este procedimiento generalmente es más com­
plicado que el que se sigue cuando se trata de reformar la legislación 
ordinaria. 

1. CARPIZO, JORGE, Estudios cOl1stiltlcionaJes, Ed. Porrúa, México, 1994, p. 294. 
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Al Poder Constituyente, según el propio Carpizo, "hay que contem­
plarlo como fW1ción y como órgano. Su función estriba en crear la Cons­
titución y como órgano es quien puede y tiene la facultad para crear esa 
Constitución".2 

El Poder Constituyente es, de acuerdo con Schmill, la voluntad políti­
ca de adoptar la decisión de conjunto sobre la propia existencia política, 
es quien decide sobre cómo se va a estructurar esa comunidad. 

El Poder Constituyente es sinónimo de soberanía y de pueblo. En una 
teoría democrática, el Poder Constituyente sólo puede ser el pueblo. 

En teoría constitucional es conveniente diferenciar entre Poder Cons­
tituyente, Congreso Constituyente y Asamblea Proyectista. 

El Poder Constituyente es y sólo puede ser el pueblo. 
El Congreso Constituyente es una asamblea electa por el pueblo para 

que redacte y promulgue una Constitución. 
La Asamblea Proyectista tiene como misión redactar un proyecto de 

Constitución para que sea puesto a consideración del pueblo y éste deci­
da si lo aprueba o no. Éste es el procedimiento constitucional más acor­
de con la teoría del Poder Constituyente, y es el método seguido por los 
países de avanzada democracia, como Suiza y Francia, por ejemplo. 

En México, como lo expresa la Constitución, las enmiendas o adecua­
ciones a la misma las realiza un Congreso Constituyente denominado 
Permanente e integrado por el Congreso de la Unión y las Legislaturas 
locales. 

La Constitución es la nornla suprema del país. Es decir que dentro 
del orden jurídico, la Constitución es la norma de mayor jerarquía y, por 
tanto, una norma contraria a la misma no debe ser aplicada. 

Se ha mencionado que la Constitución no es una norma inmutable, 
sino que debe cambiar, tal como lo hace la realidad que debe reflejar. 

En las constituciones existen ciertos principios O decisiones que son la 
estructura, la base y el contenido principal de la organización política, y 
sobre ellos descansan todas las demás normas del orden jurídico. Las 
decisiones fundamentales no son universales, están determinadas por la 
historia y la realidad socio-política de cada conlunidad. Las decisiones 
fundamentales son parte de la historia del hombre y de sus anhelos y 
aspiraciones. 

2. Op. cit., p. 285. 
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........... ............................................ ...................................................................... 

En general, son cuatro las decisiones fundamentales que se contienen 
en las constituciones: soberanía, derechos humanos, división de poderes 
y sistenla representativo. 

En el caso de México agregaríamos: régimen federal, control de cons­
titucionalidad de leyes y actos y supremacía del Estado. 

Las decisiones fundamentales deben y tienen su origen en el pueblo y 
son expresión de la soberanía. 

Las enmiendas a la Constitución 
y las decisiones fundamentales 

La Constitución trata de plasmar en normas la realidad de un país. La 
Constitución, escribió Herman Heller, sólo puede concebirse como un 
ser al que dan forma las normas. 

La realidad es dinámica y se modifica de acuerdo con las necesidades 
y las aspiraciones de un pueblo. La Constitución escrita debe irse refor­
mando en concordancia con los cambios de esa realidad. Si no fuera así, 
Uegaría a tener el valor de una hoja de papel, según la conocida expre­
sión de LasaUe. 

Una Constitución puede enmendarse a través de dos grandes proce­
dimientos: interpretación judicial y reformas constitucionales. 

En nuestro país, sin negar la importancia de la jurisprudencia, la ley 
fundamental se reforma a través de la modificación de los textos consti­
tucionales por parte del Constituyente Permanente. 

Las reformas a la Constituc ión pueden tener diversas causas o razo­
nes, desde modificaciones de carácter gramatical hasta las que tienen 
que ver con las decisiones fundamentales. 

El Poder Constituyente, en las modernas corrientes constituciona­
listas, tiene límites respecto de su función enmendadora de la Constitu­
ción, a saber: 

a) Tendrá que restringirse al territorio de ese Estado, internacional­
mente aceptado. 

b) No podrá, a menos que incurra en responsabilidad internacional, 
desconocer los tratados que haya firmado el régimen anterior O desco­
nocer el derecho internacional. 
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c) Difícilmente podrá desconocer las facultades que el derecho inter­
nacional señala a los extranjeros. 

d) Debe perseguir un orden jurídico y no la anarquía. 
e) No debe ni puede desconocer la evolución histórico-política de la 

nación. 
f) Debe atender la realidad y las decisiones fundamentales del 

pueblo. 

En este contexto, el Poder Constituyente no puede trastocar una deci­
sión fundamental del pueblo, expresada en su Constitución original, si­
no mediante la consulta al propio pueblo, a través del plebiscito, porque 
de otra manera se corre el riesgo de que un cuerpo que primaria y esen­
cialmente tiene facultades de creación de legislación secundaria, tras­
toque, con la justificación de una reforma constitucional, decisiones 
fundamentales que tuvieron una razón de ser al adoptarse la Constitu­
ción original y que puede no observarse por el órgano reformador. 

Significa, entonces, que lo deseable es que exista en las reformas cons­
titucionales un mecanismo de democracia indirecta, de consulta al pue­
blo, para obtener la aprobación o no de las enmiendas que se proponen. 

Esto tiene que ver con el abuso en el ejercicio del Poder Constituyente 
reformador, sobre todo cuando la enmienda no surge de una aspiración 
espontánea del pueblo, sino del arreglo o consenso de partidos o grupos 
políticos o de un poder, que obviamente puede no expresar el querer del 
pueblo y la ciudadanía . 

En razón de esta práctica, reconocida por la propia Constitución 
mexicana, y considerando el importante número de enmiendas realiza­
das con o sin razón, respetando o no decisiones fundamentales, cuidan­
do O no la técnica legislativa o la congruencia normativa, acordes o no 
con el interés del pueblo mexicano, parece oportuno reflexionar sobre 
la conveniencia de una nueva Constitución que abra la oportunidad de 
adecuarla a la realidad para que exprese genuinamente las decisiones 
fundamentales, y para adoptar modalidades de enmiendas con inter­
vención del pueblo. 
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Conclusiones 

Primera. La Constitución, como norma fundamental de una nación, 
debe expresar su realidad y contener de manera genuina sus decisiones 
fundamentales. 

Segunda. El Poder Constituyente, en su modalidad de reformador de 
la Constitución, no puede infringir decisiones fundamentales contenidas 
en la Constitución original. 

Tercera. La Constitución debe contener nuevos mecanismos de en­
mienda a través de la democracia indirecta, como el plebiscito, para que 
las 'reformas puedan ser sancionadas por el pueblo. 

Cuarta. Por la manera como se ha enmendado la Constitución mexi­
cana, es oportuno reflexionar sobre la conveniencia de una nueva Cons­
titución, para hacer un alto en el camino y crear una norma básica que 
exprese una realidad y contenga las decisiones fundamentales, de mane­
ra sistematizada y genuina, así como un texto congruente y concordante 
con sus instituciones. 
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Constitución y derechos 
humanos de las mujeres indias 

Lourdes C. Pacheco Ladrón de Guevara* 

A partir de 1992 se modificó el Artículo 4Q constitucional para reco­
nocer la composición pluricultural del país sustentada en los pue­

blos indios. Se otorgó a la ley la obligación de proteger y promover el 
desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costumbres, recursos y formas 
específicas de organización social y garantizar a sus integrantes el efecti­
vo acceso a la jurisdicción del Estado. A partir de esa reforma las consti­
tuciones estatales han sido modificadas para incluir el reconocimiento 
de los pueblos indios. Aunque la adaptación en cada entidad federativa 
introduce versiones diversas del texto constitucional, es preciso destacar 
la obligatoriedad referida a promover el desarrollo de los usos y costum­
bres y su relación con los derechos humanos de las mujeres indias. 

El Artículo 4' constitucional señala textualmente: 

La Nación Mexicana tiene Wla composición pluricllltural sustenta­
da originalmente en sus pueblos indígenas. La ley protegerá y pro­
moverá el desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costumbres, 
recursos y formas específicas de organización social y garantizará 
a sus integrantes el efectivo acceso a la jurisdicción del Estado. En 
los juicios y procedimientos agrarios en que aquellos sean parte, se 
tomarán en cuenta sus prácticas y costumbres jurídicas en los tér­
minos que establezca la ley. (N. del Ed.: cursivas de la autora.) 

Lo que permite la costumbre jurídica 

Dentro de los pueblos indios las mujeres tienen una participación espe­
cífica derivada de su condición de género. En general, a ellas corres­
ponden las labores de reproducción biológica y culturización de las 

.. Coordinadora de Investigación Científica de la Universidad Autónoma de Nayarit, 
Ciudad de la Cultura ., Amado Nervo". Delegada de la Asociación de Universitarias 
de Nayarit, A. C. 
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sucesivas generaciones. Si se observa el papel de las mujeres en el inte­
rior del grupo se podrá apreciar, desde fuera, que existe una situación 
subordinada a la autoridad masculina y generacional. Esto último por­
que los cargos de autoridad recaen en personas de edad avanzada. 

A primera vista, en las comunidades indias los derechos humanos 
atraviesan por la condición étnica, ya que el sistema de valoración parte 
de principios distintos a los difundidos por la cultura occidental. Por 
ello, la situación de los derechos humanos de las mujeres no puede ver­
se aislada de las normas consuetudinarias aceptadas por el grupo y por 
los valores vigentes en su interior, los cuales, en ocasiones, son distintos 
de los existentes en la sociedad mestiza. 

Vale la pena preguntarse sobre cuáles son los usos y costumbres que 
la norma constitucional obliga a promover y preservar en el caso de las 
mujeres indias. 

¿La costumbre jurídica puede ser equiparable a las normas de dere­
chos humanos en general? 

El Convenio 169 de la OIT, que obliga al Estado mexicano, reconoce a 
los indios como sujetos de derecho. El artículo primero dice: 

El presente convenio se aplica: 
a) a los pueblos tribales en países independientes, cuyas con­

diciones sociales, cu lturales y económicas les distingan de otros 
sectores de la colectividad nacional y que estén regidos total o par­
cialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una le­
gislación especial. 

Por lo tanto, las costumbres y tradiciones de las etnias se convierten en 
la fuente de reconocimiento de los derechos constitucionales en el país . 

A partir del estado actual de la Constitución mexicana, las costum­
bres y tradiciones de los pueblos indios están en vías de convertirse en 
norma obligatoria oponible a terceros. Sin embargo, vale la pena pre­
guntarse cuál es el contenido de esas normas en relación con los dere­
chos humanos de las mujeres indias. 

Los derechos humanos de las mujeres indias han carecido de especi­
ficidad al ser vistas las comunidades como una unidad, como colecti­
vidades, sin realizar identificaciones de género. Además, la situación 
de los derechos humanos de las mujeres debe ser analizada desde la 
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percepción de las propias mujeres, ya que al final de cuentas son ellas 
las que tendrán que decidir qué de las normas comunitarias debe preva­
lecer y qué debe transformarse. 

Los derechos humanos y la costumbre jurídica 

Dentro de las comunidades huicholas de Nayarit, la situación de los de­
rechos humanos de las mujeres está caracterizada a partir de situaciones 
específicas, algunas de las cuales son las siguientes: 

Vigencia del derecho consuetudinario. En la comunidad se observa un 
derecho consuetudinario consensado por el grupo y elaborado por una 
gerontocracia masculina. En ello, la situación de las mujeres tiene un 
papel específico, derivado de la cosmogonía del grupo y las normas va­
lidadas a partir de la organización social. El papel de las mujeres en las 
comunidades está limitado a la etapa de reproducción biológica, lo cual 
es expresado en las normas de derecho consuetudinario. 

Existencia de castigos especificas para las mujeres. Los castigos de las 
mujeres indias están determiÍtados por el cumplimiento o no de las nor­
mas observadas en el derecho consuetudinario vinculadas al papel 
reproductivo de las mujeres. De ahí que la costumbre jurídica garantice 
el papel de la mujer en la familia pero, al mismo tiempo, la circunscriba 
a ella. 

Dentro de las comunidades se conservan castigos referidos al sufri­
miento del cuerpo, por ejemplo, los azotes a mujeres que rompen el 
compromiso de los padres de tomar por esposo al hombre seleccionado 
por ellos. 

El consenso como fuente de vigencia de la norma. Las normas del derecho 
consuetudinario son tales en tanto sean aplicadas por el grupo. En ello, 
el consenso de la comunidad ejerce la función de aprobación. De ahí que 
las sanciones establecidas por la autoridad tradicional tengan grandes 
posibilidades de ser acatadas por los miembros del grupo, ya que éste 
las toma como síntesis del consenso de la comunidad. Si bien repre­
senta una ventaja, en general; porque garantiza el cumplimiento de la 
sanción, en el caso de las mujeres, las decisiones de la autoridad las en­
cadenan al cumplimiento del papel asignado por el grupo. 
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Las mujeres participan a partir del grupo familiar como sujetos colectivos. 
Las mujeres carecen de posibilidades de participar individualmente en 
la comunidad. Su participación ocurre a través de su familia, sea pater­
na o la del esposo. La costumbre evita la individualidad. 

Las mujeres no participan en los cargos de autoridad. Generalmente no 
participan directamente en los cargos de autoridad dentro de la comuni­
dad. Su participación ocurre de manera indirecta, ya que es el esposo el 
que recibe el cargo y la esposa se desempeña como ayudante. 

La especificidad de la norma en casos concretos. El sistema de normas, si 
bien están establecidas en la costumbre huichol, se han ajustado a las cir­
cunstancias por las que atraviesa el grupo. Éste establece normas de vi­
gencia temporal en tanto ocurra un hecho determinado. La flexibilidad 
con que el gobierno tradicional huichol interpreta las normas ha permi­
tido la sobrevivencia de la propia forma de gobierno, ya que acepta ajus­
tar la norma a la circunstancia, al caso particular tomando en cuenta 
diversos elementos. Ello implica, a su vez, la no existencia de principios 
generales. 

¿Cuáles son los derechos humanos que deben ser respetados univer­
salmente sin distinción de pertenencia a etnia? 

El derecho a la disponibilidad del propio cuerpo. Este derecho, en las co­
munidades indias, se ve relativizado, ya que la práctica de comprometer 
a las mujeres en matrimonio desde el momento del nacimiento o a muy 
temprana edad impide que ellas decidan sobre su cuerpo y, en general, 
sobre su futuro. 

Sin embargo, esta norma debe ser vista dentro de la funcionalidad 
interna del grupo, la cual asegura a las mujeres gozar de protección por 
parte de un hombre. Como el matrimonio fue un acuerdo entre los pa­
dres de ambos, éstos ~ienen autoridad para intervenir en los casos de 
incumplimiento de deberes por parte del esposo. 

Las decisiones sobre la vida privada. El gobierno tradicional es investido 
por los miembros de la comunidad para tomar decisiones sobre la vida 
privada de los individuos y, en particular, de las mujeres. De esta mane­
ra, es el gobierno tradicional quien reconoce las tmiones familiares o las 
disuelve, resuelve los conflictos de la convivencia comunitaria, reconoce 
los datos relacionados con la persona, nombre, parentesco, sistema de 
filiación, edad, cuya base consiste en mantener la armonía entre el gru­
po, minimizando y eliminando los posibles conflictos. 
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Los problemas de la transición 

El contacto de los miembros de las etnias con la cultura mestiza provoca 
cambios en las comunidades. Dos son los casos más relevantes de la 
transición. Uno de ellos se refiere al papel de las mujeres en las familias. 
Las mujeres construyen su desacuerdo sobre la permisividad de la poli­
gamia masculina como una forma de familia. Aunque esta práctica 
puede ser interpretada como una estrategia demográfica de sobreviven­
cia del grupo, ya que permite incrementar los nacimientos, otorga a las 
mujeres W1a situación de jerarquización entre ellas mismas. La introduc­
ción del conflicto en torno a esta costumbre es resuelta por la justicia 
huichol de acuerdo con las metas colectivas del grupo, aun cuando no se 
ejerza justicia específica de acuerdo con la demanda de las mujeres. En 
la impartición de esa justicia la visión masculina predomina, ya sea 
porque se establece como los intereses generales del grupo o porque se 
sigue la práctica de la costumbre. 

El otro caso de la transición ocurre cuando en la resolución de conflic­
tos se involucran mestizos. Ello es muy recurrente en el caso de violacio­
nes y, en general, agresiones a mujeres de la comunidad. En este caso, 
¿cuál es la aplicabilidad de la costumbre jurídica, cuando esta sólo es 
reconocida por los miembros de la etnia? 

Por lo anterior, es preciso que en la discusión nacional sobre la regla­
mentación del Artículo 4" constitucional, referido a los pueblos indios, se 
tome en cuenta la costumbre jurídica real y concreta en relación con los 
derechos de los mujeres. Expresiones genéricas como "la ley protegerá y 
promoverá el desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costumbres, re­
cursos y formas específicas de organización social" no son suficientes 
para saber qué es lo que se está protegiendo. De ahí la necesidad de do­
cumentar los casos de la costumbre jurídica en relación con la situación 
de las mujeres en el interior de la comunidad. Específicamente en rela­
ción con dos temas: el referido a la impartición de justicia a las mujeres 
indias y el de los derechos humanos de las mujeres indias dentro de la 
costumbre que la Constitución ahora protege. 

Si la costumbre jurídica debe ser observable por disposición constitu­
cional, es preciso establecer cuáles son las prácticas que deben prevale­
cer y cómo se construye el consenso sobre esas normas, y cómo se 
canalizará el conflicto en el desacuerdo de leyes. De la misma manera, 
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debe establecerse qué deben hacer sus miembros cuando no están de 
acuerdo y quieran acogerse al derecho mestizo. 

Legislar para las indias realmente existentes 

Al mismo tiempo, debe legislarse en relación con los indios de la transi­
ción. Aquellos que actualmente viven en las ciudades y, por lo tanto, no 
se encuentran sujetos a formas comunitarias de vida. Sin embargo, 
siguen siendo indios. ¿Cuáles son los mecanismos jurídicos para garan­
tizarles el respeto a sus costumbres? ¿Son indios y, por lo tanto, sujetos 
de esos derechos sólo en tanto vivan en comunidades y en territorios 
delimitados, o ser indio puede ser un derecho individualizable a "los 
miembros de los pueblos"? 

Por otra parte, algunas constituciones estatales establecen que el go­
bierno tradicional será tomado en cuenta en la aplicación de justicia 
cuando se trate de juicios donde intervengan miembros de la etnias. Si el 
gobierno tradicional ejerce el peso de la costumbre contra una decisión 
individual de las mujeres, es de pensar que la reforma legal muy poco 
favorece la situación de las mujeres en el interior de los pueblos indios, 
puesto que se encuentran en una situación de subordinación genérica 
extrema, donde sólo participan como miembros de grupos más amplios. 

Por lo anterior, las mujeres indias atraviesan una doble situación de 
no vigencia de los derechos humanos. La que ocurre dentro y fuera de la 
comunidad las ubica como uno de los grupos más desprotegidos en 
la sociedad mexicana contemporánea. 

Propuestas 

1. Realizar estudios particulares sobre la vigencia de derechos humanos 
de las mujeres indias en los pueblos indios actuales, con el objeto de es­
tar en posibilidad de documentar qué es lo que el Estado debe promover 
y proteger al legislar sobre la costumbre jurídica. Darle contenido real a 
la modificación del Artículo 4!O! constitucionaL 

2. Precisar, en el marco de la ley, la vigencia de la costumbre india en 
relación con los derechos humanos de las mujeres. Dilucidar la cuestión 
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de qué derecho es primero: el correspondiente a las comunidades indias, 
el que reconoce e l Estado mexicano mestizo, o las normas de derecho in­
ternacional de los organismos internacionales. 

Comprender tal cuestión aportará elementos para saber qué norma 
debe prevalecer en los distintos ámbitos del país. 
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Capítulo II 

La mujer 
en el derecho penal 





Violencia intrafamiliar 

Ruth Villanueva Castillejas' 

Dentro del marco del Seminario Nacional "Mujer y Constitución", el 
tema de la violencia intrafamiliar reviste especial interés, por ser tulO 

de los principales problemas que aqueja a la mujer, no sólo en nuestro 
país, sino a nivel mundial. Durante los eventos del Día Mundial de Salud 
Mental, se señaló que la violencia intradoméstica es un problema de salud 
mental de grandes proporciones. 

Corno parte de los trabajos de este foro se mostraron estadísticas que 
mencionan que en México, de 1991 a 1994, se registraron 55 mil 992 ca­
sos de violencia intrafamiliar; de ellos, 80% correspondió a mujeres 
adultas y 10% a niñas, y el resto a ancianos y niños; asimismo, se infor­
mó que en Ciudad Nezahualcóyotl, estado de México, de cada tres mu­
jeres unidas en pareja con edades de entre 15 y 50 años, una afirma ser 
objeto de maltrato. De lo anterior se desprende que por las consecuen­
cias rnacrosociales, la violencia intrafamiliar se convierte en asunto de 
interés público y de Estado, puesto que el ejercicio continuo de la violen­
cia doméstica constituye un factor criminógeno al ocasionar pérdida de 
autoestima .. actitudes parasociales, conductas delictivas entre sus miem­
bros, como abuso sexuat maltrato infantil, lesiones, homicidios, y se 
convierte además en un problema de salud mental. 

En el Centro de Atención y Apoyo para Víctimas de Delitos Sexuales 
(CAVI), dependiente de la Procuraduría General de Justicia del Distri­
to Federal, de cada 20 casos atendidos 15 se refieren a violencia intra­
familiar, por lo que es necesario incrementar el número de centros de 
atención a los grupos vulnerables de este tipo de violencia, para lo 
que deberán hacer un esfuerzo conjunto organismos públicos y pri­
vados. Corno ejemplo se puede mencionar el Albergue de Protección a 
Víctimas de Violencia Intrafarniliar, ubicado en Metepec, estado de 
México, que el Instituto Mexicano de Prevención del Delito e Investiga-

,. Abogada. Presidenta del Consejo de Menores del Distrito FederaL 
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ción Penitenciaria tiene en coordinación con la Asociación Internacional 
de Rotarios. 

Dentro del mismo foro se expresó también el caso específico del estado 
de Guanajuato, en el cual durante los primeros nueve meses de este año el 
Sistema de Desarrollo Integral para la Familia recibió 5,168 denuncias de 
maltrato intrafamiliar, siendo los principales afectados mujeres, niñas y 
niños, quienes al ser los receptores de la violencia dentro del seno familiar 
se distinguen como grupos vulnerables, al igual que los ancianos. 

Al constituir el maltrato una práctica común que provoca la desin­
tegración familiar y comportamientos antisociales, que limita el desa­
rrollo integral de las víctimas y constituye un problema de salud 
mental, en el Distrito Federal se expidió la Ley de Asistencia y Preven­
ción de la Violencia Intrafamiliar que se publicó el 9 de julio de 1996. 
Con ello, quedó establecido el marco jurídico que permite la protección 
a las víctimas de este tipo de violencia, en virtud de que antes de esta Ley 
no se contaba con normatividad al respecto que respaldara las acciones 
para facilitar los programas preventivos, de protección y apoyo a los 
grupos vulnerables. 

Objetivos de la ley 

La prevención como forma de erradicar la violencia doméstica; la aten­
ción de eventos al proporcionar una alternativa a los sujetos que viven 
la violencia como forma de interacción familiar; evitar que las conductas 
violentas se prolonguen y transformen en ilícitos, al erradicar modelos 
educativos basados en la desigualdad y el maltrato hacia los vulnerables 
en la familia. 

Para los efectos de esta ley se entiende p"r: 

1. Generadores de violencia intrafamiliar 

Quienes realizan actos de maltrato físico, verbal, psicoemocional o 
sexual hacia las personas que tengan algún vínculo familiar. 

2. Receptores de violencia intmlamiliar 

Los grupos o individuos vulnerables que sufren el maltrato físico, ver­
bal, psicoemocional o sexual en su esfera biopsicosexual. 
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3. Violencia intrafamiliar 
Acto de poder u omisión, recurrente, intencional y cíclico, dirigido a do­
minar, someter, controlar o agredir física, verbal, psicoemocional o 
sexualmente a cualquier miembro de la familia, dentro o fuera del do­
micilio familiar, que tenga alguna relación de parentesco por consan­
guinidad, tengan o lo hayan tenido por afinidad, civil, matrimonio, 
concubinato, o mantengan una relación de hecho, y que tiene por efecto 
causar daño, entendiendo por: 

3.1. Maltrato físico. Todo acto de agresión intencional, repetitivo, en el 
que se utilice alguna parte del cuerpo, algún objeto, arma o sustancia 
para sujetar, inmovilizar o causar daño a la integridad física del otro, 
encaminado hacia su sometimiento o control. 

3.2. Maltrato psicoemocional. Patrón de conducta consistente en actos u 
omisiones repetitivos, cuyas formas de expresión pueden ser: prohi­
biciones, coacciones, condicionamientos, intimidaciones, amenazas, 
actitudes devaluatorias y de abandono. 

Dentro de este planteamiento no se considera maltrato emocional a 
los actos que tengan por objeto reprender o reconvenir a los menores 
de edad, siempre que éstos sean realizados por los que participen en 
la formación y educación de los mismos, con el consentimiento de los 
padres del menor y se muestre que están encaminados a su sano 
desarrollo. 

Todo acto que se compruebe que ha sido realizado con la intención 
de causar un daño moral a un menor de edad, será considerado mal­
trato emoc,ional, aunque se argumente como justificación la educa­
ción y formación del menor. 

3.3. Maltrato sexual. Patrón de conducta consistente en actos u omisio­
nes reiteradas y cuyas formas de expresión pueden ser: 

• Negar las necesidades sexoafectivas . 
• Inducir a la realización de prácticas sexuales no deseadas o que 

generen dolor. 
o Practicar la celotipia para el control, manipulación o dominio de 

la pareja o que generen daño. 
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• Delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual (res­
pecto a los cuales la ley sólo surte sus efectos en el ámbito asistencial 
y preventivo). 

De la competencia 

Corresponde al jefe del Distrito Federal, a través de las sec retarías de 
Gobierno, Educación, Salud y Desarrollo Social, así como de las delega­
ciones, la aplicación de la ley. 

La asistencia y atención será propo rcionada por instituciones públi­
cas o privadas; tenderá a la protección de los receptores de la violencia, 
así como a la reeducación respecto a quien la provoque en la familia; 
estará libre de prejuicios de género, raza, condición socioeconómica, 
religión o credo, nacionalidad o de cualquier otro tipo, y no contará 
entre sus criterios con patrones estereotipados de comportamiento o 
prácticas sociales o culturales, basadas en concep tos de inferioridad o 
subordinación. 

La atención a quienes incurran en actos de violencia intrafamiliar se 
basará en modelos psicoterapéuticos reeduca ti vos tendientes a dismi­
nuir, y de ser posible a errad icar, las conductas violentas. 

La importancia de la Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia 
lntrafamiliar, estriba en que propicia la protección de la mujer ante la 
problemática de violencia intrafamiliar y promueve la erradicación de 
modelos educativos y sociales discriminatorios para las mujeres, accio­
nes enmarcadas dentro de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos. 
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El abandono de persona 

Raúl López du PontO 

G entilmente fuimos convocados por la licenciada Patricia Galeana, 
presidenta de la Federación Mexicana de Universitarias, para que 

en este grandioso recinto histórico, donde se gestó la epopeya deiS de 
feb,ero de 1917, realicemos, en estos días, un análisis y diagnóstico de la 
normatividad que rige a la mujer, a fin de corregir los posibles rezagos 
que se presenten en cuanto a igualdad constitucional. 

El tema que se nos pidió desarrollar dentro de la mesa de derecho 
penal que preside el maestro doctor Sergio García Ramírez, fue "El 
abandono de persona", invitación que mucho me enaltece y agradezco. 

Siendo el tema de la igualdad jurídica de la mujer el/át motiv de esta 
reunión, resulta ineludible mencionar los dos preceptos constitucionales 
que lo fundamentan, en efecto, reconociendo su relevancia. El Constitu­
yente, precisamente en el pruner numeral de este cuerpo legal, ordenó 
en forma apodíctica que 

En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las ga­
rantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restrin­
girse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que 
ella misma establece. (N. del Ed.: Cursivas del autor.) 

De la lectura de este precepto se desprende, en forma absoluta e inne­
gable, el derecho genérico y absoluto de la igualdad que debe existir en­
tre todos los seres humanos; no obstante su claridad, resulta pertinente 
destacar que el "individuo" a que se refiere este dispositivo, es toda 
persona física o moral, masculina o femenina, que se encuentre dentro 
del territorio de nuestra nación. 

Fácilmente se advierte la preeminencia que se le quiso dar a este 
ordenamiento, que ha servido de apoyo a otros, como el Artículo 42, que 

* Catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. 
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estableció reiterativa y posteriormente el principio específico de igual­
dad entre el hombre y la mujer; en consecuencia, cualquier ordenamien­
to secundario que tienda a discriminar a la mujer, es y será siempre 
irregular y corregible. 

El principio de igualdad jurídica debe ser considerado ingrediente 
esencial de la justicia, ya que ésta sólo puede existir entre personas que 
son tratadas de igual manera, en las mismas circunstancias; s i.n. embar­
go, resulta pertinente precisar que el requerimiento de igualdad, como 
elemento de justicia, no implica que esté basado en e l simple principio 
de lo mismo para todos, sino que significa, por un lado, que "los iguales" 
deben ser tratados en forma igual, y por el otro " los desiguales" deben 
recibir un trato en el que se les tomen en cuenta sus diferencias rele­
vantes, como sería el trato a la mujer en cie rtas circunstancias pecu­
liares, con el que se diera a un hombre que no resultara afectado por 
esas singularidades. Insistimos: al hablarse de la igualdad jurídica, 
resalta de inmediato la pregunta, ¿en qué consiste el trato igual? La res­
puesta invariable será: aplicar la misma regla a situaciones similares 
en esencia. 

En conclusión, la igualdad ante la ley se concibe hoy, fundamental­
mente, como principio de no discriminación, esto es, la ley puede hacer 
distinciones entre las personas, conceder diferentes derechos o privi­
legios; en cambio, el trato será discrinLinatorio s i en hechos abso­
lutamente similares se les diferencia con critenos sustentados, por 
ejemplo, en el sexo, la raza o la religión. 

La igualdad jurídica frente a nuestra realidad social 

Corno ha quedado asentado, el mandato constitucional es preciso y ca­
tegórico al establecer la igualdad jurídica para todos los individuos en 
el territorio nacional, inclusive cuando en forma específica declara que 
el hombre y la mujer son iguales ante la ley (Artículo 40). Sin embargo, 
en múltiples y dolorosas ocasiones, esta declaración formal y obligatoria 
se ve desatendida y rebasada; en efecto, s i observamos el comporta­
miento en nuestro entorno social, advertimos la frecuencia con que 
se agravia y discrimina a la mujer en los diierentes estamentos de nuestra 
sociedad. 
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Así pues, el principio de que la mujer y el hombre son iguales ante la 
ley, consagrado formalmente por nuestra Constitución, dista todavía 
mucho de ser una realidad. El desacato a este principio por una parte 
importante de la población masculina constituye todavía un problema 
social importante, y para algunos pesimistas es una expresión ingénita 
de nuestra cultura, a la que entienden como un conjunto organizado de 
respuestas adquiridas y valores asimilados en el núcleo familiar, donde 
a menudo se les inculcan a los niños expresiones lamentables como: 
"que tu hermana te atienda que para eso es mujer", "para qué estudia tu 
hermana si es mujer" I y así ad infinitum. 

En nuestro concepto, el principio de igualdad de la mujer en México, 
y también en la realidad latinoamericana, no se resuelve sólo mediante 
la declaración formal sino que debe complementarse, emprendiendo 
una campaña educativa, firme y sostenida, que incida en el núcleo fami­
liar, utilizando los medios masivos de comunicación, mediante la cual se 
disuelvan y desechen las expresiones arcaicas y negativas. 

El abandono de personas 

Este conjunto de conductas delictuosas, contenidas en el Capítulo VII del 
título décimo noveno del Código Penal para el Distrito Federal en mate­
ria común y para toda la República en materia federal, y señaladas en 
sus artículos 335 al 343, son conductas que están nominadas bajo el ru­
bro de "abandono de personas", y en la mayoría de sus hipótesis se les 
denomina delitos de omisión; se refieren a diferentes tipos de abandono, 
como el de un niño incapaz de cuidarse a sí mismo, de un enfermo, de 
los hijos, del cónyuge, etcétera. 

Todos los casos utilizan la expresión "al que", la cual incluye por 
igual a hombres y mujeres, por lo que en estos preceptos no sería posible 
encontrar discriminación o trato desigual contra la mujer; ocurre lo mis­
mo con las hipótesis a que se refieren los artículos 342 y 343 del mismo 
catálogo legal. Sin embargo, debe mencionarse que aunque las normas 
referidas no contienen elementos discriminatorios en su redacción, sí 
son quebrantadas con mayor frecuencia por sujetos masculinos. 
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Tipificación de la violencia 
intrafamiliar como delito 

Gisela Zamorano Guerrero' 

El surgimiento de una ley de violencia doméstica o intrafamiliar en 
algunos países del mundo se fundamenta en las aportaciones brin­

dadas por organizaciones no gubernamentales, grupos feministas y le­
gisladoras que se han interesado en denunciar la violencia que se vive 
en el interior de los hogares. 

Esta lucha se justifica debido a que se ha considerado a la violencia 
intrafamiliar como un gran obstáculo para las metas de igualdad, desa­
rrollo y paz entre los seres humanos. 

En la actualidad, muchos países ya han adoptado medidas legislati­
vas cuyas leyes son una combinación de disposiciones civiles y penales, 
con un marcado énfasis en aspectos preventivos de violencia que inclu­
yen un trabajo de conciliación entre los miembros involucrados. 

El ténnino intrafamiliar se ha referido a las relaciones en el interior de 
una familia, esto es, entre personas vinc uladas por algún tipo de pa­
rentesco o unidas en matrimonio. El vocablo "doméstica" se refiere al 
"entorno", es decir, al espacio de la convivencia de un grupo que puede 

'" o no estar vinculado por parentesco. La ley utiliza ambas denominacio­
nes> no como sinónimos, sino más bien para abarcar a las familias y a las 
personas convivientes (aunque no compartan la vivienda o no celebren 
matrimonio). 

En 1983 la Organ;~ación de Naciones Unidas realizó una encuesta 
mundial sobre la situación de la mujer y la administración de justicia, la 

, cual arrojó resultados que mostraron la gravedad de la violencia contra 
la mujer en el hogar y la reacción inadecuada de la justicia frente a tales 
hechos. 

En 1985 la Asamblea General de Naciones Unidas invitó a los Estados 
miembros a que adoptaran con urgencia acciones concretas para preve­
nir la violencia en el hogar y prestar asistencia adecuada a las víctimas, 

.. Abogada . Diputada por el Partido de la Revolución Democrática del estado de 
Tlaxcala . 
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con medidas destinadas a que los sis temas de justicia penal y civil res­
pondan con n1ayor efi cacia frente la vIOlencia en e l hogar. 

Al mismo tiempo se invitó a los gobie rnos a que realizaran esfuerzos 
para establecer o reforzar formas de asistencia a las víctimas, proporcio­
nándoles alojamiento, apoyo ps icológico y servicios jurídicos, entre 
o tros. 

Las Naciones Unidas han enfatizado en sus recomendaciones la nece­
s idad de reafirmar la dignidad de la mujer, reforzando la conciencia pú­
blica de que su dignidad es un problema social; por ello, es imperativo 
adoptar políticas y medidas !egislativas en todo el mundo para determi­
nar las causas de esa vlOlencia, imped irla y elinünarla. 

Un número significativo de investigaciones han mostrado que en las 
parejas donde priva una situación de agresión, alrededor de 1% de 
las muje res m a ltra ta al marido; en 23(}'0 de los casos las agresiones son 

mutuas y en 76cyo el hombre ataca a la mujer. A lo largo de los ari.os se ha 
podido comprobar que la violencia doméstica es un fenómeno donde, 
por lo común, la agresión tiene una d irección definida: del hombre hacia 
la mujer, hacia las niúas, niños y ancianos. 

La violencia ha existido siem pre y se ha manifestado de diversas for­
mas¡ aunque es has ta e l último decenio cuando se ha reconocido, cada 
vez más, que la v iolencia contra la lnujer es un problema g rave por su 
nlagnitud y consecuencias. 

Los datos. de países que consignan. estadísticas sobre agresión conyu­
gal y violencia doméstica indican que cotidianamente, entre 40 y 80% de 
las mujeres son golpeadas en sus hogares, de donde podría inferirse que 
"el hogar es el sitio más peligroso para las mujeres". 

Sin duda, la violencia en el interior de los hogares no requiere necesa­
riamente de golpes o lesiones físicas, pues se han podido encontrar si­
tuaciones de violencia en mujeres maltratadas a través de un abuso 
emocional y pSIcológico, por Jo que com parten las características de la 
mujer golpeada, a l estar expuestas a situaciones de terror unpuesto por 
su agreso r. 

Por todo esto, se han podido clasificar tres tipos de maltrato domésti­
co: psicológico, físico y sex ual. 

Las consecuencias de la violencia perpetrada contra la víc tima afectan 
su salud, para derivar en afecciones físicas y mentales; esto, en caso de 
que la agresión lleve a resu ltados no fatales. 
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Ejemplos de consecuencias en la salud física, de acuerdo con los es­
tudios efectuados por el Centro de Atención a la Violencia Intrafamiliar 
ubicado en el Distrito Federal, son: 

• Lesiones 
• Inflamación pélvica 
o Embarazo no deseado 
• Aborto espontáneo 
o Dolor pélvico crónico 
o Dolores de cabeza 
o Problemas ginecológicos 
o Abuso de drogas, alcohol. tabaco y sexo sin protección 
• Asma 
o Discapacidad permanente o parcial 

Entre las consecuencias en la salud mental podemos encontrar: 

• Desorden de estrés postraumático 
• Depresión 
o Ansiedad 
• Disfunción sex ual 
• Desórdenes en la alimentación 
o Desorden de personalidad múltiple 
• Desorden obsesivo-conlpulsivo 

En caso de que la agresión lleve a resultados fatales, se presenta: 

• Suicidio 
• Homicidio 

Sin duda, la necesidad de atención psiquiátrica es necesaria, tanto para 
el agresor como para la víctima, ya que se ha considerado que la vio­
lencia se produce cuando se pone en tela de juicio el poder del "fuerte", 
que se convierte en victimario y deja de reconocer los derechos huma­
nos de la víctima. 

En este sentido han sido identificadas algunas características en el 
victimario que se conocen como "sindrome del agresor", ya que presen­
ta comportamientos psicológicos comunes, por ejemplo: 
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• Baja autoestima 
• Ejerce corltrol 
• Es dominante 
• Manipula 
• No controla impulsos 
• Minimiza sus actos 
• Poca resistencia a la frustración 
• Presenta inseguridad y temor 
• Impone supremacía masculina 
• Tiene miedo al abandono 
• Desarrolla un mod~lo de codependencia con su víctim~ 

, 
La pregunta más común que surge como consecuencia de este proble,ma 
es: ¿Por qué las mujeres no abandonan al agresor? 

La respuesta que se ha dado se inclina a considerar que la mujer ha 
dejado de confiar en sus habilidades, al grado de que duda de cualquier 
cosa que pueda tener un efecto positivo, es decir, cree que 'nada de lo 
qu~ alguien más haga alterará sus circunstancias y experimenta una 
,prQfunda.falta de seguridad en sí misma, '" 

. , Sin duda, esta situación refleja la necesidad de hacer efectivo er siste-
ma dé íQs~¡cia en nuestro país, , ' , 
, .. 'AI"'e~pecto, el Programa Naciol1al de la Mujer 1995-2000, señala la gra-

, , 'veüÍl'd 'de .oh; violencia intrafamiliar, pues afirma que se atenta conira 
, .d€r"7hoS~'int~gridad)! dignidad de la mujer, En este documento se'p<,)IW 

de manifiesto, dentro de los objetivos, la prevención y erradicación de la 
vloten~ia, " . 

• En el estado de Querétaro, las alteraciones a la salud de las víctimas 
hácen necesario recurrir al Código Penal que señala delitos c~ntr~ la 
vida y la salud personal, y también a la Ley General de Salud que reite­
ra el impulso al 'desárrollo familiar, contemplando dentro de sus acÍiv.i~ 
d~d!"s de aténdón médica la prevención, la curación y la rehabilitación, 
tanto-en el aspecto físico como mental. 

Es de señalar la 'importancia que las leyes dan a la prevención de las 
•• enfermedades mentales, , 

P0r esto, puedo afirmar que en Querétaro contamos con elementos le­
gal~,s que nos dan la pauta para legislar en torno al problema de la vio-

, lencia lai;njliar o doméstica, . 
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Sin duda, el Código Penal deberá ser complementado con algunos 
otros aspectos relacionados con los delitos de violencia dentro del nú­
cleo familiar. 
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Capítulo III 

Derechos políticos 
y 

medios de comunicación 





Medios, derechos e imágenes 

Patricia Bracho y Soto Ruiz* 

N o deja de ser un poco extraña la preocupación del presidente de la 
República con respecto a la violencia que se difunde en los medios 

de comunicación. Da la impresión que más que preocuparse por gober­
nar, se desvive por ver televisión. 

Esto lo menciono puesto que cada vez que el doctor Zedilla habla so­
bre medios de comunicación, muy de vez en cuando, ubica la pro­
blemática de los medios en sólo dos aspectos: la autorregulación y la 
apología de la violencia. Son dos temas importantes, pero difícilmente 
pueden abordarse de manera aislada, sin vincularlos a la compleja rela­
ción existente con la sociedad mexicana e ignorando el n1arco legal 
vigente en esta materia. 

La última vez que supinlos de esta preocupación presidencial fue en 
la clausura de la 38 Semana Nacional de la Cámara de la Industria de la 
Radio y la Televisión. El titular del Ejecutivo manifestó su convicción de 
que "en la construcción de un país fuerte, próspero y justo, la ciudada­
nía debe contar con medios electrónicos que, sin ocultar la violencia, no 
hagan de ésta su apología, ni sea el centro de su atención". 

Estoy convencida de que en la óptica presidencial influye decisiva­
mente el hecho de ver el problema de la violencia como una cuestión 
aislada. Esa preocupación, que bien puede ser con1partida por todas y 
todos, sólo es una parte de las imágenes que difunden los medios de 
comunicación. 

Hay infinidad de temas y asuntos que son difundidos por la prensa, 
la radio y la telev isión que también merecen atención, pero todos ellos 
tienen que ser comprendidos y abordados a partir de la nueva relación 
que se construye entre la sociedad y los medios de comunicación. No 
parece ser esta la óptica gubernamental, y tampoco la visión de los 
dueños o concesionarios de la mayoría de los Inedios de comunicación 
en México . 

.. Socióloga. Directora Ejecutiva de Mujeres en Lucha por la Democracia, A. C. 
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Me parece que tendremos que utilizar una óptica d iferente. Al abor­
dar el tema de la difusión de imágenes desde los medios, habrá que vin­
cularlo con las exigencias sociales hacia e llos y recordar que las mismas 
prácticas y acciones que se generan. desde la sociedad son recreadas en 
las pantallas y los aparatos receptores. 

Es el caso de la violencia: ésta se reproduce en radio y televisión no 
por la influencia de mentes perversas y sensacionalistas, aunque eviden­
temente las hay; se recrea en las pantallas porque la misma sociedad 
padece incontables fenómenos de violencia . No hay que olvidar, por 
cierto, que los acontecimientos que más han sacudido la conciencia de la 
nación han sido los hechos de violencia política de los últünos años, los 
cuales se han reproducido hasta la saciedad en todos los medios. 

No hay que ir muy lejos en el tiempo para comprobarlo. La apa­
rente hi storia si n fin de los crímenes políticos ocurridos en 1994 se 
ha reviv id o, irónicamente, con e l hallazgo de una osanlenta, la l1lás 
popular en nuestros días, que se presume corn:.sponde a un ex diputado 
federal y eventual copartícipe de uno de aquellos delitos que cimbra ron 
al país. La fama efímera de los restos de l cadáver se debe, ni lllás ni 
menos, al interés de las autoridades de la Procuraduría General de la 
República de difundir su último descubrimiento, en y por todos los 
medios. 

Los p roblem as de la violencia social, política, económica, racial, etcé­
tera, n o pueden reducirse a un asunto de difusión, y mucho menos 
exentar de responsabilidades al gobierno federal actual. Por su proyecto 
econónlÍco, por sus vaivenes e indecisiones en materia de política, por 
su incapacidad manifiesta para aplicar las leyes y hacer valer la justicia, 
el gobierno es corresponsable de la extensión de la violencia, y no sólo 
Jos medios de comunicación . 

Pero el tenla q ue nos convoca va más a llá de este tópico. Tiene que 
ver, desde luego, con la forma en que se diful,den y recrean los hechos y 
las inlágenes que la sociedad produce. 

Tanlbién sucede con las illlágenes de las mujeres, las cua les expresan 
en nuestros días cambios, matices, novedades y retrocesos respecto de 
hace algunos años. Encontramos ahora nuevas exigencias en favor de 
adecuar las leyes y reglamentos referidos a los medios, para incorporar 
garantías y derechos que deben tonla rse en cuenta a la hora de difundir 
las inlágenes de las mujeres. 
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Para explicarnos estos cambios y las nuevas exigencias, creo prudente 
atender d is tintos hechos que se han producido en los últimos ai10s. Se 
combina la ampliación de las ofertas comunicadoras; la extensión de 
alternativas educativas en materia de medios; el crecien te número de 
mujeres que se incorpora al mercado laboral de la prensa, la radio y la 
televisión y, por supuesto, la crecien te pluralidad y participación social y 
política q ue con mayor fuerza demanda cambios dernocráticos en todos 
los órdenes de la vida nacional. 

Si a tendemos esta última cuestión, habrá que ubicar e l tema de las 
imágenes de las mujeres, en particular la reforma de leyes y reglamentos 
que permi tan garantizar la difusión plural y no sexista de dichas imáge­
nes, como un terna vinculado a la reforma legal y política más amplia de 
todo el marco jurídico relativo a los medios de comunicación. 

Sólo como referencia habrá que decir que existe una creciente y diver­
sificada exigencia ciudadana en favor de un nuevo marco legal en mate­
ria de comunicación social, que permita la existencia y desarrollo de una 
auténtica oferta cultura l inform.ativa y recreativa; sanas condiciones de 
competencia entre los medios; un verdadero acceso social y ciudadano a 
los mismos; as í com o una verdadera difusión pl ural y objetiva de men­
sajes, programas e ideas, en la radio, el cine, la televisión y la prensa que 
se difunde en todo el país. 

Aqu í es in1portante señalar que este tipo de dema ndas, en favor de 
una reforma de la rgo alcance en materia de cmnunicación social, reivin­
dican el plu ralismo sociat la libertad de expresión, el ejercicio del dere­
cho a la i.nformación, así como la exis tencia de rnedios de comw1icación 
que sean promotore~ de la denl0cracia. 

En particular, hay todo un conjunto de preocupaciones relacionado 
con las imágenes de las mujeres que se reproducen en los medios que es 
necesario atender, tanto en el ámbito del acceso él los medios, en la suge­
rencia de nuevos contenidos, como en el estriclamente legislativo. 

Por eso puede afirmarse, creo, que en el proceso de democratización 
de la relación entre los medios de comunicación, la sociedad y el Estado, 
aparece como un asunto de gran importancia el de la reproducción de 
las imágenes de la~ mujeres. Aun cuando éste es un asunto que refleja 
uno de los mayores déficit, las preocupaciones en torno a estas emisio­

nes y, sobre todo, la búsqueda y las propuestas en favor de la reproduc­
ción de imágenes no sexistas y dignas de las mujeres se extiende en 
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nuestro país. Este es un asunto que ha cobrado mayor interés en las dos 
últimas décadas y que no puede quedar fuera de cualquier cambio legal 
y cultural. 

Como ya he mencionado, en los últimos años se ha presentado un 
avance de la participación de las mujeres en los medios de comunica­
ción. Como periodistas, comunicadoras, locutoras, directoras de cine, o 
en cargos de adm in istración y dirección en las empresas culturales y de 
comunicación, las mujeres han conquistado espacios favorables para su 
desarrollo. La propia sociedad acepta ya a mujeres como líderes de opi­
nión y deposita su confianza en las comunicadoras, siendo esto, sin 
duda alguna, un signo positi vo en el desarrollo cu ltural y cívico de la 
nación. 

Estos avances tienen que verse desde distintos ángulos para poder 
apreciar sus alcances reales. La población femenina en la carrera de co­
municación de las distintas universidades del país supera el 60% del 
total de la población estudiantil; sin embargo, la práctica profesional de 
la comw1icación social aún no incorpora, en esa proporción, la participa­
ción femenina. 

Por otro lado, aun cuando no existen estud ios suficientes que permi­
tan discernir si realmente hay una relación directa entre esta participa­
ción femenina y la modi ficación de los mensajes, y aun cuando no hay 
investigaciones detalladas y actualizadas que arrojen claridad respecto 
de si existe una conciencia en las mujeres de la necesidad de ampliar la 
producción y difusión de imágenes no sexistas, lo cierto es que estos 
asuntos son clave a la hora de pensar y hablar sobre los derechos de las 
mujeres en la prensa, la radio, el cine y la televisión. 

En este sentido, no podemos perder de vista que la oferta de los me­
dios dirigida a las mujeres se ha ampliado significativamente y cada vez 
expresa un mayor grado de especialización. La radio y la televisión, en 
particular, producen emisiones y mensajes dirigidos a sectores diversi­
ficados, a grupos socioculturales diferentes. Lo mismo hacen en el caso 
de las mujeres, lo cual hace difícil identificar Wl solo patrón de conduc­
ta o mensaje básico. 

Pero, podemos decir, el mundo que básicamente se muestra en los 
medios de difusión para las mujeres gira en torno al sentimiento, al cam­
po afectivo. Dentro de este predonünio se manejan tanto mitos co­
mo estereotipos que encuentran expresiones particula res, ya sea en las 

- 64 -



telenovelas, las revistas femeninas o la publicidad, donde los que hacen 
los medios suelen construir mecanismos de identidad o extensión de un 
tipo de mensaje a otro, con el objetivo de construir un patrón común y 
difundir una in1agen única, inexistente, de la tTIujer. 

A pesar de los intentos simplificadores que buscan construir falsas 
identidades únicas, la diversidad de prácticas y acciones de las mujeres 
ya han demandado, la mayoría de las veces de manera silenciosa, que 
los medios reproduzcan otro tipo de imágenes. En otros casos, las exi­
gencias son públicas y se expresan por asuntos particulares, referidos a 
los contenidos de la publicidad, los programas, las telenovelas, cuya 
atención por parte de los dueños y concesionarios aún se rige, por des­
gracia, pri vilegiando criterios mercantiles. 

Hay ya casos diferentes, como el referido a los recientes anuncios de 
la sección amarilla, los cuales fueron retirados de la programación por 
las presiones que promovimos distintos grupos de mujeres y de comu­
nicadoras, incluyendo a legisladoras federales, tanto en la Cámara de 
Diputados como en la de Senadores. 

En la participación ciudadana se encuentra un asunto clave en mate­
ria de derechos de las mujeres en los medios de comunicación, televisión 
incluida. No sólo se carece de estudios donde sean las propias mujeres 
quienes definan e identifiquen las imágenes, contenidos y mensajes que 
les resulten denigrantes o discriminatorios; además, son pocos los es­
pacios de organización e intervención en los mismos medios para rever­
tir y reorientar sus acciones. 

Por ello, creo que será muy útil la construcción de foros y la promo­
ción de espacios de deliberación pública por parte de las mujeres para. 
incidir en los contenidos y los mensajes emitidos por los medios. Entida­
des nacionales como el Consejo Nacional de Comunicación Social u or­
ganismos particulares como el Observatorio de la Publicidad, pueden 
ser instrumentos de participación social y ciudadana que se convierten 
en contrapesos efectivos y contribuyan a emitir recomendaciones en tor­
no a las imágenes que reproducen los medios. 

y en parte podemos abordar la preocupación presidencial con respec­
to a la autorregulación. No basta dejar en la conciencia o en las buenas 
intenciones de los duefios y concesionarios un asunto tan importante, 

máxime que durante décadas el apego a normas éticas y la atención de 
los reclamos sociales por parte de dichos empresarios casi siempre ha 
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estado ausente. También se requiere que la sociedad ofrezca propuestas 
y alternativas que sean atendidas por los med ios y se dé una verdadera 
regulación, en donde los consumidores y consumidoras de la informa­
ción ejerza t1 sus derechos. 

Es una cuestión que tiene que ver con la ética, cie rtamente, y que no 
puede esta r suje ta él regulación jurídica alguna, pero también tiene que 
ver con los derechos ciudadanos. No se trata de coarta r la li bertad de 
ex presión, pero sí de conci liar los intereses de quienes reciben las emi­
siones con los de los dueños y concesionarios. En otras palabras, buscar 
el fin del predominio de los criterios mercantiles y amplia r el peso de lo 
social y cívico en las actividades de los medios. 

Esto es importante, sobre todo si estamos pensando en pugnar por 
una oferta cultural e informativa de carácter plural que atienda las de­
mandas de género. La participación de las mujeres en los distintos es­
fuerzos organizativos, de actividad política, de difusión de ideas y de 
actos cotidianos en favor de la democracia, tiene que encontrar traduc­
ción en los medios. 

Si, como hemos mencionado, el desarrollo del pluralismo y la parti­
cipación creciente de la sociedad han comenzado a modificar las imá­
genes y el papel de los medios, también es cier to que los p rincipales 
roles protagónicos y las imágenes q ue se reprod ucen en esas en tidades, 
deben atender y reflejar los avances de las mujeres en la lucha por la 
democracia. 

Al mismo tiempo, si se promueven es fu erzos por ampl ia r la par­
ticipación de las mujeres en los distintos niveles de organización y 
dirección de los medios de comunicación en México, también se con­
tr ibuye a modifica r las formas de relación y convivencia que han existi­
do durante décadas en México. La igualdad de oportun idades, el acceso 
a cargos de dirección en los medios, el respeto a la dignidad de las 
mujeres profesionistas de los periódicos, la radio y la telev isión, son de­
mandas que tienen una relación directa con las exigencias en favor de 
que la democracia impere en todos los órdenes de la v ida social, política 
y cul tural mexicana, y son, por lo tanto, asuntos que tienen que ver con 
los derechos de las mujeres en y con los medios de comunicación. 

La legislación vigente no atiende esta serie de reclamos y de tópicos. 

Una revisión del marco legal relativo a la comunicación social en nues­
tro país, que realizamos en Mujeres en Lucha por la Democracia, de-
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muestra la ausencia de disposiciones nornlativas que estén a favor de la 
etnisión de mensajes e imágenes de las mujeres que no sean sexistas ni 
discriminatorias. 

Consultamos la Ley Federal de Radio y Televisión y su reglamento, la 
Ley de Imprenta, la Ley Federal de Cinematografía, el Reglamento de 
Publicaciones y Revistas Ilustradas, la Ley de Protección al Consumidor 
y el Reglamento de Publicidad para Alimentos, Bebidas Alcohólicas y 
Medicamentos, los cuales no establecen preceptos legales que garanticen 
la difusión de imágenes e ideas que d ignifiquen y respeten a la mujer. 

Ahora existe un esfuerzo de la LVI Legislatura de la Cámara de Dipu­
tados, dirigido a refornlar todo ese marco legal relativo a los nledios. Ha 
sido un trabajo legislativo con altibajos y pudiera quedar trunco si no se 
renuevan las demandas ciudadanas en favor de esos cambios. 

Una parte de esos cambios tiene que incluir nuevas disposiciones 
para garantizar que los medios reproduzcan imágenes objetivas, de res­
peto a la dignidad y a los derechos de las mujeres. 

Sabenlos que en otras naciones existen mayores avances al respecto. 
La participación de organismos civiles para influir en el contenido de los 
mensajes que elniten los medios o en la regulación de la publicidad, 
para citar los casos más importantes, ha generado experiencias muy in­
teresantes en países como Espai"ia, Brasil, Chile o Argentina. 

Existen también compromisos internacionales que requieren de 
traducción legal en nuestro país. Los recientes acuerdos de la Cuarta 
Conferencia MWldial de la Mujer, auspiciada por la ONU, incluyeron 
disposiciones acerca de las imágenes de la mujer y los medios de 
conlunicación. 

Creernos que en México se pueden llevar adelante acciones de este 
tipo, en particular en el ámbito legislativo. Es por ello que nos hemos 
propuesto trabajar en favor de una estrategia que considere fundamen­
tal que la Cámara de Diputados promulgue una Ley General de Co­
municación Social e incidir para que dentro de ella sean incluidas las 
cuestiones de género. 

En su contenido pueden quedar inscntas las disposiciones generales 
que aboguen en favor de la equidad, la no discriminación y la difusión 
de imágenes objetivas de las mujeres en los 111edios de comunicación. 

Queremos que en esa ley se incorpore un principio de carácter gene­
ral que estimule la difusión plur~ l de las imágenes de las mujeres en los 
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medios de comunicación. De allí podrán derivarse consideraciones de 
carácter legal que puedan incluirse en leyes y reglamentos específicos 
que deberán promulgarse después de la Ley General de Comunicación 
Social. 

En el caso de que algunas de las leyes vigentes, como la de Radio y 
Televisión o la de Cinematografía, sean sometidas a un proceso de adi­
ciones y reformas, promoveremos propuestas de cambios para incor­
porar principios y disposiciones que garanticen la equidad, la no 
discriminación, y eviten el sexismo en los medios electrónicos. 

De forma paralela, puesto que esa disposición no se encuentra dentro 
de las facultades del Poder Legislativo, pensamos que es tiempo de que 
el Congreso legisle en materia de publicidad, trasladando esa facultad, 
que actualmente goza el Ejecutivo, al Congreso. 

Esto permitiría expedir una Ley General de Publicidad, en donde se 
incorporen con precisión un conjunto de disposiciones basadas· en los 
principios señalados y que eviten la difusión de imágenes denigrantes o 
distorsionadoras de las mujeres. 

En Mujeres en Lucha por la Democracia aspiramos a contar con un 
sistema de medios de comunicación que contribuya a forjar imágenes· 
distintas de la mujeres; imágenes que reivindiquen su papel como ciu­
dadanas participativas en todos los ámbitos de la sociedad; creativas; 
imágenes de no sumisión, no circunscritas a los límites de lo doméstico 
y mucho menos a la dependencia del hombre. 

Pero hay que decir una última cuestión. Al proponemos trabajar en 
favor de que la Cámara de Diputados promulgue la mencionada Ley 
General de Comunicación Social e incidir para que dentro de ella sean 
incluidas las cuestiones de género, comprobamos que las normas jurídi­
cas, incluyendo las constitucionales, no favorecen la participación de 
organizaciones sociales y no gubernamentales. 

No existe el derecho de iniciativa de ley para la ciudadanía. Espera­
mos que este asunto también ocupe la atención de la actual Legislatura 
y pueda reformarse el Artículo 71 de la Carta Magna, para que se reco­
nozca el derecho constitucional de las ciudadanas y los ciudadanos de 
iniciar una ley. Como integrantes de una organización social interesada 
en el quehacer legislativo, pugnamos por esa reforma constitucional. 

Por último, se necesitará, como requisito indispensable, la convergen­
cia de las legisladoras, independientemente del grupo parlamentario en 
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el que participen; n1ayor delnanda de las organizaciones sociales, de 
comunicadores y, en particular, de mujeres, para lograr que las cuestio­
nes de género sean contempladas en la reforma del marco legal de los 
medios de cOlnunicación; por ende, esperarnos encontrar eco en este 
evento para ampliar el abanico de grupos y voces interesadas en cons­
truir un nuevo marco legal que garantice la existencia de derechos de las 
lnujeres en y con los medios de comunicación. 
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La imagen de la mujer 
en los medios de comunicación 

María Dolores Davó* 

El tema de los medios de con1unicación siempre plantea problemas de 

consenso respecto a sus par~etros éticos. La definición de una éti­
ca en esta materia debería ser, corno recientemente se ha acotado a nivel 
federal, una premisa para aquellos que se dedican a la información o al 
s imple entretenimiento. La responsabilidad de acceder a los medios 

de comunicación, en cualquiera de sus vertientes, debe ser considerada 
corno cOlnpromiso social que supera cualquier circunstancia personal. 

Más allá de utopías y buenos deseos, la realidad refleja una ética 
cOlnunicacional, si no nula, sí poco sólida. ¿Cuál es la génesis de esta 
ausencia?, ¿por qué los medios de comunicación adolecen de premisas 
de actuación poco profesionales y en ocasiones hasta grotescas? 

Las respuestas se encuentran en un problema básico: los valores 
transmitidos en nuestra sociedad. El individuo que en su educación 
informal carece de principios éticos respecto de los valores que debieran 
prevalecer en una sociedad, será un comunicó lago con evidentes pro­
blemas profesionales. 

El problema es claro: los medios de comunicación reflejan un grave 
problema cuya génesis está en la educación. El manejo de los medios 
debe basarse en una premisa de actuación que contribuya a la homoge­
nización positiva de valores. Si queremos a W1 pueblo ético, necesitamos 
a un pueblo que eduque éticamente. 

Esta breve reflexión conlleva al problema que nos interesa el día de 

hoy: la imagen de la mujer en los medios de comunicación. 
En términos generales, y como se ha mencionado en cada W10 de los 

foros que han tocado este tema, la imagen de la mujer en los Inedios de 
con1unicación es bastante limitada, pues se centra en la exaltación de los 
atributos físicos, en lt:l mayoría de los casos, y secundarian1ente en e l 

papel biológico d e mujer. la mache guadalupana . 

.. Comunicóloga por la Universidad Iberoamericana. Di rectora de la Casa Universita· 
rja del Libro, Ciudad de México. 
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En primer lugar, habría que reconocer que esta apreciación no está 
muy alejada de una realidad masculina, pues a la fecha, a pesar del con­
siderable ascenso de la mujer en el ámbito laboral, podernos afirmar que 
el juicio al trabajo de la mujer siempre se hace considerando que es 
mujer. ¿Cuántas de nosotras no se han topado con algún hombre que 
considera bueno nuestro trabajo, a pesar de ser mujeres? 

Broma sexista o no, el hecho es que, en términos laborales, a las mu­
jeres se les sigue tratando con10 mujeres, cuando idealmente a hombres y 
mujeres se nos debería considerar individuos que trabajan a la par. 

Simone de Beauvoir ubica el problema al decir que los hombres y las 
mujeres no han compartido el mundo por partes iguales. Nos recuer­
da una premisa básica: el hombre soberano protegerá a la mujer 

. vasallo. 1 Con esta afirmación podernos identificar perfectamente nuestro 
problema a vencer: nos considerarán vasallos mientras los consideremos 
soberanos. 

Nada de esto es nuevo, pero nos ayuda a comprender el porqué de 
una imagen tan limitada en los medios. 

Recientemente, en el Coloquio organizado por el Programa Univer­
sitario de Estudios de Género y el Centro de Investigaciones sobre 
América del Norte, de la UNAM, en la mesa sobre "Mujeres y medios de 
comunicación", Michelle Martín, de Canadá, mencionó las etapas que 
ha tenido la mujer en los medios de comunicación en su país. De 1950 a 
1970, la biológica; de 1970 a 1990, la de transición, el síndrome de la 
supermujer y a partir de 1990 la etapa de igualdad. 

En nuestro país aún no experimentamos la última ~tapa; al parecer 
vivimos una cOlnbinación de las dos primeras. En las telenovelas, nues­
tras heroínas son bellas, asediadas sexualmente; en su momento, abne­
gadas y sufridas madres, muy esforzadas, lo cual siempre las lleva al 
éxito. rotundo y merecido. Claro, existe una desafortunada dicotomía 
entre la mujer villana y la heroína; por lo común, la villana cuenta con la 
íniciativa laboral, y la buena, si bien es inteligente y capaz, no tiene la 
audacia' y dureza para el trabajo de la femme fa/ale. Pareciera una curiosa 
consigna: no seas tan buena en el trabajo porque te pue~e ir ~al en el. 
amor. 

Una vez más apreciamos corno constante que la realidad social se 
cuela a los medios sin ningún esfuerzo por contribuir a una recon-

1. DE BEAUVOIR, SIMONE, El segundo sexo, Ed. Siglo Veinte, Buenos Aires, 1970, p. 17.: 
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sideración de los valores. La responsabilidad radica entonces en los me­
dios, en las personas que tienen acceso, ya sea en forma directa o indi­
recta, a grupos amplios de hombres y mujeres que si bien día con día 
viven W1a realidad donde la mujer es W1 símbolo sexual minimizado, de 
modo que cuando se acerquen a un medio de comunicación hagan posi­
ble otra realidad, la utopía de la igualdad. 

La regulación de estas premisas debe ir más allá de la buena suerte de 
encontrar un productor o un escritor con conciencia de género: debe 
fundamentarse en una premisa jurídica que estipule la imagen de la 
mujer que se quiere presentar. Recordemos que el Artículo 4" cons­
titucional dice: "el varón y la mujer son iguales ante la ley". 

La igualdad del varón y la mujer no está a discusión: es un hecho. 
Estamos a la vista de la situación prevaleciente, en la realidad ante un 
problema de justicia. El problema es cómo hacer efectiva la ley; cómo 
podernos las mujeres contribuir al logro de la justicia . La Constitución 
establece el qué, las leyes dicen cómo. 

Pero la realidad indica la diferencia entre la aspiración y el inten­
to: vemos la justicia cotidiana, especialmente en la condición real de la 
mujer, pero también en la del hombre, los niños, los ancianos; vemos y 
sentimos la,injusticia social. Hablamos de una justicia manifiesta en las 
aspiraciones planteadas por la sociedad a través de sus voceros: repre­
sentantes, legisladores, mujeres destacadas, etcétera. El intento ha sido 
exitoso pero aún no es efectivo; exitoso porque se han logrado modifica­
ciones y ampliaciones constitucionales, legislativas e instrumentales diri­
gidas a hacer valer los derechos de la mujer. Pero aún rlo se logra en 
nuestro sistema socio-político que la justicia se manifieste diariamente en 
la familia, el trabajo, la academia, la política, la convivencia social; tan es 
así que se sigue luchando por "legislar", reglaIY\entar los derechos de gé­
nero y los derechos humanos, para que se haga efectiva la justicia social, 
por igual para la sociedad conformada por hombres y mujeres. 

La injusticia condiciona no sólo el "papel social de la mujer" sino su 
consideración como persona humana. ¿Cómo podemos lograr que se 
haga efectiva la justicia para la mitad de la sociedad con respeto a la 
dignidad y los valores de la persona humana? 

En lo que corresponde al tema de los medios de comunicación, enton­
ces, el planteamiento será, ¿cómo pueden los medios de comunicación 
contribuir al logro efectivo de la justicia? Todo aquello que contribu ya a 
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este fin será encaminado "efectivamente" al propósito que aspiramos. 
¿Cómo pueden contribuir la radio, la televisión, los periódicos, el cine, la 
publicidad, a la aplicación efectiva del derecho que le asiste a la mujer? 
La respuesta será e l resultado de un proceso que está en marcha. Pro­
pongo que se establezcan metas intermedias para que con su logro se 
cumplan objetivos específicos, encaminados al propósito fi.na l: la justicia. 

Considero que el problema va más allá de "la imagen" o percepción 
de la mujer en los distintos medios de comunicación. Sin embargo "la 
imagen" I como conjunto de percepciones, deriva de creencias, experien­
cias y conveniencias de quienes deciden en los medios de comunicación. 

El establecimiento de normas jurídicas que "acoten" o encaucen en 
va lores éticos y jurídicos a los medios" y a las personas que en ellos 
deciden, es W1 elemento minirno necesario para poder, basadas en el 
derecho, mejorar las experiencias y respetar las creencias de las personas 
que dirigen los medios. 

Las mujeres creernos en la justicia. Es éticamente inaceptable no res­
petar nuestra forma de entender la igualdad; es injusto no legislar, 
porque es necesario reglamentar la forma en que se deben desempei\ar 
los medios para garantizar el respeto a la dignidad y los derechos de la 
mujer; es conveniente, en provecho de la sociedad, compartir las expe­
riencias de hombres y mujeres para ser mejores en una sociedad justa. 

La ex pedición de una Ley General de Comunicación Social está ya 
propuesta por la Comisión Especial de Comunicación Social de la 
Cámara de Diputados; la diputada Ana Lilia Cepeda de León ha traba­
jado para incluir en ella apartados que dignifiquen a la mujer. Este es 
hoy por hoy un medio formal capaz de contribuir a comenzar el ejer­
cicio del respeto al trabajo de la mujer, así como el establecimiento de 
preceptos legales que garanticen la difusión de imágenes e ideas que 
dignifiquen y respeten a la mujer, tan necesario en nuestra sociedad, por 
el bien de la propia mujer y del país. 
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El respeto a la mujer 
en los medios de comunicación 

María Elena Granados Castellanos' 

¡QlU! obra maestra es c1l1ombre! 
¡Cuán noble por Sil razón! ¡Cuán i¡ifhrilo en facultades! 
En Sil fonll ll y movimiento, j Cllán expresivo y maravilloso! 
En sus acciones, ¡qué ¡mrecido a 11/1 ángel! 
EII su ill teligencia, ¡qué semejan fe a 1m dios! 
¡UI /l/aravilla del mUl/do! i El arquetipo de los seres! 

Ham/d, Acto U, Escena 11 
WILUAM SHAKESPEARF 

N uestras madres lo hicieron, nuestras abuelas tanlbién. La m adre de 
mi .buela y la madre de la madre de mi abuela lo hicieron tam­

bién. Somos lo que ellas fueron. Hemos atendido nuestros hogares, asea­
do y vestido a nuestros hijos, hemos alimentado a nuestros esposos y 
cuidado a nuestros seres queridos en las noches en vela, cuando todos 
duermen; consolamos al convaleciente y apoyamos al caído. H em os 
sido la fortaleza silenciosa, la voluntad iodeclinable, la lealtad y la fide­
lidad. Hemos sido, somos y seremos mujeres, pero ya no como aquéllas. 
Ahora nuestros retos se multiplican y nuestras perspectivas son promi­
sorias. Estan10S dispuestas a incursionar en terrenos que nos es taban ve­
dados y no pedimos ventaja alguna sioo tan sólo igualdad en los derechos 
y equidad en las obligaciones, así como respeto iocluyente y m u tuo. 

Esta igualdad en los derechos y equidad en las obligaciones se basa 
en un principio de respeto que la mujer, en el México d e hoy, entien de 
como la observación clara y desprovis ta de adjetivos de la dignidad de 
la persona. En efecto, las mujeres somos en esencia personas que sien­
ten, piensan y razonan, que hacen un ejercicio libre e inte lectua l acerca 
del sitio que ocupan en el contexto de la vida moderna, y que p iden e l 
trato que se le dispensaría, precisa y sencillamente, a una persona. 

Este trato digno e iotegral a la mujer no colma aún, por d esgracia, los 
espacios que muchas veces reservan los medios a la difusión de una 

• Ingeniera. Delegada de la Asociación de Universitarias de Yucatán, A. C. 
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imagen distorsionada y alejada de la realidad. En consideración a esta 
realidad me permito hacer ante ustedes las siguientes reflexiones. 

La mujer en los medios electrónicos 

En otros países la autoridad se ocupa de preservar la imagen de la mujer 
como una persona que de ningún modo puede ser objeto de violencia 
sorda y doméstica, anónima y oculta. En México la situación es todavía 
dramática porque los legisladores no han tenido el interés o la capaci­
dad, y creo que tampoco la visión suficiente, para elaborar un Código de 
la Familia que proteja los derechos de la mujer y de los niños. Incluso, 
los ordenamientos civiles que norman las relaciones de la familia en 
nuestro país parecen superados y anacrónicos; por ello es necesario que 
el pueblo cobre conciencia de la magnitud de este problema, para jUlali­
zar las terribles cuestiones relacionadas con la violencia en el h..ogar, así 
cmuo otros puntos con lTIúltiples y delicadas aristé;1=? Creo necesario que 
la concientización comience en los medios de con1unicación, por la in­
fltiencia que .tienen en la mentalidad del pueblo. . . _ . ,.;:"~ .. .. :. 

¿Qué es la mujer en los medios de comunicación electrórüca? ¿Tan 
SÓ10Wl e lemento lnás de ornato en la escenografía? ¿Un ?er desprovisto 
de ·voluntad¡:lropia y dependiente de los criterios de los detnás? ¿Un· 
atra~tivo v isual? ¿ U~ gancho de venta para películas "cómicas" con títu­
los tan singulares como Esta noche cena Pancho? No podemos permitir 
que estas condiciones promuevan una imagen distorsionada de ~a mujer 
mexicana, no digamos ya en nuestros est~dos, sinO talnbién e,n el extran­
jero. ¿Acaso queremos que junto al ranchero de sOlnbrero ancho que dor­
mita junto a un nopal aparezca la mujer frívola, desprovista de vpluntad 
própia y de pilón tonta? 

Debernos admitir que los medios electrónicos han fomentado los 
arquetipos lamentables que identifican, a la mujer mexicana, er foros 
nacionales y del extranjero, con historjas de mujeres que recorr,en el 
espectro de ·vidas anodinas en las que el elemento de cambio es el ase­
s;pato pasional, o la abnegada aceptación de la infidelidac( del com­
pañero, ·casualmente por culpa de la propia mujer. Debemos señalar que 
la mujer es mucho más que la imagen de arquetipos gastados comerl 

cializada por las grandes cadenas del poder televisivo, cuyo único inte-
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rés es vender. En este punto cabe hacemos las siguientes preguntas: 
¿Qué imagen queremos nosotros de la mujer mexicana? ¿Qué podemos 
hacer nosotras para modificar esta imagen? ¿Debemos aceptar que se 
diga en todo el mundo que somos lo que no somos? 

¿Espectadoras o ejecutantes? 

¿Cuál es e l rol que queremos desempeñar? El ámbito en que se circuns­
cribe la sociedad actual exige de la mujer una partic ipación activa en los 
órganos de decisión, una actitud crítica; aun como espectadoras, nuestra 
actitud debe ser activa y militante. Tenemos que aprovechar los espacios 
de opinión disponibles para demostrar nuestro sentir y luchar por con­
seguir una participación más activa en los pocos ámbitos que aún per­
manecen cerrados para nosotras. Consideremos un ejemplo: en su más 
reciente asamblea, el PRI apoyó estatutariamente que por lo menos 30% 
de los cargos de dirigencia de ese partido esté reservado para las muje­
res. No debemos sentirnos satisfechas; con esto, aunque sin duda ese 
porcentaje representa un avance para las mujeres, estamos muy lejos de 
cumplir con las expectativas de igualdad por las que luchamos en todos 
los álnbitos. Las mujeres somos un pilar, m uchas veces en competencia 
desventajosa, y tenemos que romper con estereotipos como los que en 
muchas ocasiones, con una estricta visión mercanti lista, manejan los me­
dios electrónicos. El camino aún es largo, nuestra voluntad y esfuerzo 
no deben ser n1enores. Tenemos un propósito y sabremos luchar por él, 
porque no pedimos ventajas ni favores: sólo igualdad de condiciones. 

Encontrar su lugar en el mundo en tanto sujeto que siente, piensa y 
quiere, representa, para la mujer de hoy, una difícil contienda. Tampoco 
puede descuidar lo que tanto ama: su hogar, su compañero y sus hijos. 
La búsqueda de este equilibrio es una tarea de ambos sexos, no sólo de 
las mujeres. Nosotras estamos dispuestas a la batalla creadora. 

¿Una semblanza verdadera de la muj e r? 

Para hablar de este tema tenemos que aceptar una premisa fundamen­
ta l. No debemos pasar por al to que los medios presentan, por así de-
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cirlo, un prototipo de la mujer como producto de consumo, la distinción 
que marca un estatu s social o un ser de extremo atractivo físico y des­
provisto de intelecto. 

La abnegación que raya en la sunlisión, la sensibilid ad que desembo­
ca en el sentimentalismo, la solidaridad que deriva en el servilismo, y 
en casos extremos la negación misma del ser" en aras de impulsar a quie­
nes le rodean, figuran entre las condiciones que marcaron la vida de mu­
chas mujeres lnexicanas hasta muy entrado este siglo. Ahora la situación 
es por demás distinta, pero estas imágenes engañosas de la mujer me­
xicana son fomentadas, sobre todo en los medios electrónicos, con his­
torias increíbles que en muchos casos buscan preservar estas 
características como sucede, por ejemplo, en la mayoría de las teleno­
velas . La paradoja más grande de esta situación es que las mujeres so­
rnas el mercado cautivo de este tipo de segmentos. 

Las telenovelas presentan los arquetipos lamentables que identifican 
a la mujer mexicana en foros nacionales y del extranjero. Así vemos, por 
ejemplo, cómo después de muchas vicisitudes una pepenadora llega a la 
cúspide de la más alta clase social, en una historia sin el mínimo nexo 
con la realidad. 

También encontrarnos a personajes femeninos caracterizados como 
seres de inteligencia escasa, manipulables, influenciables, detentadores 
de UJla voluntad débil y don1inados por la figura masculina que se arro­
pa con cualidades de las que carecen aquéllas. En estas historias la mu­
'jer es la forma, no el contenido, y su presencia sólo está justificada como 
un elemento de ornato o como espectadora cuya voluntad no consigue 
modificar ni un ápice su trágico sino. 

En algunos programas las historias de las mujeres fluctúan del asesi­
nato pasional al aborto, o a la vida cotidiana y monótona del ama de 
casa cuya principal preocupación, según estos programas, es tener la 
comida lista y estar dispuesta a fingir una realidad sustentada en la fan­
tasía idealizada. 

Sin embargo, y como le consta a todos, la n1ujer en México hoy 
desempeña roles de suma importancia en todos los ámbitos de la vi­
da profesional, económica, política, CÍvica y culturaL Empero, el proble­
ma donúnante es que aún persisten tabúes y prejuicios sociales que 
limitan el acceso de la mujer a niveles profesionales de la educación, y la 
profunda crisis económica del país también afecta. 
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Tenemos la obligación moral, como formadoras de una nueva con­
ciencia, de influir en los medios masivos sobre la trascendencia de la 
mujer en este país: hoy más que nunca requiere de nuestro impulso, 
pero sin dejar de considerar que el respeto por la mujer comien za por el 
respe to que nosotras mismas nos demos como personas. 

Este respeto en los medios de com unicación lo gana remos al abrir 
espacios dignos que, con creatividad, contribuyan a la formación no sólo 
de las mujeres sino de los mexicanos. Si la conciencia no es plena en quie­
nes de tentan e l control de los medios masivos, que producen y trans­
miten programas y comerciales que atrofian nuestra cu ltura en vez de 
en riquecerla, si acentúan costumbres en desacuerdo con la realidad del 
mundo en q ue vivimos, entonces nosotras las mujeres profesionales 
debemos ser conscientes de que nuestro papel debe incluir una lucha 
decidida por mod ificar estas condiciones. 

¿Qué debemos hacer? 

No debemos esperar a que nos llamen, nosotras debemos hacer sentir el 
eco de nuestra voz en todos los foros y medios de comunicación, con 
el propósito de que se asuma el papel de la mujer en el moderno campo 
de la comunicación, digno y acord-e con las ca racterísticas de una socie­
dad que demanda la pa rticipación igualitariá de todos en los diversos 
ámbitos: productivo, académico, social y culturaL 

Desde este punto de vista, la iniciativa correspond e a la mujer. Es ella 
quien debe interesarse por hacer escuchar su opinión en los medios 
impresos, quien debe ocupar espacios protagónicos en los medios elec­
trónicos, quien debe hacer oír su voz en e l J?1edio radiofónico. Nadie 
debe tomar la iniciativa en este sentido sino la propia mujer. 

Sin embargo, es preciso notar que esta lucha por el desarroBo de la 
mujer y mayores espacios de participación para nuestros hijos está muy 
lejos de sign ificar una lucha contra los hombres o un factor de desunión 
en la fam ilia. Tampoco es una sublevación contra el padre o desprecio 
contra nuestro compañero: es, al contrario, por el bienesta r de la familia 
lnexicana, de la que la mujer es parte fund amentaL Pero, claro, sí es un 
grito de rebeldía transformador y reinvidicador de las mejores causas de 
la mujer mexicana e incluye su demanda de respeto efectivo. 
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No obstante, esta tarea reinvidicadora del respeto a la mujer, en nin­
gún caso debe confundirse con un malentendido feminismo a ultranza 
que niegue a la mujer como pilar elemental de la familia y los hijos. 
Tampoco debemos confundir esta tarea con el enfrentamiento sectario 
que divide y excluye; debemos, en cambio, sentirnos todos como seres 
humanos con igualdad de derechos y necesidades. 

Las mujeres debemos permanecer alertas y ser críticas en un sentido 
positivo. Debemos exigir respeto en los medios de comunicación, pero 
también debemos ser capaces de admitir la pluralidad de criterios y la 
tolerancia hacia las manifestaciones que difieraI\ de nuestro punto de 
vista. 

Pedimos respeto no sólo en los medios de comunicación sino en la 
vida cotidiana, aunque ese respeto debe provenir de la alta considera­
ción que tengamos de nosotras mismas, y de nuestro valor para hacer­
nos oír y poder escuchar. 

Quizá la conclusión del tema se ilustraría de manera adecuada al 
considerar la justicia social en función del respeto a la persona humana, 
y que precisa lo siguiente: la justicia social sólo puede ser conseguida 
sobre la base del respeto a la dignidad trascendente del hombre. 

Esta dignidad, en el caso de la mujer, es incondicional y debe abarcar, 
sin exclusión alguna, todos y cada uno de los ámbitos que nos reflejan 
como seres pensantes y reflexivos. En este punto no hay concesión algu­
na y delante de nosotros sólo resta el avance, porque las mujeres nos re­
flejarnos en el arquetipo de los seres que sustenta la increíble aventura 
de nuestra humanidad. 
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El respeto de los medios 
de comunicación a la mujer 

Ana María Cruz Vasconce/os' 

En este siglo hemos vivido transformaciones jamás soii.adas por nues­
tros ancestros. La ciencia y la tecnología nun ca fueron más palpables 

para la población. Esos sueños convertidos en realidades como son las 
cOlnpu tadoras, los teléfonos, la televisión, el automóvil, se han converti­
do en parte de nuestra cotidianidad. iQuién lo hubiera pensado el siglo 
pasado! ¡Quién 10 hubiera i.ntuido hace tres décadas! 

Pero esos avances no han ido al parejo de las transformaciones socia­
les. Los cambios en la estructura y organización de los grupos humanos 
marchan atrás del proceso científico y tecnológico. 

Si analizamos seria y responsablemente cómo los medios de comuni­
cación se convierten en modelo de desarrollo, podemos darnos cuenta 
que nuestra vida y los mecanismos que la rigen corresponden, en gran 
medida, a estos modelos que nos transmiten desde afuera, manejados 
especialmente a través de los sistemas de comunicaciones y orientados a 
satisfacer intereses económicos. Este modelo de desarrollo se subdivide 
en iInágenes que corresponden a diferentes aspectos de la vida en socie­
dad; son imágenes dinámicas, adecuadas a las características de cada 
país, y se modifican conforme avanza el desarrollo de la tecnología, las 
fuerzas productivas y la conciencia; representan los tipos ideales, valo­
res, roles y estilos de vida que el sistema político-económico pretende 
iJnponer. 

La imagen modelo de la familia contempla los estilos de vida que de­
ben desarrollarse en el interior de la Inisma; impone roles y patrones de 
conducta que modelan la vida de hombres, mujeres, niños y niñas; la 
im.agen femenma fonna parte de este todo dinámico e interrelacionado 
que modela a la sociedad; identifica a la mujer como el eslabón final, la 
terminal de consumo preferente de los diferentes procesos productivos . 
El propósito es que la mujer conjugue prioritariamente el verbo comprar y 
lo haga con una amplia sonrisa, cual exitoso spot publicitario . 

.. Abogada. Presidenta de la Asociación de Universitarias de Oaxaca, A. C. 
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Publicidad 

Para entender mejor el efecto que la publicidad tiene y cómo actúa en el 
interior de la familia, vemos que fue necesario definir el modelo de fa­
milia después de las guerras mundiales. Antes, la familia era una uni­
dad productiva bajo la autoridad tradicional del padre, ligada por los 
quehaceres que giraban en torno a la supervivencia, resolviendo la 
mayoría de sus necesidades de producción y consumo. 

En eI lapso comprendido entre las guerras lnundiales, la participa­
ción de las mujeres en la producción releva a los hombres ocupados en 
los asuntos bélicos, la mayoría en los frentes de batalla; así, influye y 
cambia la percepción no sólo que ella tiene de sí misma, sino talnbién la 
idea que la sociedad, especialn1ente los varones, asignaba a la rrwjer. El 
periodo de la guerra y la postguerra se caracteriza por un avance tecno­
lógico nunca visto, lnismo que sustenta y dirige el acelerado desarrollo 
científico que abrió nuevos horizontes para la hUInanidad; los conoci­
mientos adquiridos en esos tiempos serán usados también para incidir 
más en la población mundial con el fin de incrementar el consunlO. 
Para esto es necesario reestructurar, a partir de la postguerra, y me­
diante 105 sistemas de comunicación, a la familia. Con el sistema de 
salarios se aleja al hombre de las rutinas íntimas de la vida diaria de la 
familia, que depende econólnicamente de él; se le aísla del quehacer do­
méstico y el cuidado de los hijos y de otros trabajos; en suma: la mujer 
se convierte en una unidad de consumo. 

Para asegurar el éxito de esta definición de la familia era necesa­
rio acentuar la diferencia entre producción y consumo, sobre todo en el 
ámbito familiar, distinguir con claridad los papeles respectivos. El hom­
bre sería el proveedor por excelencia y la mujer la consumidora de los 
bienes y servicios requeridos por la familia ya que, dicen, ella dispone 
de tiempo para hacerlo al permanecer en su casa. De esta manera el 
aparato publicitario acota la participación de la mujer en las actividades 
productivas. El trabajo fenlenino es aceptado corno un recurso coyun­
tural para ayudar al hombre a financiar las insaciables demandas de los 
nuevos estilos de vida. El trabajo se convierte en un elemento per­
turbador que origina en la mujer sentimientos de culpa y subordina su 
vida afectiva. Desde 1929, por ejemplo, 80% de las compras para 
satisfacer las necesidades fmniliares eran hechas por mujeres, por lo que 
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a través de la mujer podrían imponerse con más facilidad los nuevos 
valores de la producción de masas. 

Para equilibrar estos fac tores, la tarea de los publicistas es deter­
minante; exacerban la inseguridad propia del ser humano, al decir de 
Baritz: "Los p roductos presentados corno medios para adquirir p restigio 
y reconocilniento social apelan a W10 de los más profundos instintos 
humanos". En el caso de la mujer, refuerza su insegu ridad, hace hin­
cap ié en illla supuesta "habilidad femenina" de atracción. Esta capac i­
dad de atraer, embrujar y encantar se realiza en función de los ho mbres, 
se deben acatar los cá nones de belleza que faciliten "el embrujo que ella 
desea ejercer", y todo se resuelve en el equilibrio de la fórmula: mlljer 

COl /Si/1/IIsta, mujer consumible. 
Los roles femeninos promovidos por la publicidad son aquellos que 

tradicionalmente se usan para man tener y reforzar los valores del poder 
transnacional, donde a la mujer le asignan el privilegiado papel de 
consumidor estrella y el desempeño de los siguientes roles: 

• Estéticos: Fomenta en la mujer el deseo de atraer, garantiza que 
ella identifique este rol como una parte importante de su vida, algo 
i.nherente a ella. 

• Ama de casa: Es el más utilizado por los publicistas, ocupa el pri­
mer lugar en rentabilidad para el sistema en general y el segundo 
lugar para las revistas. 

• Madre: Explota la responsabilidad materna y la culpa de la mujer 
si no se comporta de acuerdo con lo establecido. 

• Trabajo-hogar: Refuerza la idea de que la mujer, además de cum­
pl ir en su trabajo, es responsable de las tareas donlésticas, labor 
que no debe descuidar. 

• Labora l fuera del hogar: Lo identi fican como ún ica opción femeni­
na para ser remunerada. 

• Mujer-hombre: Promueve la responsabilidad de la mujer, refuerza 
así que la identidad de ella está en función de él. 

• Objeto: Utiliza a la mujer como un objeto más de la escenografía 
publicitaria. 

Podemos también afirmar que la publicidad, en su intento de homoge­
neizar a la población con el fin de ampliar sus mercados para e l consll-
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mo de productos, determina el estilo de vida y el tipo de aspiraciones, 
promueve un modelo físico y un nivel socioeconómico-cultural, lo cual 
es evidente al analizar los atributos que confieren a los productos y que 
el cliente cree obtener al adquirirlos. Dentro de los más frecuentes están 
los relacionados con: 

• La juventud • El refinamiento y! o la elegancia 
• El atractivo • El éxito 
• El sexo • La felicidad 
• El esta tus • La libertad 
• La tradición 

Nos referimos tanto a los medios escritos corno visuales y auditivos, 
que dirigen nuestro pensamiento inconsciente con técnicas utilizadas en 
publicidad, reportaje, noticias, etcétera, y que sostienen grandes compa­
ñías industriales, comerciales y el mismo gobierno. 

El pensamiento inconsciente, lo más privado de una persona, es in­
vadido para explotar deseos, necesidades, medios y ansiedades que tra­
bajan de manera incontrolable dentro del ser humano. 

En las telenovelas, la repetida historia de La Cenicienta con nombres 
modernos como María la del barrio, María Mercedes y Mnrimar, resalta en 
forma particular la capacidad de la mujer para conquistar un príncipe 
azul y culminar en un matrimonio con ventaja económica con10 única 
posibilidad de éxito, en desdoro de o tras cualidades como la inteligen­
cia, la tenacidad y el trabajo creativo, del cual las mujeres también so­
mos capaces. 

Otro aspecto en el cine y la televisión es que privilegia la imagen ur­
bana, ofrece un espejismo de bienestar a la gente del campo y la con­
secuente invitación de migrar a la selva de asfalto; jóvenes inexpertas 
caen en la explotación cuando llegan a las grandes ciudades. 

Los Inedias de con1unicación tienen W1 potencial que bien dirigido 
hacia metas de desarrollo puede ser un instrumento eficaz para el estu­
dio, la capacitación productiva y el desarrollo sustentable. 
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Noticieros 

La Constitución establece en su Artículo 7Q la libertad inviolable de es­
cribir y publicar escritos sobre cualquier materia. Ninguna ley ni autori­
dad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores o 
iInpresores, ni coartar la libertad de imprenta, cuyos únicos límites son 
el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. 

De acuerdo con un análisis, detectamos que las rnujeres no somos 
noticia, excepto por alguna actitud escandalosa o humillante. Así, es 
frecuente ver encabezados como los siguientes: 

• Frustran violación de menores 
• Maniático sexual ultrajó a una mujer 
• Hábil ladrona fue detenida 
• Agresiva pareja de mujeres atacó a un indefenso policía 
• Una mujer, autora intelectual de una masacre 
• Mujer adúltera fue sorprendida 

Este tipo de titulares, por lo general exagerados en su contenido y tama­
ño, atentan contra las personas, corno también sucede cuando en el caso 
de una violación se "omite por razones obvias" el nombre de la víctima, 
pero se dan otras señas como el domicilio y el nombre de los padres, 
rápidamente identificables. Mientras tanto, los éxitos de las mujeres 
talentosas no obtienen los primeros espacios y sus declaraciones son 
minimizadas. 

Por lo anterior, en materia de comunicación s~ propone la reforma del 
Artículo 62 de la Constitución en los siguientes términos: 

Artículo 6. : La manifestación de las ideas no será objeto de ningu­
na inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ata­
que a la moral, los derechos de terceros, provoque algún delito o 
perturbe el orden público; el derecho a la información será garan­
tizado por el Estado, eI1 los términos de respeto a la dignidad de los 
hombres y de las n/ujeres. 

Artículo 72: Es inviolable la libertad de escribir y publicar es­
critos sobre cualquier materia. Ninguna ley ni autoridad pue­
de establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores o 
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impresores ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más lí­
mites que la vida privada, la moral, la dig1lidad de las persol1as y la 
paz pública. 

Por otra parte, se debe reglamentar la ética del trabajo de la radio y tele­
visión en la ley federal correspondiente y su reglamento, en la Ley de 
Imprenta, en la Ley Federal de Cinematografía, el Reglamento de Publi­
caciones y Revistas Ilustradas, la Ley de Protección al Consumidor y el 
Reglamento de Publicidad para Alimentos, Bebidas Alcohólicas y Medi­
camentos. Todo ello en función del proyecto de la Ley General de Co­
municación Social que se encuentra en el Congreso de la Unión, y desde 
luego acatando la reforma constitucional que hoy se propone. 
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Capítulo IV 

Derecho civil 





La mujer y sus derechos al patrimonio conyugal: 
¿A quién pertenecen los bienes 

al liquidarse la sociedad conyugal? 

Julián Güitrón Fuentevilla* 

S obre la ruta trazada por la Federación Mexicana de Universitarias, 
presidida por la licenciada Patricia Galeana, a quien agradecemos la 

atenta invitación para participar en este histórico evento, hemos elegido 
un tema trascendente para la mujer y la familia. En virtud de que exis­
ten diversas corrientes de pensamiento y, sobre todo, criterios jurídicos 
que han sostenido puntos de vista distintos, trataremos de ordenarlos en 
esta ponencia, a fin de dar respuesta al título de la misma: "¿A quién 
pertenecen los bienes al liquidarse la sociedad conyugal?" 

Diagnóstico 

Diagnosticamos la situación jurídica de la mujer en los ordenamientos 
legales mexicanos, en particular el Código Civil para el Distrito Federal 
-que prácticamente se repite en toda la República Mexicana- respecto 
a sus derechos al patrimonio conyugal. 

Modificar la ley 

Una vez hecho el análisis y estudio correspondiente, proponemos la 
modificación de algunos preceptos en el ordenamiento civil menciona­
do, para terminar con la diversidad de criterios y confusiones que hasta 
la fecha han imperado, y dar así una respuesta jurídica clara, concreta, a 
los graves problemas que se presentan al liquidar la sociedad conyugal, 
por alguno de los supuestos mencionados en la ley. 

,. Doctor en Derecho. Catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacio· 
nal Autónoma de México. 
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¿Qué dice el Código Civil actual para el Distrito Federal 
respecto a la sociedad conyugal, la separación de bienes 

y el régimen mixto en el matrimonio? 

En primer lugar, la ley ordena que el matrimonio debe celebrarse bajo el 
régimen de sociedad conyugal o el de separación de bienes: de esta 
norma surge también el régimen mixto, que participa de la naturaleza 
jurídica de los dos anteriores. 

Capitulaciones matrimoniales 

Sea cual fuere el régimen económico, los esposos pueden celebrar capi­
tulaciones matrimoniales: en realidad, "son los pactos que los esposos 
celebran para constituir la sociedad conyugal o la separación de bienes y 
reglamentar la administración de estos en uno u otro caso".1 Es impor­
tante destacar que en esas capitulaciones los cónyuges convienen, deter­
minan, expresan su voluntad de manera autónoma, libre y espontánea, 
para la clase de régimen dentro del cual quieren casarse. Inclusive, 
"pueden otorgarse antes de la celebración del matrimonio o durante él, 
y pueden comprender no solamente los bienes de que sean dueños los 
esposos en el momento de hacer el pacto, sino también lo que adquieran 
después".' De15emos destacar del precepto anterior que dichos pactos 
van a regir respecto a lo que los esposos aportan, si fuera el caso, o los 
bienes que en el futuro lleguen a adquirir; si en un momento dado, por 
alguna causa señalada por la ley, esa sociedad llegara a disolverse, los 
bienes deberán repartirse, pero aquí surge la interrogante que titula este 
trabajo: ¿A quién pertenecen los bienes al liquidarse la sociedad conyu­
gal? ¿Al hombre o a la mujer? ¿Deben repartirse al cincuenta por ciento? 
¿Es factible hacerlo con otro porcentaje? Si se casaron pobres y se divor­
cian ricos, ¿cómo repartir esos bienes? ¿Si él compró los bienes y los 
puso a nombre de ambos, son copropietarios? ¿Si ella, verbi gratia, reci­
be una herencia, se saca la lotería, o por don de la fortuna, un legado, 

1. OBREGÓN HEREDIA, JORGE, Código Civil Concordado para el Distrito Federal en materia 
común y para toda la República en materia federal, tercera edición actualizada, México, 
1995, p.48. 
2. Loe. cit . 
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una sucesión testamentaria o legítima, o cualquier título traslativo de 
dominio, adquiere bienes, le pertenecen al cien por ciento? ¿Debe re­
partirlos con él? ¿Qué dice la ley? Trataremos, en el transcurso de esta 
ponencia, de responder las diferentes interrogantes y, sobre todo, trans­
mitir la realidad jurídica, el mandato de la ley, la cual ordena y no discu­
te cómo resolver la problemática respecto a la mujer específicamente y 
sus derechos al patrimonio conyugal. 

Debemos hacer hincapié en que los pactos, es decir, las capitulaciones 
matrimoniales, no pueden ir contra la ley ni los fines naturales del ma­
trimonio, pues en este caso estarían afectados de nulidad absoluta, en 
virtud de contravenir las normas de orden público. 

Sociedad conyugal 

La sociedad conyugal debe regirse por los pactos matrimoniales, y si 
hubiere alguna omisión, la ley señala expresamente que deben aten­
derse las disposiciones relativas al contrato de sociedad. 

¿Cuándo nace? 

Respecto a los bienes, el Artículo 184 del ordenamiento civil del Distrito 
Federal dispone: 

La sociedad conyugal nace al celebrarse el matrimonio o durante 
él. Puede comprender no sólo los bienes de que sean dueños los 
esposos al formarla, sino también los bienes futuros que adquieran 
los consortes. 

Escritura pública 

Por otro lado, la ley dispone que deben constar en escritura pública esas 
capitulaciones, si en el momento de constituir la sociedad los esposos se 
hacen copartícipes o se transfieren la propiedad de bienes, que de acuer­
do con la ley deben otorgarse en escritura pública. Esto debe quedar 
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claro respecto a bienes que exigen ese requisito (escritura pública), pero 
también debemos aclarar que si los cónyuges tenían bienes propios an­
tes de casarse, seguirán siendo dueños de los mismos de manera ex­
clusiva, aun cuando se hubiere celebrado el régimen de sociedad 
conyugal, pues no se aportan y no se hace en escritura pública, no hay 
traslado de dominio y éste, de acuerdo con la ley, debe ser expreso' Esa 
escritura pública debe inscribirse en el Registro Público de la Propiedad 
para que surta efectos contra terceros. En otras palabras, su inscripción 
no da nacimiento ni a la sociedad conyugal ni a la traslación de dominio 
de los inmuebles correspondientes. 

Criterio de la Suprema Corte 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dejado muy claro el crite­
rio referido a las forma lidades de la sociedad conyugal respecto a las 
cap itulaciones. Si los cónyuges, al casarse, no tienen bienes, pero en las 
capitulaciones manifiestan su voluntad de que los adquiridos en el futu­
ro formen parte de la Inisma, es decir que serán copartícipes de esos bie­
nes, no es n ecesario cumplir con la formalidad de la escritura pública, 
pues al no haber esos bienes, al no transmitirse ese dominio, no se 
requerirá que las capitulaciones se otorguen en escritura pública para 
surtir efectos. Como decíamos, así lo ha resuelto la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en diferentes jurisprudencias.' 

3. Sexta época, cuarta parte, volumen XXXVI. p. 74. Amparo directo 2727/59, Carmen 
L6pez de Mendoza, unanimidad de cuatro votos. Volumen XLIV, p. 152. Amparo di­
rec to 2685/60, Lorenza Martínez Pacheco, unanimidad de cuatro votos. Volumen 
LXVII , p. 122. Amparo directo, 5600/69, Leopoldo juárez Galván, cinco votos. Volu­
men LXVII, p. 122. Amparo direc to, 5598/61, María Guadalupe Serrano de Adán, cin­
co votos. Volumen LXXII, p. 97. Amparo directo 3747/61, Francisco Jaen Molina, 
unanimidad de 4 votos. Apéndice de jurisprudencia de 1917 a 1965 del Semanario Ju­
dicial de la Federación, cuarta parte, tercera sala, México, p. 1015. 
4. Amparo directo 1355/79, 29 de oc tub re de 1979, mayoría de tres votos, Semanario 
judicial, séptima época, volúmenes 127-132, cuarta parte, tercera sala, México, julio a 
diciembre: de 1979, p. 175. 

- 92 -



Bienes, deudas, rentas, etcétera 

También debe destacarse en la sociedad conyugal que, entre otros requi­
sitos, la ley exige que las capitulaciones matrimoniales se refieran a la 
lista de los bienes inmuebles que cada cónyuge aporte a la sociedad, ex­
presando su valor y, en su caso, los gravámenes correspondientes. Res­
pecto a los bienes muebles, de manera específica, si hubieren deudas, 
debe declararse en detalle lo que corresp01L..!a a cada uno de ellos al ce­
lebrar el matrimonio, y debe señalarse si la sociedad conyugal va a res­
ponder de esas deudas o sólo de las que se contraigan durante el 
matrimonio, sea por los dos o por uno solo de ellos. Si la sociedad va a 
incluir todos los bienes de cada consorte o sólo parte de ellos, con lo cual 
surge el régimen mixto, debe precisarse cuáles entran a la sociedad y 
cuáles no. También si se comprenden todos los bienes o sólo lo que éstos 
produzcan, como intereses, rentas, etcétera. La ley destaca, en ambos 
casos, que debe quedar expresado con toda claridad qué parte de los 
bienes o los productos van a pertenecer a cada cónyuge. 

Contrato de sociedad 

Asimismo, el producto del trabajo, en caso de que ambos lo hagan, debe 
ser objeto de W1a declaración, si ese dinero va a corresponder exclusiva­
mente al que haya elaborado ese trabajo, o si el cónyuge va a participar 
y, sobre todo, en qué proporción. Como estamos hablando de un con­
trato de sociedad, la ley exige designar a la persona que va a administrar 
esos bienes, destacar sus facultades, así como declarar acerca de si los 
bienes futuros, mientras estén casados, van a pertenecer exclusivamen­
te a quien los recibe o si serán propiedad de ambos y en qué proporción. 
La ley puntualiza que también los cónyuges deben señalar las bases 
para liquidar la sociedad conyugal. 5 

5. Loe. cii. Artículo 189 del Código Civil del Distrito Federal. 
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Preceptos similares 

Otros preceptos referidos a la sociedad conyugal hablan de la nulidad 
de algunas capitulaciones cuando, por ejemplo, se pacte que uno solo 
recibirá utilidades y el otro pérdidas. Se proruoe renunciar de manera 
anticipada a las ganancias que pueda originar la sociedad mientras es­
tén casados. Debe subrayarse, por estar vinculado a nuestro tema, lo que 
destaca el Artículo 194 del Código Civil sobre el dominio de los bienes 
comunes, que será ejercido por ambos cónyuges mientras subsista la so­
ciedad conyugal. La administración la llevará quien haya sido nom­
brado en las capitulaciones matrimoniales, lo cual puede modificarse 
libremente sin expresar causa y, si no hubiere acuerdo, lo resolverá el 
juez familiar, en atención a los intereses de la familia. 

Sociedad conyugal sin bienes 

Sobre la sociedad conyugal que se constituye sin bienes y la trascenden­
cia de las capitulaciones matrimoniales, de acuerdo a la ley, los bienes 
pertenecerán, si bajo ese régimen se han casado, a ambos cónyuges; lo 
que la ley no deja claro, propicia diferentes interpretaciones y es el 
objeto principal de esta ponencia (para que al final de la misma ustedes 
tengan la respuesta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación) es la 
interrogante de a quién pertenecen los bienes al liquidarse la sociedad 
conyugal. 

Liqui4ación sin divorcio 

Por otro lado, debemos subrayar que no es necesario divorciarse para 
disolver la sociedad conyugal. Según la ley, esto también procede por la 
sentencia que declara la presunción de muerte del cónyuge, así como 
cuando alguno de los cónyuges ~l o ella- lo soliciten bajo los siguien­
tes supuestos: 

1. Si el socio administrador, por su notoria negligencia o torpe ad­
ministración, amenaza arruinar a su consocio o disminuir conside­
rablemente los bienes comunes; 
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Il. Cuando el socio administrador, sin el consentimiento expreso 
de su cónyuge, hace cesión de bienes pertenecientes a la sociedad 
conyugal, a sus acreedores; 

ID. Si el socio administrador es declarado en quiebra, o concurso; 
IV. Por cualquier otra razón que lo justifique a juicio del órgano 

jurisdiccional competente.6 

Nulidad de matrimonio 

Si se declara la nulidad del matrimonio, la sociedad cO'lyugal subsiste 
hasta que se pronuncie la sentencia ejecutoria correspondiente, cuando 
su continuación favorece a quien ha sido declarado cónyuge inocente; 
en caso contrario, la sociedad será nula desde su iniciación. 

Mala fe 

Cuando los cónyuges proceden de mala fe -matrimonio putativo­
debe considerarse esa sociedad nula desde que se celebró el acto de 
matrimonio; quedan a salvo los derechos de un tercero contra ese fondo 
social, o sea la sociedad conyugal. 

Por ejemplo, si la disolución de la sociedad conyugal deriva de la nu­
lidad del matrimonio, quien hubiere actuado de mala fe es sancionado 
por la ley y así no tiene parte en las utilidades: éstas se aplican a los hijos 
y, de no haberlos, a quien sea declarado cónyuge inocente. De acuerdo 
con la ley, si ambos actuaron de mala fe y hubo utilidades, éstas se en­
tregan a los hijos y, si no los hubiere, se repartirán entre los cónyuges, se­
gún lo que cada quien haya aportado a ese matrimonio. Para terminar 
con esta parte de la sociedad conyugal, al disolverla se procede a formar 
los inventarios, donde no debe incluirse el lecho nupcial, la ropa or­
dinaria, ni los objetos de uso personal de los consortes que pertenecerán 
a éstos o a S'.1S herederos. 

6. Op. cit., p. 51. Artícu lo 188 del Código Civil del Distrito Federal. 
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1932-1994 

Debemos subrayar la ambigüedad del legislador, la cual ha originado 
diferentes criterios. Debieron transcurrir muchos años -de 1932 hasta 
1994- para tener finalmente una solución justa, jurídica, equitativa, que 
resuelva la grave problemática sin tetizada en la pregunta: ¿a quién 
pertenecen los bienes al liquidarse la sociedad conyugal? 

¿Cuándo surge el régimen mixto? 

De acuerdo con el Código Civil del Distrito Federal, el régimen de sepa­
ración de bienes surge cuando los cónyuges celebran las capitulaciones 
correspondientes, lo cual pueden hacer antes de casarse o durante el 
mismo matrimonio, para acordar el régimen de separación. Puede 
ocurrir porque así convengan los consortes o como producto de una 
sentencia judicial. En este sentido, la ley ordena que "la separación 
puede comprender no sólo los bienes de que sean dueños los consortes 
al celebrar el matrimonio, sino también los que adquieran después".' La 
ley permite celebrar esta separación incluyendo todos o parte de los 
bienes; los que no se incluyan en la separación serán objeto de la 
sociedad conyugal que van a constituir los esposos. De este modo surge 
el régimen mixto en el matrimonio.8 

Menores de edad 

También los cónyuges que se casaron por separación de bienes tienen 
la oportunidad de sustituir ese régimen por el conyugal, mientras estén 
casados. Si hablamos de menores de edad, se requiere el consentimiento 
de los titulares de la patria potestad que hubieren consentido en el 
n1atrimonio. La separación no requiere constancia en escritura pública. 
Las capitulaciones pueden ser antes de casarse y de manera privada. 
Inclusive, si este régimen surge mientras estén casados y hubieren bie-

7. Op. cit., p. 54. 
8. Loe. cit . 
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nes inmuebles, que requirieran para su transmisión los requisitos de es­
critura pública, ésta deberá celebrarse con las formalidades del caso. 

En el régimen de separación de bienes, las capitulaciones establecidas 
por los cónyuges deben constar en una relación, un inventario y lo que 
debe cada uno al contraer matrimonio.9 

D ueños personales 

En este régimen, cada quien es dueño de lo propio y de la administra­
ción de sus bienes. Si hubiere frutos O accesiones no serán comW1es, sino 
del dominio exclusivo del duei\o. Lo mismo ocurre con los sueldos, 
salarios, percepciones, emolumentos, ganancias obtenidas por servicios 
personales, por desempeñar un empleo o por ejercer una profesión, 
comercio o industria; es decir, en el régimen de separación de bienes 
cada uno es dueño de su salario y de los bienes adquiridos con el 
producto del mismo. 

Artículo 215 del Código Civil 

El artículo en cuestión ordena: 

Los bienes que los cónyuges adquieran en común por donación, 
herencia, legado, por cualquier otro título gratuito o por don de la 
fortuna, entre tanto se hace la división, serán administrad os por 
ambos o por uno de ellos con acuerdo del otro; pero en este caso el 
que administre será considerado como mandatario. 10 

Debe destacarse, en primer lugar, que este precepto se encuentra en el 
capítulo de la separación de bienes y no en el de la sociedad conyugal. Si 
bien hace una referencia a bienes que bajo este régimen adquieran los 
cónyuges en copropiedad, sea por donación, por herencia legítima o 
testamentaria, cualquier clase de legado, título gratuito, o sin1p lemente 
por el azar o la fortuna, lo administran ambos o uno de ellos, pero debe 

9. Loc. cil. 
JO. Loe. cit. 
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responder al otro" como si fuera un mandatario con facultades para plei­
tos, cobranzas, actos de administración y dominio. Segun la ley, este su­
puesto corresponde a los bienes que los cónyuges adquieren en común; 
cuando se dé cualesquiera de los títulos trasla tivos de dominio que 
hemos mencionado" ambos lo reciben. Sería ilógico querer aplicar este 
precepto si una mujer casada, por ejemplo, recibe una herencia de su 
padre y especí ficamente e l dueño de los bienes dice en el testamento: "Se 
los dejo a mi hija María Consuelo Hernández"; como el testador no ha di­
cho a ella y a su esposo, debe quedar muy claro que este precepto, si bien 
se refiere a W1a copropiedad, también señala que ocurre cuando se recibe 
en común. El régimen de sociedad conyugal no supone que un bien que se 
recibe por herencia sea propiedad de ambos cónyuges. 

Terminación del régimen 

El régimen de la separación de bienes termina en la relación económica 
de los cónyuges; dispone que entre ellos no pueden cobrarse alguna 
retribución u honorarios por servicios profesionales o asistencia en 
algunos supuestos. Así, por ejemplo, si el esposo es un abogado y él la 
asiste, la representa, le da algún servicio personal, no podrá, a pesar de 
esta separación, pretender que se le paguen honorarios. 1l 

Bienes de los hij os 

Lo que la ley sí señala, de manera importante, es lo que se refiere a los 
hijos. Cuando los cónyuges son titulares de la patria potestad, les corres­
ponde en partes iguales la mitad del usufructo; al administrar los bienes 
de hijos menores, el Artículo 412 los sujeta a esa patria potestad, siempre 
que sean menores; respecto a los bienes que éstos adquieran y no sean el 
producto de su trabajo, la ley ordena que la mitad del usufructo, admi­
n istrado por los titulares de la patria potestad, les pertenece a los padres 
en este caso específico; aunque estén casados por separación de bienes, 
deben repartírselo a la mitad. 

11. Articulo 216 del Código Civil del Distrito Federal. 
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Para terminar con el régin1en de la separación, la ley impone a ambos 
cónyuges la obligación de pagarse daños y perjuicios, si actuaran con 
dolo, culpa o negligencia.l2 

Solución jurídica, obligatoria, 
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Ante la problemática planteada y las alternativas de solución, algunas 
apoyan la tesis de que no deben considerarse parte de la sociedad 
conyugal los bienes adquiridos por herencia; otras, apoyadas en el Artí­
culo 215 del Código Civil para el Distrito Federal, sostienen que los bie­
nes adquiridos de esa forma no pertenecen a la sociedad conyugal y en 
consecuencia, al disolverse ésta, no deben repartirse al cincuenta por 
ciento entre los cónyuges. Nuestro máximo tribunal ha emitido el crite­
rio que, por sus características y por ser la solución de una contradicción 
de tesis, resulta obligatorio para todos aquellos tribunales de la Repúbli­
ca Mexicana que tengan competencia en esta materia. 

Criterio del Sexto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito 

En esencia, este tribunal ha considerado en el amparo en revisión núme­
ro 860 / 93 del 19 de diciembre de 1993, que con base en las capitulacio­
nes matrimoniales pactadas en el asunto señalado: 

Este comprendía también las donaciones, porque si nada se dijo 
al respecto, no debe aplicarse distinción, ni exclusión alguna, ya 
que la voluntad de los cónyuges fue la de no excluir bien alguno, 
ya que ésta fue la intención evidente de las partes, así debe 
entenderse. l3 

12. Op. cit., p. 55. 
13. Semanario Judicial de la Federación, quinta época, tomo CIX, tercera sala, p. 26 Y 27. 
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Criterio del Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito 

Este tribunal ha sostenido: 

Con fundamento en el Artículo 215 del Código Civil para el Dis­
trito Federal, interpretado a contrario sensu, que los bienes adquiri­
dos por uno solo de los cónyuges a título de herencia o donación, 
como aconteció en la especie -se refiere al caso concreto que 
analizamos- son de su exclusiva propiedad, pues los\ bienes que 
forman parte de la sociedad conyugal se refieren sólo a los que los 
cónyuges adquieran en común por donación, herencia o legado o 
por cualquier otro título gratuito. No es óbice para la aplicación 
del precepto legal citado, que el mismo se encuentre dentro del ca­
pítulo de separación de bienes en el Código Civil referido, en aten­
ción a que tal circunstancia sólo es una cuestión de técnica 
legislativa. En consecuencia, para que los bienes adquiridos por 
herencia, donación o don de la fortuna en forma singular por los 
socios, formen parte de la sociedad y los consocios tuvieran 
copropiedad, se requería expresarlo específicamente en las capitu­
laciones matrimoniales, lo que en el caso no aconteció: por tanto, 
no tiene aplicación lo dispuesto en el Artículo 189, fracciones IV y V, 

del Código Civil para esta capital, pues lo pactado en las capitula­
ciones matrimoniales por los cónyuges debe entenderse conforme 
a lo expuesto en lineas que anteceden Y 

Esencia de la contradicción 

Según el criterio del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Pri­
mer Circuito, los bienes adquiridos en el régimen de sociedad conyugal, 
por herencia, legado, don de la fortuna, pertenecen a la sociedad con­
yugal y en consecuencia, al liquidarse ésta, deben repartirse al cincuenta 

14. Amparo directo número 2770/88, promovido por María Luisa Cué de Ortiz, eje~ 
cutoria del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito del 10 de 
noviembre de 1988. 
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por ciento entre ambos cónyuges, si así se hubiere pactado en las capitu­
laciones matrimoniales o en los porcentajes establecidos. 

Por otro lado, el Quu1tO Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Ci rcuito ha sostenido, con base en la mterpretación que hace del 
Artículo 215 del Código Civil, que los bienes que se adquieran, expresa­
mente por donación, herencia, legado, por cualquier otro título gratuito 
o por don de la for tuna, pertenecen al cónyuge que los ha recibido en lo 
mdividual y de ninguna manera pueden formar parte de la sociedad 
conyugal. En esos térmmos analizaremos lo que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido para dar una solución final, defmitiva 
y obligatoria a este grave problema. 

¿Existe contradicción de tesis, respecto 
a las sustentadas por los tribunales colegiados 

Quinto y Sexto en Materia Civil del Primer Circuito? 

La Corte ha determmado que al resolverse por el Qumto Colegiado, el 
juicio de amparo directo 2770/88 y el Sexto, el amparo en revisión nú­
mero 860/93, sí existe materia para sostener que hay una oposición de 
criterios jurídicos para proceder a su resolución¡ esa contradicción" debe 
referirse a las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídi­
cas vertidas dentro de la parte considerativa de las sentencias respecti­
vas" que originaron, precisamente, las tesis que sostienen los órganos 
jurisdiccionales. 

Jurisprudencia definida 

Al respecto, tiene aplicación la jurisprudencia identifiCada con el núme­
ro 4a J.22/92, publicada en las págmas 22 y 23 de la Gacela Sen/anal de la 
Federaciól1, número 58, correspondien te a octubre de 1992, que a la letra 
dice: 

Contradicción de tesis de Tribunales Colegiados de Circuito. Re­
quisitos para su existencia. De conformidad con lo que establecen 
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los artículos 107, Fracción XlII, primer párrafo de la Constitución 
Federal, y 197-A de la Ley de Amparo, cuando los Tribunales Cole­
giados de Circuito sustentan tesis contradictorias en los juicios de 
amparo de su competencia, el pleno de la Suprema Corte de Justi­
cia o de la Sala que corresponda, deben decidir cuál tesis debe pre­
valecer, ahora bien, se entiende que existen tesis contradictorias 
cuando concurren los siguientes supuestos: a) que al resolver los 
negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente 
iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; 
b) que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, 
razonamientos O interpretaciones jurídicas de las sentencias res­
pectivas, y cl que los distintos criterios provengan del examen de 
los mismos elementos,15 

¿Cómo debe resolverse? 

Las anteriores consideraciones nos llevan a sostener que para el Sexto 
Tribunal Colegiado, si se celebró el matrimonio bajo el régimen de 
sociedad conyugal y se pactó en las capitulaciones incluir todos los 
bienes muebles e inmuebles y sus productos, adquiridos por los consor­
tes durante su vida matrimonial, incluido el producto del trabajo, debe 
entenderse que los bienes adquiridos por donación sí forman parte 
integrante de la sociedad conyugal. En cambio, si el Quinto Tribunal ha 
sostenido que si los contrayentes, al celebrar la sociedad conyugal, 
convinieron que ésta comprendería bienes muebles e inmuebles, así 
como productos adquiridos durante el matrimonio, no pueden conside­
rarse incluidos en ella los bienes que ingresaron al patrimonio indivi­
dual de cada consorte. Así queda establecida con toda claridad la 
contradicción con lo que la Corte ha sostenido. 

Solución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Establecida la contradicción de los tribunales mencionados, y en virtud 
de que este asunto se resolvió en 1994, antes de la reforma de la organi-

15. Loe. cit. 
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zación de la actual Suprema Corte de Justicia, nos referiremos a la terce­
ra saja que en ese año era compe tente para resolver este problema. La 
sala invocó lo siguiente: 

Contradicción de tesis. Para que se genere se requiere que una tesis 
afi rme lo que la otra niegue o viceversa. La existencia de una con­
tradicción de tesis, entre las sustentadas en los juicios de amparo 
directo, no se deriva del solo dato de que en sus consideraciones se 
aborde el mismo tema y que en un juicio se conceda el amparo y 
en otro se niegue; toda vez que dicho tem.a pudo ser tratado en di­
ferentes planos y, en consecuencia, carecen de un punto en común, 
respecto del cual, lo que se afirma en W1a sentencia, se niegue en la 
otra o viceversa, como posición que se requiere conforme a las re­
glas de la lógica para que se genere la referida contradicción. " 

Prevalece el criterio del Sexto Tribunal 

De acuerdo con lo anterior, la tercera Sala de la Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación considera que debe prevalecer el cri terio que sustenta el 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, aunque 
bajo la tesis que esté considerando se contiene, por las razones que a 
continuación se expresan. 

La ley ordena, no discute 

Los artículos 97, 98, fracción v, 183 y 189, fracciones v, VI y VIll, 207, 208, 
211 a 213 y 215, todos del Código Civil, establecen en esencia que las 
personas que pretenden contraer matrimonio, deben presentar un 
escrito al juez del Registro Civil, del domicilio de cualquiera de ellas, y 
acompañar el convenio que quieren celebrar respecto a sus bienes 
presentes y los que adquieran durante el matrimonio; así, el Articulo 98 
ordena que en el convenio se expresará con toda claridad: 

16. Loe. cit. 
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Si el matrimonio se contrae bajo el régimen de sociedad conyugal 
o bajo el de separación de bienes. No puede dejarse de presentar 
este convenio ni aun a pretexto de que los pretendientes carecen de 
bienes, pues en tal caso, versará sobre los que adquieran durante el 
matrimonio. Al formarse el convenio se tendrá en cuenta lo que 
disponen los artículos 189 y 211, Y el oficial del Registro Civil debe­
rá tener especial cuidado sobre este punto, explicando a los intere­
sados todo lo que necesiten saber a efecto de que aquel convenio 
quede debidamente formulado. 

Según el Artículo 183 del mismo ordenamiento, la sociedad conyugal 
se regirá por las capitulaciones matrimoniales que la constituyan, y 
lo que no esté expresamente estipulado, por las disposiciones relativas 
al contrato de sociedad. Según el Artículo 189, las capitulaciones matri­
moniales deben contener: 

V. La declaración explícita de si la sociedad conyugal ha de com­
prender los bienes todos de los consortes o solamente sus produc­
tos. En uno y en otro caso, se determinará con toda claridad la parte 
que de los bienes O sus productos corresponda a cada cónyuge; 

VI. La declaración de si el producto del trabajo de cada consor­
te corresponde exclusivamente a quien lo ejecutó, o si debe dar 
participación de ese producto al otro consorte y en qué proporción . 

... VIII. La declaración acerca de que si los bienes futuros que ad­
quieran los cónyuges durante el matrimonio pertenecen exclusiva­
mente al adquirente o si deben repartirse entre ellos o en qué 
proporción. 

El Artículo 207 determina que puede haber separación de bienes en vir­
tud de capitulaciones anteriores al matrimonio o durante éste por con­
venio de los consortes o bien por sentencia judicial. La separación puede 
comprender no sólo los bienes de que sean dueños los consortes al 
celebrar el matrimonio, sino también los que adquieran después. Por su 
parte, el Artículo 208 ordena: . 

La separación de bienes puede ser absoluta o parcial. En el segun­
do caso, los bienes que no estén comprendidos en las capitulacio-

- 104 -



nes de separación serán objeto de la sociedad conyugal que deben 
consti tuir los esposos. 

El Artículo 211 agrega: 

Las capi tulaciones que establezcan separación de bienes siempre 
contendrán un inventario de los bienes de que sea dueño cada es­
poso al celebrarse el matrimonio y nota especificada de las deudas 
que a l casarse tenga cada consorte. 

En este supuesto, agrega el Artículo 21210 siguiente: 

En el régimen de separación de bienes, los cónyuges conservarán 
la propiedad y administración de los bienes que, respectivamente, 
les pertenecen y por consiguiente, todos los frutos y accesiones de 
dichos bienes no serán comunes, sino del dominio exclusivo del 
dueño de ellos. 

El Artículo 213 abunda: 

Serán también propios de cada uno de los consortes, los salarios, 
los sueldos, emolumentos y ganancias que obtuvieren por servi­
cios persona les, por el desempeño de un empleo o el ejercicio de 
tma profesión, comercio o industria. 

Para term inar, el Artículo 215 antes señalado afirma: 

Los bienes que los cónyuges adquieran en común por donación, 
herencia, legado, por cualquier otro título gratuito o por don de la 
fortuna, entre tanto se hace la división, serán administrados por 
ambos o por uno de ellos, con acuerdo del otro; pero en ese caso, el 
que administre será considerado como mandatario.17 

17. Articulos 97, 98, 183, 189, 207, 208, 211, 213 Y 215 del C6digo Civil para el Distrito 
Federal . 
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Convenio expreso 

De acuerdo con lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción, debemos destacar lo siguiente: 

De lo dispuesto en los preceptos antes transcritos, se desprende 
que los cónyuges al celebrar el matrimonio pueden optar por el 
régimen de separación de bienes o la sociedad conyugal o incluso 
por el régimen mixto, pues la separación de bienes puede ser abso­
luta o parcial y la sociedad conyugal puede comprender todos los 
bienes de cada consorte, sólo parte de ellos, los bienes anteriores al 
matrimonio .. los futuros e incluso el producto del trabajo; pero sea 
cual fuere la voluntad de los consortes, deben manifestarla de ma­
nera expresa y clara .. su silencio ya no da lugar a ningún régimen 
particular .. como sucedía tratándose de legislaciones anteriores .. 
pues a diferencia de los sistemas que se adoptaron con anteriori­
dad al Código que actualmente rige, nada puede presumirse al 
respecto. 1S 

Más fundamentos 

Más adelante, la tercera sala hace una referencia a la Exposición de 
Motivos del Código Civil para el Distrito Federal. También menciona la 
opinión de la Comisión Redactora de este proyecto y hace hincapié en lo 
siguiente: 

Se obligó a que al contraerse matrimonio .. forzosamente pactaran 
los cónyuges acerca de si establecían comunidad o separación de 
bienes, procurándose por este medio garantizar debidamente los 
intereses de la esposa en el momento más propicio, cuando el 
hombre desea hacerla la compañera de su vida. De esta manera, se 
combaten prejuicios muy arraigados que impiden, por falsa ver­
güenza o mal entendida dignidad, tratar de asuntos pecuniarios 
cuando se funda la familia que imperiosamente exige muchos y 
continuados gastos. 

18. Loe. cit. 
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Se obligó que al contraerse matrimonio, los cónyuges pactaran 
expresamente acerca de si establecían comunidad o separación de 
bienes. El Código de 1884 señalaba que cuando los esposos no ce­
lebraran ningún convenio sobre sus bienes, por disposición de la 
ley, quedaba establecida la sociedad legal. En la Ley sobre Rela­
ciones Familiares de 1917, se adoptó el sistema de separación de 
bienes, cuando los esposos nada pactaban sobre ellos. En el pro­
yecto del nuevo código -el vigente en el Distrito Federal- se 
ordena que los que pretendan contraer matrimonio, pacten expre­
samente la conlunidad o la separación de bienes. Nada debe 
presumirse en esta materia; los cónyuges arreglarán lo relativo a 
sus bienes por convenios expresos. 19 

Las capitulaciones son un contrato 

La tercera sala señala más adelante que en realidad las capitulaciones 
matrimoniales tienen la naturaleza de un ,contrato. Son convenios cele­
brados entre los cónyuges para regular su situación patrimonial; por lo 
tanto, para fijar su sentido y alcance deben considerarse las reglas de 
interpretación que rigen los contratos. Menciona los artículos 1851 al 
1855 del Cód igo Civil, que en esencia hablan de las cuestiones de los tér­
minos de un contrato: si son claros y no hay duda sobre la intención de 
los contratantes, se debe atender el sentido literal de éstas; cuando haya 
contradicción, prevalece la intención sobre las palabras. La sala afirma 
que las reglas que se contienen en esos preceptos, 

ponen en evidencia que el legislador optó por establecer una inter­
pretación restrictiva, es decir, limitarla para el caso en que sea ab­
solutamente necesaria, corno cuando los términos del contrato no 
sean claros o las palabras parecieren contrarias a la voluntad de las 
partes, de tal manera que cuando las cláusulas de un contrato son 
claras, carece de sentido la interpretación.20 

19. Exposición de /Ilativos del Código Civil para el Distrito Federal, edición especial, Méxi· 
co,1932. 
20. Loe. cit. 
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Prevalece la intención 

La tercera sala apunta que la supremacía de la intención prevalece 
cuando surge el problema de la interpretación: 

Porque las palabras parecieren contrarias a aquélla, bien por actos 
opuestos a las mismas en que el propósito de los contratantes se 
manifestase. Además, para triunfar en contra de los términos del 
contrato, necesita ser evidente, o lo que es lo mismo, que además 
de exigir su prueba, ésta, si bien podría intentarse por todos los 
medios admitidos, deberá proporcionar al juzgador una convic­
ción inequívoca. 

En el caso, lo que originó los criterios contradictorios entre el Quinto y 
el Sexto Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito 
-reafirma la tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación-, 
fue interpretar la voluntad de los cónyuges que celebraron capitulacio­
nes matrimoniales en los siguientes términos: 

11. La sociedad conyugal comprenderá todos los bienes muebles e 
inmuebles y sus productos que los consortes adquieran durante su 
vida matrimonial, incluyendo el producto del trabajo. 

III. En los bienes y productos de la cláusula anterior, cada con­
sorte tendrá la participación del cincuenta por ciento. 

Se advierte que el contenido de esas cláusulas es claro; por ello, según lo 
dispuesto en el Artículo 1851 del Código Civil, ha de estarse a su sentido 
literal y estimarse como parte de la sociedad conyugal todos los bienes 
adquiridos por los contrayentes sin que sea dable distinguir su proce­
dencia u origen; es decir, si fueron adquiridos por el esfuerzo común o 
sólo por alguno de los cónyuges, o si fue en forma onerosa o gratuita, a 
fin de incluirlos o no en la sociedad conyugal, pues las partes no hicie­
ron esa distinción, ni existen bases para determinar que su intención fue 
contraria a sus palabras.21 

21. Loe. cit. 
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Para reafirmar los puntos de vista anteriores, la tercera sala invoca la 
tesis del Tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la Federa­

ción, quinta época, tomo XX UI, p. 649: 

Contratos. Los tribunales no deben interpretarlos apartándose de 
los términos claros que fueron empleados en su redacción, pero 
cuando no existe esa claridad, entonces se in1pone la interpre­
tación. 22 

Copropiedad de los bienes 

La tercera sala abunda que no pueden incluirse dentro de los bienes que 
forman parte de la sociedad conyugal, los adquiridos mediante herencia 
individual por alguno de los cónyuges, lo cual comprende casos o cosas 
distintas a aquellas respecto de las cuales los contrayentes se propusie­
ron contratar, pues se insiste: 

Los cónyuges fueron claros al establecer que formarían parte de la 
sociedad conyugal todos los bienes muebles e inmuebles y sus 
productos que adquirieran durante el matrimonio, incluyendo el 
producto del trabajo. 

Ambos son dueños 

Además, la estipulación de los cónyuges, en los extremos a los que se 
refiere la Fracción VIlJ del Artículo 189 del Código Civil, dispone que las 
capitulaciones matrimoniales contendrán la declaración acerca de si los 
bienes futuros, adquiridos por los cónyuges durante el matrimonio, 
pertenecen al adquirente de modo exclusivo, o si deben repartirse entre 
ellos y en qué proporción; en el caso estudiado, los cónyuges pactaron 
que la sociedad conyugal comprendería todos los bienes, muebles e 
inmuebles adquiridos por los consortes durante su vida matrimonial, 
incluyendo el producto del trabajo, y "cada consorte tendría en esos 
bienés y'productos la participación del cincuenta por ciento".lJ 

22. Loe. cit. 
23. Loc. d I. 
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Por otro lado, se afirma que de ser aceptada esa estipulación, deben 
quedar excluidos los bienes adquiridos por título gratuito o por herencia: 

Perdería sentido lo pactado entre las partes, pues hecha excepción 
de los bienes adquiridos por la venta de los que poseyeran con 
anterioridad, por permuta o por algún contrato análogo, que 
otros bienes podrían adquirir que no fueran con el producto del 
trabajo, que los que les fueran trasmitidos por título gratuito o por 
herencia. 

Es inexacto, además, que la cláusula segunda de las capitulaciones 
matrimoniales sólo alude a los bienes adquiridos en común, pues sin 
necesidad de convenio alguno" estos siempre pertenecerán a ambos 
cónyuges, inclusive cuando están casados bajo el ré¡¡imen de separa­
ción de bienes, independientemente de que en éste los bienes pueden 
dividirse. 

Los contratos producen efectos 

Una vez señaladas todas estas circunstancias, la tercera sala se apoyó en 
la tesis publicada por el Semanario Judicial de la Federación, quinta época, 
tomo CIX, p. 2627, que se refiere a los efectos de los contratos y a la letra 
dice: 

Es principio de interpretación de los contratos que los mismos de­
ben entenderse de modo que produzcan efectos y no de manera 
que no produzcan ninguno o peor, aunque sólo los produzcan en 
provecho de una sola de las partes y en perjuicio de la otra. 24 

Según afirman, no hay por qué considerar sólo a los bienes adquiridos 
en común ,amo parte de la sociedad conyugal, pues aun los adquiridos 
con anterioridad al matrimonio pueden integrarla, si así lo pactan las 
partes. Reafirman que el Código Civil admite la integración de los 
contratos como fornla de interpretación, citan el Artículo 1796, según el 
cual estos obligan a los contratantes a cumplir lo pactado, también con­
forme a la buena fe, al uso o a la ley, y en esto la tercera sala aclara que 

24. Loc. cit. 
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los contratantes en la sociedad conyugal no tuvieron la intención: sólo 
querían integrar una sociedad con todos los bienes, y por ello no hay 
omisión en cuanto a precisar los bienes de la sociedad conyugal. 

Síntesis 

En resumen, la Corte se pronw1ció por el criterio del Sexto Tribunal Co­
legiado en Materia Civil del Primer Circuito que a continuación citan10s. 
El criterio que debe prevalecer, 

con el carácter de jurisprudencia, de conformidad con los articulas 
192, 193, 195 Y 197-A de la Ley de Amparo, es el que sustenta el 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, que 
deberá quedar en los siguientes términos: 

Jurisprudencia obligatoria 

Sociedad conyugal. Deben considerarse incluidos en ella los bienes 
adquiridos por herencia por uno de los cónyuges, si en las capitu­
laciones matrimoniales se pactó que aquélla comprendería todo lo 
que adquirieran éstos durante su vida matrimonial. Si el matrimo­
nio se celebró bajo el régimen de sociedad conyugal y en las capi­
tulaciones matrimoniales se pactó que ésta comprendería todos los 
bienes muebles e inmuebles y sus productos que los consortes ad­
quirieran durante su vida matrimonial, incluyendo el producto del 
trabajo, se debe considerar que en ella se encuentran comprendi­
dos todos, incluso los que ingresen al patrimonio de los consortes 
a título gratuito, por donación O herencia. Lo contrario, implicaría 
ir en contra de la voluntad de las partes, que optaron de manera 
libre por la mancomunidad de bienes en su modalidad universal, 
sin distinguir entre los adquiridos a título oneroso y los adquiridos 
a título gratuito. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 
PRIMERO. Sí existe contradicción de tesis entre las sustentadas 

por el Quinto y Sexto Tribunales Colegiados en Materia Civil del 
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Primer Circuito, al resolver el primero, el amparo directo 2770/88, 
y el segundo el amparo en revisión 860/ 93. 

SEGUNOO. Se declara que debe prevalecer con carácter de juris­
prudencia el criterio sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, en los términos precisados en 
este fallo. 

TERCERO. Remítase de inmediato la tesis jurisprudencial que se 
sustenta en este fallo al Semanario ¡udicial de la Federación y a la Ga­

ceta del mismo, para su publicación, así como al pleno y a las res­
tantes Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, y a los jueces d e 
distrito, en cumplimiento a lo que ordena el Artículo 195 de la Ley 

\ 
de Amparo. 

Notifíquese: remítase testimonio de esta resolución a los Tri­
b,males Quinto y Sexto en Materia Civil del Primer Circuito; de­
vuélvanse los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, 
archívese el expediente como asunto concluido." 

Conclusión 

De manera breve y simple, debemos señalar que a partir de que entró en 
vigor el Código Civil actual del Distrito Federal-1' de octubre de 1932 
hasta la fecha, 1994- donde se emitió la tesis mencionada, hubo graves 
problemas por no llegar a una solución justa y equitativa. De acuerdo 
con nuestro análisis, hoy, una vez celebrado el matrimonio bajo el régi­
men de sociedad conyugal y habiendo pactado en las capitulaciones 
matrimoniales que los bienes adquiridos por cualquier título pertenecen 
a ambos cónyuges, estamos en posibilidad de proponer que los artículos 
correspondientes del Código Civil para el Distrito Federal, referidos a 
la sociedad conyugal-178 al 206- deben ser objeto de una revisión, 
actualización y, sobre todo, redacción adecuada; así, los derechos de los 
cónyuges, y específicamente los de las mujeres dada la realidad social 
familiar de México, serán debidamente protegidos. 

25. Loe, cit. 

- 112-



Reconocimiento económico 
de las labores de la mujer dentro del hogar 

María Leoba Castañeda Rivas* 

E s para mí un honor participar en este evento, organizado a iniciativa 
de la licenciada Patricia Galeana, presidenta de la Federación Mexi­

cana de Universitarias, quien me dirigió W1a atenta tnvitación por con­
ducto del señor doctor Máximo Carvajal Contreras, presidente de esta 
mesa de trabajo y director de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Nacional Autónoma de México, para compa rtir el día de hoy en este re­
C~1tO y tener la oportunidad de dirigirme a ustedes. 

También me es muy grato compartir esta sesión de trabajo con reco­
nocidos profesores de nuestra alma mater, expertos en materia familiar, 
quienes han dedicado gran parte de su vida al estudio, el análisis y la 
propuesta de diversas cuestiones en esta rama del conocimiento, como 
es el caso del doctor Julián Güitrón Fuentevilla y del maestro José Barro­
so Figueroa. 

El tema que nos corresponde abordar es la retribución económica de 
la mujer en el hogar. Cuestión de gran actualidad, el solo hecho de en¡.ll1-
ciarlo inquieta a hombres y mujeres por igual. Sin embargo, desde nues­
tro punto de vista, hablar de retribución es ofensivo para la propia 
mujer, pues el diccionario, en este sentido, expresa: "Retribución, del la­
tín retribu/io, es la recompensa O pago de una cosa por otra"! y el 
infinitivo retribuir, del latín retribuere, significa pagar, retribuir los servi­
cios de un criado.2 

Por lo tanto, sería más adecuado hablar del reconocimiento econó­
mico de la labor de la mujer dentro del hogar. Dicho trabajo no debe ser 
objeto de un pago, como el que se otorga a un criado O sirviente: cree-

• Doctora en Derecho por la Universidad Nacional Autónoma de México. Profesora 
de tiempo completo de Derecho Civil y Derecho Familiar, en la Facultad de Dere­
cho de la UNAM y en su División de Estudios de Posgrado. Miembro del Instituto In­
ternacional de Derecho Familiar, A. C. 

1. GARCIA PELAYOY GROSS, RAMÓN, Peque110 Larousse Ilustrado, Ed. Larousse, México, 
1995, p. 901. 
2. ÚJc. cit . 
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mos más correcto utilizar la expresión reconocimiento del trabajo de la 
mujer, como aportación económica al hogar. 

Es conveniente, asimismo, establecer los objetivos de este reconoci­
miento económico a la labor de la mujer dentro del hogar. En este senti­
do, pensa mos, entre otras finalid ades, que esta actitud tendría como 
consecuencia una verdadera igualdad entre el hombre y la mujer dentro 
del hogar. 

¿Cóm o lograr la verdadera igualdad entre el hombre y la mujer 
dentro del hogar si, tradicionalmente, la mujer es la encargada de un tra­
bajo doméstico sin reconocin1iento alguno? La maternidad ha obligado a 
la mujer a sobrellevar la carga del hogar, mientras la paternidad asigna 
la carga económica al jefe de la familia, el hombre, dentro del seno 
familiar. 

Hoy, las cosas han cambiado. La mujer participa, reclama, exige que 
su labor dentro y fuera del seno familiar sea reconocida. No es raro 
encontrar en la prensa, a nivel nacional e internacional, la constante 
motivación de la mujer por estar en la vida productiva, para obtener, en 
un plan o de igualdad, el reconocin1Íento a la labor dentro del hogar, sea 
quien fuere el sujeto activo de dicha actividad . 

Hace unos días, en algunos diarios de España, se recogía la exigen­
cia de las mujeres de ese país para que se les reconociera, como aporta­
ción económica, su trabajo dentro del hogar. En Arabia, también, la 
mujer se ha emancipado, pero en esas latitudes el avance se percibe de 
forma lenta y paulatina; su reclamo actual es que se les permita condu­
cir automóviles. En Francia existe una gran emancipación de la mujer 
d entro de la sociedad. México no puede quedarse a la zaga en esta 
materia. 

Hoy, a nuestras universidades y centros de educación superior 
acuden mujeres, seres pensantes, interesadas en el desarrollo del país y 
la sociedad. Vale la pena, en este sentido, hacer un estudio retros­
pectivo para ver cuál ha sido la situación de la mujer en diversas 
épocas. 

Basta invocar el derecho romano, en el cual, como todos nosotros 
recordamos, la mujer no era sujeto de derechos: se le consideraba como 
una cosa, un ser incapaz, siempre dependiente del hombre. Estaba supe­
ditada a la potestad de su pater familias; después, si contraía matrinlOnio, 
a la de su marido, y en caso de repudio -especie de divorcio- o de 
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viudez, se sujetaba a la potestad del primogénito o volv ía a la domlls, 
para continuar dominada, corno un ser incapaz.3 

Por otra parte, en la sociedad mexica, 

la institución famillar contribuyó necesariamente a la reproduc­
ción de la sociedad y al orden establecido, y delineó el compor­
tamiento fenlenino de acuerdo con las ac titudes requeridas. 
La educación que la mujer recibió de los labios maternos en e l 
seno familiar fue el deber de ser mansa, pacífica, humilde, casta, 
considerada, dulce, discreta, atenta, solícita a los deseos de los 
demás.4 

En una palabra, tenía el deber de humillarse y de servir a todos.' En la 
sociedad mexica, la mujer aprendió que dentro de la familia, la única 
autoridad reconocida bajo cualquier circunstancia es la del varón, y que 
e lla debía serv ir, adorar, respetar y obedecer a su marido.6 

Siguiendo este análisis, en la época de la Colonia, la mujer queda so­
metida por completo al marido: "Elle indicaba cpmo vestirse y com­
portarse; se llegó al absurdo de imponerle multas a la mujer para el caso 
de no respetar a su marido"? 

Más adelante, al consumarse la Independencia, la mujer continuaba 
igual, sin evolución, a merced de su marido o del hombre que estuviera 
cerca de ella. El derecho al voto y desempeñar cargos públicos sólo se 
concede a los hombres. En la época de la Reforma, la mujer continúa su 
dependencia del hombre. 

En el Código Civil del Imperio Mexicano de 1866, redactado en 
la época de Maximiliano de Habsburgo, "la mujer estaba en segundo 
término en cuanto al ejercicio de la patria potestad".' 

3. fLORls MARGADANT, GUILLERMO, Derecho Romano, Ed. Esfinge, México, 1973, pp. 
132 Y ss. 
4. RODRÍGUEZ, MAlÚA DE JESÚS, "La mujer y la familia en la sociedad mexica", articulo 
publicado en Presencia y traPlsparencia: La mujer en la historia de México, Ed. El Colegio 
de México, M éxico, 1992, p . 25. 
5. Loe. cit. 
6. Ibidem, pp. 30 Y ss. 
7. GÜITRÓN FUENTEVILLA, }ULlÁN, ¿ Qllé es el derecho familiar? , Ed. Promociones Jurídi­
cas y Culturales, México, 1987, p. 48. 
8. Ibidem, p. 49. 
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En los códigos civiles de 1870 y 1884 tampoco se encuentra emancipa­
ción alguna de la mujer frente al hombre, sino por el contrario, aquélla 
continúa obedeciendo al varón hasta en lo doméstico, así corno en lo 
relativo a la educación de los hijos y la administración de los bienes. 

La Ley sobre Relaciones Familiares de 1917 no consagra avances de 
igualdad jurídica entre los sexos; tampoco el Código Civil de 1928, vi­
gente a partir del 10 de octubre de 1932, en el cual se conserva la depen­
dencia de la mujer ante el varón. 

En materia política, la mujer recibe por primera vez en la historia de 
nuestro país el derecho al voto en el año de 1954. Con ello se inicia una 
etapa de participación de la mujer dentro de la sociedad un poco más 
activa. 

A nivel internacional ocurre una serie de movimientos, como los 
iniciados por la Sociedad de Naciones, la Comisión de Estudio de la 
Condición Jurídica de la Mujer, "formada por siete miembros que in­
tegraron el primer organismo internacional constituido para iniciar en 
serio las reivindicaciones del sexo femenino" ,9 Esta iniciativa tuvo lugar 
en 1937. 

En 1945, en la Carta de las Naciones Unidas, firmada en San Francis­
co, se consideró fundamental la equiparación jurídica de los sexos. En 
esa ocas ión, 

las mujeres que ejercieron las funciones de representantes, suplen­
tes y consejeras de las diversas delegaciones estatales, redactaron 
una carta dirigida a todas las mujeres del mundo, en la que se ex­
presaba especialmente su esperanza de que la participación fe­
menina en los trabajos de las Naciones Unidas fuera siempre 
aumentando. lo 

Esta carta fue presentada oficialmente en 1946. Luego ocurrieron diversas 
asambleas generales de la Organización de las Naciones Unidas, procu­
rando la igualdad de los seres humanos, sin distinción de sexo. Así, el 
Artículo 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, esta-

9. MARSA VANCEUS, PLUTARCO, Ln mujer en el derecho civil, Ed. Universidad de Nava­
rra, Pamplona, Espai\a, 1970, p. 76. 
10. lbidelll, p. 77. 
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blece que " los hombres y las mujeres disfrutarán de iguales derechos en 
cuanto al matrimonio, durante ét y en el caso de su disolución",ll 

Sería prolijo detallar otras conquistas de la mujer, como las derivadas 
de la Organización Internacional del Trabajo y de otros organismos. A 
nuestro juicio, estos intentos aislados de otorgar igualdad legal a los 
sexos han tenido poca eficacia en la realidad. 

Dentro de la ley, en nornlas jurídicas concretas, el espíritu de verda­
dera igualdad entre varón y mujer no se ha plasmado respecto al reco­
nocimiento económico, como aportación dentro del hogar, del trabajo 
doméstico realizado por ella en el seno de la familia. 

Desde el punto de vista cultural, la tónica tradicional y el condicio­
namiento de la mujer en el seno de la familia ha cambiado; pero estas 
modificaciones en la vida cotidiana también deben reflejarse en la ley: la 
realidad social debe ser recogida para convertirla en norma positiva, 
vigente, actuante, a fin de crear el marco de igualdad que tanto requiere 
la sociedad mexicana. El estudio en prospectiva nos permite establecer 
una serie de presupuestos sobre cuál ha sido la situación de la mujer 
dentro de la familia, la sociedad y el Estado, a fin de establecer el papel 
que desempeña hoy en día y, así, proyectar hacia el futuro su rei­
vindicación dentro del hogar, para lograr su igualdad efectiva frente al 
hombre. 

En la actualidad, no asombra el hecho de que el hombre, en algunos 
hogares, se encargue de realizar labores domésticas. Tampoco es obli­
gación única de la mujer manejar las tareas relacionadas con los hijos, la 
casa y la administración del gasto familiar, así como ta"mpoco es privati­
va del hombre la cuestión patrimoniaL Por lo común, se complementan 
para aportar lo necesario en materia de alimentación, dirección del ho­
gar y encauzamiento de los hijos. 

Nuestra propuesta de reconocer valor económico al trabajo de la mu­
jer dentro del hogar, o del hombre, en su caso, no significa que se le pa­
gue un sueldo, como antes hemos mencionado. No se trata de la 
retribución a un criado o sirviente, sino por el contrario, de reconocer 
dicho trabajo, darle su verdadera dimensión para evitar que la mujer se 
sienta como una carga para su marido. En ocasiones, lo arduo del 
trabajo doméstico le impide desarrollarse fuera del hogar; por ello se 

11. Loe. cit. 
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propone crear un parámetro a fin de que el trabajo de la mujer sea reco­
nocido, en los mismos térntinos que el dinero y abastecimiento propor­
cionado por el hombre. 

En Francia se han realizado estudios muy serios y bien fW1damen­
tados para dar un valor económico al trabajo doméstico de la mujer den­
tro del hogar. Estas actividades son tasadas y divididas en conceptos, a 
fin de dar igualdad entre los cónyuges, concubinas, convivientes o, en 
general, a quienes hacen vida en común como pareja. 

Así, en ese país se calcula en tiempo y monto la labor de la m ujer den­
tro del hogar. En una familia de cuatro personas, se tomaron en cuenta 
los siguientes conceptos para valorar el trabajo: 

Cocinar 90 horas/mes 3,000 francos 
Limpieza de casa 104 horas/mes 4,000 francos 
Vigilancia de la 
salud e higiene 60 horas/mes 2,500 francos 
Costura y arreglo 24 horas / mes 1,000 francos 
Administración del 
presupuesto familiar 40 horas/mes 1,500 francos 
Total 318 horas/mes 12,000 francos l

' 

Si convertimos a dólares los 12 mil francos franceses, por 318 horas/mes 
de trabajo, las citadas labores equivalen a unos 2,400 dólares. Este 
parámetro nos da la pauta del costo real de las actividades de la mujer 
dentro del hogar. Desde luego, el nivel de vida en Francia es totalmente 
distinto al nuestro, pero sirve, reitero, como un ejemplo de reconoci­
miento económico del trabajo de la mujer en el hogar, no con el ánimo 
de fijarle un sueldo, sino para establecer criterios de igualdad. 

En México, el Código Familiar del Es/ado de Hidalgo de 1983, debido a 
Julián Güitrón Fuentevilla, consagra en el Capítulo Séptimo, relativo a 
los "Deberes y Derechos de los Cónyuges", el reconocimiento econó­
mico de las labores de la mujer en el hogar. Así, el Artículo 50 del 
Decreto 129 que contiene el Código Familiar para el Estado de Hidalgo, 
expresa: 

12. LAFFONT, ROBERTO, Femntes, Ed. Robert Laffont et Dominique et Michelle Frérny, 
Francia, 1996, p. 559. 
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Los derechos y obligaciones en el matrimonio serán siempre igua­
les para los cónyuges, e independientes a su aportación económi­
ca. El trabajo realizado en el domicilio conyugal por la cónyuge o 
el cónyuge, en su caso, tendrá el valor equivalente de lo que en di­
nero entregue como gasto diario al otro cónyuge, lo cual se consi­
derará como aportación en numerario al sostenimiento de la 
familia n 

Este mismo precepto se ratifica en el Artículo 49 del Código Familiar Re­
fo nllado del Estado de Hidalgo, vigente hasta la fecha. " 

Resulta trascendente la regulación formulada por el Código Familiar 
d el Es tado de Hidalgo, cuyo autor está preocupado por reivindicar el 
lugar de la mujer dentro del hogar y que esto trascienda a la sociedad 
y al Estado. De manera muy adecuada, establece que si una pareja 
vive con el salario d e uno de los cónyuges, relativo al nivel profesional, 
de comerciante, de obrero, de político o de empresario, el otro cónyuge, 
en cuanto a su aportación, se asimilará a dicho nivel, para establecer de 
inmediato un equilibrio y plano de igualdad. 

Esta legislación singular reconoce desde 1983 las labores domésticas 
dentro del hogar, como aportación económica de quien las ejecuta. Esto 
cambia la mentalidad de los miembros de la familia, pues ninguno se 
siente mantenido, dependiente o una carga para el otro. El precepto, a 
nuestro juicio, recoge la inquietud y el reclamo de la mujer para ser 
tratada sobre bases de igualdad dentro del hogar, sin tener que so­
meterse a la voluntad de quien hace las aportaciones en numerario, para 
lograr equilibrio entre los miembros de la familia. Lo mismo ocurre si es 
él, el cónyuge, quien por estar desempleado se encarga de los trabajos 
de orden doméstico, hipótesis algo frecuente en nuestro medio. 

Ante el reclamo de la mujer por una igualdad verdadera dentro del 
hogar, proponemos lo siguiente: 

Primero: Reconocer un valor económico, como aportación en nume­
rario, al trabajo de la mujer o el hombre, en su caso, dentro del hogar. 

13. Legislnción familiar del Es tado de HidaLgo, Ed. Gobierno del Estado de Hidalgo, 
México, ] 983, p. 33. 
14. Vide: Códigos Familiar Reformado y de Procedimientos Familiares Reformado para el Es­
tado Libre y Soberano de Hidalgo, Ed. Cajica, Puebla, México, 1993, p. 39. 
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Segundo: Hacer extensivo este reconocimiento a cualquier mujer que 
ejecute dichas labores ---esposa, concubina, amasia, compañera, hija, 
adoptada, hermana, tía, etcétera- para lograr un marco de igualdad y 
equilibrio dentro del hogar. En este sentido, no debe olvidarse que la fa­
milia se forma no sólo mediante e l matrimonio; existen otras fuentes 
originado ras de esta célula básica. 

Tercero: Elevar a rango consti tucional, para luego derivar de ahí leyes 
secundarias, lo estipulado en el Código Familiar del Estado de Hidalgo 
respecto al valor económico del trabajo doméstico dentro del hogar .. en 
el marco de las garantías familiares . 
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La mujer y el derecho ante el divorcio 

José Barroso Figueroa* 

Estudiar las consecuencias del divorcio para la mujer imp lica no sólo 
recordar las que de modo explícito prevé la legis lación, sino tam­

bién analizar el alcance real que debe dárseles, a la luz de: 

1. Una nueva concepción del problema que no se contente con la apli­
cación formal y mecánica de la norma legal, sino tenga en cuenta el 
contexto social donde la mujer desarrolla su existencia. 

2. La labor correspondiente al órgano jurisdiccional si, en verdad, 
sostiene el propósito de colmar su labor básica: hacer justicia. 

Respecto del primer punto, nos preguntamos si, al presentarse el di­
vdrcio, las condiciones del varón y la mujer son las mismas. La cuestión 
es interesante, pues un reclamo básico de equidad obliga a ofrecer trata­
miento igual a los iguales, pero desigual a quienes no lo son. Recorde­
mos el apotegma aristotélico que caracteriza a la equidad como "la 
justicia del caso concreto". 

En la mayoría de casos, sin duda, el hombre y la mujer que se 
divorcian arriban a ese crucial momento de fracaso (porque siempre 
significa que la pareja no fue capaz de conservar su hogar, de hacer vida 
famil iar) en situaciones muy diferentes. 

Para el hombre, quien suele hacer la mayor parte de su vida fuera del 
ámbito del hogar, la ruptura del matrimonio no le significa afrontar una 
situación desconocida en el medio extrafamiliar donde ya actúa. Cierto, 
la situación en el interior de su casa varía mucho, pero fuera de ella todo 
permanece idéntico. Continúa en su trabajo y percibe con regularidad su 
ingreso económico; no hay, para él, nada especialmente nuevo y aterra­
dor que enfrentar. 

Muchas mujeres recién divorciadas, en cambio, provienen de "la jaula 
invisible", como la llama la gran feminista y luchadora social Otilia de 

• Abogado. Catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autó­
noma de México. 
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Tejeira; es decir, han sido prisioneras de ese esta tus que constituye su 
ámbito vital cotidiano: las faenas domésticas, la atención de los hijos, la 
vacua relación con las amigas, el esfuerzo por complacer al marido, 
etcétera. Una especie de limbo margina a la mujer de la actividad 
económica, la sitúa como dependiente invariable y le atribuye como 
principal función no la producción, sino la reproducción. 

Inclusive, la mujer que en su soltería obtuvo una educación más o 
menos cmnp leta, quizá universitaria, con el paso del tiempo se ve em­
polvada, aletargada por el desempeño de tareas lejanas a su especiali­
dad o profesión, y se siente incapaz de enfrentar la situación generada 
por el fin de su vida conyugal. 

Debe superar la marginación que ya había aceptado yen la cual se 
desenvolvía del mejor modo posible. Si el marido lograba una posición 
económica desahogada, cierto prestigio o reconocimiento social, ella 
disfrutaba esa favorable posición y recibía la consideración de los 
demás, pero como un reflejo, en su calidad de esposa, a la manera de los 
cuerpos celestes sin luz propia que sólo reverberan la luz del sol que 
orbitan. 

Para numerosas mujeres el divorcio, además, crea un sentimiento de 
frustración profunda. Dado que, por educación, está destinada a ser la 
responsable de que el hogar persista, el desplome de éste se considera 
su culpa; estima que es ella a quien faltó espíritu de sacrificio, abnega­
ción suficiente para mantener la cohesión familiar. Esto la amarga y con­
dena a la infelicidad. 

Por otro lado, en ciertos estratos de nuestra sociedad, sobre todo en 
algunas regiones del país, la mujer divorciada sufre demérito, es mal 
vista y el hecho de su separación la degrada socialmente. 

Gran cantidad de divorcios sobrevienen después de años de matri­
monio, cuando la mujer ha envejecido (a veces prematuramente, por el 
desgaste que le impone la maternidad y la dureza de las tareas domésti­
cas); debido a su aislamiento, carece de relaciones en los medios labora­
les y le resulta en extremo difícil conseguir un empleo, aun cuando 
disponga de un título profesional. 

No es posible, en los umbrales del tercer milenio, tras dos grandes 
guerras ffiW1diales, tolerar la permanencia de esta situación. El divorcio 
debe concebirse como recurso extremo -sobre todo si hay hijos o una 
larga convivencia- para superar un conflicto grave entre los miembros 
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de la pareja; así, el divorcio constituye un mal menor, jamás debe en­
tenderse como una s",lida fácil, pues va a traer .. irremisiblemente, deso­
lación y graves conflictos económicos a W10 de los antiguos cónyuges. 

Es cierto que la mujer moderna, en particular si tiene un trabajo 
rem unerado y cierta educación, ya no padece las consecuencias del 
divorcio que hemos referido. Para comenzar, ha logrado durante la vida 
marital un nuevo entendimiento con su cónyuge y ya no sobrelleva toda 
la carga doméstica que le estaba reservada. A cambio, contribuye en 
cierta medida al sostenimiento económico del hogar. Lo anterior condu­
ce a la convicción de que la ley debe ser lo suficientemente flexible para 
aplicarse en situaciones muy diferentes, y el juez debe estar dotado de 
gran discrecionalidad en el ejercicio de su función. 

Aspeclo procesal 

A continuación abordaré el procedimiento para la tralnitación del divor­
cio y, en seguida, la sentencia que lo decreta y los efectos que genera la 
misma. Cabe una advertencia: dada la diversidad de legislaciones que 
coexisten en el territorio nacional, el punto de referencia es la legislación 
vigente en el Distrito Federal. 

Respecto al procedimiento del divorcio, es bien sabido que puede ser 
tramitado como voltrntario o como contencioso, tambien llamado necesa­
rio. A su vez, el vollliltario puede ser administrativo o judicial. 

No disponemos de tiempo para entrar en detalles. Baste seiialar que 
es aberrante tramitar el divorcio necesario como juicio ordinario civil, el 
cual está concebido para dirimir contiendas de carácter patrimonial; en 
el caso del divorcio, si bien hay un aspecto de indudable contenido eco­
nómico, el fundamental es de orden afectivo. 

Significa lo anterior que salvo algunas modalidades indicativas de un 
cierto avance (por ejemplo, que se tendrá por contestada la demanda en 
sentido negativo, si el demandado omite la contestación, cuando se tnj­

te de asuntos que afecten las relaciones familiares, Artículo 271 del Códi­
go de Procedimiel1tos Civiles para el Distrito Federal), el juicio se sujeta a las 
directrices típicas del proceso civil, presidido por la plena igualdad de las 
partes, a quienes incumbe demostrar los hechos en apoyo de su preten­
sión o su defensa y, asimismo, a ellas toca generar el impulso procesal. 
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Como el proceso civil está diseñado para la satisfacción de intereses 
particulares de individuos y no los superiores de la familia, la actividad 
del juzgador está condicionada a la aptitud de las partes para demostrar, 
en tiempos equivalentes, lo que a su interés conviene. La igualdad se 
manifiesta a través de una idéntica oportunidad a las partes, y éstas de­
ben estimular la actuación del Estado, hasta llegar a una decisión que 
pueda ser ejecutada con el apoyo del propio Estado. 

El divorcio contencioso se ve así sujeto al formalismo propio del 
proceso civil; si bien ha evolucionado hacia la desacralización de las 
antiguas fórmulas y ritos, se trata ap~nas de un matiz y no una forma 
de ser. 

El procedimiento para el divorcio (y, podríamos decir, los procedi­
mientos familiares en general) debe desechar la solemnidad y optar por 
la oralidad. Es lamentable, pero en la gran mayoría de los casos los 
divorcian tes ignoran qué está sucediendo; permanecen ajenos a una 
contienda decisiva para el futuro de su vida y la de sus hijos. Sin em­
bargo, la cuestión sólo parece interesar a sus abogados. 

Las partes divorcian tes deben entender con claridad cómo se desarro­
lla el proceso. La oralidad lo permite y, además, permite al juez el 
contacto con los litigantes; así toma conocimiento directo y personal del 
caso a resolver: los personajes que conoce en el papel, se transforman en 
individuos de carne y hueso. 

La tramitación del divorcio debe partir de un postulado: la mujer, que 
no trabaja ni percibe ingresos económicos suficientes, es la parte débil en 
el juicio; el juez no debe ser espectador pasivo de la confrontación, sino 
intervenir cuando la parte débil lo requiera, sobre todo respecto a la carga 
de la prueba o la falta de capacidad técnica, es decir, ante las deficiencias 
posibles de sus planteamientos. 

En cuanto al impulso procesal, el juzgador debe actuar ex oficio y no 
atenerse, para el desarrollo de su actividad, a la diligencia que pudiera 
desplegar la parte débil; en defensa del interés de ésta, debe constituirse 
en motor del proceso, hacerlo avanzar, si es el caso, hasta su culmina­
ción, pues él tiene en sus manos la palanca de una justicia real, no for­
mal. Corresponde al juez actuar corno rector del proceso, asumir 
plenamente la dirección del mismo, pero mantener siempre el equilibrio 

entre los derechos de cada una de las partes, de modo que disfruten una 
amplia posibilidad de defender sus intereses. 
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Se debe otorgar al juzgador, en el caso de divorcio, la facultad de pro­
fundizar en la búsqueda de la verdad, hacer que opere la llamada "regla 
de la libre indagación fundamentada", aunque al acordar esta interven­
ción oficiosa debe motivarla y fundarla con cuidado. 

Es muy importante considerar la postura que debe adoptar el juzga­
dor al dictar la sentencia en un juicio de divorcio necesario, particular­
mente en lo que se refiere a la valoración de la prueba y a la aplicación 
de la norma sustantiva. 

Para beneficio de la "parte débil" en el juicio, toca al juez resolver, 
hacer que la sentencia abarque todo aquello a lo que dicha parte tenga 
derecho, independientemente de que lo haya reclamado O no. La senten­
cia debe ser exlra o ultra pelita y por tanto satisfacer las prestaciones 
complementarias de aquéllas que se hubieren reclamado y considerado 
procedentes. 

Por otro lado, y también en beneficio de la "parte débil", debe operar 
en las decisiones judiciales, para el caso de duda, un principio simétrico 
al muy conocido del Derecho Penal in dubio pro reo; aquí sería: in dubio 

pro uxor. 
Por último, en relación con el aspecto procesal, cabe agregar que 

el juzgador debe recurrir de oficio a todos los medios a su alcance 
para lograr que las prestaciones a que tiene derecho la "parte débil", 
conforme a la sentencia, sean efectivamente satisfechas. ¿De qué sirve 
obtener una completa victoria en el juicio, si no se puede ejecutar 
la resolución? 

En cuanto al aspecto sustantivo, vale la pena hacer referencia, así sea 
con brevedad, a estos tres puntos: 

1. Por lo común, los hijos quedan alIado de la madre, quien no puede 
eludir su responsabilidad e indefectiblemente debe afrontar las necesi­
dades de aquéllos. En consecuenncia, urge que el padre colabore en el 
sostenimiento de los hijos, de manera equivalente a como lo hace la 
progenitora, y que tal colaboración perdure por todo el tiempo que sea 
necesario. La reflexión anterior tiene sentido porque de acuerdo con la 
parte final del Artículo 287 del Código Civil, los consortes divorciados 
sólo tienen obligación de contribuir a la subsistencia y educación de los 
hijos "hasta que lleguen a la mayor edad". De aplicarse en rigor esta dis­
posición, los hijos a los 18 años se convertirán en una carga para la ma­
dre, por la razón de que viven con ella. 
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2. De conformidad con el Artículo 266 del Código Civil para el Distrito 

Federal, el divorcio hace que los divorciados recuperen su capacidad 
matrimonial, es decir, la capacidad de celebrar una nueva unión válida. 
Esto es consecuencia de que el divorcio civil produce la disolución del 
vinculo matrimonial y, por ende, cada uno de los antiguos cónyuges 
puede rehacer su vida. 

Sin embargo, el mismo Código Civil, en su Artículo 158, obliga a la 
mujer a esperar 300 días luego de pronw1Ciada la sentencia o bien des­
de que por resolución judicial (y de hecho) se interrumpió la cohabita­
ción. La disposición tiene por objeto evitar la confusión O t"rbatlo 
sanguirzis, esto es, la incertidun1bre acerca de la paternidad si sobreviene 
un hijo. 

En el momento actuat con el avance del conocimiento médico, esta 
norma que discrimina a la mujer no tiene justificación. 

Hoy en día,. una sencilla y rápida prueba de laboratorio permite co­
nocer con alto grado de certeza si hayo no embarazo: no hay por qué 
esperar 300 días. 

3. El Artículo 288 del Código Civil, en su párrafo segundo, concede a 
la mujer, en el caso de divorcio voluntario, el derecho a recibir alimentos 
por un lapso igual al de la duración del matrimonio; el varón tendrá el 
mismo derecho, dice el precepto, si se encuentra "imposibilitado para 
trabajar", circunstancia que no exige a la mujer. 

Este tratamiento desigual es acertado, sin embargo, pugna con la 
disposición del Artículo 4~ constitucional, cuyo párrafo segundo asienta 
categóricamente: "El varón y la mujer son iguales ante la ley". Esto ha 
provocado que algunos familiaristas expresen con tono irónico: el 
hombre y la mujer son iguales, pero las damas son más iguales que los 
varones. 

Habrá que modificar el precepto para encontrar una redacción que 
sin ninguna mengua de equiparar a los sexos, refleje esa necesidad de 
tutelar a la mujer de ciertos sectores de la sociedad, por su escasa educa­
ción O sujeción a un patrón formativo que la hace dependiente; por ello 
no puede ser igualada al hombre sin ser perjudicada. 

Más allá de una declaración romántica de igualdad, por bella que sea, 
debe prevalecer el cuerdo reconocimiento de que existe una desigualdad 
real y proponerse, en consecuencia, las medidas tutelares adecuadas 
para lograr un equilibrio verdadero. 
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Los derechos de la mujer ante el divorcio 

Fernando Barrera Zamorátegui* 

Introducción1 

A sí corno el matrimonio es la forma idónea de carácter legal y moral 
para instituir la familia, el divorcio vincular es la forma más fre­

cuente de extinción del vinculo matrimonial en vida de los cónyuges, por 
W1a causa surgiqa con posterioridad a la celebración del matrimonio. 

Existen diversas razones que llevan a la extinción de la unión matri­
monial mediante el divorcio. Pese a que el estudio de dichas causas ex­
cede los objetivos de este trabajo, es innegable que la crisis económica y 
de valores que padecernos, la drogadicción, el alcoholismo y los com­
plejos problemas de la vida contemporánea, soore todo en las grandes 
ciudadés, además de la problemática personal y de la pareja, han pro­
piciado la desintegración familiar. 

El incremento del divorcio coincide con la creciente participación de 
la mujer en la vida laboral, económica, artística, política y educativa 
de nuestro país, y con la difusión de las ideas feministas y de igualdad 
de los sexos. 

Por otra parte, el número cada vez mayor de divorciados con hijos ha 
originado el aumento de las familias monoparentales, integradas por las 
mujeres divorciadas y sus hijos, amén de las que conforman las viudas, 
madres solteras y mujeres abandonadas, sean casadas o concubinas' con 
su descendencia . 

... Abogado. Catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autó­
noma de México. Profesor titular de Derecho Civil y miembro del H. Consejo Técni­
co de la Facultad de Derecho de la UNAM. 

1. Advertencia: Los articulas mencionados sin referencia a ordenamiento legal algu­
no fonnan parte del Código Civil para el Distrito Federal en materia común, y para toda 
la República en materia federal. 
2. Cfr. BARRERA ZAMORÁTEGUI, FERNANDO, "La donación entre consortes", en Revis­
la de la Facultad de Derecho de México, Ed. Facultad de Derecho, UNAM, México, 1991, 
pp. 195-222. 
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Asimismo, se observan situaciones complejas derivadas de la apari­
ción de las llamadas familias reconstruidas que se integran, para efectos 
de nuestro estudio, de los hijos y el progenitor divorciado, generalmen­
te la mujer, con una nueva pareja que en ocasiones tiene su propia prole, 
además de los hijos que ambos procrean. 

La situación descrita hace necesario difundir y perfeccionar el régi­
men jurídico que afecta a las mujeres divorciadas, tanto en relación 
directa con su persona, como con sus hijos y con sus bienes. 

Las consideraciones anteriores justifican estas líneas enfocadas a los 
derechos de las mujeres ante el divorcio, además de proponer modifica­
ciones legislativas que en nuestro criterio, de convertirse en derecho po­
sitivo, favorecerían a las mujeres. 

1. Etimología del vocablo. 
Clases y conceptos jurídkos de divorcio 

La palabra divorcio, etimológicamente, se refiere a la idea de separar 
algo que se encuentra unido, de tomar rumbos diferentes. 

Desde el punto de vista jurídico, el término divorcio tiene dos signifi­
cados en tanto existen dos clases de divorcio con consecuencias jurídicas 
diversas, a saber: el divorcio no vincular y el vincular. 

El divorcio no vincular, llamado también divorcio separación de cuer­
pos, es aquella situación jurídica decretada judicialmente en la cual, sin 
haber disuelto la unión matrimonial, los cónyuges no están obligados a 
vivir juntos y, en consecuencia, no tienen el deber de prestarse al débito 
conyugal, pero subsisten todas las demás consecuencias jurídicas inhe­
rentes al estado civil de casados. 

Por su parte, el divorcio vincular es la forma de extinción de un ma­
trimonio válido en vida de los consortes, decretada por autoridad juris­
diccional o administrativa, por una causa sobrevenida con posterioridad 
a la celebración de las nupcias. En relación con este tipo de divorcio, el 
ordenamiento civil señala: 

Artículo 266. El divorcio disuelve el vínculo del matrimonio y deja 
a los cónyuges en aptitud de contraer otro. 
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El divorcio vincular, en atención a los requisitos necesarios de su proce­
dencia y su tranlitación, se clasifica en: administrativo, por mutuo con­
sentimiento y necesario o contencioso. En la legislación del Distrito 
Federal, el divorcio admi.nistrativo se tran1ita ante la autoridad adminis­
trativa denon1inada juez del registro civil y los dos restantes ante el juez 
de lo familiar. 

Ahora bien, de acuerdo con el tipo de divorcio y su tramitación, la 
mujer tiene diversos derechos y, en su caso, obligaciones. 

Empero, d ebe considerarse que el Artículo 4' de la Constitución fede­
ral establece e l principio de igualdad jurídica de los sexos, re iterado en 
e l Artículo 2' y diversos preceptos del Código Civil del Distrito Federal, en 
virtud de lo cual e l hombre y la mujer, en principio, comparten los mis­
mos derechos y obligaciones en todas sus relaciones y situaciones jurídi­
cas, a excepción de aquellas modalidades que la misma diferencia de 
sexqs impone. 

11. Los derechos de la mujer 
en el divorcio no vincular o divorcio separación 

Aspectos generales del divorcio /lO vi11Cl/lar 
El divorcio no vincular o separación de cuerpos tiene su origen en el 
Derecho Canónico, para el cual el matrimonio consumado es indisoluble 
en vida de los cónyuges; hoy en día, está regulado en los artículos 277 y 
267, fracciones VI y VU del Código Civil del Distrito Federal; y no representa 
interés para las personas que quieran separarse en forma de finitiva de 
su consorte. 

Este divorcio no disuelve la unión matrimonial; sólo exime a los cón­
yuges del deber de cohabitación y, en consecuencia, del débito conyugal, 
pues siguen casados; por lo tanto, no pueden contraer nuevo matrimo­
nio válido y, además, subsisten el deber de fidelid ad, el deber recíproco 
de alimentos y, en general, todos los efectos legales inherentes al estado 
civil de casados. 

La separación de cuerpos, en los términos del Artículo 267, se decre­
ta judicialmente a petición de uno de los cónyuges cuando su consorte: 

a) Padece impotencia incurable que sobrevenga después de celebrado 
el matrimonio, Fracción VI in fine. 
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b) Ha sido declarado en estado de interdicción por padecer enajena­
ción mental incurable, Fracción VII. 

e) Padece sífilis, tuberculosis o cualquiera otra enfermedad crónica o 
incurable, que sea además contagiosa o hereditaria, verbi gratia: Sida, 
parte inicial de la Fracción VI. 

SU finalidad es preservar el matrimonio sin menoscabo de la salud y 
tranquilidad del cónyuge sano y constituye una medida eugenésica, en 
cuanto pretende evitar taras y otros males en la descendencia. 

Derechos de la mujer en el divorcio no vincular 
Entre los principales derechos de la mujer en este tipo de divorcio están: 

a) En general, los mismos derechos de la mujer casada mientras el 
matrimonio subsiste¡ entre ellos destaca el derecho a recibir alimentos, 
cuando tenga la calidad de acreedora alimentaria. 

El término jurídico "alimentos" equivale al concepto de deber u obli­
gación alimentaria, definido como el deber jurídico de una persona, 
llamada "deudor alimentario", de proporcionar a otra, denominada 
"acreedor alimentario" o "alimentista", todo lo necesario para la subsis­
tencia de esta última, según sus necesidades y las posibilidades del deu­
dor, y se extiende a la muerte del alimentista y el pago de los gastos 
funerarios, artículos 301 a 323 y 1909. 

En cuanto a su contenido, en beneficio de la mujer casada: "Los 
alinlentos comprenden la comida, el vestido, la habitación y la asistencia 
médica en casos de enfermedad" y, a su muerte, el pago de los gastos fu­
nerarios, artículos 308 y 1909-' 

b) Derechos específicos de la mujer ante este tipo de divorcio distin­
tos a los anteriores: 

1. Si la mujer es la cónyuge sana tiene el derecho a la custodia de los 
hijos. 

2. Querellarse contra su cónyuge enfermo por el delito de "peligro de 
contagio", que se comete por: 

3. "Artículo 1909. Los gastos funerarios proporcionados a la condición de la persona 
y a los usos de la localidad deberán ser satisfechos al que los haga, aunque el diflUl­
to no hubiese dejado bienes, por aquellos que hubieren tenido la obligación de a.li­
mentarlo en vida ." 
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El que a s~biendas de que está enfermo de un mal venéreo u otra 
enfermedad grdve en periodo infectan te, ponga en peligro de con­
tagio la salud de otro, por relaciones sexuales y otro medio trans­
misible. 

Artículo 199 bis del Código Pellal del Distrito Federal. Sin perjuicio de que 
se acumule e l delito de lesiones y otros. 

3. Solicitar el pago de la inderrmización correspondiente por m.enos­
cabo a su sa lud, daños y perjuicios pecuniarios que se le pud ieron ca u­
sar y reparación del daño moral.' 

4. Pedir se extinga la separación de cuerpos a l desaparecer la causa 
que la originó o, en su caso, regresar voluntariamente con el cóny uge 
enfermo pese a que persista el motivo de la separación. 

III. Derechos específicos de la mujer 
en el divorcio administrativo 

Aspectos generales del divorcio administrativo 

El divorcio administrativo, previsto en el Artículo 272, es aquel divorcio 
vincular tramitad o ante el juez del registro civil en que ambos cónyuges 
son mayores de edad, están de acuerdo en divorciarse, no tienen hijos ni 
la mujer está elnbarazada y liquidan de común acuerdo la sociedad con­
yuga l. si bajo ese régimen se casaron. Además deben tener cuando me­
nos un año de casados, Artículo 274. 

El procedimiento se inicia con la presentación personal de ambos 
consortes ante el juez del registro civil del lugar de su domicilio, 
quien comprueba, con las actas del registro civil, que son casados y ma­
yores de edad que manifiestan claranlente su voluntad de divorciarse. 

Previa identificación de los cónyuges, el juez del registro civ il levan­
ta el acta de solicitud de divorcio y los cita a ratificar la solicitud a los 15 
días. Si los consortes hacen la ratificación, los declara divorciados, levan­
ta el ac ta de divorcio y anula la de matrimonio. 

4. "Artículo 1916. Por daño moral se entiende la afectación que una persona sufre en 
sus sen timientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configu­
ración y a~pecto físico, o bien en la considel"ación que de sí misma ti enen los demás," 
(Párrafo 1'.) 
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Este divorcio no surte efectos cuando se comprueba judicialmente 
que los cónyuges no reúnen los requisitos legales para su procedencia. 

Derechos de la mujer en el divorcio administrativo 
En virtud de la ausencia de hijos y de sociedad conyugal, los efectos ju­
rídicos en el divorcio administrativo para la mujer son mínimos: 

a) Durante el procedimiento, tiene la facultad de asistir o no a la rati­
ficación de la solicitud de divorcio, se haya reconciliado o no con el ma­
rido, en el entendido de que, si no acude, no quedará divorciada. 

b) Declarado el divorcio, ambos cónyuges quedan en libertad de con­
traer nuevo matrimonio válido, pero tienen que esperar un año para 
volver a casarse, como lo señalan los párrafos i2 y 32 del Articulo 289: 

En virtud del divorcio, los cónyuges recobrarán su entera capaci­
dad para contraer matrimonio. 

[ ... ] Para que los cónyuges que se divorcien voluntariamente 
puedan· volver a contraer matrimonio es indispensable que haya 
transcurrido un año desde que obtuvieron el divorcio. 

Si el nuevo matrimonio se contrae sin respetar el plazo de espera, será 
válido, pero los consortes podrán ser sancionados por el delito de "false­
dad de declaraciones ante autoridad distinta de la judicial", artículos 
264, Fración 11 del Código Civil y 247, Fracción 1, del Código Penal del Dis­
trito Federal. 

e) En nuestra opinión, la mujer así divorciada tiene el mismo derecho 
a recibir alimentosS que quien ha tramitado un divorcio judicial por mu­
tuo consentimiento, pues se dan las mismas razones para ello; en conse­
cuencia, es aplicable a ambos casos el párrafo 2' del Artículo 288, que 
indica: 

En el caso de divorcio por mutuo consentimiento, la mujer tendrá 
derecho a recibir alimentos por el mismo lapso de duración del 
matrimonio, derecho que disfrutará si no tiene ingresos suficientes 
y mientras no contraiga nuevas nupcias o se una en concubinato. 

5. Para e l significado jurídico de los alimentos y su contenido, ver en el apartado 11: 
Derechos de la mujer en el divorcio no vincular, inciso a. 
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Respecto al hombre, el siguiente párrafo del mismo precepto indica: 

El mismo derecho señalado en el párrafo anterior, tendrá el varón 
que se encuentre imposibilitado para trabajar y carezca de ingresos 
suficientes, mientras no contraiga nuevas nupcias o se una en 
concubinato. 

Nuestra opinión se apoya, entre otras, en las razones señaladas en la ex­
posición de motivos de la iniciativa de reformas, que en diciembre de 
1983 originaron el texto vigente: 

... el régimen prevaleciente en esta materia tan delicada y trascen­
dente (alimentos con motivo de divorcio) ocasiona numerosos pro­
blemas y da lugar a notorias injusticias e inequidades. No son 
infrecuentes los casos, sobre todo cuando el matrimonio se ha con­
traído bajo la separación de bienes, en que queda la mujer total o 
parcialmente des protegida, situación que se agrava cuando el ma­
trimonio se ha prolongado por muchos años, durante los cuales la 
mujer se ha dedicado a las labores del hogar y ha perdido la capa­
cidad o habilidad de trabajar en otras tareas. Para corregir esa 
fuente de injusticia se plantea la reforma de la fracción IV del Artí­
culo 273, así como el Artículo 288 a efecto de que siempre tenga la 
mujer, y también el varón en su caso, derecho a recibir alimentos 
precisamente durante un periodo equivalente al tiempo de du­
ración del matrimonio. Por obvias razones, esta medida de protec­
ción, que fundamentalmente ampara a la mujer, no se aplica 
cuando ésta tiene ingresos propios suficientes y se extingue cuan­
do contrae nuevas nupcias o se une en concubinato.6 

A fin de evitar otras interpretaciones que sean perjudiciales a la mujer en 
esta materia, proponemos que se adicione la parte inicial del párrafo 2º 
del Artículo 288, para quedar: 

En el caso de divorcie voluntario o por mutuo consentimiento 
tramitado en vía administrativa o jlldicial, la mujer tendrá derecho a 

6. Citado por GALlNOO GARFIAS, ERNE~10, Las reformas al Código Civil eH materia de fa­
milia, Estudios de Derecho Civil, 2, Ed. Porrúa, México, 1994, p. 412. 
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recibir alimen tos por el mism o lapso de d uración del m atrimonio ... 
etcétera. 

d) Con posterioridad al divorcio ya no podrán ser revocad as las do­
naciones entre consortes7 ni las donaciones antenupciales, en que la mu­
jer hubiera sido donataria, artículos 219 a 231 y 232 a 234. 

IV. Derechos específicos de la mujer 
durante la tramitación y después de decretado 

e l divorcio por mutuo consentimiento judicial 

Aspectos generales del divorcio por mutuo consentimiento judicial 

Conforme a los artículos 272 in fine, 273 y 274, el divorcio judicial por 
mutuo consentimiento es aquel que se presenta cuando ambos cónyuges 
están de acuerdo en divorciarse, tienen cuando menos un año de casa­
dos pero no los demás req u isitos pa ra e l divorcio administra tivo, y se 
tramita ante el juez de lo fam iliar, conforme a las reglas previstas en los 
artículos 674 al 682 del Código de Procedimientos Civiles. 

El procedimiento se inicia con la presentación del conven io previsto 
en el Artícu lo 273 del Código Civil. Habrá dos juntas de avenencia, en 
las cuales e l juez de lo famil ia r, con citación de l M inis terio Público, ex­
hortará a los divorcian tes a superar sus conflictos a fin de que el m atri­
monio prevalezca. 

Si no se logra la reconciliación, el juez de lo familia r, en la p rimera de 
las jun tas mencionadas, oyendo a l Min is te rio Público, aprobará en fo r­
ma p roviciona l el convenio respectivo y tom ará las med idas q ue resul­
taren necesarias. En la segunda junta de avenencia, oyendo tamb ién al 
M inisterio Público, el juez de lo familiar decretará el d ivorcio y aproba­
rá en definitiva, de ser el caso, el mencionado convenio. 

Los consortes deben presentarse a las juntas de avenencia, sin admi­
tirse representación por ser un acto personalísimo.8 El cónyuge menor 
de edad necesi ta de un tutor especia l para solicita r el d ivorcio, q uien , 
adelnás, lo acompaña a comparecer. 

7. Cfr. I3ARI{[:RA ZAMORÁTEGUl, FERNANDO, Ln donación entre consortes, loc. cit., p. 200. 

R. Cfr. BARRERA ZAMORÁTEGUI, FERNANDO, Sobre la disUllció" Clltre el mandato y el 
"poder", Ed. Facultad de Derecho, Universidad Americana de Acapulco, Guerrero, 
México, 1994. 
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Derechos de la mujer durante la tramitación 
del divorcio judicial por mutuo consentimiento 
Los derechos de la mujer durante la tramitación de este tipo de divorcio 
están sei\alad os directamente por el texto lega l y conforme a lo pactado 
en el convenio previsto en el Artículo 273. 

a) Según el texto legal ex preso, con independencia del convenio res­
pectivo, la mujer divorciante tiene los siguientes derechos durante la 
tramitación de este tipo de di vorcio: 

1. Reunirse de común acuerdo con su cónyuge: "En cualquier tiem­
po, con tal de que el divorcio no hubiere sido d ecretado. No po­
drán volver a solicitar el divorcio por mutuo consentimiento sino 
pasado un año desde su reconciliación", Artículo 276. 

2. Asistir O no a las juntas de avenencia; sin embargo: "En cualquier 
caso en que los cónyuges dejaren pasar más de tres meses sin con­
tinuar el procedimiento, el tribunal d eclarará sin efecto la solicitud 
y mandará archivar el expediente", Artículo 679 del Código de Pro­
cedinzieJltos Civiles. 

3. Corno la muerte de uno de los cónyuges pone fin al procedimiento 
de divorcio, los herederos del marido, entre los cuales puede en­
contrarse la mujer, "tienen los mismos derechos y obligaciones que 
tendrían s i no hubiere existido dicho juicio", Artículo 290. 

b) Los derechos que se d erivan para la muje r divorcian te de l conve­
nio celebrad o por su marido conforme al Artículo 273, con vigencia 
durante el tiempo que dure el trámite de divorcio (aunque varios coinci­
den o continúan a la conclusión del trámite del divorcio): 

1. La d esignación de la persona que tendrá la cus todia d e los hijos 
menores de edad, Fracción 1. 

2. El modo de subvenir a las necesidades de los hijos, Fracción Il; 
3. La casa que servirá de habitación a cada uno de los cónyuges, Frac­

ción 111; 

4. En los té rminos del Artículo 288, la cantidad que a título d e alimen­
tos el varón debe pagar a la mujer, y la garantía para asegurarlo, 

Fracción IV; 
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5. La manera de administrar los bienes de la sociedad conyugal, Frac­
ción V. 

Derechos de la mujer en el divorcio judicial 
por mufuo conser:timiento una ve~ ejecutoriado 
Al causar ejecutoria la resolución del divorcio judicial por mutuo con­
sentimiento, la mujer tiene diversos derechos que clasificamos en tres 
categorías, según sean en relación con la persona de la divorciada, con 
sus hijos y con los bienes. 

a) Derechos de la mujer en relación con su persona: 
1. Puede contraer un nuevo matrimonio válido, después de un año de 

haber causado ejecutoria la resolución judicial del divorcio por mutuo 
consentimiento, Artículo 289, párrafo l' y 3'. Igual plazo de espera tiene 
el varón. 

Si no se respeta el plazo de espera, el nuevo matrimonio es válido 
pero sancionable, artículos 264, Fracción Il, del Código Civil y 247, Frac­
ción 1, del Código Penal. 

2. Tiene derecho a recibir el pago de los alimentos' de su ex cónyuge 
por un tiempo igual al de la duración del matrimonio, si carece de ingre­
sos suficientes y mientras no contraiga nuevas nupcias o se una en con­
cubinato, Artículo 288, Párrafo 22, Así como a que se le aseguren con 
garantía suficiente. 

El varón tiene el mismo derecho sólo si está imposibilitado para tra­
bajar o carece de ingresos suficientes y mientras no se una en nuevas 
nupcias o en concubinato, Artículo 288, Párrafo 3'. 

b) Derechos de la mujer respecto a sus hijos: 
1. La custodia de los hijos se resuelve conforme a la cláusula respecti­

va del convenio previsto en el Artículo 273, Fracción L 

2. Se presumen hijos del marido, los hijos que la mujer haya dado a 
luz después de 180 días de celebrado el matrimonio y dentro de los 300 
días contados desde que de hecho quedaron separados los cónyuges por 
orden judicial, Artículo 324. 

3. Aunque: 

9. Para el significado jurídico de los alimentos y Su contenido, ver en el apartado II: 
Derechos de la mujer en el divorcio no vincular, inciso a. 
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El marido pod rá desconocer al hijo nacido después de 300 días, 
contados desde que judicialmente y de hecho tuvo lugar la separa­
ción provisional prescrita para los casos de divorcio ... pero la rllujer, 
el hijo o el tutor de éste pueden sostener en tales casos que el marido es 
el padre (Artículo 327). 

4. Asimismo, en virtud de la legitimación, se consideran de matrimo­
nio los hijos concebidos antes de la celebración de las nupcias de sus pa­
dres y que hubieren sido reconocidos por éstos, aun cuando los 

progenitores se divorc~aron posteriormente, Artículos 354 a 359: 
5. Administrar los bienes que el marido proporcione para cubrir los 

alimentos de los hijos si están bajo la custodia de ella. 

c) Derechos de la mujer referentes a sus bienes: 

1. Recibir su cuota de liquidación o reparto de los bienes que in­
tegraron la sociedad conyugal, conforme a lo señalado en la parte co­
rrespondiente del convenio de divorcio, Artículo 273, Fracción V. 

2. No podrán ser revocadas las donaciones antenupciales ni entre 
consortes/o celebradas por los ahora divorciados, respecto de las cuales 
la mujer haya sido donataria o beneficiaria, Artículos 219 a 231 y 232 
a 234. 

V. Derechos específicos de la mujer durante la tramitación 

y después de decretado el divorcio necesario o contencioso 

Aspectos generales del divorcio necesario o contencioso 
El divorcio necesario o contencioso es el divorcio vincular que se decre­
ta por sentencia de un juez de lo familiar, dictada en un juicio ordinario 
civil, por haber comprobado una o varias de las hipótesis o causales pre­
vis tas en las normas jurídicas. 

Por regla general, se distinguen, por una parte, el cónyuge inocente, 
cuya conducta no se encuadra en la causal invocada y demanda el di­
vorcio; por la otra parte, el cónyuge culpable, cuya conducta o situación 
encuadra en la causal del divorcio. 

10. Cfr. BARRERA ZAMORÁTEGUI, FERNANOO, Úl donación elltre cOllsarles. 
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La causal prevista en la Fracción XvllI del Artículo 267, que consiste 
en la separación de los cónyuges por más de dos años, puede ser invoca­
da por cualquiera de los cónyuges, independientemente del motivo que 
la haya originado. 

Las causales de divorcio están establecidas en el Artículo 268 y en las 
diversas fracciones del Artículo 267, a excepción de la XVII, relativa al 
"mutuo consentimiento", 

Derechos de la mujer durante la tramitación 
del divorcio necesario o contencioso 
Hemos dividido los derechoo de la mujer en este tipo de divorcio en dos 
categorías: los presentes durante la tramitación del divorcio y los exis­
tentes después de que ha causado ejecutoria la sentencia de divorcio 
respectiva. 

Destacan entre los derechos de la mujer durante la tramitación de este 
tipo de divorcio vincular: 

a) Dar por terminada la posibilidad del divorcio, al otorgar el perdón 
respecto de la causal invocadaf pues: 

Ninguna de las causas enumeradas en el Artículo 267 pueden 
alegarse para pedir el divorcio, cuando haya mediado perdón ex­
preso o tácito. No se considera perdón tácito la mera suscripción 
de una solicitud de divorcio voluntario, ni los actos procesales pos­
teriores. (Artículo 279) 

b) Poner término, mediante la reconciliación: 

Al juicio de divorcio en cualquier estado en que se encuentre, si 
aún no hubiere sentencia ejecutoria. En este caso los interesados 
deberán denunciar su reconciliación al juez, sin que la omisión de 
esta denuncia destruya los efectos producidos por la reconcilia­
ción. (Artículo 280) 

e) El Artículo 282 establece que el juez de lo familiar tomará diversas 
disposiciones provisionales, de las cuales se desprenden como derechos 
para la divorciante: 
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1. Separación de su cónyuge de conformidad con el Código de Proce­
dimie1ltos Civiles, Fracción 11; 

2. Recibir los alimentos para ella, si los necesita y el marido puede 
proporcionarlos, y la divorciante administrará los recursos que el 
marido esté obligado a proporcionar para los alimentos de los hi­
jos si la mujer los tiene bajo su cuidado, Fracción 111; 

3. Solicitar al juez que dicte las medidas necesarias para evitar que e l 
marido cause daños en sus bienes O a los que integran la sociedad 
cony ugal, Fracción IV; 

4. Solicitar al juez que dicte las medidas precautorias que la ley esta­
blece respecto a la mujer que quede encinta, Fracción V; 

5. Solicitar al juez que ponga a los hijos bajo su cu idado o de la per­
sona que se hubiese designado de cOlllún acuerdo, Fracción VI; 

6. Que los hijos menores de 7 años quedan bajo la custodia de la ma­
dre, salvo peligro para el normal desarrollo de los hijos, último 
párrafo. 

Derechos de la mujer cuando IIa causado 
ejecutoria la sel1tencin del divorcio 1lecesario o cOIltellcioso 
Al causar ejecutoria la sentencia del divorcio necesario o contencioso, la 
mujer tiene como derechos: 

En relación con su persona 
1. Contraer nuevo matrimonio válido, después de transcurrido el res­

pectivo plazo de espera señalado por la ley. 
La mujer, cónyuge culpable por haber: "dado causa al divorcio no 

podrá volver a casarse sino después de dos años, a contar desde que se 
decretó el divorcio", Artículo 289, Párrafo 2'. 

La mujer, cónyuge inocente, no puede contraer nuevo matrimonio sino 
después de 300 días contados desde la separación ordenada judi­
cialmente, a menos que dentro de ese plazo dé a luz un hijo, Artículo 158. 

Si no se respetan los plazos de espera, como ya se mencionó, el nuevo 
matrilTIOnio será válido pero los cónyuges podrán ser sancionados, 
artículos 26 .. , Fracción 11, del Código Civil y 247, Fracción 1, del Código 
Penal. 

2. Recibir alimentos del marido cónyuge culpable, si los necesita, y el 
juez de lo familiar lo decreta, tomando en cuenta las circunstancias del 
caso, Artículo 288, Párrafo 1' . 
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Derechos de la divorciada respecto a SIlS hijos 
1. La patria potestad sobre lbs hijos y, en su caso, la custodia d e los hi­

jos menores de 7 anos de edad, salvo peligro para el normal d esarrollo 
d e los m ismos, Artículo 282 in fine. En la práctica, se observa que los jue­
ces aceptan el pacto de los cónyuges para que la custodia le corresponda 
al padre, q uien también tendrá la custodia de los hijos mayores de 7 
años, si así lo convienen ambos progenitores o el juez lo determina. 

2. Se presumen hijos del marido los que la mujer haya dado a luz des­
pués de 180 días de celebrado e l matrimonio y dentro de los 300 días 
contados desde que los cónyuges quedaron separados por orden judi­
cial, Artículo 324. 

3. Aunque: 

El marido podrá desconocer al hijo nacido después de 300 días, 
contados d esde que judicialmente y de hecho tuvo lugar la separa­
ción provisional prescrita para los casos de divorcio ... Pero la mujer, 
el hijo o el tutor de éste pueden sostener en tales casos que el marido es 
el padre, Artículo 327. 

4. En virtud de la legitimación, se consideran de matrimonio los hijos 
concebidos antes de la celebración del matrimonio de sus padres y que 
hubieren sido reconocidos por éstos, aunque los progenitores se divor­
cien con posterioridad, Artículos 354 a 359. 

5. Administrar los bienes que el marido proporcione para cubrir los 
alimentos de los hijos si están bajo la custodia de ella. Aun en ta l caso, 
deberá también proporcionar alimentos a los hijos menores de edad, si 
tiene ingresos suficientes, Artículo 287. 

Derechos de la divorciada referentes a sus bienes en el divorcio necesario 
1. Recibir su cuota de liquidación respecto de los bienes que constitu­

yen la sociedad conyugal. 
2. No le podrán ser revocadas las donaciones antenupciales ni entre 

consortes,ll celebradas por los ahora divorciados respecto de las cuales 
la mujer haya sido donataria o beneficiaria, Artículos 219 a 231 y 232 
a 234. 

11. Cfr. BARRERA ZAMoRÁTEGUr, FERNANDO, l.J¡ dOllnción entre cOllsortes. 
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3. Al pago de la indemnización que corresponda por los daños y per­
juicios pecuniarios que se causaron y la reparación del daño moral. 

VI. Propuestas jurídicas en relación 
con los derechos de la mujer ante el divorcio 

Pese a los derechos antes mencionados, la mujer divorciada debe enfren­
tar diversos problemas, desde la desintegración de su familia, la pérdida 
de su pareja y su personal periodo d.e duelo, hasta los compromisos eco­
nómicos, resultado de la ya-incompleta O nula participac;ión del hombre 
en los gastos de subsistencia. 

Por lo anterior, consideramos conveniente hacer propuestas jurídi­
cas en tres áreas: en relación con su persona, sus hijos, y respecto a sus 
bienes, 

Nuestras sugerencias son producto de la reflexión, la buena fe, el es­
tudio de la problemática en cuestión y el marco jurídico respectivo. De 
llegar a convertirse en derecho positivo, consideramos, contribuirían a 
mejorar la situación de las mujeres divorciadas y sus familias. 

Conclusiones y propuestas generales 
1. El número de divorcios se ha increlnentado con rapidez en los últimos 
años. A ello han contribuido diversos factores, entre los que se encuen­
tran la crisis económica y de valores por la que atraviesa el país, la cre­
ciente independencia económica y mayor escolaridad de las mujeres, así 
como la difusión de las ideas feministas y de igualdad entre los sexos. 

2. Deben establecerse medidas encaminadas a lograr que la mujer di­
vorciada goce de estabilidad tanto económica como social y emocional o 
psicológica. 

Propuesta sobre la situación personal de la divorciada 
3. Con el fin de evitar interpretaciones perjudiciales a la mujer divorcia­
da, por vía administrativa, debe adicionarse el párrafo 22 del Artículo 
288, para quedar: 

En el caso de divorcio voluntario, o por mutuo consentimiento tra­
mitado en vía administrativa o judicial, la mujer tendrá derecho a reci-
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bir alimentos por el mismo lapso de duración del matrimonio, de­
recho que disfrutará si no tiene ingresos suficientes y mientras no 
contraiga nuevas nupcias o se una en concubinato. 

4. Debe establecerse que la garantía que se dé para el cumplimiento de 
la obligación alimentaria debe cubrir un mínimo de cinco años y no IDl 

año renovable, como por costumbre se hace ahora. 
5. En el divorcio judicial por mutuo consentimiento, además del 

deber del marido de pagar una pensión alimenticia a la mujer por el 
mismo lapso de tiempo que duró el matrimonio, debe agregarse la obli­
gación del varón de adquirir un.seguro de gastos médicos, por el mismo 
lapso de tiempo, en favor de la mujer divorciada. 

6. Deben reformarse las leyes de seguridad social, como la Ley del 
Seguro Social y la de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
al Servicio del Estado, con el fin de establecer que la mujer divorciada 
gozará del servicio médico y demás beneficios de la seguridad social 
hasta.que encuentre trabajo, adquiera medios propios de subsistencia o 
se una en matrimonio o concubinato. 

7. En las instituciones de seguridad social deben ampliarse y, en 
su caso, establecerse los servicios de asistencia con profesionales d.e 
la psicología, a fin de que la mujer divorciada cuente con el apoyo ne­
cesario para superar los traumas y el periodo de duelo que el qivorcio 
origina. 

Propuestas respecto a los hijos de la divorciada 
8. Establecer en las leyes de seguridad social la obligación del padre o 
madre trabajadora de adquirir un seguro de gastos de educación para 
sus hijos, con participación, en cuanto al pago de la prima, de la empre­
sa o patrón y el gobierno. 

9. Debe reglamentarse con mayor detalle el régimen de la custodia de 
los hijos para el caso de divorcio y de las visitas del otro progenitor, a fin 
de que no se produzcan influencias contrarias al sano desarrollo de los 
hijos. 

10. Si la madre divorciada lo solicita, los menores de 14 años, si se tra­
ta de una hija, y de 16 años, en el caso de un hijo, deben quedar bajo la 
custodia de la madre si se trató de un divorcio por mutuo consentimien­
to judicial con posterioridad a la resolución judicial definitiva (pese al 

- 142 -



convenio previsto en el Artículo 273), salvo que exista peligro para el 
buen desarrollo de los hijos. 

11. En el divorcio necesario, cuando la madre divorciada lo solicite, 
los menores de 14 años, si se trata de una hija, y de 16 años, en el caso de 
un hijo, deben quedar bajo la custodia de la madre salvo que exista peli­
gro para el buen desarrollo de los hijos. 

12. Cuando uno de los divorciados perciba un ingreso económico 
sustancialn1ente mayor que el otro, aquél podrá solicitar que la custodia 
de los hijos la tenga el progenitor de menores ingresos, a fin de que el 
solicitante esté en aptitud de aportar más recursos económicos en bene­
ficio de los hijos. 

13. Establecer que si los divorciados no tienen el deber de alimentos, 
el progenitor que no tenga la custodia de los hijos pagará una compen­
sación económica al progenitor que los cuida y atiende, independiente­
mente de los alimentos correspondientes a éstos. 

14. A petición de la madre divorciada, con trabajo o ingresos propios, 
el padre reportará la obligación de la custodia de los hijos sujetos a 
patria potestad, si carece de empleo y medios propios de ?ubsistencia, 
mientras encuentra trabajo o adquiera ingresos propios, tanto cuando se 
trate de un divorcio necesario como en el de mutuo consentimiento, y 
con independencia de la edad de los hijos. 

15. Debe señalarse expresamente en el Código Civil que cuando el 
maltrato infantil o su tolerancia no impliquen la pérdida de la patria 
potestad, el juez de lo familiar tomando en cuenta las particularidades 
del caso, debe decretar el cambio de la custodia de los menores en fa­
vor del otro progenitor divorciado. 

16. Deben adoptarse medidas corno las ahora propuestas para equili­
brar las carbas de la mujer y del hombre divorciado en relación con la 
crianza y educación de los hijos, con independencia de quien tenga 
la custodia, pues no es justo que la divorciada siga teniendo para sí todo 
el peso de tales obligaciones y se continúe fomentando la irresponsabili­
dad del varón. 

Propuestas en relación con los bienes 
17. Establecer un derecho real de habitación respecto del inmueble pro­
piedad del esposo que haya servido de hogar conyugal, a petición de la 
divorciada y cuyos titulares serían la mujer y los hijos comunes de 
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la pareja que vivan con ella. Dicho derecho real concluiría para la divor­
ciada cuando contrajese nuevo matrimonio o se uniera en concubinato. 

18. Deben establecerse normas específicas para solucionar el proble­
ma planteado cuando uno de los consortes, que no realizó aportación al­
guna, realiza maniobras para obtener un enriquecimiento indebido al 
reclamar derechos sobre la morada familIar, en detrimento del otro con­
sorte que la adquirió o construyó mediante un sistema de crédito que 
sólo éste pagó, y que por requisitos burocráticos o por ignorancia se 
puso a nombre de los dos cónyuges. 
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Capítulo V 

Derecho 
a la salud y a la educación 





La mujer mexicana y los valores 
contenidos en el Artículo 3Q constitucional 

María Leticia de Anda Munguía* 

Es para lní una gran experiencia participar en este evento y compartir 
con ustedes algunas reflexiones sobre este tema trascendental que 

sin lugar a dudas constituye un gran reto para este final de siglo y para 
el venidero. 

Generación tras generación, los mexicanos hemos sumado volunta­
des para construir un gran esfuerzo educativo, tratar de avanzar, pero 
persisten graves rezagos y se gestan mayores desafíos. El Prograllla Na­
cional de la Mlljer 1995-2000' de nuestro país hace un breve diagnóstico 
de la situación actual de la mujer en esta tnateria: 

• El analfabetismo es de 15.2% entre la población femenina de 15 y 
más aÍ\os. En las entidades federativas más pobres, el analfabetis­
n10 llega a ser superior a 30%. 

• La matrÍCula escolar en los. tres niveles de educación básica (prees­
colar, primaria y secundaria) ha crecido 8.5% anual para niños y 
niñas entre 1981 y 1992, por lo que actualmente la demanda aten­
dida a nivel nacional es de 80%. A partir de los 10 años y hasta los 
14, el increnlento de las diferencias entre el alumnado masculino y 
femenino es sistemático. A los 14 años, 32.5% de las niñas y 27.5'}'o 

de los niños ya no asiste a la escuela. 
• En 1990, por cada 100 hombres sin primaria completa había 120 

mujeres. En 1994, en secundaria, por cada 100 hombres que no 
concluyeron sus estudios había 95 mujeres. 

• En 1990, del total de mujeres de 20 años o más, 5.5% había cursado 
algún grado en el nivel medio superior y 6.4% estudió alguna ca­
rrera técnica o comercial. 

... Bióloga. Contralora interna de la Procuraduría General de Justicia. Coordinadora 
de la Sección Juvenil de FEMU. 

1. Programa NaciollaI de la Mujer 1995-2000, Alianza para la Igualdad, Ed. Secretaría de 
Gobernación, México, 1996. 
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• En la educación superior, para 1995, por cada 100 hombres regis­
trados había 82 mujeres. Entre 1970 y 1990 aumentó de 19 a 37% la 
proporción de mujeres de 25 años o más que aprobaron al menos 
cuatro años en el nivel de educación superio r. 

La brecha educativa se ha reducido en forma sign ificativa, pero aún per­
sisten múltiples barreras y obstáculos que es preciso remover para ga­
rantizar la igualdad de oportunjdades educativas para hombres y 
mujeres. Hoy todavía permanecen muy arraigadas en la sociedad las 
condiciones estructurales y culturales que reproducen las desigualdades. 

La enorme obra educativa realizada hasta ahora ha sido insuficiente 
para erradicar esta situación y construir una sociedad basada en prin­
cipios de justicia social e igualdad de género. Por ello, debemos encami­
nar nuestros esfuerzos a fin de asumir estos retos y cOlnpromisos que 
plantea la educación del siglo XXI. 

Educación y valores 

La axiología se ha constituido como la ciencia que estudia los valores. 
Max Scheller los concibe como "carac terísticas reales, inmutables e in­
depend ientes del sujeto que las percibe". Según el mismo autor (citado 
por Aronowitz, 1989) los valores presentan cuatro características: 

a) Bipolaridad: tienen un contravalor o antivalor. 
b) Trascendencia: existen en forma perfecta, en esencia. 
e) Preferencia: e l ser humano siempre busca alcanzar ciertos valores. 
d) Objetividad: existen, al margen de que el individuo los conozca o 

los ignore. 
Lourdes Montoya Dulche comenta: "Cada individuo forma su sis­

tema de valores en una jerarquía determinada por sus preferencias, 
incluyendo aspectos afectivos, cognitivos y conductuales",2 y según 
Alduncin (1989), "el valor de los va/ores hllmanos reside no sólo en su defi­
nición sino también en sus funciones", entre las que destacan: 

• Identidad individual, fomento de In ulltoestimn y dignidad 

2. MONTOYA DULCHE, IVONNE MA. DE LOURDES, tesis profesional, Facultad de Psico­
logía de la UNAM, México, ]994. 
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• Visión del m.undo y orientación ante la vida 

• Objetivos y metas 
• Adaptación y control social 
• Identidad y cohesión social 
• Dirigir y motivar la acción 
• Cri terios de juicio y decisión 
• Solución de conflictos y toma de decisiones 

Los valo res encierran elemen tos cogniti vos, afectivos, volitivos y opera­
cionales, factibles de introducir en todo sistema ed ucativo. Todos los sis­
temas educativos definen por anticipado valores y fines para el tipo de 
educación que pretenden. ' Gilbert de Landsheere (1976) plantea: "Nin­
guna educación es posible sin que la noción de valores sea central de 
ella, ningún proyecto educativo es posible sin que un plan de educación 
en los valores ocupe en él un lugar central".4 En congruencia con esta 
idea, el Programa Nacional de la Mujer 1995-2000 menciona: 

La educación en nuestro país enfrenta el desafío de fomentar valo­
res, actitudes y comportamientos que contribuyan al respeto y vi­
gencia de derechos ciudadanos, propicien una mayor conciencia 
de la situación de la mujer y de sus potencialidades y una integra­
ción social más armónica en todos los ámbitos, incluido el fortale­
cimiento de una cultura democrática participativa, al margen de 
prejuicios y discriminaciones. 

Resta señalar que la interpretación confusa o ambigua de lo que en rea­
lidad debe entenderse por educación laica, en términos jurídicos y cons­
titucionales, ha Íl1fluido en la escasa pron10ción de la fonnación moral o 
ética, convertida casi en un tabú que el docente suele rehuir en la prácti­
ca para evadir la responsabilidad del caso. El doctor ¡saías Álvarez Gar­
cía comen ta: 

De ahí que algunos educadores y la gente poco enterada conside­
ren como fanatismos o prejuicios los métodos de formación moral 

3. Progmma de Desarrollo Educativo 1995-2000, Ed. Secretaría de Educación Pública, 
México,1996. 
4. LANDSH EERE, GIU3EIIT, La forlllation des emeignn"tes demain, Ed. Casterman, Paris, ]976. 
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de niños y jóvenes y sú educación en el sentido de la responsabili­
dad personal moral y social. 5 

Educación laica no significa "ausente de valores" ni se refiere a la moral 
de una religión. 

Actores en el proceso educativo 

Diversos agentes sociales e instituciones participan en los procesos edu­
ca tivos: la fam ilia, la comunidad, la escuela, los medios de comunica­
ción, las emp resas y los gobiernos, cuyos sistemas políticos, de acuerdo 
con Antonio Gramsci, "deternlinan los modelos educativos que se vi­
ven'" El papel de la familia y la escuela en la asimilación de valores y 
antivalores es fundalnental. 7 

El seno familiar ha sido el núcleo social más significati vo para pro­
ducir y transmitir valores, pautas y prácticas culturales, así como para 
inculcar hábitos, a veces de generación en generación. La familia confor­
ma un ámbito fundamen tal para la formación de identidades, en esp e­
cial las d e género, en lo relativo a los papeles. socialmente asignados él 

hombres y mujeres y en el fomento de la autoestinla. 
La valoración de los papeles asignados a las mujeres muestran cambios in/­

portantes, derivados eH gran medida de su il'zcorporaciól1 al trabajo remunerado. 
En la aCllllidad, en W/O de cada tres hogares mexicanos la I/Iujer contribuye al 
gnsto ¡nmilinr. Sin embargo, especial preocupación merecen aquellos ho­
ga res encabezados por mujeres en condiciones de pobreza, enfrentadas 
al conflicto de obtener ingresos y hacerse cargo de sus hijos a la vez, lo 
cual muchas veces condiciona su acceso a l mercado de trabajo. 

5. Ci tado de la ponencia "Ma rco normativo para la educación en los va lores en Méxi­
co", del doctor lsaías Á lvarez Carda, den tro del Foro Internacional "Educación y 
va lores", celebrado en mayo de 199-1 en México, D. F. 
6. CRAMSCI, ANTONIO, La nltcmativa pedagógica, Ed. Fontamara, Barcelona, Espana, 
1995. 
7. Desde la iIúancia, las ideas y representaciones vividas en estos ámbitos determinan 
nuestro"marco de comportamiento, y nuestra realidad se delimita por W1 entorno en 
general adverso al aprendizaje, la vivencia y la construcción de valores y más propi~ 
do él la formación de antivalores. 
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Esto revela la necesidad de garantizar respeto y protección a los dere­
chos laborales de las mujeres y facilitar el acceso a las oportunidades de 
empleo y participación económica. Exige definir un conjunto de estrate­
gias y acciones para otorgar a la mujer un trato digno, justo y respetuo­
so, mejorar sus condiciones laborales y la capacitación para el trabajo, 
así como ampliar sus alternativas ocupacionales. Lo cual es también 
materia de valores. 

Esta es una de las razones por las que parte de la responsabilidad 
educativa se ha profundizado en la escuela, cuyá función I~O sólo es in­
fonnar, pues también es un espacio privilegiado para formar. En ambos 
casos debemos tomar en consideración que fornlar en valores no es tarea 
fácil: 

- Los valores no se enseñan de la misma forma que los contenidos 
informativos, ya que se crean y figuran idealmente . 

• Cuando se trata de valores ya conformados y vigentes en determi­
nado contexto ideológico-axiológico, éstos son captados y aprecia­
dos plenamente por el sujeto y, de hecho, orientan y regulan sus 
acciones . 

• No hay sujeto que viviendo en sociedad pueda escapar de una mÍ­
nima socialización y, por ende, no capte ciertos valores y normas. 

-Aun en los casos de sociabilización limitada, el valor en algún gra­
do es aprehensible y puede comunicarse. 

Padres y educadores deben estar conscientes de que una escala de va­
lores consistente es, quizá, la única posibilidad de cambiar a L/na sociedad 
desde su raíz y, dicho sen de paso, impulsar el mejoramiento de la condición so­
cial de la )Ill/jer. 

Políticas educativas 

Desde 1917, fecha en que entró en vigor nuestra actual Constitución, se 
han adoptado, a través de las políticas educativas, diversas modalida­
des para referirse a los valores que propone la educación. En 1944, a 
solicitud de Jaime Torres Bode!, entonces secretario dé Educación, Al­
fonso Reyes redactó un texto breve dedicado a la formación moral de los 
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escolares: la Cartilla n/oral. A cinco décadas de su elaboración, contiene el 
valor de la exposición ética e ilustración histórica. Establece en su Capí­
tulo S!:?? "Respeto a nuestra persona", que "todos somos igualmente dig­
nos y debemos ser iguales ante la ley". En el Capítulo 8', "La Ley y el 
Derecho", señala que "el Derecho procura establecer la justicia en todos 
los tratos y compromisos, y que la igualdad ante él es una de las más no­
bles conquistas". 

En años recientes, a raíz de la proyección del nuevo modelo educati­
vo, se enviaron a los docentes de educación básica los documentos pu­
blicados por la SEr en 1992: El ABC de los Derechos Human os y el volumen 
Artículo 3º constitucional y Ley General de Edllcación, los cuales explicitan 
los valores contenidos en dichos ordenamientos. 

En el contexto internacional, la UNESCO' ha desempeñado un papel 
muy activo. Cabe destacar los objetivos que propone para la educación:') 

1. Contribuir al desarrollo integral de individuos para que sean capa­
ces de alcanzar su pleno potencial en la sociedad. 

2. Educar a los indiv iduos como seres sociales, capaces de cooperar, 
dialogar y ejercitar sus responsabilidades como ciudadanos. 

3. Luchar en contra de la desigualdad de oportunidades. 
4. Incorporar a todos los ciudadanos a la vida laboral y económica, 

contribuyendo al avance de la sociedad. 
5. Ofrecer acceso a la educación, tanto en el sistema formal como en la 

educación no formal, fomentando la participación de cada individuo 
como educador y educando a lo largo de su existencia. 

6. Fortalecer la comprensión y cooperación mutua entre todos los 
seres humanos, sin excepción de raza y lengua. lo 

8. Organización de las Naciones Unidas para la Ciencia y la Cultura. 
9. En este contexto, 110 debe dejar de consultMse el documento Educación y conoci­
miel/ to: ejes de la transformaciólI productiva con equidad de la Comisión Económica para 
América Latina (CEPAL): establece para cualquier persona una serie de "Códigos bá­
sicos para acceder a la modernidad", en los que incluye: fomentar la d ifusión de va­
lores, la dimensión ética y los comportamientos propios de una moderna ciudadanía 
y formar en el individuo "las destrez.:'lS indispensables para la competiti vidad inter­
nacional", transformando la educación, 
10. Por su parte, la !{ecoJl/elldación sobrf /a educación para la comprellsiól/ y la paz illternn­
Clonal y fa educacióll rdativa aios Derechos Hllltla/los de 1974 de la misma institución 
seiiala: "La educación deberá tender, a la vez, hacia la eliminación de las si tuaciones 
que perpetuan y agravan los problemas fundamentales que condicionan la supervi~ 
vencia y el bienestar de la humanidad", 
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7. Incorporar a los ciudadanos a la vida laboral y económica. 
Debernos considerar, retornando a Gramsci," que "el Estado debe 

concebirse como educador precisamente en cuanto tiende a crear un 
nuevo tipo o nivel de civilización". El derecho será el instrumento para 
este fin, aliado de la familia, la escuela y los agentes sociales que inter­
vienen en el proceso. Además, según Gramsci: 

La actividad general del derecho es más amplia que la puramente 
estatal o gubernativa, e incluye aquellas zonas que algunos técni­
cos del derecho llalnan de indiferencia jurídica, cmuo la moralidad 
o el problema ético, que en la práctica se traduce en la correspon­
dencia (espontánea y libremente aceptada) entre la conducta de 
cada individuo y los fines que la sociedad se pone corno necesarios, 

y que se plasman, por ejemplo, en constituciones con gran contenido 
sociat como la nuestra. 

Dos preguntas son fundamentales para orientar el tema: ¿Incluye ]a 
Constitución mexicana la formación en valores? ¿Es posible que esto nos 
ayude a transformar prácticas, actitudes, conductas y creencias, a fin de 
fortalecer una cultura de igualdad y respeto a la dignidad de todas las 
personas? 

El Artículo 3' constitucional y la Ley General dt! Educación 

En los últimos años el Estado mexicano ha planteado un proceso de mo­
dernización educativa que propone evaluar y reestructurar tanto los pla­
nes y programas de estudio como la metodología de la enseñanza para 
la educación básica, media y superior. 

El 5 de marzo de 199312 se reformó el Artículo 32 constitucional para 
dar cumpliU1iento a esta prioridad. 13 Para nuestro estudio, la reforma se 
sintetiza de la siguiente manera: 

11. GRAMSCI, ANTONIO, op. cit. 
12. Publicado en el Diario OficinL de la Federaciótl, México, el 13 de julio de 1994. 
13. Artículo 3~ constitucional y Ley General de EdllcacióJI, Ed. Secretaría de Educación 
Pública, México, 1993. 
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a) La educación será democrática, considerando a la democracia no 
sólo como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un 
sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social 
y cultural del pueblo. 

b) Contribuirá a la mejor convivencia humana por los elementos que 
aporte, a fin de robustecer en el educando el aprecio por la dignidad de 
la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés general 
de la sociedad, así corno sustentar los ideales de fraternidad, igualdad, 
derechos de todas las personas, evitando privilegios de razas, religión, 
sexos o individuos. 

De manera explícita, el texto del Artículo 39 constitucional contiene 
los siguientes valores: 

Amor a la patria, conciencia de solidaridad internacional, justicia, li­
bertad de creencias, democracia como sistema de vida, identidad nacio­
nal, convivencia, cultura, dignidad humana, integridad de la familia, 
fraternidad, igualdad. 

Por su parte, la Ley General de Educacíón14 en sus artículos 79. y 8Q 

retorna los ejes rectores establecidos por la Constitución y postula el si­
guiente marco valoral corno mandato indiscutible: 

Amor a la patria, solidaridad, justicia, libertad, conciencia de la nacio­
nalidad, dignidad humana, fraternidad y mejor convivencia humana, 
igualdad, vida, responsabilidad, conciencia de la necesidad de un apro­
vechan1iento racional de los recursos naturales y de la protección al me­
dio ambiente, actitudes solidarias y positivas hacia el trabajo, el ahorro y 
el bienestar general. 

Como es evidente, nuestra legislación ofrece herramientas valiosas 
para promover y desarrollar procesos educativos que orienten la educa­
ción hacia la fonnación de valores y promuevan relaciones equitativas e 
igualita rias entre hombres y mujeres. Según el maestro Ignacio Burgoa, 
"tanto la mujer como el varón, en su carácter de gobernados, son titula­
res de las mismas garantías que consagra la Constitución" ;15 por lo mis­
mo, una reforma constitucional se hace innecesaria. En cambio, es 
indispensable introducir una nueva concepción educa tiva y una serie de 
acciones y estrategias que nos permitan hacer realidad los preceptos 
constitucionales. 

14. ¡bidem. 
15. BURGOA, IGNACIO, LAs garantías individltales, Ed. Porrúa, México, 1988. 
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Acciones y estrategias 

Articular acciones y estrategias para una educación capaz de ofrecer res­
puestas a los retos que enfrentamos requiere: 

• El compromiso y la participación de todos los agentes sociales 
involucrados. 

• Transformar la gestión educativa, analizando la forma y el fondo 
del sistema. 

• Vincularse con la problemática social de la mujer desde la búsque­
da de una cultura de igualdad, unidad por unidad, materia por 
materia. 

• Modificar la práctica pedagógica, hacer de ella un verdadero pro­
ceso formativo e impedir la reproducción, generación tras genera­
ción, de desigualdades, rezagos y marginación de la mujer.16 

• Pertinencia y congruencia de contenidos. 
• Dignificar y hacer sensible al docente para que cobre conciencia y 

abra su mentalidad al cambio, promoviendo, además, su papel 
protagónico. 

• Garantizar justicia e igualdad en el acceso y aprovechamiento d e 
las oportunidades educativas a hombres y mujeres. 

• Incorporar los valores explícitos de nuestra Constitución en la edu­
cación format en el currículum. En este punto, Carlos Zarzal? su­
giere tres niveles a considerar: 

16. DE LA GARZA, MA. TERESA (1994), en "Educación y Valores", en Revista D1DAC, 

núm. 23, México, otoño de 1993, afirma: "La educación en valores no garantiza la 
concretización de los mismos en la conducta de los individuos, sino solamente pro­
porciona elementos que orientan sus decisiones". Al respecto, Victoriana Pascual 
apunta en "Estrategias para la clarificación y el desarrollo de valores en la escuela", 
tesis profesional, Universidad Iberoamericana, México, 1984: "Es necesario cuidar 
que el aprendizaje significativo no sea una mera introyección de la ideología do­
minante". Por ello, es preciso tener cuidado en la elección de las experiencias de 
aprendizaje, de tal manera que formar en los valores expuestos por el Artículo 3'! 
cons titucional garantice que los valores de la humanidad se asuman como norma de 
acción ante uno mismo. y ante los demás, determinando fundamentalmente 10 vi­
vencia} para cimentarlos. 
17. ZARZA, CARLOS, "¿Cómo incorporar los valores en el currículum?", en Revista 
DIDAC, México, primavera de 1994. 
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1. Planes de estudio, por medio de la correcta y adecuada definición del 
perfil del egresado. 

2. Programas de estudio, para observar las actitud es que el alumno ma­
nifiesta a partir de temas y valores propuestos, en los cuales se debe 
incluir la plena igualdad jurídica, valoral y social entre el hombre y la 
mujer. 

3. Procesos de rnseñanza-aprendizaje, por m edio de la metodología di­
dáctico-pedagógica que aplique el profesor, así como de manera funda­
mental con su ejemplo,l8 pues19 "posiblemente las actitudes a nivel 
personal, grupal, comunitario y social reflejan con mayor exactitud el 
estado real de la vivencia de los diversos valores".21l Decía Platón: "Lo 
único que se puede enseñar es lo que se escribe en el alma d e quien 
aprende". 

Educación, valores y actitudes son términos vinculados estrechamen­
te. Conforme a la conocida taxonomía de B. Bloom, es correcto vincular 
las actitudes que deseamos con el proceso enseñanza-aprendizaje.21 

Como aplicación práctica de lo que hemos comentado, en la obra El 
perfil del bachiller Izacia e/ nuevo mi/enio" asentamos que la form ación 
debe proponer, entre otras cosas, que el educando: 

1. Reconozca valores y comportamientos de su contexto 50cio-
histórico. 

2. Sepa traducir su cultura en prácticas cotidianas. 
3. Desarrolle su capacidad de interacción y diálogo. 
4. Asimile una formación social y humanística que despierte su inte­

rés por los fenómenos económicos, sociales, jurídicos y políticos q~e 

18. Antonia Pascual sentencia en relación con el maestro: "Quiéralo o no, transmitirá 
su mundo interior, sus gustos, sus preferencias, sus rechazos. En el empei\o por 
una educación que dinamice los procesos hacia una civilización más justa y hacia 
una plenitud de vida, la formación de los docentes tiene que ocupar un capítulo cen­
tral". En Clarificación de valores y deSllrrollo humano, Ed. Narcea, Madrid, 1988. 
19. PASCUAL V., ANTONIA, op. cit. 
20. DELGAOO, ARACELl, y PIASTRO, ESTRELLA, "Modelo de educación integral", en Re­
vista DlDAC, México, otoño de 1993. 
21. Citado por DACAL, JOSÉ ANTONIO, en DE ANDA MUNGU1A, LETICIA, et al., El perfil del 
bachiller hacia e/nllevo mileuio y La edllcación basada en competencias, Ed. Secretaría de 
Educación Pública y Gobierno del Estado de Chiapas, México, 1994. 
22. Así lo establece Porfi rio Morán Oviedo, en "Propuestas de elaboración de progra­
m'as de estudio en la didáctica tradicional, tecnología educati va y didáctica crítica", 
en Reflexio/les en torno a /a illstrumentaliznción didáctica, Ed. UNAM, México, 1993. 
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constituyen la vida moderna, para comprenderlos en su entorno históri­
co-social. 

5. Asuma la auto valoración cultural y personal. 
6. Adquiera un conjunto de valores entendido como código ético," 

manifiesto en el joven y por supuesto en el ciudadano en términos de (en­
tre otros): legalidad, respeto, solidaridad, justicia, igualdad y autoestima. 

Es claro que a partir de la Constitución y su ley reglamentaria se defi­
ne para nosotros un enfoque del perfil deseado como Código de conducta 
para el ciudadano, el cual se propone impulsar el desarrollo personal y la 
participación plena de la mujer en la sociedad, así corno pronl0ver rela­
ciones m ás equitativas e igualitarias entre hombres y nlujeres. Por ello, 
algunos autores como el doctor Gonzalo Vázquez" hablan hoy de la ne­
cesidad de "desarrollar la competencia moral", 

7. Se incorpore a la vida p roductiva. Estamos obligados a examinar 
de manera integral los temas que afectan a la mujer en su relación con la 
sociedad. Este punto es de singular importancia para superar condicio­
nes que afectan a la mujer. De acuerdo con cifras de la Comisión Econó­
mica para América Latina y el Caribe, a fines del presente siglo habrá en 
la región 65 millones de mujeres en el mercado laboral, cifra muy su­
perior a los diez millones que formaban parte de la población econó­
micamente activa en 1950. Según se estima, la participación femenina 
aumentará a razón de 3.2% anual, mientras la masculina lo hará en 
2.2%. En cuanto a infraestructura de apoyo, s i bien la región cuenta con 
normatividad aprobada en materia de guarderías infantiles, por ejem­
plo, la realidad es que en 1989 sólo 14% de los niños entre cero y cinco 
años recibía educación preescolar (y para 1980 había alcanzado 7.8%). 
Por lo que respecta a la discriminación salarial, en las áreas urbanas de 
13 países, los ingresos de la mujeres son entre 44 y 77% menores a los de 
los hombres, y en cuanto a ocupaciones laborales, el sector de servicios 
absorbe entre 42 y 65% de la mano de obra: en el mayor número de ca­
sos las mujeres se ocupan como profesionales técnicas, vendedoras y 
trabajadoras domésticas. Según la Organización Internacional del Traba-

23. DE ANDA MUNGUÍA, LEnClA, op. cit. 
24. VÁZQUEZGÓMEZ, GONZALO, "El desarrollo de la competencia moral. Perspectiva 
de los nuevos valores de los niños españoles", Foro [nternacional Educación y Valo­
res, México, D. F, mayo ·de 1994. 
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jo, la tasa de sindicalización femenina no supera el 10% y sólo 20% de las 
sindicalizadas ocupa un cargo directivo. 

El documento Educación y conocimiento: ejes de la transformación produc­
tiva con equidad de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), 

establece para cualquier persona una serie de "Códigos básicos para ac­
ceder a la modernidad" que se traducen en: 

las capacidades requeridas para el manejo de las operaciones arit­
méticas básicas, la lectura y la comprensión de un texto escrito, la 
recepción e interpretación de mensajes de los medios de comunica­
ción modernos y la participación en el diseño y la ejecución de tra­
bajos de grupo. 

Entre estos últimos se incluye el fomento a la difusión de valores, la dimen­
sión ética y los comportamientos propios de una ciudadanía moderna. 

Para la mujer esto es de particular importancia, pues los niveles de 
escolaridad y capacitación condicionan, entre otras cosas, sus posibilida­
des de acceso al mercado laboral, las remuneraciones que percibe y su 
oportunidad de movilidad y ascenso laboral. Coincido con el Programa 
Nacional de la Mujer 1995-2000 en que, además de impulsar programas 
de generación de empleos, es primordial establecer mecanismos para 
asegurar el respeto de los derechos de las trabajadoras y su acceso a los 
sistemas de seguridad social; brindarles un trato igualitario en la selec­
ción, contratación y promoción del personal en la administración públi­
ca¡ fortalecer acciones de capacitación y adiestramiento dirigidas a las 
mujeres desempleadas; incrementar esfuerzos para eliminar diferencias 
en la remuneración y promover prestación de servicios de apoyo a las 
madres que trabajan, entre otras. 

En congruencia con estas ideas, el Programa Nacional de la Mujer 1995-
2000" concuerda con el Programa Nacional de Desarrollo Educativo y pre­
tende, en esta materia, desarrollar las siguientes acciones prioritarias: 

• Garantizar acceso y permanencia de la mujer en todos los niveles 
del sistema escolar . 

• Superar los rezagos educativos de la mujer mexicana. 

25. Programa Nacional de la Mujer 1995-2000, Ed. Secretaría de Gobernación, México, 
marzo de 1996. 
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• Reducir el ausentismo y la deserción. 
• Eliminar los contenidos que reproduzcan prácticas sexistas e imá­

genes estereotipadas de la mujer, así como su difusión en los me­
dios de comunicación. Es capítulo central fomentar la autoestima. 

• Fortalecer en los profesores y los maestros la seguridad de que su 
contribución es crucial para superar las desigualdades de género. 

Nuevas realidades 

Entre las acciones más relevantes efectuadas en los últimos años en 
favor de la causa femenina, debemos destacar el texto del Artículo 4· 
constitucional que consagra la igualdad jurídica entre el hombre y la 
mujer. A la luz de este precepto, podemos descubrir la compleja proble­
mática de la mujer en relación con las prácticas discriminatorias que la 
afectan. Es necesario hacer del Articulo 4· constitucional una realidad. 

El Artículo 3' que hemos analizado, y el marco valoral en él explícito, 
constituyen una herramienta privilegiada para eliminar la brecha entre 
igualdad de derecho y condiciones de hecho, mediante la promoción de 
medidas tendientes a construir una cultura de igualdad. Una formación 
sólida en valores ayudará no sólo a superar los rezagos y mejorar las 
oportunidades de educación para las mujeres, sino a garantizar su acce­
so a servicios de salud; fortalecer sus capacidades y promover su parti­
cipación en todos los niveles y ámbitos de decisión; prevenir y eliminar 
la violencia ejercida en su contra; propiciar la eliminación de imágenes 
estereotipadas; combatir la pobreza que las aqueja; apoyar a las mujeres 
trabajadorasl sobre todo en los casos de embarazos, partos, lactancial 

crianza y cuidado de los menores, periodos de descanso y, en general, 
garantizar la vigencia de todos sus derechos. 

Las nuevas realídades del país reclaman la participación plena de la 
mujer. Una sociedad verdaderamente democrática debe asegurar la 
igualdad de oportunidades y los mismos derechos de participación a 
sus ciudadanos. Construir una sociedad basada en estos principios sólo 
tendrá éxito si es aspiración y anhelo de todos. 

Por último, quiero aprovechar esta oportunidad para reconocer el es­
fuerzo de muchas mujeres en la tarea de mejorar la condición social de 
la mujer en México y en el mundo. María Lavalle Urbina, la doctora 
Clementina Díaz y de Ovando y la maestra Griselda Álvarez, recién 
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galardonada con la medalla Belli.ario Domínguez, son algunos ejemplos 
a seguir, no sólo para quienes integramos la Federación Mexicana de 
Universitarias sino para todos los mexicanos. 
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La mujer y su derecho a la educación 

Delia Se/ene de Dios Vallejo' 

e amo mujer transgresora ante las determinacic;mes patriarcales yo lu­
cho contra todos los cautiverios, contra todas las expropiaciones 

realizadas en detrimento del género femenino, al despojar a la mujer de 
su condición de sujeto humano, de ser en sí misn1a, de intervenir crean­
do y recreando el mundo, de decidir, de elegir su vida, de ser partícipe 
de la historia. Acorde con Marcela Lagarde, veo la conciencia de las mu­
jeres basada en el engaño porque se nos ha hecho asumir cantidad de 
ideas, haceres y quehaceres como si fueran naturales, cuando son opresi­
vos, inferiorizantes, discriminadores. Este seT por el otro, para los otros, 
de intemalizar la opresión se halla en todos los aspectos de la v ida social 
mexicana; en sus instituciones, en las normas que nos rigen. J 

Se en las normas, incluido el Artículo 42 constitucional que en el p á­
rrafo segundo dice en sólo una frase : el varón (aparece primero) y la 
mujer (se anota en el texto después) son iguales ante la ley. y de inme­
diato liga tal igualdad con la institución donde se ha as ignado a la mu­
jer en la sociedad tradicional: la familia, al seJ1alar que la ley protegerá la 
organización y el desarrollo de la familia. 

Pareciera canlpear por el párrafo el nliedo de los legisladores pa ra 
otorgar plenos derechos a la mujer como ser humano. His tóricanlcnte, la 
mujer ha sufrido la desigualdad, ¿cómo va a ser superada si con dificul­
tad aparece en el texto de la máxhna d e nuestras leyes, la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos? Se nota la in visibilidad histó­
rica femenina: su presencia apenas es percibida en e l texto. Donde se 
dice varón y no hOlllbre, sin embargo, sí se dice mujer. H ombre y nluje r 
son iguales ante la ley, lo son de jure, ¿y de Jocto? 

• Candidata a Doctora en Sociología. Cated rática de carrer<1 en la Facultad de Cien­
cias Políticas y Sociales. Conseje ra Un iversi ta ria sup len te. Secretaria general de 1;1 
Unión Nacional de Mujeres Mexicanas, A. C. Miembro de FEMU. 

1. LACARDE, MARCEI.A, Los cautiverios de las lIIujrres: lIIaci resposlIs, monjas, putas, presa:, 
y {ocas, Ed. UNAM, México, 1993, pp . 15-1 9. 
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De hecho no lo son ni lo han sido. Veamos sólo un ejemplo en la vida 
social: la educación. 

La educación, en su sentido más amplio, es el medio para continuar 
la vida social pero también para su avance y transfonnación. La vida so­
cial exige enseñar y aprender para la sobrevivencia, para su evolución. 
El mismo proceso de convivir educa. 

La tarea educativa busca transmitir un conjunto de conocimientos, 
crear capacidades definidas de comportamiento en los seres humanos, 
respecto a los ámbitos intelectual, volitivo y emocional de la persona. Se 
trata de formar necesidades y aspiraciones, intereses y capacidades, mo­
tivos de comportamiento, fuentes de las que nace la participación activa 
al servicio de objetivos importantes, así como el deseo de fomentar la 
habilidad de coexistencia y participación social; en suma, se trata de un 
proceso gracias al cual la vida llega a ser más humana y tiene valor para 
todos, ligada a una experiencia más activa de cada individuo en el ámbi­
to sociaP 

Ante tal perspectiva, la educación no se encuentra limitada al trabajo 
académico en las instituciones educativas, sino que se le ubica en la to­

talidad del contexto social. Todos los aspectos superestructurales, como 
la familia, la escuela, el Estado, la religión, las manifestaciones jurídicas, 
culturales, los mensajes en los medios de difusión masiva, las instituciones 
sociales en general, contribuyen a educar al ser humano. 

La educación es un producto de la realidad económica, política, social 
de cada país; es un reflejo de las condiciones materiales de existencia. En 
las sociedades clasistas-sexistas, es el procedimiento mediante el cual las 
clases dominantes preparan, en la mentalidad y conducta de los niños y 
de todas las personas, las condiciones fundamentales para continuar su 
dominación. 

De esta manera, los hijos de padres pertenecientes a las clases altas 
son beneficiarios de una educación que les capacita para ocupar los 
puestos de mando en un proceso de reproducción del sistema mismo. 

Los problemas de las clases sociales, el sistema patriarcal-sexista, la 
movilidad, los ingresos, la demografía, las acti tudes para la moderniza­
ción, politización, etcétera, se relacionan con la educación. Si está ligada 

z. SUCHODOLSKI, BOGDAN, Úl escl/ela y la ciuiliwción corllemporárJea eH la crisis de la edu­
cación, Ed. Cultura Popular, México, 1975, p. 67. 
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a todos los procesos sociales, entonces, como la misma sociedad, la edu­
,ación nacional está en crisis. En esto hay consenso; Pablo Latapí, por 
ejemplo, nos dice: 

La educación significa conocimiento, y estamos alarmados por el 
bajo nivel del sistema escolar en todos los ciclos. La educación sig­
nifica dinero y estamos preocupados p or los requerimientos finan­
cieros del futuro próximo. 

En México hay altos índices de deserción y reprobación, la enseñanza 
técnica y superior no responde al aparato productivo y el promedio de 
escolaridad no llega al quinto grado de primaria. 

La educación significa administración y estamos atrapados en la 
ineficiencia burocrática; significa productividad y estamos aterrados por 
la incapacidad e inadecuación de la enseñanza técnica y por la carencia 
de investigación científica; significa movilidad social y comprobamos su 
marcado elitismo; significa realización de la juventud y presenciamos 
insatisfacciones y protestas estudiantiles. 

Ante el vacío de los desvalorados credos oficiales, el aparato educati­
vo cruje por todas sus partes. Maestros, métodos, contenidos, estructu­
ras, procesos administrativos, desigualdades, implicaciones sociales, 
relaciones con la economía y efectos políticos. Crisis múltiple. 3 

El sistema educativo nacional reproduce, en sus diferentes niveles y 
grados, el acceso y la participación en la riqueza y la vida social que en 
general tiene la población. La pirámide escolar se conforma según la pi­
rámide de distribución de ingreso por clase social y sexo. 

En países capitalistas subdesarrollados, las niñas y las mujeres están 
en desventaja para acceder a la enseñanza y este hecho les representa 
una gran desventaja inicial, compromete su situación futura en la socie­
dad, así como la eficiencia de su contribución al proceso de desarrollo. 
Conviene notar que inscribirse en un establecimiento escolar no basta 
para garantizar la igualdad de oportunidades en materia de educación. 

La desigualdad de la mujer en todos los niveles de la educación ha 
sido un obstáculo; entre otras oportunidades, ella puede elegir libre­
mente cuál ha de ser su papel en la sociedad y desempeñarlo. Esto se 

3. GONzALEZ EHRUCH, NORMA, Actitudes hacia un cine de ficción, tesis profesional, Fa­
cultad de Psicología, Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1976, p. 4. 
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mencionaba en el Informe de la Conferencia Mundial del Año Interna­
cional de la Mujer en México (1975), reforzado después en Copenhague 
en la Conferencia de la ONU de la Media Década para la Mujer (1980), en 
1985 en Nairobi, Kenia, y en 1995 en Pekín, China, por pueblos del mun­
do entero. 

El principio de igualdad proclamado legalmente en México queda 
desmentido por los hechos. Hace siglos que la humanidad contiene en 
más de 50% el avance de las fuerzas productivas, porque hace siglos que 
la capacidad humana de las mujeres no es reconocida. Nuestro país no 
es excepción al respecto. 

Vedar el acceso a la educación a las mujeres, es impedir que parti­
cipen en una de las actividades más importantes para la especie 
humana, que es el desarrollo creativo y recreativo.4 

En la ley, existe el acceso a la educación, sin embargo no hay igualdad en 
los hechos. El contorno cultural, tanto como otros aspectos politicos, 
económicos y sociales, se halla determinado por la estructura de poder 
nativo y transnacional. Especialmente, la estructura transnacional en 
expansión trata de en volver y alienar a la mujer latinoamericana, a la 
mexicana en consecuencia. Planea "medidas" sobre Anlérica Latina, "sa­
lidas de la crisis", y las impone en cuanto cada país acepta créditos de la 
banca transnacional (Fondo Monetario Internacional, Banco Mun­
dial,ODE), guardiana de los intereses y plusvalía del imperialismo 
norteamericano. 

De es ta manera, los intereses del pueblo y de la nlujer nacional son 
ajenos a dichos intereses que les son impuestos con el fin de que los 
acepte y reproduzca, les son internalizados a través de todos los medios. 
El modelo transnacional trae no sólo la venta de miles de productos di­
ferentes y de empresas estatales y paraestatales, sino también un modo 
de vida, un estilo de consumo, determinadas aspiraciones sociales~ una 
percepción de sí mismo y del mWldo como fábrica de consumidores, se­
res dependientes. Las principales empresas transnacionales se mueven 
con una estrategia que busca abarcar todo el quehacer y las aspiraciones 
humanas: desde la explotación de recursos naturales, su acaparamiento, 

4. SCHElNVAR, STELLA, Mujer joven y educació'l en México. Propuestas metodológicas para 
una revisión bibJiográficn, Ed. CREA Y CEESTEM, México, 1978. 
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la producción de bienes y servicios, hasta la enseñanza. La información 
y la comunicación, la publicidad y la propaganda, el entretenimiento, el 
turismo, el deporte y el uso del tiempo libre. Las transnacionales ofrecen 
un modelo concreto de vivencia, de aspiraciones y actividad para la mu­
jer, en particular para la de clase media urbana. La prepara a sentirse 
cómoda como parte de un orden dominante. Sin embargo, ese orden 
está en crisis y la mujer de clase media en proceso de pauperización­
proletarización tal vez tome conciencia de la manipulación de la que es 
objeto. 

Las salidas reales de la crisis son los cambios sociales, revolucionarios 
o reformistas. 

La mujeres, en general, desearnos la paz, un cambio social progresis­
ta; excepciones las hay, desde luego, porque hay mujeres que se identifi­
can con los intereses de los poderosos y explotadores, a veces de manera 
inconsciente, debido a la ignorancia en que se han visto sumidas. 

La educación es W1 medio para interpretar un sinnúmero de valores 
humanos, para la convivencia pacífica, para la realización plena de los 
seres humanos, la transformación del mundo en un planeta cada vez 
mejor habitado por seres humanos. En esto las mujeres jugamos un pa-. 
pel trascendente, a pesar del desconocimiento social a tal labor en la 
mayor parte del mundo. 

La educación es un derecho humano, todos los mexicanos y las mexi­
canas tenemos derecho a ella. El Estado-Federación, estados y munici­
pios, la imparten desde el nivel preescolar hasta el postgrado, y como tal 
debe continuar siendo gratuita, laica, democrática, basada en los resulta­
dos del progreso científico, en lucha contra la ignorancia y sus efectos, 
las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios; atenta a la compren­
sión de nuestros problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos, a 
la defensa de nuestra independencia económica, a la continuidad y el 
desarrollo de nuestra cultura. Como se observa, son conceptos asenta­
dos en el artículo tercero constitucional, donde también se señala que el 
Estado contribuirá a la mejor convivencia humana, a robustecer en el 
educando, junto con el aprecio para la dignidad de la persona y la inte­
gridad de la familia, la convicción del interés general de la sociedad, así 
como a sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de 
todos los seres humanos (aun cuando en el texto se dice hombre), evi­
tando los privilegios de raza, religión, grupos, sexos o individuos. 
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En México, la educación o es pública o no se da; el sistema educativo 
nacional, a pesar del rezago, el abandono de los principios y la agresión 
acentuada en los últimos 15 años, sigue siendo público y atiende a los 
usuarios de la siguiente manera: 

Sector público Sector privado 

Preescolar 91% 9% 
Primaria 94% 6% 
Secundaria 92% 8% 
Bachillerato 78% 22% 
Superior 80% 20% 

Consideramos como rezago educativo no sólo la falta de oportunidad 
para inscribirse por primera vez en la escuela, sino también la deserción 
y la reprobación. En primaria existe una deserción de 40%. Según el cen­
so de 1990, de cada cien niños que inician su educación primaria, 43 no 
la terminan, 63 no alcanzan el nivel de secundaria, 88 no tendrán bachi­
llerato, 96 no lograrán un título de educación superior y 99.6 no tendrá 
un postgrado' 

Todo ello es digno de tomarse en cuenta porque los avances y el desa­
rrollo de una sociedad se expresan con mayor impacto en la educación; 
ahí se observa si tal sociedad deja atrás la desigualdad o no. La desigual­
dad en México se manifiesta por clase social, por raza y sexo. Recorde­
mos que las mujeres mexicanas suman 46.5 millones y representan más 
de 50% de los 92 millones de habitantes del país. 

Hay un mayor rezago educativo entre las mujeres. Las oportunidades 
educativas no son las mismas para toda la población, a pesar de las de­
terminaciones jurídicas: de las niñas que inician la primaria, 62.7% no la 
termina, contra 56.4% de los niños. Sólo en secundaria el número de 
mujeres que termina el ciclo es mayor, con un porcentaje de 26.8% con­
tra 25.6% de los varones; en el bachillerato ha habido un incremento 
importante de la participación femenina: en 1977 era de 29.3% y para 
1989 de 43.8%' 

5. IMAZ GlSPERT. CARLOS, "El rezago educativo. abandono y simulación". en Revista 
Memoria, núm. 91. México. septiembre de 1996. 
6. BRITO DE MARTt, ESPERANZA, "Educación y Mujeres", en Revista Fem, aftQ 19, núm. 
SO, México, septiembre de 1975. 
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De acuerdo con María del Pilar Alonso (en su tesis Las mujeres en el 
Es/ado mexicano), a partir del nivel medio superior las mujeres tienen 
menos posibilidades de participar y continuar estudiando, ya sea por­
que ellas o sus padres determinan su ingreso inmediato a trabajar, o bien 
para ocuparse de labores domésticas o casarse. Mientras, los hombres 
tienen la oportunidad de continuar en el sistema educativo. Falta dar 
mejores oportunidades a las mujeres y a los hombres a fin de que pue­
dan acceder a los diversos niveles escolares de una manera equitativa. 7 

Como lo muestran las estadísticas publicadas por la UNAM, en el ba­
chillerato, sobre todo en el Colegio de Ciencias y Humanidades (CCH), la 
población escolar ha descendido en forma constante. En 1978 la pobla­
ción escolar en este nivel educativo alcanzó Wl máximo de 129 mil 226 
alumnos; en 1995 se redujo a 102 mil 918. Unos 26 mil jóvenes no encon­
traron ese año opciones de estudio en la UNAM ni alternativas equivalen­
tes en la zona metropolitana. 

Podar a las instituciones, restringir la oferta del bachillerato y del ni­
vel de licenciatura responde a las sugerencias del diputado P. Vi.nde, se­
cretario general de la Organización para la Cooperación Económica y el 
Desarrollo (OCED). SUS examinadores consideran que la dimensión de la 
UNAM hace difícil manejarla y propusieron la separación de las escuelas 
preparatorias de la educación superior.8 

Tal fenómeno afecta desde luego a las mujeres, quienes se incorporan 
con lentitud a la enseñanza de nivel superior en áreas como química y 
medicina, después de aque.llos acuerdos del papel asignado socialmen­
te por "cautiverio", es decir, haciendo extensivas sus funciones de aten­
ción a otros de la familia a la sociedad; así se forman para ser maestras, 
enfermeras, músicas, trabajadoras sociales, odontólogas, etcétera, y limitan 
su participación en carreras relacionadas con la ciencia y la tecnología, 
la ingeniería y la arquitectura. A nivel de licenciatura se nota más el re­
zago de la mujer en el proceso de enseñanza-aprendizaje y tal vez sea 
donde más deserciones se presentan, pues su población está comprendida 
en la edad reproductiva y el papel de reproductora se asigna a la mujer' 

7. ALONSO REYES, MARÍA DEL PILAR, Lns mujeres e/l el Estado mexicano, tesis de maestría 
DEP, FCrys, Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1996, p. 58. 
8. GlSPERT IMAZ, CARLOS, op. cif. 
9. En 1990, el 37% del total de personas de 25 años o más que había aprobado, al me­
nos, cuatro años en el nivel superior, eran mujeres. 
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La educación se asocia directamente tanto con la calificación para el 
desempeño de las ocupaciones, como con mejores oportunidades para 
insertarse en actividades remuneradas. Sin embargo, en el Programa Na­
cional de la Mujer dado a conocer el8 de marzo de 1996 por el presiden­
te Ernesto Zedilla, se destaca que a las mujeres, incluso quienes cuentan 
con grados profesionales, se les restringe q determinadas ocupaciones, 
por lo común las menos valoradas en términos sociales y económicos. 
Acepta, también, que la educación debe crecer, 

extender el acceso y cobertura del sistema educativo en todos sus 
niveles y modalidades, mejorar la calidad de la enseñanza, inclui­
do el logro de una eficiencia terminal cada vez mayor, es necesario 
promover una educación libre de prejuicios y discriminaciones, y 
que en sus contenidos, textos, modalidades y métodos pedagógi­
cos, transmita y refuerce valores, actitudes e imágenes no sexistas. 

La difusión de imágenes estereotipadas incide negativamente 
en la educación temprana de las mujeres e influye tanto en su 
autoestima y desempeño a lo largo de todo el proceso escolar, 
corno en la formación de sus expectativas acerca de los papeles so­
ciales que puede desempeñar en la edad adulta, Ello contribuye a 
que, aun dentro de una misma familia, a menudo se tengan mayo­
res expectativas de escolaridad para los hijos varones que para las 
mujeres, lo que incide en sus elecciones vocacionales y profesiona­
les, así como en su permanencia en la escuela, al tiempo que se tra­
duce en una marcada segmentación por sexo del mercado laboral. 

Uno de los retos fundamentales que enfrenta el sistema educati­
vo es el de responder a las necesidades de una sociedad en rápido 
progreso y cambio. La transformación del paradigma productivo, 
el cambio tecnológico, la creciente necesidad de competir en un 
contexto de globalización, la acelerada urbanización y la profun­
dización de la democracia, imponen la ·necesidad de que el mode­
lo educativo del siglo XXI fortalezca el sentido de pertenencia, 
responsabilidad, iniciativa propia y capacidad creativa e innova­
dora de los educandos, así como su interés y aprecio por el conoci­
miento científico y técnico. Ello implica, asimismo, el desafío de 
fomentar valores, actitudes y comportamientos que contribuyan al 
respeto y la vigencia de los derechos ciudadanos, propicien una 
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mayor conciencia de la situación de la mujer y d'e sus potencialida­
des y una integración social más annónica en todos los ámbitos de 
la vida social, incluido el fortalecimiento de una cultura democrá­
tica y participativa, al margen de prejuicios y discriminaciones. 

Para responder a los retos que plantea la creciente demanda de 
educación de hombres y mujeres, en todos los niveles y modalida­
des del sistema educativo, el gobierno ha establecido diversas es­
trategias. Entre ellas destaca el proceso de descentralización 
educativa, incluido en el Acuerdo Nacional para la Modernización de 
la Educación Básica. A su vez, la responsabilidad de ejercer una fun­
ción compensatoria entre entidades y regiones, con demandas 
educativas insatisfechas, ha llevado a establecer programas para 
abatir el rezago educativo, los cuales funcionan en 24 estados de la 
República. De la misma forma, se han desarrollado modelos alter­
nativos para llevar la educación básica, preescolar y primaria, a la 
población infantil de comunidades rurales dispersas y con alta 
marginación económica. Asimismo, la necesidad de actualizar y 
modernizar la currícula educativa ha conducido a renovar planes 
y programas de estudio y con ello los libros de texto de la edu­
cación básica. La concomitante capacitación de los maestros para 
utilizar los nuevos contenidos educativos ha sido emprendida 
mediante el programa emergente de actualización magisteria1.10 

Nosotras pensamos que para alcanzar tales metas es menester aumentar 
el presupuesto destinado a la educación pública, cuando menos 8% del 
PIB, como lo señala la UNESCO. No tenemos por qué financiar a la educa­
ción privada, cuyas instituciones han demostrado, con más presupuesto, 
hacer menos que las públicas. Además, es imprescindible un incremento 
sustancial al salario de los maestros en todos los niveles, para atraer y 
conservar a personas cada vez más calificadas, para que dedicarse a la 
docencia, a la investigación o difusión cultural no deba ser un sinónimo 
de martirologio profesional. Hay que tomar en cuenta al conocimiento 
como un bien capital de cualquier país, y será necesario tenerlo en cuen­
ta frente a los acelerados cambios contemporáneos, en los cuales la mujer 
no puede quedar fuera. 

10. Alianza para la 19ualdad. Programa Nacional de la Mujer 1995-2000, Poder Ejecutivo 
Federal, México, 1996. 
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Se requiere multiplicar la planta docente y la matrícula estudiantil, 
mejorar los procesos de enseñanza, los recursos tecnológicos para ello; 
en consecuencia, aumentar el presupuesto, los salarios, las becas, los 
apoyos didácticos, las condiciones de estudio, la colegialidad, el entu­
siasmo y la colaboración son clave. Se requieren planes educativos cohe­
rentes y con recursos, un cambio en la filosofía educativa para recuperar 
el espíritu educador del Estado mexicano, y colocar a los mexicanos y a 
la educación pública como fines de sus estrategiasi de otro nl0do, la de­
magogia y el pragmatismo neoliberal continuarán destruyendo el espa­
cio educativo público y con él a nuestra nación. 11 

A las mujeres se nos responsabiliza en mayor medida de la formación 
de los hijos y, de manera contradictoria, nuestras opciones formativas se 
estrechan, amén de que recibimos las destinadas a reproducir el sistema 
capitalista dependiente-clasista-sexista. Como es natural, hay excepcio­
nes que confirman la regla. 

Se presupone que los problemas fundamentales de las mujeres para 
educarse son: 1) lograr su asistencia y 2) las reducidas posibilidades de 
desarrollo una vez egresadas, debido a las condiciones de desigualdad 
en que se encuentran. 

En nuestro país, los impedimentos para que la mujer acceda a la edu­
cación son económicos, culturales y políticos. Faltan condiciones mate­
riales para educar a todo el pueblo y a la mujer se le margina en mayor 
medida, en tanto se impulsa al varón en sentido educacional. 

En sintesis, presentaremos algunas limitantes para la educación de la 
mujer en igualdad de condiciones con el hombre¡ sin pretender agotar 
dichas limitan tes, sólo mencionamos las más obvias. 

Sociedad 

Problemas de la mujer para estudiar 
Aspecto político 

Sustenta principios incongruentes con la realidad: educación como fac­
tor de transformación social al servicio de los más desfavorecidos. Las 

11. GÓMEZ, LUIS E., MARTINEZ DELLA ROCCA, SALVAOOR, e IMAZ, CARLOS, ¿ y el costo de 
la ignorancia? 1996, El regazo educativo ell México, LVI Legislatura H. Cámara de Dipu­
tados, grupo parlamentario del PRD. 
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mujeres desfavorecidas pertenecen a las clases proletaria y pequeño­
burguesa; conforman 90% de la población total. 

Gobierno 
Plantea superar obstáculos de orden socioeconómico, geográfico y cul­
tural para incorporar a la mujer a la educación. Le es difícil a causa de la 
crisis del sistema y la deficiencia de recursos. 

Mujer 
Capacitada en número reducido y de acuerdo con una cuota demagógi­
ca, puede optar por un nivel ejecutivo; esa cuota en la vida cotidiana, de 
hecho, repite el modelo de machismo en el poder. 

Aspecto económico 

Sociedad 
Sólo un tercio de la población estudiantil mundial es de mujeres; cultu­
ralmente se limita a la mujer y tiene menor preparación para el trabajo 
remunerado. 

Gobierno 
Falta de recursos para educar a todo el pueblo, aunada al fenómeno de 
la corrupción. Refuerza el modelo transnacional al permitirlo. 

Mujer 
Cumple con el trabajo y los quehaceres domésticos al apoyar la produc­
ción de riqueza social. Sin embargo, es trabajo socialmente minusválido 
(trabajo invisible). 

Sociedad 
Se educa a la mujer para el matrimonio, servidora de la familia o compa­
ñía canalizadora de problemas familiares, formación diferenciada por 
sexo, determinada por los intereses de la clase dominante. En escuelas 
confesionales no hay coeducación y la educación sexual se ve impedida 
desde el inicio de la vida infantil. Se fortalece la conducta machista, 
sexista, que devalúa a la mujer. Universidades privadas y otras instan-
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cias educativas motivan a las mujeres a estudiar carreras cortas, como 
una continuidad de la vida doméstica y del rol tradicional (trabajadoras 
sociales, enfermeras, lnaestras de educación básica y media, secretarias, 
etcétera). 

Aspecto cultural 

Gobierno 
Presenta incongruencia entre planes de estudio y necesidades de la pro­
ducción económica y la vida de la población. No ve n i oye a la sociedad 
civil de manera cabal. 

Mujeres 
Encuentran innecesario educarse para continuar con los quehaceres del 
hogar. No tienen dónde dejar a sus h ijos mientras estudian. Son rechaza­
das cuando no estudian una de las actividades consideradas femeninas 
y si son aceptadas tienen menor salario y estatus que el hombre. El hom­
bre goza de preferencia en el empleo y, de facto, en la vida social toda. 
Educa a sus hijos de acuerdo a la tradición, según el modelo sexista 
patriarcal; limita la participación de las mujeres en la educación y otras 
actividades sociales y políticas. 

Son muchos los problemas relativos a la enseñanza en el país. Exis­
te insuficiencia de servicios modernos de documentación, informa­
ción y CÓll1puto, de la industria editorial, del número de profesores e 
investigadores universitarios de carrera y de la formación, e l ejercicio 
profesional y las retribuciones otorgadas al magisterio de los niveles ele­
mental, medio y superior. Piénsese en lo que la miseria entraña en 
escollos reales para que un millón de niños pueda entrar cada año 
a la escuela, para que adolescen tes y ad ultos puedan cultivarse dentro y 
fuera de las escuelas. Pién sese en el drama, el desperdicio de capacida­
des human as que la desfavorable posición de la mitad de la p oblación, 
las mujeres, implica en todos los aspectos, pero ante todo en la oportuni­
dad real de educarse y aplicar después su conocimiento. 

El nivel de instrucción es un factor importante en la decisión de la 
mujer para trabajar o no. En términos generales, a mayor nivel de ins-
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trucción mayor es la inclinación de la mujer por trabajar, en la clase me­
dia y alta; la proletaria siempre trabaja. 

La oferta de trabajo se ve determinada por el origen de la clase social 
a la que pertenecen la mujer o el hombre, pero en la clase media burgue­
sa, el hecho de que la mujer ingrese a la población económicamente ac­
tiva se ve condicionado por el número y la edad de los hijos, el nivel de 
educación, las diferencias entre el salario y las expectativas de consumo. 
De su parte, para la clase de escasos recursos el trabajo está ligado a la 
supervivencia, para complementar el sa lario fami liar y mantener a los 
hijos 

Cuanto mayor es la educación de los cónyuges hay no sólo mayor 
tendencia a una participación igualitaria de hombre-mujer, sino mayor 
comunicación y entendimiento. Cuando mayor es la preparación de la 
Inadre, el rendimiento escolar en los hijos es más alto. 

Por la baja escolaridad de las mujeres, así cmno por la serie de prejui­
cios y discriminaciones padecidas por ellas, de modo inconsciente se 
ven re legadas a trabajar en: 

a) Actividades que no requieren una participación "fornlal" previa, 
por ser una prolongación de las actividades del hogar: preparación 
de alimentos, limpieza y mejoralniento de la casa, lavado y plan­
chado de ropa, fabricación y reparación de la ropa para la familia, 
adquisición de material necesario para el hogar, adnlinistración del 
gasto, relaciones públicas familiares, cuidado de enfennos y ancia­
nos, cuidado y educación de niños y adolescentes. 

b) Actividades que no requieren capital abundante. 
c) Actividades de menor rango, en caso particular, en servicios pri­

mordiales para el desarrollo de la sociedad. 
d) Actividades de economía subterránea. 

En los servicios de enseñanza la mujer participa, en especia l, en el 
subgrupo de enseñanza insuficientemente especificada (cocina, corte, 
e tcétera). 

A medida que e l nivel de instrucción se eleva, la mujer pierde terreno, 
de manera que de representar 76.74% de todos lo profesores de prima­

ria, pasa a 33% en el nivel superior; el fenómeno también se refleja en 
sus ingresos. 
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Por todo lo expuesto, pensamos que no sólo es menester cambiar la 
Constitución sino también el modelo neoliberal, por uno más humanis­
ta. El cambio hoyes imperativo; se requiere contemplar la cultura del 
México profundo sin dejar de atender a las tecnologías más avanzadas 
al servicio del pueblo y en el ejercicio de sus derechos. Es imprescindible 
que el gobierno vea y oiga al pueblo mexicano, atienda a su historia, res­
cate lo mejor de ella e incorpore con decisión a la mujer, a fin de mejorar 
la vida del presente y del futuro. 
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Los derechos humanos 
de las mujeres usuarias de servicios de salud 

Edda Alatorre Wynter* 

Hasta que llOS dimos cuentn, unas lince mucho 
tiempo, otras recientemente, que "hombres" no 
significo. "mujeres"; que la "humanidad" 110 éra­
mos nosotras. 

GRAClELA H !ERROI 

Por dos razones inicio este trabajo justamente con esa cita. La prime­
ra es el recuento de muchos años de vivencias de compañeras y 

alulllnas que, como yo, trabajamos en el área de la salud y hemos sido 
testigos de la forma -de la indiferencia a la hostilidad- en que se tra­
ta, con demasiada frecuencia, a las mujeres que necesitan atención de 
salud. La segunda razón es que entre más investigo sobre las necesida­
des de salud de las mujeres y lo que se hace para satisfacerlas, más me 
convenzo -si el diagnóstico y las soluciones están elaboradas con el 
mismo esquema de atención para las necesidades de salud de los hom­
bres- de hallar respuestas incompletas, inlprecisas y aun discrimi­
natorias para ellas. 

La medicina oficial es clara cuando se considera "la ciencia del hom­
bre" y agrega: "el hombre se constituye así en el interés inmediato y fun­
damental del médico".2 Los resultados de la atención que de forma 
indistinta se brinda a hombres y a mujeres también son claros; "hom­
bre" no es lo mismo que "mujer". Sólo se decreta por separado -desde 
"la ciencia del hombre"-lo que conviene a la salud reproductiva de las 
mujeres. 

Según Francesca Gargallo, la ciencia médica es "de" y "para" los 
hombres y estos aceptan a las mujeres sólo por su funcionalidad; ad­
vierte la necesidad de increnlentar el número de mujeres profesionistas 

• Docente de la Escuela Nacional de Enfermería y Obstetricia de la Universidad Na­
cional Autónoma de México. Coordinadora de Asistencia Social de FEMU. 

1. HIERRO, GRACIEl.A, De la domesticación a la educación de las mexicanlls, Ed. Fuego 
Nuevo, México, 1989, p. 17. 
2. LEIfSH1TZ, ALBERTO, y TRUJILLO, DAVID, Los derechos humanos del paciente hospitaliza­
do, Ed. CNDH, México, 1992, p. 5. 
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de la salud, a fin de "balancear la desp rop orción de puntos de vista mas­
culinos sob re la corpora lid ad, implícitos en la ciencia médica y en la 
impartición de cuidados" .3 

La atención inadecuada a la salud de las mujeres no es reciente pero 
sí se ha agudizado, sobre todo en las zonas urbanas, con el incremento 
de la población que emigra del campo a las ciudades en busca de mejo­
res condiciones de vida y, lejos de encontrarlas, empeora las propias y 
las de los grupos ya asentados. 

El crecimiento desproporcionado de las ciudades rompe toda posibi­
lidad de equilibrio entre la oferta y la demanda de satisfactores, empo­
brece y enferma a sus habitantes. La pobreza aumenta los riesgos para la 
salud porque las necesidades básicas de alitnentación, abrigo, vivienda 
y educación quedan sin cubrirse, en especial para las mujeres que son, 
entre los pobres, las más pobres, y con ello las más vulnerables. Si la 
mujer no tiene salud, la salud y el bienestar de toda la familia se afectan, 
y aunque ella ha sido históricalnente la procuradora de la salud familiar, 
su propia salud es la más precaria y peor atendida, sobre todo porque 
las acciones oficiales se di rigen casi en exclusiva al área gineco-obsté­
trica, por razones de control poblacional. 

Hace tielnpo se reconoce la necesidad de evaluar la calidad que las 
instituciones de salud y los profesionales proporcionan al atender a 
la población usuaria. Desde finales de la década de los 50 se inició la 
creación de diversas instancias de supervisión médica en casi todas las 
instituciones del sector salud, cuyos reportes confirman las grandes de­
ficiencias existentes. 

En un importante trabajo publicado por la Fundación Mexicana para 
la Salud, al analizar la calidad de la prestación de servicios se plantea 
que sólo 27% de los pacientes del servicio de consulta externa a n ivel na­
cional recibe atención n1édica satisfactoria, cifra por demás grave, pues 
este servicio debe fun cionar como la antesala del hospital, donde se 

identifiquen los problemas de salud, se jerarquicen y se tomen las pri­
meras decisiones de tratam ien to. 

En relación con la salud de las mujeres, en el m ismo documento se 
reconoce que "aspectos tan fundamentales para la salud p ública como la 

3. GARGALLO, FRANCESCA, "Los derechos de las mujeres a la salud", It1wmcisltno, 
México, 14 de diciembre de 1993, p. 12. 
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atención ginecológica y la planificación familiar son objeto de la peor 
prescripción médica". <1 

La serie de acciones de supervisión médica culminó el 3 de junio de 
1996, al crear, por decreto presidencial, la Comisión Nacional de Arbitra­
je Médico, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Salud, con 
plena autonomía técnica para emitir opiniones, acuerdos y laudos.:; 

Esta comisión fue recibida con beneplácito por la sociedad civil, como 
lo reflejan los comentarios publicados en diversos periódicos y revistas; 
El Heraldo de México, por ejemplo, publicó: "Hace tiempo que viene sien­
do necesario que exista en México un órgano en donde la gente pueda 
expresar sus inconformidades respecto a diagnóstico, tratamiento y 
atención médica" .6 

El deficiente servicio médico a los usuarios de salud se advierte sobre 
todo en las instituciones de carácter público, pues las privadas cuentan 
con mejores recursos humanos y n1ateriales para brindar mejor atención, 
y el tipo de usuarios tiene más elementos para hacer valer el servicio 
que paga. 

El problema, dadas las condiciones de crisis económica en México, es 
que el número de individuos capaces de pagar la medicina privada dis­
minuye cada vez más. El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 señala dos 
grupos de usuarios de la atención médica en las instituciones públicas: , 
los afiliados a la seguridad social son 45 millones, y los no asegurados 
representan alrededor de 3.5 millones. Estos datos deben sufrir grandes 
modificaciones en la medida en que el desempleo crece, con él la pobre­
za y con ésta la enfermedad. 

El planteamiento del Ejecutivo en el sentido de que "sólo es posible el 
desarrollo p leno de las capacidades para el trabajo, la educación y la 
cultura, cuando existen·(;ondic;iQr:t~s de salud adecuadas l/

7 nos lleva a 
reflexionar en las condiciones de marginalidad que viven tantas muje­
res, y su franca desventaja para alcanzar niveles ya no digamos adecua­
dos: ni siquiera minimos de salud. En estas condiciones les será difícil 

4. GONZÁLEZ BLOCK, MIGUEL ÁNGEL, el al., Demanda y oferta de los servicios: obstáculos 
a la mejoría del sistema de salud en México, Ed. Fundación Mexicana para la Salud, 
México, 1994, p. 54. 
5. Diario Oficial de la Federaciótl, tomo DXIn, núm. 1, México, 3 de junio de 1996. 
6. RODRíGUEZ, M" "Se crea la Comisión ... ", El Heraldo de México, p. 1l-A. 
7. Plar¡ Nacional de Desarrollo 1995-2000. 
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alcanzar el desarrollo pleno de sus capacidades para el trabajo, la educa­
ción y la cultura, lo cual empeorará tarde o temprano las condiciones de 
salud de la mayor parte de los mexicanos. 

La salud, el mayor bien que puede poseerse, necesita de muchas y 
variadas acciones individuales y colectivas. Se relaciona con nutrición, 
vivienda, agua potable, saneamiento ambiental. control de faW1a nociva, 
tratamiento de desechos y basuras, alcantarillado, luz eléctrica, educa­
ción, inmW1izaciones, trabajo, deporte, servicios sanitario-asistenciales y 
rnuchísinlos más. 

En una descripción simplista, diríamos que con servicios, voluntad 
política y esfuerzos organizados de la comunidad tendremos casi todos 
los ingredientes para gozar de salud. Entre las acciones individuales y 
colectivas más importantes están aquellas que limitan las posibilidades 
de enfermar, o cuando se cuida y se protege al individuo para evitar que 
la enfermedad se complique; es decir, el problema de salud se resuelve 
en la familia misma o, a lo sumo, se acude a una. institución en calidad 
de externo para recibir atención básica. 

Por desgracia, lo que planteamos no parece posible. Tenemos grandes 
carencias en los tres elementos fundamentales lnencionados: servicios, 
volwltad política y esfuerzos organizados de la comunidad. Las razones 
van más allá de lo que pretende este trabajo; baste señalar que si un pa­
decimiento podría resolverse con atención preventiva, termina compli­
cándose con n1edicma curativa. 

La razón de estas reflexiones es delinear un panorama de nuestro sis­
tema de salud y fundamentar que si no se resuelven los problemas de 
salud antes de ser tratados en instituciones hospitalarias, debemos con­
siderar la situación que viven las lnujeres hospitalizadas. 

La hospitalización es siempre una experiencia traumática. Constituye 
en muchas formas una agresión, pues altera la cotidianidad de cualquier 
ser humano; lo enfrenta consigo mismo, con sus miedos, su soledad y su 
impotencia. Aunque es una experiencia desagradable para todos, suele 
ser vivida de forma diferente por hombres y por ll1ujeres. Los hombres 
se ubican más en el centro de la agresión a su propia persona: ¿qué me 
va a pasar?, ¿cuánto me va a doler?, ¿perderé alguna función? Las muje­
res piensan en los demás: ¿quién les dará de comer a mi esposo y a mis 
hijos?, ¿quién cuidará de mi madre?, ¿quién les lavará la ropa?, ¿quién 
regará mis plantas y alimentará a mis canarios? 
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Cada paciente está expuesto de manera i.nvoluntaria, circunstancial, a 
recibir agresiones por el personal de salud que lo atiende; al parecer, 
muchas acciones afectan sus derechos humanos, cuando se le aísla, se le 
lastima, se le priva de alimentos sólidos o se sacrifica su interés personal 
en aras del interés colectivo, pero estas acciones están justificadas cuan­
do se busca para él un beneficio mayor. Por desgracia, las agresiones no 
siempre son involuntarias ni justificadas: se realizan con todo el dolo y 
la prepotencia contra individuos que sufren y están a merced de los 
prestadores de servicios de salud, en cuyas manos debiera estar su tran­
quilidad y el respeto a su persona. 

Cierto, mucho se ha logrado en materia de defensa de los derechos 
humanos; basta revisar informes, considerandos y aun cartillas que or­
ganizaciones de todo tipo e instituciones de carácter oficial emiten y son 
producto de importantes análisis nacionales e intentacionales sobre la 
materia. Pero es el rubro del derecho a la salud donde aún falta mucho 
por hacer. 

Este derecho, como todos los demás, es inmutable, eterno, supratem­
poral y universal. El carácter de eterno y universal lo sitúa por encinta 
de cualquier legislación, por eso no se requiere una norma jurídica q.ue 
lo proteja para darle existencia. En nuestro país adquirió el carácter de 
obligatoriedad en 1983, al quedar consignado en el Artículo 4'constitu­
cional. 

Sin embargo, esto "ha de interpretarse como un derecho a la protec­
ción de la salud y tiene que ver con la cobertura y el acceso de los ciuda­
danos a los servicios de salud"}l pero no refiere ni garantiza la calidad 
de la atención prestada, lo cual se reconoce al señalar que 

... los derechos del paciente son frecuentemente cuestión de acuer­
dos informales, de políticas hospitalarias y de sensibilidades éticas 
de los prestadores de servicios. No todos los derechos del paciente 
están, por lo tanto, explícitos en normas legales o en declaraciones 
escritas.9 

Aunque existen documentos que consideran de manera particular los 
derechos humanos de las mujeres, en el apartado de salud, las denun-

8. LEIFSHITZ, ALBERTO, op. cit., pp. 10-11. 

9. rbidcm, p. 8. 
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das y las denlanda s se centran en los aspectos gineco-obstétricos o de 
violencia intrafruniliar. Quedan descubiertos otros aspectos básicos 
de salud, donde las mujeres se exponen a sufrir diversos tipos de mal­
trato sin mediar ningún organismo formal de defensa; nos referinlos a la 
situación de las mujeres que requieren servicios de salud, ya sea de nla­
nera externa, corno en la atención del embarazo o el control de algún pa­
decimiento de tipo crónico, o cuando deben ser hospitalizadas y quedan 
a merced de las "sensibilidades éticas" de la medicina. 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos publicó en 1992 una 
Cartilla de los derechos humanos del paciente hospitalizado. Si bien constituye 
un intento por formalizar una serie de buenas intenciones, tiene la des­
ventaja de considerar como "paciente" por igual a hombre y mujer, 
cuando sabemos que si bien muchos aspectos pueden manejarse en co­
mún, hay otros específicos para cada género y deben quedar claramen­
te señalados. 

El maltrato que sufren las mujeres en algunas instituciones de salud 
puede ser causado por cualquier miembro de la institución, de cualquier 
sexo y de cualquier profesión pero, por razones históricas, el grupo lné­
dico masculino se ha erigido en dueño y señor de los pacientes, en el 
único capaz de descifrar los misterios de la salud y la enfermedad, me­
nospreciando la aportación de otras profesiones y de las mujeres, aun 
las mismas médicas. 

Mientras se considere a la anatomía y la fisiología femenin.as como 
propiedad del poder médico, la violación de los derechos humanos de 
las mujeres en las instituciones de salud será legitimada. 

Se violan sus derechos cuando se les exhibe desnudas; cuando se les 
utiliza para la enseñanza de procedimientos; cuando se les ofende si se 
quejan al parir; cuando se les esteriliza sin su consentimiento; cuando se 
les agrede por recurrir al aborto; cuando se lesiona ° se mata a su hijo en 
una cesárea practicada para adquirir destreza, y en muchísimas otras 
formas. Sobre el último punto mencionado, la propia Fundación Mexi­
cana para la Salud seii.ala: "Cuando es un residente quien realiza una 
cesárea, el producto tiene 4.1 veces más probabilidades de morir que 
cuando la operación está a cargo de un especialista". lO 

Aunque deberíamos pensar con op timismo en la Comisión Nacional 
de Arbitraje Médico, lo cierto es que nos preocupan todavía muchas 

10. GONZÁLEZ BLOCK, MIGUEL ÁNGEL, op. cif., pp. 54-56. 
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cosas. La Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal p ublicó 
una cartilla denOlninada La salud, un derecho humano. En ella leemos: 

Cuando surge una demanda contra el m édico, las autoridades ju ­
diciales tienen el deber moral de evitar la publicidad del asunto, 
porque va en ello el prestigio del médico, se exige discreción, 
atingencia, para no vulnerar el respeto a la dignidad del médico, la 
estüna social a un profesionis ta de esa ca tegoría siempre deberá 
tener un sentido de equilibrio, de justicia y equidad para el 
derechohabiente y el m édico." 

Otra preocupación es que en la Comisión Nacional de Arbitraje Médico 
tenga un peso importante el poder lnédico masculino y, por ello, la d e­
fensa de los derechos h Uffia110S de las mujeres siga quedando en lnanos 

de "sensibilidades éticas" de la medicina, a las que se cuida y se respeta 
para proteger la dignidad de los profesionistas de esa categoría. 

Este trabajo debiera finalizar con propuestas concretas, pero debo re­
conocerlo: el problema me rebasa. Podría exponer un listado de reco­
mendaciones que sólo quedarían en las memorias de este evento, si no 
se apoyan con bases jurídicas para fundan1entar su cumplin1iento, yen 
esta área no tengo suficientes elementos. 

En suma, considero que e l asunto de la d efensa de los derechos hu­
manos de las mujeres usuarias d e los servicios de salud debe ser anali­
zado y atendido, con carácter prioritario, por organizaciones con10 la 
FEMU, pues además de tener objetivos precisos en favor de las mujeres, 
cuenta con profesionistas de todas las disciplinas que mucho podemos 
aportar para integrar una cartilla con información clara y accesible, a fin 
de orientar a las mujeres sobre sus derechos y la forma de exigir que les 
sean respetados y, lo más importante, contar con el respaldo jurídico ne­
cesario para hacer que se cumplan. 

Este trabaj o puede quedar bajo la responsabilidad de la Coordinación 
de Asistencia Social de la FEMU, área que coordinaría la participación d e 
quienes estamos convencidos de la necesidad de proteger el derecho a la 
salud de las mujeres. 

11 . Cartilla ÚI salud, un derecho !wmmlO, Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal, México. 
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Salud reproductiva para el siglo XXI 

Rosario Bañuelos' 

Q uiero agradecer a la licenciada Patricia Galeana, presidenta de la 
Federación de Mujeres Universitarias, la atenta invitación que reci­

bí para tener el honor de participar en el Seminario Nacional "Mujer y 
Constitución" . 

El Plall Nacional de Desarrollo elaborado por el Poder Ejecutivo federal 
surge corno W1 sistema de planeación democrática previsto en el Artícu­
lo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En él 
se proponen diversas estrategias con el fin de sentar bases para superar 
los desequilibrios entre las regiones geográficas del país, impulsar un 
nuevo federalismo para fortalecer los estados y los municipios y estable­
cer una política social integral y descentralizada, con el objetivo, entre 
otros, de extender el bienestar de los mexicanos. 

El Plan considera a la salud reproductiva y a la planificación familiar 
como ejes estratégicos del desarrollo del país. 

En los útimos 20 años, México ha conseguido notables avances en 
materia de planificación familiar y atención materno-infantil. 

Se han registrado en este siglo cambios sustanciales en la estructura y 
dinámica poblacional que lo han llevado a una transición demográfica. 

Ésta se ha traducido en modificaciones importantes en la estructura 
de la pirámide de población, la cual muestra hacia finales de 1994 un 
angosta miento relativo en su base con mayor crecimiento de los grupos 
de adolescentes y de las mujeres en edad postreproductiva. 

Como resultado del avance de la ciencia y la tecnología médicas, así 
como de la institucionalización de los servicios de salud, la esperanza 
de vida al nacimiento -que en 1930 era de 36 años- se elevó a 72.6 
años en 1994. Es mayor en las mujeres, 76.8 años, que en los varones, 
69.4 años. 

Estos logros permitieron, en un periodo relativamente corto, dismi­
nuir la fecundidad y la natalidad, así como reducir la rnorbimortalidad 

'" Médica. Asesora de la Dirección General de Salud de la Secretaría de Salud. 
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infantil, materna y perinata!. Sin embargo, estos avances, como se ha di­
cho, no han sido homogéneos y aún hay rezagos importantes, así como 
demandas y necesidades insatisfechas, particularmente en la población 
que reside en comunidades rurales e indígenas de difícil acceso. 

En este contexto, el concepto integral de salud reproductiva debe en­
tenderse como el estado general de bienestar físico, mental y social en 
todos los aspectos relacionados con el sistema reproductor, sus fun­
ciones y sus procesos. La salud reproductiva es la capacidad de los in­
dividuos y las parejas para disfrutar una vida sexual y reproductiva 
satisfactoria, saludable y sin riesgos, con la absoluta libertad de decidir 
de manera responsable y bien informada sobre el número y el espacia­
miento de sus hijos. 

Por ello, como parte sustantiva de la reforma del sector salud, el doc­
tor Juan Ramón de la Fuente, secretario de Salud, tomó la iniciativa de 
establecer el Programa de Salud Reproductiva, producto del consenso 
del Grupo Interinstitucional de Salud Reproductiva. Esta iniciativa con­
solidará los logros de esta área prioritaria de la salud en los últimos años 
y fortalecerá de una forma integral las acciones pertinentes, con especial 
atención en los grupos de población más vulnerables. 

El objetivo del programa es informar de manera amplia y apropiada a 
toda la población, así como asegurar un conjunto completo de servicios 
en salud reproductiva, donde se atiendan las necesidades cambiantes de 
todo el ciclo vital reproductivo y se respeten las diversas circunstancias 
en los diversos contextos socioeconónlicos y culturales. 

Los servicios de salud reproductiva comprenden como pilares, ejes 
de acción in tegral: 

• Incrementar la prevalencia del uso de métodos anticonceptivos con 
el aumento de la gama de métodos disponibles, así como la corres­
ponsabilidad y participación activa del varón en el comportamien­
to reproductivo . 

• Reducir la incidencia de embarazos no deseados en la adolescencia 
a través de acciones educativas y de promoción. Además .. brindar 
atención prenatal con orientación y consejería para las adolescen­
tes embarazadas. La finalidad es fomentar conductas responsables 
y que este grupo de la población cuente con elementos para asumir 
su sexualidad de una manera autónoma, consciente y sin riesgos. 
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• Fortalecer el programa de anticoncepción postevento obstétrico de 
acuerdo con la normatividad. 

• Disnlinuir la incidencia de enlbarazo de alto riesgo mediante la 
detección y manejo especial de pacientes con riesgo preconcepcio­
na!. El objetivo general del Programa de Salud Perinatal es garan­
tizar e l derecho de las mujeres a información apropiada y servicios 
de ca lidad en salud perinata!. 

• Red ucir la mortalidad materna, perinatal e infantil mediante el fo­
mento a la lactancia materna, el mejoramiento de la calidad y la co­
bertura de la atención prenatal, parto y puerperio y la atención del 
recién nacido. 

• La atención del parto y del puerperio deberá ser proporcionada a 
todas las mujeres embarazadas por personal capacitado en las áreas 
urbanas y rurales; esto incluye a las 'parteras tradicionales y forta­
lece la consejería postevento obstétrico. 

• Reducir la incidencia de enfermedades de transmisión sexual, in­
cluido el Sida, mediante la prevención, identificación, manejo y/o 
referencia de casos. 

• Reforzar los programas de prevención, identificación, manejo y/o 
referencia de la pareja infértiL 

• Detección oportuna de cáncer cervicouterino y mamario, así corno 
su referencia en mujeres a lo largo de la vida reproductiva y en la 
postmenopausia. 

• Instrumentar un programa de atención al climaterio y la menopau­
sia, y elaborar su normatividad como respues ta a los re tos de la 
transición en salud reproductiva . 

• Todos los programas y acciones serán realizados bajo la perspecti­
va de género, con el fin de propiciar una mayor equidad en las re­
laciones entre los géneros. 

Esta visión integral de salud reproductiva es acorde con las recomendacio­
nes de la Declaración de la Ciudad de México y del Programa de Acción 
de la Tercera Conferencia Internacional sobre PoblaCión y Desarrollo 
realizada en El Cairo, 1994, en donde se alcanzó un consenso wliversal 
sin precedentes en cuestiones esenciales sobre población y desarrollo, 
así como con la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer (Pekin, 1995) y 

con la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia (Nueva York, 1990). 
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En el Programa de Salud Reproductiva se precisan como objetivos 
contribuir al crecimiento armónico de la población y al mejoramiento 
de la calidad de vida, bienestar individual y familiar de los mexicanos, 
con una nueva visión que se aparta de los conceptos aislados de aten­
ción materno-infantil y de planificación familiar. 

El Programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar se ar­
ticula con el proceso de descentralización de los servicios de salud y se 
enriquece con un nuevo modelo de atención a la salud para la población 
abierta, con lo que se garantiza el acceso a la información oportuna y a 
servicios de calidad "a un mayor número de nlexicanos. 

Estos pasos se facilitan con una sólida estructura nonnativa que sus­
tenta las acciones en salud. Se cuenta con las NOMS de los Servicios de 
Planificación Familiar; la de Atención del Embarazo, Parto y Puerperio y 
del Recién Nacido, para el Control de la Nutrición, Crecimiento y Desa­
rrollo del Niño y del Adolescente, entre otras; así, el final de este mile­
nio se perfila con bases sólidas, a partir de la asimilación, por parte 
de los prestadores de servicio .Y de la población, de mirar y mirarse 
corno instrurnentadores y receptores de las acciones integrales en salud 
reproductiva. 

Una parte fundamental para dar a conocer la normatividad fueron 
sin duda los talleres nacionales para prestadores de servicios de la Se­
cretaría de Salud; Querétaro fue estado anfitrión, entre otros cuatro esta­
dos lnás. 

Esta relación entre prestadores de servicio y receptores de los mismos 
tiene por objeto la existencia, sine qua 11011, ningW1a de las partes se justi­
ficaría al nlenos en la práctica cotidiana de las acciones descritas en 
materia de salubridad general, corno lo dispone nuestra Ley General de 
Salud. 

La planificación familiar es pilar fundanlental de la salud reproduc­
tiva y tiene conlO objetivo general garantizar el acceso universal a infor­
mación, orientación y servicios de alta calidad con opciones múltiples 
de nlétodos anticonceptivos efectivos, seguros y aceptables para todas 
las fases de la vida reproductiva que permitan decidir libremente el nú­
mero y espaciamiento de los hijos. 

El descenso de la tasa global de fecund idad en México se debe, an te 
todo, al uso de métodos anticonceptivos. La distribución en el uso de es­
tos métodos ha variado de manera notable en los últimos aftoso En la 
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actualidad, la preferencia se inclina hacia la oclusión tubaria bilateral y 
e l dispositivo intrauterino de cobre, seguidos por anticonceptivos hor­
monales tanto orales como inyectables, y los métodos de barrera. 

Así, ante la panorámica de las mujeres que se presenta en el Programa 

Nacional de la Mujer 1995-2000, superar los rezagos en educación es el 
punto de partida. Como lo ha mencionado el doctor Gregario Pérez Pa­
lacios, director general de Salud Reproductiva, el mejor anticonceptivo 
(para hombres y mujeres) es la educación. 

Para concluir, el Programa Nacional de la Mujer 1995-2000 menciona 
que "la Constitución es la expresión suprema de la volw1tad colectiva; 
en ella se manifiesta la soberanía popular y es la ley fundamental cuya 
supremacía está fuera de toda duda", y añade: 

El Estado de derecho constituye la solución que los mexicanos nos 
hemos dado ante el reto de constituir un orden jurídico que nos dé 
certidumbre y seguridad en el goce de nuestros derechos y en el 
ejercicio de nuestras libertades. 

La Dirección General de Salud Reproductiva, acatando los lineamientos 
mencionados en las estrategias del Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, 

forma parte de esa base sólida que tiene el compromiso de luchar por un 
desarrollo sostenido y sustentable para el porvenir de los mexicanos. 

La salud reproductiva, inmersa en el concepto más general de salud, 
es W1 derecho al que mujeres y hombres de México tenemos acceso de 
manera equitativa, como se explicita en la Constitución, y que ofrece ac­
ciones para fundamentar la salud reproductiva de hoy y de mañana. 
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Voces y silencios 
de las mujeres discapacitadas 

Esmeralda Lagos' 

H ablar de las mujeres discapacitadas es difícil, pues son nuevos acto­
res sociales que emergen al finalizar el milenio; no quiero decir con 

esto que las mujeres discapacitadas no hayan existido a lo largo de la 
historia, tenemos W1 sin fin de datos de cómo se trataba a los impedidos. 
Las diversas culturas han abordado el problema en formas diferentes: en 
tiempos primitivos la naturaleza los eliminaba mediante el proceso de la 
supervivencia; cuando se forma la tribu, los impedidos entorpecen los 
movimientos de la misma, y corno no contribuían a la producción de ali­
mentos eran abandonados o eliminados, al igual que los ancianos. 

En Esparta, los niños con discapacidad eran abandonados o se les 
daba muerte, y en Atenas se ejecutaban también tales procedimientos. 
La Ley Hebraica representa una línea más avanzada, pues a los sordos, 
mudos, ciegos y cojos los excluía de ciertos ritos y ceremonias religiosas, 
y les imponía limitaciones sociales definidas. En tiempos de Cristo pros­
pera una actitud de compasión hacia los pobres, in1pedidos, poseídós, y 
a quienes padecen una enfermedad mental. 

En la Edad Media surge un contraste en el cuidado de los impelidos 
por parte de los religiosos y la nobleza; para los religiosos eran almas 
que había que salvar con un esfuerzo extraordinario, y los nobles los uti­
lizaban con fines de diversión, corno bufones en las cortes. En la Edad 
Media, la crueldad y la confusión eran las notas sobresalientes. 

En el periodo moderno, el trato a quienes tienen algún impedimento 
ha cambiado y es justo al final del milenio cuando estos actores sociales 
se consideran diferentes; en el mundo entero se aplican leyes que los 
protegen y, además, los tratan como personas humanas, con derechos 
como los de cualquier ciudadano en su país. 1992 fue la culminación de , 
decenio de las Naciones Unidas para los impedidos, en cuyo programa 
de acción mundial se hizo una llamada urgente a todos los países, al 

... Maestra en Sociología. Secretaria de Relaciones internacionales de la Unión de 
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margen de su desarrollo, para promover la prevención, rehabilitación y 
participación plena de los discapacitados. Hablar de discapacidad y de 
las mujeres serán nuestros temas principales en esta reflexión. 

Las sociedades están conscientes de que pese a los esfuerzos en mate­
ria de prevención, siempre habrá personas con discapacidad; por lo ge­
neral, cuando se buscan las causas de cualquier impedimento físico o 
mental nos remitimos al individuo desde la esfera biológica o la psicoló­
gica, pero omitimos la social. Hay múltiples factores de orden genético, 
congénito o infecto-contagioso donde pueden encontrarse las causas de 
síndromes o malformaciones; pero es cierto también que existen nume­
rosas causas adquiridas, como traumatisnl0s, que afectan gravelnente la 
salud del individuo; éstas, aunadas a las anteriores, producen lesiones 
irreversibles que limitan su aptitud física o mental. 

En muchos aspectos, la discapacidad refleja las condiciones genera­
les de vida, las políticas sociales y económicas seguidas por el Estado. 
También hay circunstancias que influyen en las condiciones de vida de 
quienes las padecen: la ignorancia, el abandono, la superstición y el 
miedo .. pero sobre todo la indiferencia, la falta de conciencia de algu­
nos sectores de la sociedad, son factores que a lo largo de toda la histo­
ria han aislado a las personas con discapacidad y han retrasado su 
desarrollo. 

La Organización de las Naciones Unidas ha dado un impulso decidi­
do a la atención de las personas con discapacidad. En este sentido se de­
claró 1981 como el año internacional de las personas con discapacidad, 
cuyo resultado más importante fue el programa de Acción Mundial para 
Personas con Discapacidad, aprobado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el3 de diciembre de 1982. En 1994, la Asamblea Gene­
ral aprueba la resolución acerca de las Normas Uniformes sobre la Igual­
dad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. 

México, país del llamado Tercer Mundo cuya deuda externa aumen­
ta en forma progresiva, cuenta con una industria de mediano desa­
rrollo y tecnología atrasada; ello implica una serie de condiciones de 
desigualdad y deterioro socioeconómico causantes de que el indice de 
desempleo haya alcanzado cifras enormes, para confornlar un ejército 
de desempleados cada vez mayor. Todas estas circunstancias, empero, 
no son privativas de México: se encuentran en casi todos los países en 
desarrollo, donde el camino al progreso económico está bloqueado por 
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recesión y crisis mundiales, deuda externa, deterioro de las relaciones 
de intercambio comercial, etcétera. 

Tales condiciones económicas y sociales generan un "ambiente de 
alto riesgo", al cual pueden atribuirse las causas de un gran número 
de limitaciones físicas o mentales entre los habitantes. 

En la actualidad, en México se registran altos índices de limitaciones 
físicas o mentales provocadas ante todo por enfermedades infectocon­
tagiosas como la poliomielitis, encefalitis, meningitis, difteria, tosferina, 
tétanos, sarampión. Asimismo, la discapacidad se asocia con bajas con­
diciones de bienestar, como la pobreza extrema, la marginación social. la 
desnutrición, el analfabetismo, la ignorancia, el crecimiento de la pobla­
ción y su dispersión en el territorio nacional, lo que restringe la presta­
ción de los servicios sanitarios y limita, por tanto, la correcta vigilancia 
prenatal y la adecuada atención del parto. También está asociada con el 
aumento de personas de la tercera edad y de las enfermedades crónico 
degenerativas, enfermedades transmisibles, condiciones hereditarias, 
lesiones por accidentes de todo tipo, la violencia, efectos indeseados de 
medicamentos, aplicación de diversas acciones terapéuticas inade­
cuadas, condiciones nocivas de la contaminación y deterioro del medio 
ambiente. 

El crecimiento demográfico y urbano impide que los habitantes de las 
grandes ciudades dispongan de los servicios indispensables de vivienda 
y salud; esto crea un ambiente de hacinamiento y promiscuidad que 
aumenta la rápida propagación de enfermedades tanto virales como 
bacterianas. 

En efecto, la ciencia médica ha avanzado en el área inmW101ógica 
para combatir enfermedades como la poliomielitis, la ceguera y la sorde­
ra, producto de complicaciones de saralnpión; estas enfermedades no 
sólo afectan al individuo y a su entorno familiar, sino también a la socie­
dad en su conjunto. 

¿Qué se entiende por discapacidad? 

La definición nos habla de aquellas personas que sufren deficiencias o 
disminución grave de sus facultades, como consecuencia de padeci­
mientos físicos, incluidos los sensoriales, mentales o psíquicos que limi-
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tan o impiden el desarrollo de una vida individual, social, normal y au­
tónoma. En este orden de ideas, resulta preocupante advertir la situa­
ción en que se encuentran las personas con discapacidad, y más aún 
cuando son mujeres discapacitadas. 

Que las mujeres hablemos de nuestra condición actual es tanto un 
compromiso como una oportunidad para plantear reflexiones en torno 
al género femenino, y su aportación al mejoramiento y transformación 
de la realidad social; por esto, antes de centrar mis comentarios sobre la 
condición de la mujer y las discapacidades, creo necesario hacer algunas 
precisiones conceptuales en tomo a categorías como "mujer", "muje­
res", "condición de la mujer", "situación de las nlujeres" y "realidad so­
cial", conceptos que de manera explícita o implícita se manejan en este 
trabajo. 

De acuerdo con Marcela Lagarde, cuando se habla de la mujer se hace 
referencia: 

al género femenino y a su condición histórica, expresa el nivel de 
síntesis más abstracto, su contenido es el ser social genérico, la 
mujer es una abstracción, producto del análisis teórico histórico, 
abarca todo aquello que da vida a las mujeres existentes, concretas, 
tangibles, a las vivas y a las muertas. 

En este sentido, la mujer, como categoría general, encierra en sí misma 
las características comunes a todas las mujeres pero, ¿cómo distinguir 
los rasgos específicos de unas y otras? Para ello recurrimos al empleo de 
la categoría las mujeres, que expresa a las mujeres particulares y ubica la 
dimensión de la situación similar para ambas categorías, la mujer y las 
mujeres; los niveles de análisis implícitos constituyen la historicidad de 
las mujeres. 

Las mujeres particulares están determinadas por un conjunto de defi­
niciones y relaciones sociales, genéricas, de clase, edad, escolaridad, re­
ligión, nacionalidad. Cada mujer se constituye y contiene una identidad, 
la síntesis de hechos sociales y culturales que en ella confluyen son úni­

cos, pero al misnlO tiempo permiten identificarla por semejanza con 
otras mujeres. 

Las múltiples determinaciones subyacentes en estas categorías en­
marcan "la condición de la mujer" y conforman "la situación de las mu-
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jeres" en una realidad concreta. La condición de la mujer nos remite, 
entonces, al conjunto de circunstancias (históricas), cualidades y caracte­
rísticas esenciales, definitorias de la mujer como ser social y cultural ge­
nérico, en oposición a aquellas que de manera natural le son atribuidas 
y asignadas con base en determinaciones biológicas y congénitas vincu­
ladas fundamentalmente al sexo. 

Las mujeres, entonces, compartimos como género las mismas condi­
c.iones históricas, pero somos diferentes en cuanto a nuestra situación de 
vida. Otro concepto importante de precisar es el de "realidad social", 
pues la concepción que tengamos como mujeres de la realidad social en 
la que nos desarrollamos determinará nuestra postura ante el mundo y 
ante nuestra condición y situación social como mujeres. 

Este punto de vista implica, sin duda, el reconocimiento explícito o no 
de que la realidad social es compleja, multidimensional y dinámica, mien­
tras nuestra capacidad de aprehenderla se encuentra seriamente limitada. 

Con base en estas precisiones, en las características de nuestra reali­
dad capitalista, con todas sus contradicciones, intentaré explicar cómo a 
la mujer discapacitada se le tiende a agudizar cada vez más la desigual­
dad existente. 

Estas personas llevan a cuestas su incapacidad física pero tienen en 
cambio la fortaleza de un roble. Algunas son autosuficientes e indepen­
dientes, dentro de los limites de su propia problemática . Alzan sus vo­
ces, se hacen notar, brillan, quieren trabajar y producir, y lo hacen muy 
bien; cada una de ellas subsana su incapacidad física, aguza los sentidos 
y ama la vida. Han dado al país muchos triunfos deportivos y han forja­
do sus testimonios intelectuales. A pesar de las barreras arquitectónicas, 
sociales, económicas y culturales, han tomado las calles para protestar. 

Los servicios de salud, las escuelas de educación especial, los centros 
de rehabilitación, las oportunidades de empleo, la educación, el espar­
cimiento, el personal capacitado, la tecnología necesaria para satisfacer 
sus mínimas necesidades, entre otros aspectos, además de ser insuficien­
tes no están repartidos en forma equitativa; el contraste entre el campo y 
la ciudad es significativo. 

Por lo dicho, no es extraño que estos nuevos actores sociales y en par­
ticular las mujeres minusválidas, alcen sus voces como reclamo a la so­
ciedad que las ha tenido abandonadas y en dos aspectos marginadas: 
por ser mujeres y por padecer algún impedimento físico o mental. 
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Las mujeres discapacitadas y la educación 

En el pasado, si en una familia había una niña con impedimentos físicos 
o mentales, era ocultada. Poco a poco las familias se dieron cuenta que 
existían escuelas de educación especial para educar y tratar de incorpo­
rar a los niños y niñas discapacitados a la sociedad. Hoy en día, los 
avances médicos y la rehabilitación, corno prótesis y técnicas para la 
educación, han favorecido a estas personas; niñas que fueron a una es­
cuela de educación especial llegan a ser mujeres preparadas para traba­
jar y llevar una vida digna. 

La detección y atención oportuna de niños y niñas con alteraciones en 
su desarrollo, desde la más temprana edad, ayuda a su más pronta inte­
gración a la sociedad. La nueva Ley de Educación busca integrar al 01a­

yor número de niñas y niños con discapacidad a escuelas regulares. 

Las mujeres discapacitadas y su sexualidad 

Este es un tema difícil. Si en la mayoría de las mujeres hablar de sexua­
lidad suele ser un mito, hacerlo en referencia a discapacitadas es más 
complicado. Podemos abordar la sexualidad de diferentes maneras; pri­
mero, la niña pasa por un proceso de cambio fisiológico, después pasa a 
ser mujer y siendo discapacitada puede llegar a ser madre, aunque no se 
le permite reclamar esa calidad. En la discapacidad mental, los padres 
son los encargados de dirigir esa sexualidad; en otros casos, cuando la 
discapacidad se debe a razones biológicas o traumáticas, las mujeres tie­
nen derecho a una vida familiar con sus hijos, aunque esta forma de 
vida sea muy difícil para muchas discapacitadas. 

Otro aspecto sucede cuando los hombres se aprovechan de la minus­
valía de la niña o adolescente y recurren a la violencia sexual. Ésta se 
manifiesta en hostigamiento sexual, estupro en sus diversas modalida­
des, aborto obligado y necesario y maternidad forzada. El hostigami­
ento se practica todos los días, en el hogar, la calle, fábricas, oficinas, por 
hombres que en forma velada o brutal hacen proposidones para utilizar 
sexualmente el cuerpo de la mujer. 

El estupro, prácticas seductoras de engaño social y religioso y el 
chantaje de tipo familiar, son prácticas en donde las más vulnerables son 
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las adolescentes discapacitadas que por sus impedimentos no puede~ 
denunciar O no gozan de credibilidad ante la familia ni ante la ley. 

La violencia sexual es otra práctica clandestina del individuo mas­
culino que se aprovecha de su poder de dominación y de su esta tus 
superior sobre sus víctimas; comete estos actos en personas discapaci­
tadas y pretende no ser castigado porque muchas veces las personas no 
pueden testimoniar. 

En cuanto al aborto y su relación con la maternidad forzada, la situa­
ción de las mujeres con discapacidad es más traumática pues muchas 
veces ellas no comprenden la responsabilidad de tener un hijo ni pue­
den argüir derechos para abortar en caso de violación. Por esto, hablar 
de sexualidad en mujeres discapacitadas es un tema a tratar en forma 
particular, pues queda mucho por decir. 

Los medios de comunicación y las mujeres 

Facilitar el acceso a los medios de comunicación a las mujeres con dis­
capacidad no es tarea fácil; la falta de información específica ha sido in­
adecuada, por lo que se hace necesario que los medios de comunicación 
participen para establecer programas de difusión masiva sobre la cultu­
ra, el respeto y la dignidad de las personas con discapacidad, y en espe­
ciallas mujeres. Hace falta favorecer a estas personas para que formen 
parte del personal de los medios de comunicación y, con los directores 
de estos medios, planear programas radiofónicos y audiovisuales para 
difundir las aptitudes de las personas discapacitadas. Contar con fuen­
tes periodísticas donde se informe de los avances de la comunidad en 
materia de integración social es fundamental. 

Que las mujeres, a través de mensajes radiofónicos, estén conscientes 
de su papel como mujeres y además como discapacitadas. 

La causa de las personas con discapacidad ha sido atendida con limi­
taciones, sin considerar la visión integral de una política de gobien10 
para incorporarlas ,on plenitud a la vida social y productiva. Frente a 
estas carencias y olvidos han surgido un sinnúmero de asociaciones de 
padres de familia que generaron respuestas educativas y de apoyo 
mutuo, así como organizaciones de personas con discapacidad que han 
pugnado por mayores oportunidades. 
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En los últimos años hay un diálogo más fructífero entre las personas 
con discapacidad y las instituciones públicas; esto ha favorecido un pro­
ceso de comunicación, interacción y participación que ha dado origen a 
una red nacional de personas con discapacidad. El gobierno federal, por 
medio de sus instituciones, ha creado varias instancias para resolver el 
problema: se concretó la modificación al Artículo 150 del Código Civil, 
se realizó la Primera Jornada Internacional sobre Derechos Humanos de 
las Personas con Discapacidad, se creó el Fondo de Convivencia Social 
"Discapacitados en Solidaridad", se promovieron leyes de integración 
social en ciertos estados de la República. El secretario de Educación PÚ­
blica propuso modificar la Ley General de Educación en lo correspondien­
te a la integración de los menores con discapacidad a la escuela regular. 
En la LVI Legislatura se creó la Comisión de Atención y Apoyo a las Per­
sonas con Discapacidad y el Senado creó la Comisión de Asistencia So­
cial; también algunos partidos han hecho propuestas en favor de las 
personas con discapacidad. En el mismo sentido, la Tercera Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal formó la Comisión de Atención a 
Grupos con Necesidades Especiales. 

Se han modificado las siguientes leyes federales: Estimulo y Fomen­
to del Deporte, Protección al Consumidor, General de Asentamientos 
Humanos, Aduanera y de Adquisición de Obras Públicas, que fueron 
aprobadas por todos los partidos políticos; en la actual legislatura se 
modificó la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, estable­
ciendo planes y programas para la asistencia, prevención y tratamiento 
de los discapacitados. 

En este contexto, ellO de enero de 1995 se realizó un encuentro entre 
el DIF y un amplio sector representativo de personas discapacitadas y 
sus organizaciones, a raíz del cual se formó la Comisión Nacional Coor­
dinadora que ha consolidado el Programa Nacional para el Bienestar y 
la Incorporación al Desarrollo de las personas con discapacidad. 

Esta Comisión busca promover la integraciófl: social de las personas 
con discapacidad y su incorporación al desarrollo, a fin de garantizar el 
pleno respeto y ejercicio de sus derechos hun1anos, políticos y sociales, 
la igualdad de oportunidades y la equidad en el acceso a los servicios de 
salud, educación, capacitación, empleo, cultura, recreación, deporte e 
infraestructura, y todo aquello que en su conjunto contribuya al bienes­
tar y mejoramiento de la calidad de vida, así como la difusión de la nue-
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va cultura basada en el respeto y la dignidad; la participación plena de 
las personas con discapacidad enriquece a la sociedad y fortalece los va­
lores y la unidad familiar. 

Es prioritario construir llila cultura de la minusvalía; lo importante es 
la actitud positiva que el individuo tenga, en primer lugar, hacia su fa­
milia. Para erradicar el ocultamiento y el rechazo, esta cultura se debe 
difundir con el apoyo de una campaña permanente, por todos los me­
dios de comunicación masiva, para que el pueblo mexicano se sensibili­
ce, tenga información sobre el minusválido y sepa cómo y cuándo debe 
ayudarlo. 
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Capítulo VI 

Derecho laboral 





Las relaciones laborales 
de las mujeres y el TLC 

Patricia Kurczyn Villa/abas' 

1 La igualdad de la mujer y del hombre se sustentan jurídicamente en el 
• ArtíCltlo 4' de la Constitución: 

... el varón y la mujer son iguales ante la ley ... 

La declaración constitucional de igualdad, en su concepto literal, dejaría 
sin fundamento el análisis de la desigualdad entre las personas huma­
nas en razón del sexo. La realidad, como se sabe, es otra. De haber plena 
realización de igualdad jurídica, la condición laboral de la mujer 
tampoco merecería consideraciones o comentarios. El fundamento cons­
titucional de la garantía individual de igualdad en el trabajo es la decla­
ración del Artículo SQ: 

A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, 
industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos ... 

Así como las garantías sociales contenidas en Artículo 123, Apartado A, 
Fracción VII: 

A trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuen­
ta sexo ni nacionalidad; 

y la correspondiente al Apartado B, Fracción v: 

A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta el 
sexo. 

Las normas mencionadas constituyen e! marco principal de la igualdad 
laboral, al señalar con nitidez la protección a la salud materno infantil 
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de la mujer trabajadora durante los periodos de gestación y de lactancia, 
sentido de la Fracción XV del Artículo 123 cuya d isposición obliga a los 
patrones a: 

o •• observar, de acuerdo con la naturaleza de su negociación, los 
preceptos legales sobre higiene y seguridad en las instalaciones 
d e su establecimiento, y a adoptar las med id as ad ecuadas p ara 
prevenir accidentes en el uso de máquinas, instrumentos y mate­
riales de trabajo, así como a orga"l ¡za r de tal n",:" .. era éste, que 
resulte la mayor garantía para la salud y vida d e los ~rabajadores, 
y del producto de la concepción, cuando se tra te de mujeres em­
barazadas ... 

Las leyes federales del trabajo reproducen las medidas protectoras de la 
salud materno-itúanti l, así como la igualdad de la mujer y del varón en 
el ámbito laboral. 

2. Factores de distinción entre trabajadoras y trabajadores. La cirCllilS­

tancia biológica del sexo femen ino, en su papel reproductor, d istingue 
sus condicion"es laborales al requerir excepciones justas, como descansos 
con motivo d el parto, precauciones de higiene y seguridad durante el 
embarazo; licencias con goce de sueldo con motivo del mismo, sin inte­
rrupción de otros derechos como la participación de util idad es, los co­
rrespondientes a la antigüedad en el empleo, estabilidad, e tcétera. 

El legislador mex icano, así como los sindicatos y emplead ores a tra­
vés de los con tratos colectivos, han creado el ambiente fa vorable para 
ni velar la condición de la mujer trabajadora. La ley, en apariencia com­
p leta y satisfactoria, es desde luego perfectible; algunas propuestas en 
este sentido se incl uyen en el capítulo de conclusiones. 

El factor sociocultural influye para crear una realidad dis tinta que 
la ley puede promover, como de Jacto ha ocurrido, pero que no pue­
de modificar de una sola vez. Los comportamientos sociales son en 
gran parte responsables de elevar o estancar los nive les de igualdad o 
desigualdad . 

Du rkheim presenta admirablemente las causas y la evolución de la 
división del trabajo, de acuerdo con los papeles desempeñados tanto en 
la familia como en la sociedad, ligados casi siempre a la función biológi-
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ca y a la psicología propia del género.' Por regla general, la mujer tiene 
disposición a actividades distintas a las del hombre; sin embargo, ambos 
se sujetan al desenvolvimiento que "deriva de la naturaleza misma 
de las especies sociales superiores".2 Este desenvolvimiento acusa la 
nivelación funciollal desarrollada con rapidez en el curso del siglo xx, 
aunque hayan existido sociedades en que ambos sexos ejercían las mis­
mas ocupaciones.3 

El cristianismo, como fuerza de cambio social, mantuvo la separa­
ción de funciones entre los dos géneros; reservó para la mujer las pro­
pias del hogar, más ligadas a su condición maternal, considerada débil y 
frágil frente al varón, motivo de una seudo protección confundida a 
menudo con el sometimiento, tema de interés literario, como ocurre con 
el noruego Henrik Ibsen en algunos de sus dramas.' 

La cultura cristiana impuesta en el Nuevo Mundo con la conquista y 
después con la colonización, preserva en México, hasta hace unas déca­
das, la sumisión femenina. Basta un dato singular para comprobarlo: el 
tardío reconocimiento a sus derechos políticos en 1952, la segunda mi­
tad del siglo xx. 

3. Promoción de la igualdad. La mujer mexicana ha luchado para con­
seguir el reconocimiento de sus derechos jurídicos; con ello su avance en 
la igualdad social, política y económica es digno de encomio, pero aún 
insuficiente, por lo cual se promueven eventos como el Seminario "Mu­
jer y Constitución", con el propósito de reforzar criterios para conseguir 
la igualdad plena en todos los campos. 

La igualdad efectiva beneficia a las mujeres mexicanas y favorece 
la exhibición del auténtico hombre mexicano, desprestigiado de manera 
despectiva al ser llamado macho, cuando el calificativo puede aplicarse 
a hombres de varias nacionalidades con un perfil determinado. 

1. La palabra género se utiliza tanto para considerar al femenino como al masculino; 
atrevimiento de antemano discutible. 
2. DURKHEIM, EMILIO, lA división del trabajo social, Ed. Colofón, 1993, p. 273. 
3. Ibidem, p. 278. 
4. Corno nota literaria importante están algunas obras de Ibsen, principalmente el 
drama titulado Casa de muñecas, escrita en 1879, en donde la protagonista se desen­
vuelve por amor, al ritmo del interés por su familia; actos de amor que demuestran 
no obstante la severidad de la sociedad de hombres regida por las leyes hechas por 
ellos mismos. 
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Los hombres que lucharon por las garantías sociales del pueblo mexi­
cano distinguieron a las mujeres para protegerlas de acuerdo con las 
costumbres sociales vigentes. No admitieron discriminación y sí refu­
taron la desigualdad; empero, es notable que hayan asegurado su con­
dición de igual en el ámbito laboral -reconocimiento a su capacidad 
productiva- y no lo hayan hecho respecto a su condición política. 

En efecto, los derechos laborales de la mujer son más antiguos que los 
políticos; los primeros datan de la Constitución de 1917, y de la primera 
Ley Federal del Trabajo de 1931, en tanto que los segundos se legislan 
hasta 1952. 

Por otra parte, el incremento poblacional es un factor de desenvol­
vimiento; la sociedad se condensa y se divide, se divide y se condensa. 
La división se multiplica en cuanto a funciones operativas y ocupacio­
nales pero a la vez iguala a los miembros de la sociedad; fenómeno 
natural hasta el punto en que empiezan a confundirse las funciones y 
responsabilidades de los niños con las de los adultos, como ocurre en la 
actualidad. 

Integración y composición 
de la población femenina económicamente activa 

1. La población femenina: 

1995 2000 2010 
Población total (millones) 92.0 
Población femenina total 46.5 50.1 56.6 
Niñas menores de 15 años 16.3 16.0 14.7 
Mujeres entre 15 y 64 años 27.8 31.4 38.0 
Mujeres mayores de 65 años 2.4 2.6 3.8 

Fuente: Alianza para la Igualdad, Programa Nacional de la Mujer 1995·2000, Secreta­
ría de Gobernación. 

2. Incremento de la actividad econ6mica de la mujer. Coincide con la relación 
fenomenológica entre aumento y condensación social. Se distingue más 
la división en el trabajo como elemento necesario y de mayor producti­
vidad y tiende a la unificación de condiciones laborales. 

- 206 -



La participación de la mujer en la productividad, sector formal o in­

formal, se ha duplicado en nuestro país en el curso de 25 años, como se 
muestra en la siguiente tabla. Tal incremento deberá aumentar en pro­
porciones mayores en virtud de la presencia de otros factores socioeco­
nómicos, críticos y no críticos. 

1970 1995 
Incremento en 
la participación femenina 
en el trabajo remunerado 17% aprox. 35% 

Fuentes: INEGI, Xl Censo General de Población y Vivienda 1990. 
Tabulado especial: Mujer Indígena hoy: panoramas y perspectivas, Ed. CONAI.>O, 

México, 1995. 

3. Participación activa y remuneración. Un sector importante de muje­
res desempeña trabajos no remunerados: en este rubro pueden incluir­
se los domésticos y la colaboración en el trabajo del esposo o de otros 
miembros del núcleo familiar, como taller familiar o fuera del domici­
lio' En las zonas más urbanizadas, se estima un total de 450 mil 63 tra­
bajadoras sin pago, y en las menos urbanizadas, de cuatro millones 783 
mil 999 de mujeres ocupadas, un millón 331 mil 306 no reciben pago. 

El tema empieza a interesar a los estudios jurídicos, económicos y so­
ciales, así como análisis más avanzados en otros países con disposición 
de herramientas para valorizarlo. Este asunto es uno de los temas prio­
ritarios de estudio comparado, sobre todo entre los países del norte de 
América. 

Como es obvio, la comparación resultante en cifras reflejará las condi­
ciones laborales y sociales de las mujeres en los tres países, no compara­
bles en otros ámbitos ante la diferente idiosincrasia y la composición 
heterogénea de las tres sociedades. 

5. Como ejemplo puede citarse el trabajo de las familias campesinas migrantes en el 
noroeste del país que reciben un salario familiar pagado directamente al jefe de la 
misma. lnfonnes muy importantes y escalofriantes ofrecen las investigaciones recien­
tes publicadas por la OIT, la UNICEF y la Universidad Veracruzana, en 1996: El trabajo 
infantil en México, de varios autores, en especial: LÓPEZ LIMÓN, MERCEDES G., "La gIc­
balización y la agricultura de exportación", y MILLÁN ECHEGARAY, SILVIA, "Los niños 
indios jornaleros del campo en Sinaloa, migrantes portadores de cultura". 
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La comparación revela datos y elementos de gran utilidad, pero im­
plica ciertas reglas de recepción, con el propósito de adaptar las políticas 
a las condiciones y necesidades de cada sociedad y cada momento. 

Hecha la observación anterior, se ofrecen datos laborales de 1995 y de 
los trimestres 1, n y lU de 1995, recopilados por el secretariado del ACLAN 

y presentados en su informe en marzo de 1966, donde se advierten im­
portantes diferencias.6 

El Acuerdo de Cooperación Laboral (ACLAN) 

l. Por tratarse de un acuerdo tomado en función del Tratado de Libre 
Comercio (TLC) se considera paralelo a éste, como lo es también el 
Acuerdo de Cooperación en Materia Ambiental. 

Celebrado por razones de orden económico, opera como satélite del 
convenio comercial trinacion~l más importante hasta ahora en América 
del Norte, al romper aduanas de dos de los países más poderosos del 
mundo para unir sus intereses comerciales entre sí y con un país de no­
toria diferencia económica. 

La parte interesante para México era, o tal vez siga siendo, elevar los 
niveles económicos en toda su expresión: mercantil, industrial y finan­
ciero. El resultado, discutible desde luego, quedará en la mesa de discu­
siones varios años más; pero conviene observar dos caras en la moneda: 
una de ellas son los posibles efectos positivos laborales, que si bien fue­
ron considerados no constituyeron tema original de discusión o trato. 7 

2. Cláusula social. El Acuerdo nace para impedir o por lo menos con­
trolar la competencia comercial desleal basada en los precios inferio­
res de la mano de obra, y del costo de otras prestaciones derivadas 
de las relaciones de trabajo, evidentemente más baratas en México 
(du mping social) ' Si la intención es comercial, el control debe aprove­
charse para conseguir efectos positivos en los órdenes social y econó­
mico. Así se proyectan ya estudios, análisis e investigaciones del sector 

6. Acuerdo de Cooperación LAboral de América del Norte. 
7. El Acuerdo fue celebrado en 1993. 
8. Estamos totalmente de acuerdo con el doctor Néstor de Buen cuando refiere el du­
doso origen de este Acuerdo, conscientes de su directa observación al haber partici-
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oficial, y de los empleadores y sindicatos, cuyos resultados permitirán 
formular planteamientos y propuestas en la normatividad de cada uno 
de los países. 

El ACLAN es favorable por constituir una cláusula social del tratado 
comercial. De un pacto trinacional para establecer actividades libres de 
comercio surge W1 pacto internacional para promover y mejorar las con­
diciones de trabajo. Según la doctrina europea, el TIC importa por su 
relevancia social, por la dimensión internacional y económica, en parti­
cular porque la igualdad de condiciones en la competencia comercial 
influye en las reglas del derecho del trabajo. ' 

El Acuerdo regional indica compromiso en el espacio laboral para 
impedir conflictos internos, económicos, sociales y políticos. En estas 
condiciones, el ACLAN no puede emplearse como estrategia para alterar 
o modificar instituciones jurídicas o políticas en perjuicio de los trabaja­
dores; por el contrario, puede y debe emplearse para renovar estrategias 
de organización en la producción y administración de relaciones labora­
les, aplicar nuevos sistemas y tecnología, privilegiar la finalidad de con­
seguir niveles de dignidad y decoro para los trabajadores y sus familias. 

Utilizar la fuerza humana, los recursos humanos, como factor de 
competencia comerciaJ, se interpretaría como inmoral e inadmisible. Es­
tas razones invocan la determinación de medidas legales apropiadas 
para el mejor desarrollo de las relaciones de trabajo y para aplicar nueva 
tecnología, adaptar sistemas modernos de productividad, promover 
medios alternos de empleos, etcétera, y la mayor participación de la 
mujer en idénticas circunstancias y en plena igualdad con el varón. 

Los tres países han expresado su compromiso por hacer del Acuerdo 
un instrumento real de colaboración, como se ha confirmado en las 
reuniones trinacionales y en los estudios del secretariado lO

, organismo 
surgido del mismo Acuerdo. 

pado en la redacción del mismo. Vide: Derecho procesal del trabajo, Ed. Porrúa, México, 
1994, pp. 621-622. 
9. Temas de reflexión en el Seminario Internacional del Derecho Comparado del 
Trabajo en Szeged, agosto de 1995, en las conferencias dictadas por ALIPRANTIS, 

NIKITA, "Perspective intemationale et régionale du droH du travail"; y por ASSANTI, 

CECILIA, "Perspectives en matiere de droit du travail, au plan international et 
régionaJ". 
10. Está integrado con base en las disposiciones de la III parte, sección B, Artículo 12. 
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3. La igualdad y la no discriminación laboral. El ACLAN establece, en el 
Anexo 1, once principios generales; de éstos, el séptimo, de carácter ge­
neral. trasciende la condición de la mujer al eliminar la discriminación 
con motivo de sexo; el octavo expresa en concreto la igualdad de salario 
entre mujeres y hombres: 

7. Eliminación de la discriminación en el empleo. 
Eliminación de la discriminación en el empleo por causa de raza, 
sexo, religión, edad u otros conceptos, con la salvedad de ciertas 
excepciones razonables, tales como, en su caso, requisitos o acredi­
taciones para el empleo, así como prácticas establecidas o reglas 
que rijan las edades de retiro que se establezcan de buena fe, y 
medidas especiales de protección o de apoyo a grupos particula­
res, diseñadas para contrarrestar los efectos de la discriminación. 
8. Salario igual para hombres y mujeres. 
Salarios iguales para hombres y mujeres, según el principio de 
pago igual por trabajo igual en un mismo establecimiento. 

El principio de igualdad laboral de las mujeres está confirmado por los 
Convenios Internacionales de la OIT, números 100 y 111, ratificados y 
vigentes en México a partir de 1953 y 1962, respectivamente. El primero 
de ellos, relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra 
masculina y femenina, por un trabajo de igual valor;" el segundo, rela­
tivo a la discriminación en materia de empleo. 

La declaración de obligatoriedad de dichos principios suele desvir­
tuarse en la realidad. Por una parte, la propia mujer trabajadora, al 
encontrarse sujeta a una serie de limitan tes para el ejercicio de sus acti­
vidades, en comparación con los hombres, propicia y admite la desi­
gualdad de condiciones, aunque tan1bién merece mencionarse que en 
ciertas ocasiones, aun escasas, dicha situación varía dinámicamente en 
su favor. 

4. Igualdad jU/idica, desigualdad real. En nuestra sociedad, costumbrista, 
los papeles familiares todavía tienen arraigo profundo y hacen que la 

11. Principio que se traduce en nuestras leyes por "trabajo igual, salario igual" (Ar­
tículo 86 de la Ley Federal de Trabajo), aun cuando esta disposición concreta el princi­
pio al centro de trabajo. 
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mujer mexicana, tanto por necesidad material ° económica como por 
desarrollar y desplegar sus capacidades materiales e intelectuales, se in­
serte en la vida económicamente activa. 

4.1. La función de trabajadora combinada con la de madre, esposa o 
compañera no siempre resulta fácil; sin embargo, es conocida la habi­
lidad de ciertas mujeres para desempeñarse de manera adecuada o 
extraordinaria, pese a los obstáculos que representan, por ejemplo, au­
sencia o insuficiencia de guarderías, inflexibilidad en sus horarios O acti­
tudes de sus jefes para facilitarles el cumplimiento de obligaciones 
maternas como la atención de juntas de escuela, citas médicas .. trámites 
oficiales .. etcétera. 

4.2. La discriminación en los contratos durante los años de fertilidad 
es obstáculo constante y con frecuencia las trabajadoras se ven obliga­
das, contra toda norma moral y jurídica, a aceptar el compromiso de no 
embarazarse 0, en su defecto, dejar el cargo. 

4.3. Existe desconfianza para permitírle el acceso a puestos superiores 
ante el temor de no ser obedecida por los empleados varones (y aun por 
las mujeres), así como por considerar que aplicará criterios más viscera­
les que razonables. 

4.4. El acoso sexual en el centro de trabajo o con motivo de las relacio­
nes laborales es factor limitante en el desarrollo de la mujer trabajadora. 
En ocasiones, las circunstancias son controlables o aceptadas a cambio 
de sueldos inferiores, inestabilidad en el empleo, estancamiento y dismi­
nución de prestaciones. 

4.5. La insuficiencia de centros de cuidado 'para los niños y guarderías 
infantiles limitan la capacidad material de trabajo de las madres, las ori­
llan a trabajar por su cuenta o en trabajos ambulantes que facilitan su 
movilidad y auto-organización. 

El ACLAN puede y debe ser un instrumento de acción y combate en 
contra de las condiciones de desigualdad real y plena de la mujer ante 
el hombre en el área de trabajo, así como elemento para fomentar la 
nivelación. 

5. ACLAN y refannas legislativas. Es importante destacar que el Acuerdo 
en cuestión no es y no implica compromiso de reformas legislativas, sus­
tentándose en el único contenid\> en el Articulo 22 para reconocer el de­
recho de cada una de las partes para establecer, en lo interno, sus 
propias leyes y reglamentos laborales. 
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Los objetivos, señalados en el Artículo lQ, son: 

a) Mejorar las condiciones de trabajo y los niveles de vida en territo­
rio de cada una de las partes. 

b) Promover al máximo los principios laborales establecidos en el 
anexo uno. 

c) Estimular la cooperación para promover la innovación, así corno 
los niveles de productividad y calidad crecientes. 

d) Alentar la publicación y el intercambio de información, el desa­
rrollo y la coordinación de estadísticas, así como estudios conjun­
tos para promover la comprensión mutuamente ventajosa de las 
leyes e instituciones que rigen en materia de trabajo en territorio 
de cada una de las partes. 

e) Proseguir actividades de cooperación relativas al trabajo en térmi­
nos de beneficio mutuo. 

1) Promover la observancia y la aplicación efectiva de la legislación 
laboral de cada una de las partes. 

g) Promover la transparencia en la administración de la legislación 
laboral. 

Efectos del TLC en el trabajo de las mujeres 

1. Efectos del ACLAN. Los efectos laborales que produzca el TLC ocurrirán 
por medio del mismo Acuerdo y afectarán tanto al trabajo de hombres 
corno de mujeres .. sin embargo, por consideraciones a los factores reales 
de desigualdad de género, de no atenderse la promoción laboral femeni­
na, podrían agudizarse efectos no favorables para este núcleo. 

2. Políticas y factores de nivelación. El sector femenino debe alcanzar 
los postulados de igualdad en las oportunidades de capacitación y de 
ocupación, de acceso y participación en las estructuras económicas, pro­
ductivas y políticas en todos los niveles. Las metas descritas requie­
ren políticas integrales. 

a) Capacitación. La igualdad de oportunidades para que la mujer se 
eduque, adiestre y capacite es fundamental para lograr la igualdad la­

boral; su falta de preparación, como ocurre en ciertos casos y niveles, 
la obliga a desempeñar puestos de menor remuneración. 
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Por otra parte, detenninadas actividades se han establecido como tra­
dicionales en la ocupación de las mujeres, fenómeno no exclusivo de 
México,12 que empieza a romperse con la ocupación en otras áreas aho­
ra notables, como jueces, odontólogas, físicas, policías, pilotas aviadoras, 
obreras calificadas, etcétera. 

La Encuesta Nacional de Empleo, de acuerdo con e l censo de 1993, 
manifestó diez millones 84 mil 643 mujeres ocupadas, cuyas principales 
actividades fueron las siguientes: 

Comercio minorista 2,360,692 
Faenas agropecuarias 1,121,510 
Hoteles, restaurantes y similares 682,409 
Confección de prendas de vestir 552,436 
Servicios profesionales 423, 177 
Administración pública y defensa 420,068 
Alimentos, bebidas y tabacos 416,940 
Comercio mayorista 203,210 
Industrias químicas y derivad'as del petróleo 167,20013 

La igualdad en el adiestramiento y la capacitación impedirá la discri­
minación, ampliará las opciones de las mujeres favoreciendo el abando­
no del trabajo a destajo y los trabajos por cuenta propia sin condiciones 
adecuadas ni prestaciones en seguridad social, para tener la oportu­
nidad de competir con el hombre en los puestos mejor remunerados y 
demando. 

b) Igualdad de trato. Se entiende como tal a idénticas posibilidades 
legales y materiales para y en el trabajo entre mujeres y hombres;H sin 

12. Las actividades que han desarrollado las mujeres son, principalmente: secreta­
rias, cajeras, enfermeras, maestras de primaria, vendedoras en comercio formal y 
ambulante, cosmetólogas, peinadoras, recepcionistas. Empiezan a romper la tradi­
ción al revelar su presencia en actividades no tradicionales, como las mencionadas 
arriba. 
13. Cinco mil 970 en actividades extractivas; 57 mi1426 en la industria del cuero y del 
calzado; 101 mil 738 en la industria textil, excepto prendas de vestir; 117 mil 335 en 
la industria de la madera y el papel; ocho mil 711 en industrias metálicas bási­
cas; 119 mil 47 en transportes y comunicaciones; dos millones 948 mil 154 en otros 
servicios; 15 mil 830 trabajadoras en Estados Unidos y tres mil 63 en actividades no 
especificadas. 
14. MUÑOZ RAMÓN, ROBERTO, Derecho del trabajo, Ed. Porrúa, México, 1983, p. 178. 
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embargo, esta igualdad requiere algunos presupuestos, entre ellos, la co­
incidencia en un centro de trabajo, un núcleo de trabajadores que pres­
ten sus servicios a un mismo empleador en igualdad de condiciones 
respecto a la capacitación y la formación. Con lo anterior se entiende 
que esta igualdad se proyecta en la igualdad en el centro de trabajo. 

c) Igualdad en el centro de trabajo. Las condiciones de trabajo deben ser 
iguales como principio rector en una comunidad laboral. 

Las circunstancias de temporalidad, eventualidad, interinato, etcé­
tera, no deben ser causas de desigualdad en el monto salarial o en sus 
incrementos, en las condiciones de higiene y seguridad, en las oportuni­
dades de capacitación y adiestramiento, etcétera. 

La discapacidad, en tanto no impida el desarrollo de la actividad re­
querida, tampoco puede ser motivo para trato desigual y, por supuesto, 
cuando la misma sea de origen ocupacional, la ley prevé la forma de 
compensarla. 

El estado civil de ninguna manera puede influir en la contratación de 
condiciones laborales, ni en la estabilidad y perm.anencia o en el desa­
rrollo del trabajo. 

La maternidad, durante la gestación o después del parto, en época de 
lactancia y posterior, sólo requiere la protección física y mental para 
atender la salud materno-infantil, con lo cual se respeta y facilita el cum­
plimiento de los derechos de los menores en los términos del Artículo 4º 
de la Constitución. 

d) Equidad en el pago. Elemento conocido en la doctrina y la legislación 
lnexicana como el principio de a trabajo igual, salario igual. 

e) La flexibilidad. La corriente laboral actual, aun cuando se presente 
como tal desde los años 70, representa un instrumento de gran potencia 
propuesto por los empleadores para aumentar los indices de productivi­
dad, pero lleva implícitos otros fines relacionados con los modos de 
empleo. 

La flexibilidad con efectos positivos es posible en el derecho labo­
ral cuando éste sea tan dinánüco como expansivo. Su aplicación, sin em­
bargo, respecto de las condiciones de trabajo, exige la moderación y 
la nlarcación precisa e indeclinable para sostener los derechos mínimos, 
no vulnerables. Su aplicación siempre debe teflder a facilitar, promover 
y mejorar las condiciones de trabajo y con ello elevar la calidad de vida 
del trabajador o trabajadora y de sus familias. 
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La tendencia universal a flexibilizar las condiciones, aun las propias 
relaciones laborales, exige en lo fundamental ser precavidos ante la 
inn1in_encia de las modificaciones legislativas. Regla indiscutible es, en 
todo caso, promover el beneficio y evitar cualquier perjuicio para los 
trabajadores. 

Un ejemplo de aplicación benéfica de flexibilidad sería reglamentar el 
trabajo a tiempo parcial para brindar oportunidad de ingresos a muchas 
mujeres compartiendo responsabilidades familiares y domésticas, en la 
medida en que eUas lo decidan o sean capaces. El principio de igualdad 
nunca deberá relativizarse. 

3. Centro de trabajo. En virtud de la obligatoriedad del principio de 
igualdad de condiciones en el mismo centro o lugar de trabajo, debe 
definirse o concretarse qué se entiende por centro y lugar de trabajo. 

3.1. A la luz de la legislación laboral, según el Artículo 16 de la Ley 
Federal del Trabajo, el centro de trabajo resulta ser el o los locales de 
la empresa o el establecimiento. Empresa y establecimiento son las 
unidades, económicas y técnicas respectivamente, que tienen idénticas 
obligaciones laborales. 

El centro de trabajo es una empresa laboral: Un conjunto unitario de 
relaciones laborales, generadas y unificadas por la prestación del trabajo subor­
dinado, aplicado a la producció1l o distribución de bienes o seroicios para tener 
utilidades. 15 

3.2. Lugar de trabajo. La ubicación o demarcación en donde físicamen­
te se produce, ejecuta o realiza el servicio personal remunerado para los 
fines de la empresa es el lugar de trabajo, fijo o variable. Existen activi­
dades cuyo desempei'to requiere movilidad geográfica, como es el caso 
de agentes de comercio y operadores de servicios de transporte. 

3.3. Centro y lugar de trabajo. El concepto de centro de trabajo no re­
quiere la coincidencia con el lugar de trabajo. Puede concentrarse en un 
solo sitio o distribuirse en varios lugares, a veces traspasando las fronte­
ras. Igualdad de trato en el centro de trabajo significa cumplir con todos 
los trabajadores en condiciones similares, al margen de la categoría de 
cada uno de eUos, con la flexibilidad de los derechos adquiridos por 
ocupación, escalafón, antigüedad, etcétera. Las condiciones pueden va-

15. MUNOZ RAMÓN, ROBERTO, Diccim/ario de Seguridad Social, Ed. Instituto de fnvesti­
gacionesjttrídicas, UNAM, México, 1994. 
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riar de acuerdo con los lugares de ejecución y en tal sentido hay diferen­
cias, deja de ser trabajo en idénticas condiciones; tal es el caso de una 
misma actividad, para una misma empresa, ejecutada por un trabajador 
en un lugar caluroso y por otro en un lugar frío, o con jornada diurna o 
nocturna, etcétera. 

La contratación colectiva mantiene el interés por defender los princi­
pios de igualdad, toma en cuenta los conceptos antes señalados y es, en 
definitiva, una de las perspectivas laborales para el siglo XXI. Así se ha 
demostrado tanto en Estados Unidos como en Canadá y en México, y 
confirmado por los principios número 7 y número 8 del Anexo 1 del 
ACLAN .16 

4. La igualdad de condiciones en el trabajo. Este principio contiene las 
características del derecho del trabajo; por la expansividad, se compren­
de que hombres y mujeres tienen derecho a idéntico trato en el mismo 
centro de trabajo y aun en la misma industria. 

A consecuencia de los contratos colectivos, cada vez se transmiten 
más las condiciones de empresa a empresa o de industria a industria, o 
logros de los contratos colectivos de trabajo. La expansión puede, en un 
momento determinado, generalizar condiciones en varios escenarios de 
trabajo con actores sociales similares. 

En México, no obstante el marco legal referido, la desigualdad es di­
fícil de compensar y componer jurisdiccionalmente. La ley determina 
los factores de igualdad; falta indicar quién determina la eficiencia, 
cómo se determina y cuáles son los medios de apreciación y / o modos 
de calificar. 

Las últimas operaciones, sin duda, exigen técnicas de medición labo­
ral: muestreos, estudios de tiempo, selección, cronometraje, valoración 
de ritmo, etcétera;i1 como es obvio, sólo el empleador, a través de su 
equipo de administración, cuenta con elementos para valorar la eficien­
cia. Llegado un conflicto de tal naturaleza ante las Juntas de Concilia­
ción y Arbitraje, éstas deberán solicitar peritaje, no siempre obtenido con 
facilidad en virtud de la multiplicidad de actividades. Ante estas cir­
cunstancias y el hecho procesal de que la carga de la prueba recae en 

16. La última reunión trinacional se llevó a cabo en Montreal en marzo de 1996 y el 
enfoque de Jos asuntos tratados fue el espacio de trabajo en el siglo XXI. 
17. OIT, Iutroducción n/ estudio del trabajo, Ed. Limusa y Noriega Editores, México, 1995. 
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el trabajador, la aplicación justa de la ley se limita y sólo queda procu­
rar el equilibrio y la justicia social al leal saber y entender de los árbitros 
laborales. 

5. A trabajo igual, salario igual. Este principio se consigna en la Fracción 
VIl del Artículo 123 constitucional. En su aplicación incurren variables 
como son el área geográfica -antes zona económica- donde se desa­
rrolla el trabajo, derechos adquiridos con motivo de la antigüedad en el 
trabajo, capacidad económica de la empresa, prosperidad, etcétera. 

La vulnerabilidad determinante es válida en el medio de libertad 
económica que rige en una sociedad democrática. El propio legislador lo 
aceptó al ordenar conceptos de salario mínimo general, salario mínimo 
profesional y áreas geográficas como zonas económicas, pero no la 
circunscribió a un mismo centro de trabajo, por ello la jurisprudencia 
determina, a propósito de la nivelación de los salarios, que debe con­
siderarse trabajo idéntico, jornada igual, condiciones de eficiencia iguales tanto 
en cantidad como en calidad. 18 

Es interesante conocer el criterio de la Suprema Corte de Justicia nla­
nifiesto en la siguiente tesis jurisprudencial: 

Si una empresa otorga a determinado empleado mayor salario del 
que debe corresponderle, según el contrato respectivo, por ese sólo 
hecho reconoce implícitamente que ese trabajo debe ser remu­
nerado, y si el trabajo que aquel desempeña lo hace dentro de re­
conocida igualdad de condiciones y eficacia, respecto de otros 
trabajadores o empleados, es evidente que a todos por igual de­
be corresponder, en su retribución, el aumento de la diferencia 
resultante. 19 

El concepto general de igualdad en la remuneración es uno de los más 
importantes para la equidad entre los trabajadores y las trabajadoras. En 
la medida en que se acerquen tales promedios, se tasará el avance cultu­
rallaboral de la sociedad. 

Canadá reporta que en 1989 el promedio de salarios pagados a las 
trabajadoras de tiempo completo correspondía al 65.8% del pago recibi-

18. DE BUEN, NÉSTOR, Derecho del trabajo, Ed. Porrúa, México, 1992, tomo 11, p. 152. 
19. Jurisprudencia: Apéndice 1975, 5!!Parte, Cuarta Sala, tesis 223, p. 18. 
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do por los trabajadores. En 1993, la diferencia varió para quedar en 72%, . 
Y vale señalar que el principio de comparación descansaba en el criterio 
de trabajos idénticos. '" 

En Estados Unidos, en 1989, esa diferencia fue de 45.6%, y para 1993 
el promedio de ganancias de las mujeres trabajadoras de tiempo com­
pleto fue 39.8% menor que el de los hombres. 21. 22 

Conviene destacar que no se establecen comparaciones entre los 
promedios en México por la dificultad de cuantificar las diferencias; aun 
cuando fueran aproximaciones, la ausencia de veracidad en las declara­
ciones tributarias, información de empleadores y de las mismas trabaja­
doras son todavía desconfiables. 

5. Remuneración: edad de piedra y de bronce. El concepto de remune­
ración igualo de igualdad en la remuneración ha evolucionado de 
acuerdo con los criterios para valorar el trabajo. Fran~ois Eyraud, refi­
riéndose a los países industrializados, señala que la interpretación 
original, primitiva, de tal principio, incorporada en casi todas las legisla­
ciones en los años 70, se cataloga ahora como un concepto de la edad de 
piedra;" así, salario igual por trabajo de igual valor corresponde a la 
edad de bronce. Deja sin validez lo idéntico de los trabajos para reem­
plazarlo con el criterio de empleos de igual valor. 

El último criterio de remuneración puede provocar discriminación 
indirecta en el empleo, motivo por el cual muchos de los países indus­
trializados, entre ellos Francia, Japón, Suecia y Finlandia, han promulga­
do leyes para favorecer el trabajo de las mujeres. 

20. "Wornen Workers Today and Tomorrow. A statistical profile from the Canadian 
Labour Congress". Mayo, 1995. Fuente: Statistics Canada Cato 13-217, Earnings of Men 
and Women, y MATHESON, CAROLINE, Pay Discrimination in Canada . Actirlg Manager of 
tIJe equal Division Labour Program, Departamento de Desarrollo de Recursos Huma­
nos de Canadá, Junio, 1995. Seminario Trinacional sobre Igualdad en el Centro de 
Trabajo. OAN-México. 
21. Departamento de Comercio, Oficina de Censos: Money Income of Families and 
Persons in lhe United States, Curren! Population Reports, 1957-1987, Money Income 
and Poverty Status il1 tlle United States: 1989 (Advanced Report), Money Income of 
Households, Families, and Persons in the U.S. 1900-1992, Income Poverty and Eva/uafion of 
Nancash Benefits, 1993, and tlle Bureau of Labour Stalistics, Departamento de Mujeres, 
abril, 1995. 
22. EYRAUD, FRANC;OIS, "Igualdad de remuneración y valor del trabajo en los países in­
dushiaJizados", en Revista Internilcional del Trabajo, vol. 112, núm. 2, OIT, Ginebra, p. 237. 
23. Ibídem. 
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Los métodos comparativos motivan desacuerdos sobre la valoración 
del trabajo: valor en el mercado o valor de la contribución del asalariado 
a la producción.24 

Los resultados de la investigación de Eyraud y sus conclusiones 
concuerdan con la situación jurídica y la realidad en el campo laboral 
lnexicano antes señalada. La discriminación directa puede combatirse a 
través de la ley, pero la tarea es compleja y difícil de resolver respecto de 
la discriminación indirecta, la cual es propia de la práctica cotidiana de 
las empresas. 25 

6. Hostigamiento sexual. Uno de los temas prioritarios en el comporta­
miento de las relaciones laborales de las trabajadoras, llevado incluso a 
las conferencias trinacionales, se refiere al acoso sexual en el medio 
laboral. 

El acoso u hostigamiento sexual es un terna tratado con amplitud en 
las legislaciones de Canadá y Estados Unidos, pero en nuestro país no 
ha merecido la atención suficiente y apenas empieza a ventilarse en los 
foros públicos. 

a) Definición. El hostigamiento sexual corresponde al tipo penal iden­
tificado por el Artículo 259 Bis del código de la materia para el Distrito 
Federal que dice: 

Al que con fines lascivos asedie reiteradamente a persona de cual­
quier sexo, valiéndose de su posición jerárquica derivada de sus 
relaciones laborales, docentes, domésticas o cualquiera otra que 
implique subordinación, se le impondrá sanción hasta de cuarenta 
días de multa. Si el hostigador fuese servidor público y utilizase 
los medios o circunstancias que el encargo le proporcione se le des­
tituirá de su cargo. 

Solamente será punible el hostigamiento sexual cuando se cau­
se un perjuicio o daño. 

Sólo se procederá al hostigador a petición de parte ofendida. 

Cuando el hostigamiento sexual se denuncia penalmente, el tratamien­
to es el marcado por la disposición transcrita, la cual se limita al ámbito 

24. Ibid,m, p. 245. 
25. EYRAUD, FRAN<;:OIS, op. cit., pp. 250-251. 
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penal y nada indica respecto a la continuidad de las relaciones laborales, 
ni de las medidas disciplinarias o punitivas susceptibles de aplicarse. 

El texto para tipificar el delito es claro mas no satisface la ofensa. La 
condición de que se cause perjuicio o daño limita la sanción del delito y, 
en última instancia, es factible que la misma sea mínima e intranscen­
dente, pues 40 días de multa nada significan para un empleador o traba­
jador de 11 cuello blanco". 

En el ámbito estrictamente laboral nada hay en concreto sobre el aco­
so sexual; por lo tanto es necesario presentar un análisis completo, 
incluidos definición legal, presuntos responsables, condiciones en 
que pueda ocurrir, sanciones en el medio laboral, administrativas y 
penales, así como medios para ejercitar las acciones procesales corres­
pondientes. Lo anterior puede encuadrarse, aun con ciertas dificultades, 
dentro del marco legal vigente, a partir de lo siguiente: 

Es obligación de los empleadores guardar la debida consideración a 
los trabajadores y a sus familiares, así como abstenerse de maltrato de 
palabra y de obra (Ley Federal del Trabajo, Articulo 132, Fracción VI). Si 
el acoso sexual se considera maltrato, de palabra o de obra, la trabaja­
dora tendrá derecho de rescindir la relación de trabajo; esto también se 
fundamenta en el Artículo 51, Fracción D, de la Ley Federal del Trabajo, 
entendiédose el hostigamiento corno falta de probidad, maltrato y faltas 
análo'gas. 

7.1. La reglllación canadiense. La definición de acoso sexual en el código 
canadiense del trabajo alude a la conducta inadecuada de naturaleza 
sexual que atente contra la dignidad de otra persona. 

División XVI de la Parte 1lI, de acuerdo con la sección 247.1: 
En esta división, el acoso sexual significa cualquier conducta, comen­

tario, señas o contacto de naturaleza sexual 
a) que pueda causar ofensa o humillación a cualquier empleado; o 
b) que pueda, en condiciones razonables, percibirse por el empleado 

corno una propuesta de condición sexual en el empleo o en cualquier 
oportunidad de capacitación o ascenso. 

El código canadiense comprende también el estímulo a los empleado­
res para establecer políticas preventivas y en contra del hostigamiento 
sexual. Esa política, consultada con los empleadores o sus representan­
tes, debe contener definición, advertencia a los empleadores de no co­
meterlo, de que el empleador hará todos los esfuerzos para que ningún 
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empleado sea víctima del mismo y se tomarán las medidas apropiadas 
contra quienes lo intenten, más la explicación de cÓmo deben presentar­
se las quejas a los superiores y la información de las normas sobre discri­
minación de la Ley de Derechos Humanos de Canadá en este tipo de 
problemas. 

7.2. Regulación estadunidense. De manera similar, en Estados Unidos 
existen normas concretas derivadas de los casos llevados a juicio con 
este motivo. 

7.3. Naturaleza del acoso. El hostigamiento puede mostrar diversas 
expresiones, pero será evidente para la víctima sólo cuando tenga natu­
raleza sexual, sea indeseado y humillante. Se consideran hostigamiento 
las solicitudes de carácter sexual o las represalias por el rechazo a una 
solicitud sexual antes de contratar a una persona o para obtener un be­
neficio (lo cual supone la relación de poder y/o de autoridad para con­
tratar o ascender al empleado). 

7.4. Responsables. Son presuntos responsables las personas de cual­
quier sexo que pretendan actos o caricias, expresen en voz alta sus de­
seos sexuales O utilicen señas consideradas obscenas, cuando una de las 
partes está subordinada a la otra, sea o no su jefe inmediato. 

7.5. Condiciones. De hecho, no existen condiciones especiales y deberá 
considerarse el hecho de la subordinación laboral o el parentesco con 
una de las partes. 

7.6. Lugar. No es necesario que el hostigamiento ocurra en el centro o 
lugar de trabajo: puede presentarse en cualquier otro lugar, domicilio 
particular o lugar público. 

7.7. Horarios. El acoso sexual puede ocurrir durante las horas de tra­
bajo o fuera de la jornada laboral, incluso en las vacaciones o durante la 
tramitación de algún proceso laboral en que la víctima sea parte, sean 
contendientes o el juicio los relacione de alguna manera (actor, deman­
dado, testigo, tercer interesado). 

7.8. Acción procesal. En los términos generales de la ley laboral, la per­
sona ofendida puede ejercer su derecho a rescindir la relación en per­
juicio del culpable, quien queda obligado a pagar la indemnización legal 
correspondiente¡ la aplicación de la norma penal permanece vigente. 

Por lo común, las Juntas de Conciliación y Arbitraje no conocen de 
este tipo de asuntos debido a diversas razones, como la carencia de in­
formación de las trabajadoras; otra es la falta de medios para sostener 
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los gastos procesales y, con más presencia, está el difícil factor de la 
prueba. Es posible presentar pruebas tanto en el proceso penal como en 
el laboral, pero éstas son molestas y difíciles para la víctima, quien a ve­
ces opta por evitarse humillaciones. 

El tema no pasa desapercibido, sobre todo entre las mujeres, con más 
frecuencia víctimas de empleadores o sus representantes, de líderes sin­
dicales y compañeros. 

No hay estado de indefensión si se denuncia el problema como falta 
de probidad o malos tratos. La denuncia penal podría considerarse 
como un elemento de prueba preconstituido para ser presentado en el 
juicio laboral; queda al arbitrio de las Juntas de Conciliación y Arbitraje 
considerarla o desecharla. Por el contrario, la rescisión laboral se pre­
constituye como prueba de los daños o perjuicios a que se refiere el Ar­
tículo 259 Bis del Código Penal. 

7.9. Sanción. Cuando la ofensa impide el desarrollo normal de la re­
lación de trabajo, debe considerarse una rescisión injustificada e indem­
nizarla en los términos de los Artículos 46 y 51 de la Ley Federal del 
Trabajo. Cuando exista la posibilidad del perdón a juicio de la parte 
ofendida, la relación puede continuar o rescindirse. En el primer caso 
será necesario establecer alguna sanción como la multa, si se trata del 
empleador, y tal vez la suspensión, si se trata de un trabajador. 

Es indiscutible que el empleador tiene la obligación de ofrecer un am­
biente de trabajo seguro y por lo tanto propiciar el respeto entre los tra­
bajadores, sin embargo no se le puede responzabilizar por la conducta 
de los trabajadores. Cuando la falta ocurra habrá de proceder conforme 
a su reglamento de trabajo para sancionar la indisciplina, al margen de 
la acción penal que la ofendida pueda ejercitar. 

El acoso sexual también puede realizarse por terceros, clientes o pro­
veedores del empleador, contra quienes pueden presentarse las denun­
cias penales si así lo determina la parte ofendida. La responsabilidad del 
empleador en estos casos se refiere a la exigencia de comportamiento 
honorable de los terceros con quienes mantiene relaciones de orden civil 
o comercial. El incumplimiento del patrón en este sentido da origen a la 
rescisión por incumplimiento de las obligaciones laborales. En todas es­
tas circunstancias deben comprenderse los cónyuges, padres, hijos o 
hermanos, como establece para casos análogos la Fracción II del Artícu­
lo 51 de la Ley Federal del Trabajo. 
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El hostigamiento con motivo de las relaciones laborales o en el m e­
dio de trabajo constituye una forma de discriminación y como tal debe 
considerarse.26 

Estamos de acuerdo con Martinez Vivot cuando señala los posibles 
perjuicios ocasionados por el hostigamiento sexual: tensión, ansiedad, 
cansancio y depresión, además de efectos fisiológicos causantes de alte­
raciones que pueden ser desde simples hasta graves. Uno de los efectos 
nocivos sería justamente la presión para dejar el trabajo, decisión que 
implica problemas económicos a corto y largo plazo, además de aquellas 
molestias generadas en el ámbito familiar. 

Planteamiento de reformas a la Ley Federal del Trabajo 

1. Procurar la igualdad de condiciones laborales para las madres que 
adoptan, conceder licencias de maternidad durante los trámites ofi­
ciales, facilitar la adaptación familiar una vez consumida la adopción 
(que las licencias correspondan también con las prestaciones de seguri­
dad social.) 

2. Pago suplementario para las madres que no reciben la prestación 
de guarderías infantiles. 

3. Para las madres trabajadoras, flexibilidad en el empleo, promoción 
de trabajo a tiempo paTcia!, trabajo a domicilio y teletrabajo, en condicio­
nes generales similares a las pagadas en los centros de trabajo. 

4. Facilidades a.los padres para atender y compartir con las madres 
responsabilidades domésticas y familiares. 

5. Reglamentación sobre las conductas indebidas por acoso sexual y 
sanciones aplicadas en materia laboral. 

6. Obligación de los empleadores a realizar estadísticas y presentarlas 
a las autoridades competentes acerca del trabajo de las mujeres, o bien 
obligación de presentar los informes correspondientes para conocer las 
condiciones reales de igualdad laboral. 

7. Promoción de ocupación femenina en áreas no tradicionales, de 
acuerdo con las innovaciones tecnológicas. 

26. FUENES RlOJA, DANIEL, "Prólogo", en MARTINEZ VIVOT, JULIO, El acoso sexual en las 
relaciones laborales, Ed. Astrea, Buenos Aires, 1995, p. x. 
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Los planteamientos que se fonnulan sólo son parte de una reestructura­
ción global indispensable para cumplir estrictamente con los derechos 
de la mujer. 

Las reformas laborales pretenden estabilizar los programas y las polí­
ticas de trabajo para asimilar a las mujeres que trabajan en el sector 
informal o sin remuneración al sector formal y garantizarles, por lo 
menos, el acceso a las prestaciones de seguridad social, cuyos beneficios 
se extenderán, sin duda, a sus hijos. 
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La problemática ocupacional de la mujer ante el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

Nadima Simón Domínguez* 

El objetivo de esta ponencia es plantear un acercamiento a los princi­
pales problemas que enfrentan las mujeres trabajadoras mexicanas 

después de la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Nor­
te (TLe). 

El TLC no sólo ha implicado negociar sobre Jas barreras arancelarias y 
no arancelarias; también ha establecido disposiciones relativas a las con­
diciones de trabajo y a la inversión para generar empleos, moderniza­
ción tecnólogica de la planta productiva e inversión en programas de 
capacitación. 

Al incorporarse al TLe, México enfrenta, en el plano de la compe­
titividad, dos escenarios: 1) mano de obra barata aplicada al uso de 
tecnologías simples y de trabajo íntensivo; 2) el modelo económico 
mexicano requiere mano de obra especializada y grandes inversiones en 
capacitación. 

Algunos estudios revelan (Susan Joekes, 1987) que la internaciona­
lización del capital y los procesos productivos genera una demanda 
cada vez mayor de mano de obra femenina en los países en vías de 
desarrollo, donde es posible encantarla muy barata, lo cual garantiza 
elevadas utilidades a las empresas. Algunos especialistas descubren, al 
realizar estudios comparativos en diversos regúnenes de libre comercio, 
una tendencia a la feminización de los mercados laborales y al incre­
mento del trabajo de medio tiempo. 

En este periodo de íntegración al TLe, las políticas laborales del go­
bierno mexicano se han caracterizado por: 

• El abaratamiento de la fuerza de trabajo 
• La desaparición de los contratos colectivos 
• Empleos temporales sín calificación y bajos salarios 

... Profesora titular de tiempo completo en la Facultad de Contaduría y Adminis­
tración de la Universidad Nacional Autónoma de México. 
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En México, los cambios en la dinámica del mercado de trabajo pue­
den resumirse en seis puntos. 

1) La pérdida de la capacidad relativa del sector manufacturero para 
generar nuevas ocupaciones. 

2) Un freno a la creación de fuerza de trabajo asalariada. 
3) Crecimiento de las actividades económicas de pequeña escala. 
4) Un aumento de la subcontratación, es decir, las grandes empresas 

solicitan a otras, preferentemente de escala mediana y pequeña, que les 
elaboren algunos procesos o les presten determinados servicios. 

5) Un proceso de terciarización cada vez mayor y 
6) Un aumento notable de la fuerza de trabajo femenina. 
La participación económica femenina ha aumentado por diversos 

motivos: 

• Las ocupaciones más calificadas de profesionales y técnicas se han 
incrementado en forma paralela a la elevación de los niveles de es­
colaridad de la población femenina . 

• Las mayores oportunidades que ofrecen la ampliación de las ciuda­
des y los servicios en el país. 

También en la manufactura las mujeres han incrementado su presencia, 
sobre todo en la industria maquilad ora de exportación. Sin embargo, 
una buena parte del aumento del trabajo extradoméstico femenino, a 
partir de la década de los 80, se debe a la proliferación de estrategias 
generadoras de ingreso; por medio de éstas, las mujeres buscan, en oca­
siones sin éxito, sostener su nivel de vida y el de sus familias, el cual se 
ha visto muy deteriorado por la crisis y reestructuración de la economía 
mexicana de los últimos años. 

De considerar como mujeres no asalariadas a las que trabajan por 
cuenta propia, a las no renumeradas y a las empleadoras, podemos de­
cir que el porcentaje en relación con el total de la población activa feme­
nina subió sus niveles de ingreso de 29.3% en 1979 a 40.1% en 1993.1 En 
1991, el 72% de las mujeres asalariadas ganaba hasta dos salarios mini-

1. PACHECO, EOITH, y PERKER, SUSAN, "Participación económicamente activa femeni­
na en el México urbano. Un breve recuento y algunos hallazgos recientes", en Proble­
mas del DesarraJJa, Ed. Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM, vol. 17, núm. 
106, México, julio-septiembre 1996, pp. 21-33. 

- 226 -



mos, cifra mucho mayor que el 54% correspondiente a los hombres. Se­
gún datos proporcionados por la Secretaría del Trabajo y Previsión So­
cial, entre el 45 y el 50% de los trabajadores en la economía informal son 
mujeres; las cifras son menores en la economía formal, incluyendo la 
agropecuaria. 

Las diferencias de género en los ingresos por hora trabajada varían 
ampliamente según la ocupación. El mayor grado de d iscriminación en 
el mercado de trabajo se presenta en los puestos gerenciales y en el caso 
de las trabajadoras industriales manuales' El menor grado corresponde 
a servicios públicos, puestos administrativos y educación. 

Según diversos estudios, la brecha salarial entre trabajadores y tra­
bajadoras tiende a profundizarse en la medida en que se generaliza la 
política de flexibilización salarial basada en la capacitación formal, la 
escolaridad, la producción y la fidelidad a la empresa. Asimismo, se se­
ñala que el salario, las promociones y los ascensos están en función de la 
capacitación formal y la escolaridad. 

Las mujeres mexicanas, como grupo, poseen todavía un nivel prome­
dio de escolaridad menor al de los hombres y enfrentan un acceso 
excluyente a la capacitación formal en el lugar de trabajo, pues los cur­
sos se imparten fuera de la jornada de trabajo y muchas veces son ex­
cluidas de ellos.' 

Existe la tesis de que las mujeres se preparan cada vez más, elevando 
su nivel educativo y de capacitación profesional. En el caso de México, 
la tasa de participación económica de las mujeres ha aumentado del 
17.6% en 1970 a 33% en 1993. La tasa de inactividad femenina por edad 
se concentra en los grupos de 20 a 24 años y de 25 a 29 años, los cuales 
presentan mayor dificultad para ubicarse en algún empleo, tal vez por 
ser etapas productivas y de unión de pareja. El desempleo en los jóve­
nes afecta ambos géneros y es un fenómeno generalizado en los tres paí­
ses; la puesta en marcha del TLC lo agudiza. 

La crisis ha creado el marco para una presencia mayor de las mujeres 
mexicanas en el trabajo remunerado, aun con más edad, hijos y menor 
escolaridad. Las actividades de mayor absorción de las mujeres mexica-

2. ¡bidem, p. 30. 
3. BECERRILA., L ILIA y lÓPEZ A., MA. DE JESÚS, "Los niveles de instrucción de la PEA 

mexicana: Una asimetría del TLCIl
, en Problemas del Desarrollo, Ed. Instituto de Investi­

gaciones Sociales, UNAM, vol. 27, núm. 106, México, julio-septiembre 1996, pp. 79-96. 
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nas que reciben un salario se relacionan con los servicios y el comercio, 
además de ciertas ramas industriales y agrícolas ligadas a las maquilas y 
la exportación de productos a través de la llamada subcontratación pro­
ductiva por parte de empresas locales con firmas internacionales:' 

Respecto a las condiciones laborales en México, no existen estudios 
sistematizados a nivel macro que permitan conocer la evolución de las 
condiciones de trabajo femeninas a lo largo del tiempo. No obstante, di­
versos análisis muestran la desigualdad de oportunidades en ascenso y 
capacitación, la discriminación salarial, el hostigamiento sexual y la in­
suficiencia de guarderías corno problemas cotidianos a los que se en­
frentan las trabajadoras mexicanas. 

En 1993, el 68% de la población femenina económicamente activa tra­
baja en el sector terciario: enfermeras, maestras, secretarias, etcétera. 

En la actualidad, con las políticas de ajuste económico, las mujeres 
ocupan empleos peor pagados, realizan trabajo a domicilio o son contra­
tadas por pequeñas y medianas empresas, subcontratistas a su vez de 
empresas grandes que obtienen de este modo reducciones sustanciales 
de costos. Asimismo, muchas mujeres trabajan en empresas grandes, 
pero su contrato lo hacen con las pequeñas y medianas subcontratistas, 
muchas veces sin las prestaciones a que tienen derecho según la Ley Fe­
deral del Trabajo y con salarios bajos y horarios flexibles. 

Los cambios tecnológicos de los últimos años han originado nuevos 
tipos de segregación ocupacional. Destaca el caso de las vendedoras am­
bulantes, quienes representan el 4.23% del total de mujeres ocupadas. 

Los puestos de trabajo en las maquiladoras de la región fronteriza 
norte practican una alta rotación de personal femenino, debido a las 
condiciones de explotación y subordinación impuestas a las n1ujeres. 
Además, es importante mencionar que la gran mayoría de las ocupacio­
nes no asalariadas que han proliferado con la crisis y reestructuración 
del país se caracterizan por la ausencia de relaciones contractuales y 
prestaciones lahorales.5 

Es claro el cambio en las características del trabajo femenino, ma­
nifiesto en su elevada participación en la industria, especialmente en la 

4 . PORTOS, lRMA, "La crisis y la política económica: ¿telón de fondo de la ocupación fe­

menina en México", en Problemas del Desarrollo, op. cit., pp. 7-17. 
5. Ibidem, p. 28. 
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región fronteriza, lo que ha reducido el predominio masculino en la 
rama manufacturera. 

La mayor participación de las mujeres en el mercado de trabajo no 
ha conseguido reducir la brecha entre los ingresos femeninos y masculi­
nos. 

En un contexto general de descenso en los niveles de retribución para 
la clase trabajadora, las mujeres desempeñan todavía, en térmi­
nos generales, los trabajos menos calificados y remunerados. 

Con frecuencia se argumenta que las mujeres ganan menos porque 
trabajan menos horas que los hombres. En el caso de la industria, la 
mujer se encuentra muy por debajo del hombre, pero en el nivel educa­
tivo la población femenina en las últimas décadas se ha incrementado; 
no obstante, existen marcadas diferencias salariales, una segmentación 
por sexo al interior de las profesiones y graves problemas para las muje­
res en el plano laboral, relacionados con la falta de capacitación y orien­
tación profesional dirigidas a ellas. 

Si bien existe consenso en que el TLC genera más empleos en México 
que en Canadá y Estados Unidos, esta ganancia es una recompensa mí­
nima por la pérdida de empleos y cierre de miles de micro, pequeña y 
mediana empresas, que la apertura comercial y en general la política 
neoliberal ha ocasionado en México. 

Si comparamos los niveles de instrucción de la población económi­
camente activa (PEA) mexicana con la de Estados Unidos y Canadá, 
vemos a las trabajadoras mexicanas en desventaja, respecto a grados de 
competitividad comercial y de productividad. 

En Canadá, las mujeres alcanzan niveles de instrucción elevados, 
pues el 74.3% tiene formación técnica y profesional, y el 7.9% licenciatu­
ra o posgrado, según datos de 1986. A la misma fecha, menos del 1% de 
las mujeres mexicanas alcanzaban nivel de licenciatura y posgrado, 
mientras que en el caso de las estadunidenses el porcentaje era mayor 
del 30%. 

La PEA femenina estadunidese registra niveles de instrucción altos, 
comparados con la PEA masculina, lo cual sugiere las pocas posibilida­
des de trabajo en Estados Unidos y Canadá para la mujer mexicana con 
licenciatura y posgrado. Las mujeres menos preparadas pueden conse­
guir empleo en labores mal remuneradas. 
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Conclusiones 

El beneficio del crecimiento de la fuerza de trabajo femenino es difícil de 
evaluar debido a que los cambios macroeconómicos afectan a diversos 
sectores y grupos de trabajo en diferentes formas. Además, no ha sido 
posible evaluar la aportación al Producto Interno Bruto del trabajo reali­
zado por las mujeres en el hogar, el cual no es remunerado. 

En México, las mujeres reciben salarios menores que los hombres, 
principalmente en la industria manufacturera; por ello, muchas empre­
sas extranjeras instalan maquiladoras en nuestro país para aprovechar la 
mano de obra barata, sobre todo del sector femenino. Las mujeres mexi­
canas que trabajan fuera del hogar no han mejorado su nivel de vida y, 
como consecuencia de la crisis de nuestro país, han visto reducidas sus 
prestaciones sociales, constituyéndose en el sector más desprotegido y 
más afectado por la apertura comercial y la política neoliberal que ha 
prevalecido en México durante la presente década. 
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La pobreza y los derechos sociales 

Gabriela Sánchez Luna' 

Q
uiero agradecer a la Federación Mexicana de Universitarias y a su 
presidenta, la maestra Patricia Galeana, su amable invitación para 

participar en este importante seminario. Asimismo, es un honor para mí 
compartir esta mesa en compañía de tan distinguidas personalidades, 
en la bella ciudad de Querétaro, y contar con un auditorio tan interesa­
do en estos temas. 

En la invitación a participar en este seminario se planteaban como 
tema general los derechos sociales, económicos y políticos, dentro de los 
cuales se enumeraban temas específicos como el derecho a la salud, a la 
educación, los derechos políticos, la pobreza, entre otros. Este último 
tema, la pobreza, ocupa el presente trabajo. Haremos unas breves re­
flexiones acerca de la pobreza en la historia; enseguida nos referiremos a 
algunas declaraciones de derechos humanos, individuales y sociales, a 
nivel internacional y nacional, a lo largo del tiempo, como el anhelo de 
lograr mejores condiciones de vida para la población. Por último, trata­
remos el tema de la planeación democrática y la pobreza; asimismo, 
analizaremos algunos instrumentos jurídicos del Estado mexicano para 
combatir la pobreza, y en especial la situación de la mujer. 

Algunas reflexiones acerca de la pobreza 

Al buscar bibliografía sobre el tema, encontré el libro escrito por una 
mujer, Gertrude Himmelfarb, La idea de pobreza. Inglaterra a principios de 
la época industrial.! 

Al principio del libro, la autora considera que: 

"Investigadora dellnstiruto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional 
Autónoma de México, 

1. HIMMELFARB, GERTRUDE, La idea de pobreza. Inglaterra a principios de la época industrial, 
Ed. Fondo de Cultura Económica, México, 1988. Traducción de Carlos Valdés. 
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Habla muy bien de la historia de la moderna Inglaterra el que el si­
glo XVllI tory y el siglo XX socialista estuvieran de acuerdo en esto, 
aunque no lo estuvieran en otras cosas: que la situación de los po­
bres es la "piedra de toque" de una civilización, de una nación, de 
una filosofía.' 

La autora hace un excelente repaso de escritores ingleses de los siglos 
XVIII y XIX preocupados por el tema de la pobreza, señalando que uno de 
los cronistas importantes de esa época, Williarn Maitland, en 1739 inclu­
yó en su History of London una lista detallada de escuelas, hospitales, asi­
los y sociedades de beneficencia, lo cual permitía darse cuenta de la 
grandeza de la metrópoli, consecuencia natural de su preponderancia 
comercial. "Así como la opulencia y la riqueza son resultado del comer­
cio, también son efecto suyo la enseñanza, la construcción de hospitales 
y la caridad". Les recordó a sus lectores que mientras los ingleses reco­
lectaban grandes cantidades de dinero para ayudar a sus pobres, los ex­
tranjeros, por no tener ordenamientos legales para sus pobres, los 
dejaban que "se murieran de hambre a discreción de los ricos".3 

La "idea de la pobreza" se puede extraer del ambiente social, de la 
conducta de la gente, de sus escritos, de la legislación, de sus debates, de 
los movimientos populares, de los tratados económicos y religiosos, 
de las novelas.4 La autora analiza, entre muchas otras obras, La riqueza de 
las naciones de Adam Smith y el Ensayo sobre la población de Thomas 
Robert Malthus, así como también, al abordar las "leyes de los pobres" 
en Inglaterra, nos remite a una obra de Alexis de Tocqueville, Memoir on 
Pauperism, donde leemos: "Los pobres ingleses parecen casi ricos en 
comparación con los pobres franceses; y los últimos son considerados de 
igual manera por los pobres españoles".' 

Regresemos en el tiempo y el espacio al siglo XVI y a México, entonces 
Nueva España, donde encontramos a don Vasco de Quiroga, oidor de la 

2. Ibidem, p. 1lo 
3. Citado por HIMMELFARB, GERTRUDE, op. cit., p. 47, quien remite a: MAITLAND, 
WILLlAM, The History 01 London from lts Foundations In) lhe Romalls lo lhe Presenl Time, 
Londres, 1739, pp. 635, 800. 
4. HIMMELFARB, GERTRUDE, op. cit., p. 19. 

5. Citado por HIMMELFARB, GERTRUDE, op. cit., p. 175, que remite a SEYMOUR 
DRESCHER (comp.), TocquevilLe and Beaumont Otl Social Reform, Nueva York, 1968, p. 2. 
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Segunda Audiencia de estas tierras, quien al llegar aquí entregó su vida 
y sus bienes en favor de los pobres' 

Al llegar a Nueva España, don Vasco de Quiroga se da cuenta muy 
pronto de la miseria en que vivían los indios y considera que no es posi­
ble mantener a los aborígenes en un estado perpetuo de ad misericordiam, 
"si son hombres capaces de llegar a hacerse bastantes, para usar la ex­
presión del propio don Vasco".' 

Por el mes de agosto de 1531, al año y medio de su llegada, propo­
ne al Consejo de lndias la fundación de nuevos pueblos indígenas, do­
tados de terreno y organización social adecuados. Un año después 
compra estancias para acrecentar el pueblo-hospital de Santa Fe. ' Im­
porta señalar que en su juicio de residencia señala cuánto gastó en San­
ta Fe hasta el año de 1536: lo equivalente a la totalidad de. su salario de 
cuatro años. Por ello estaba muy pobre y apenas tenía para comer: lo 
que ganaba lo invertía en la obra,9 muestra de su vocación de servicio 
y amor al prójimo. 

Los derechos humanos (individuales y sociales) 

La célebre Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciu­
dadano data del 26 de agosto de 1789 y es la expresión de la conquista, 

6. Rafael Aguayo Spencer '!eñala que hubo un hombre que influyó en la vida de Vas­
co de Quiroga: fray Hernando de Talavera, antiguo confesor de Isabel la Católica y 
primer arzobispo de Granada. Fray Hemando organizó su Iglesia buscando métodos 
para atraerse a los vencidos, es decir, a los moros; para tal efecto, después de los 60 
ai'tos aprende el árabe, manda imprimir catecismos, gramáticas y vocabularios en ese 
idioma, les da medios para trabajar en sus oficios, "con su propia vida muestra a tp­
dos la fecundidad inverosímil de la pobreza alegre y voluntariamente aceptada". 
Vide: AGUAYO SPENCER, RAFAEL, Don Vasco de Quiroga. Antología, Ed. Miguel Ángel 
Porrúa, México, 1986, p. 24. Edición, liminar y notas de José Luis Soberanes F. 
7. lbidem, p. 32. 

8. El concepto de hospital aplicado a pueblos y ciudades, señala Aguayo Spencer, 
obliga a meditar en una idea del hombre entendido como huésped del mundo y de 
sus semejantes. Nada tiene que ver con enfermería; si se quiere, estos organismos 
sociales son hospitales porque en ellos se albergan personas que padecen el mismo 
mal de la transitoriedad. Esta idea de transitoriedad da origen al particular don de 
percepción de la solidaridad humana de don Vasco de Quiroga. lbidem, pp. 36-37. 
9. lbidelll. pp. 34-35. 
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de la victoria de la lucha del hombre (de la burguesía) contra el absolu­

tismo del siglo XVlIl. 1O 

Los derechos proclamados en la Declaración, nos recuerda la doctora 
Monique Lions, son "naturales"; por tanto, no dependen de ninguna 
autoridad social o política y deben limitar al Estado en beneficio de to­
dos los individuos. Asimisn1o, una de las críticas formuladas a esta de­
claración es que no protegía a todas las clases sociales de la nación y no 

tomaba en cuenta los problemas económicos y sodalesY 
Además, continúa la doctora Lians, la Declaración establece dos se­

ries de disposiciones. Por una parte enumera los derechos "naturales e 

imprescriptibles" del hombre y del ciudadano; por otra, se refiere a los 
derechos de la nación, al formular varios principios de organización 
política, es decir, los fundamentos del nuevo derecho público.!' 

Hubo otras declaraciones posteriores y así, para el doctor Jorge 
Carpizo, en la Declaración francesa de 21 de junio de 1793 dos artícu­

los le parecen de especial interés: el 23 y el 33. En el Artículo 23 se 
establece: "La garantía social consiste en la acción de todos para asegurar 
a cada uno el goce y conservación de su derecho. Esta garantía se apoya 
en la soberanía nacional". Considera el doctor Carpizo que este artículo 
es W1 precedente de las declaraciones sociales: postula que cada hombre 
goce de todos sus derechos y lo impone como una obligación social; esta 
declaración establece como fin de la sociedad la felicidad común; por lo 
tanto, se entiende que ningún hombre es feliz ni libre si es explotado y 

10. La doctora Monique Lions señala que la idea de una declaración de derechos no 
era nueva y no sorprendía a nadie en Francia, ya que Benjamín Franklin había impul­
sado la difusión de las declaraciones de las constituciones de varios estados norte­
americanos y principalmente la Declaración de Independencia de los Estados Unidos 
del4 de julio de 1776. Vide: UONS, MONIQUE, "Los grandes principios de 1789 en la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano", en Bícelltellario de la Revo­
l llcióll Fra ncesa, Ed . UNAM, México, 1991, p. 149. 
11 . Ibídem, p. 148. 
]2. Los derechos del hombre están contenidos en diez artfculos que son: 1, 2, 4, 7, 8, 9, 
10, 11,13 Y 17, que se refieren a igualdad, libertad, propiedad, resistencia a la opre­
sión. Por otro lado, los derechos de la nación se encuentran en los artículos 3,5, 6, 12, 
13, 14, 15 Y 16 que formulan los cuatro principios esenciales de organización política, 
fundamentos del derecho público moderno: soberanía nacional, reino de la ley o 
principio de legalidad, separación de poderes y participación activa del ciudadano. 
Vide: LlONS, M ONIQUE, op. cit., pp. 152 Y 155. 
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no se reconoce su dignidad." El Artículo 33, por su parte, considera la re­
sistencia a la opresión como un derecho del hombre. 14 

Más tarde, la revolución industrial puso de manifiesto la ineficac,ia de 
las concepciones liberales clásicas, es decir: la libertad pertenecía a todos 
los hombres, pero no todos podían hacer uso de su libertad. La libertad 
de trabajo propició la explotación de los trabajadores y como conse­
cuencia apareció la miseria social y el desamparo total de los obreros.tS 
La concepción individualista de la vida social, reafirmada en la edad 
moderna, hizo del hombre un ser aislado de sus semejantes; en ese am­
biente no podía florecer la idea de la solidaridad y previsión sociales. l' 
Las corrientes socialistas, en especial de Marx y Engels, y las doctrinas 
de la Iglesia católica a través del papa León XlII en su encíclica Rerum 
Novarum, levantaron sus voces contra este sistema de explotación. 17 

Es hasta 1917, en la Constitución mexicana firmada en esta ciudad de 
Querétaro, cuando se plasma a nivel constitucional la declaración de los 
derechos sociales, en sus artículos 27 y 123.18 Resulta obvio destacar, nos 
dice don Alfonso Noriega, que al formular los artículos 27 y 123 los 
constituyentes tuvieron la intención de declarar los derechos que corres­
pondían a los campesinos y a los obreros. 19 

13. CARPIZO, JORGE, Ln Constitución mexicana de 1917, Ed. UNAM, México, 1979, p. 144. 
14. Sel1ala CARPIZO, JORGE, op. cit., p. 144, que el Artículo 33 expresa: "la resistencia a 
la opresión es la consecuencia de los derechos del hombre", y es "el más sagrado de 
los derechos y el más indispensable de los deberes" cuando se violan los derechos del 
pueblo. Este precepto establece como derecho y deber que el hombre vigile que sus 
derechos sean cumplidos; si estos no se cumplen, se tiene el deber de destruir la si­
tuación tiránica que oprime al individuo. 
15. NORlEGA CANTÚ, ALFONSO, Los dprecl/Os sociales, creación de fa Revolución de 191O.tI 
de la COllstitucióll de 1917, México, Ed. UNAM, 1988, p. 71. 
16. DE LA CUEVA, MARIO, El nuevo derecho mexicano del trabajo, tomo u, 4ª edición actua­
lizada por Urbano Farías, Ed. Porrúa, México, 1986, p. 7. 
17. NORlECACANTÚ, ALFONSO, op. cit., p. 71. 
18. Para este mismo autor, la declaración de los derechos sociales es una de las espe­
cies dentro de los derechos .ilumanos y tiene una historia reciente, ya que era imposi­
ble pensar que en 1789 se limitara la economía. El pensamiento prevaleciente en esa 
época era dejar que las fuerzas económicas de desarrollaran con en tera libertad; de 
ahí la famosa frase: "Dejar hacer, dejar pasar". CARrIZO, JORGE, op. cit., p. ]45. 
19. NORlEGA CANTÚ, ALFONSO, op. cit., pp. 75-76. También señala este autor que "los 
derechos consagrados en los artículos 27 y 123 de la Constitución de 1917, así como su 
sentido general-programático ... son la realización institucional jurídico-constitucional 
de las creencias y aspiraciones de la Revolución mexicana de 1910", pp. 89-90. 
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Don Emilio O. Rabasa, en su reciente libro, considera que los artícu­
los 3", 5', 24, 27, 28, 123 Y 130 confonnan el contenido social de la Cons­
titución mexicana de 1917.20 Otra declaración posterior de derechos 
sociales se incluyó en la Constitución de Weimar de 1919. Además de 
las garantías sociales contenidas en los artículos 27 y 123 constituciona­
les, el maestro Santiago Barajas comenta que el Constituyente mexicano 
ha establecido nuevas garantías sociales, como las contenidas en los ar­
tículos 31:1, sobre la educación; el 4Q

, sobre la familia, la salud y la vi­
vienda; los artículos 6' y 7' garantizan libertad de expresión; y el 25 
contempla al sector social dentro del marco de la planeación del desa­
rrollo nacional. 21 

A nivel internacional, contamos con diversos instrumentos relati­
vos a los derechos humanos, entre ellos, por ejemplo, la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas en 1948; la Declaración Americana de los De­
rechos y Deberes del Hombre, proclamada casi en forma simultánea 
por los estados del continente; 22 la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, de 1979;23 el Pac­
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 
1966;24 el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, del mismo 

20. RABASA, EMILIO O., El pensamiento político y social del Constituyente de 1916-1917, 
Ed. UNAM, México, 1996, p. 97. 
21. BARAJAS MONTES DE OCA, SANTIAGO, "Las garantías sociales", en Estudios jurídicos 
en lomo a la Constitución mexicana de 1917, Ed. UNAM, México, 1992, véase pp. 22-32. 

22. GROSS ESPIELL, HÉCTOR, "Universalismo y regionalismo en la protección de los de­

rechos humanos", en Los tratados sobre derechos humanos y la legislación mexicana (me­
sas redondas de 1 y 8 de abril de 1981), Ed. UNAM, México, 1981, pp. 15-16. 
23. Vide: LAVALLE URSINA, MARÍA, "Las Convenciones sobre la igualdad de derechos 
a la mujer y el derecho mexicano", en Los tratados sobre derechos humanos y la legislación 
mexicana, op. cit., pp. 47-58. 
24. "El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales incluye el 
derecho a la seguridad social, al trabajo remunerado, al descanso y al ocio recreativo; 
a disfrutar de un nivel de vida adecuado, a la educación y a participar en la vida cul­
tural de la comunidad". Vide: "Exposición del Poder Ejecutivo de la Unión sobre los 
pactos y convenciones internacionales que promueven la protección de los derechos 
humanos", en Los tratados sobre derechos humanos y In legislación mexicana, op. cit., p. 85; 
SZÉKELY, ALBERTO, "México y los instrumentos de las Naciones Unidas sobre Dere­
chos Humanos", en La protección internacional de los derechos del hombre. Balance y pers­
pectivas, Ed. UNAM, México, 1983, p. 210, en especial pp. 326-336. 
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año; 25 la Convención Americana sobre Derechos Humanosl conocida 
también como Pacto dE\ San José de Costa Rica, de 1969.26 

Cabe consignar aquí el tratamiento distinto, como lo señala A. H . 
Robertson l entre las dos categorías de derechos, es decir, los derechos ci­
viles y políticos y derechos económicos y sociales. Una gran diferencia es 
que los primeros se pueden asegurar de manera inmediata, si hay vo­
luntad política, ya sea a través de una ley o de otra forma; en cambio, 
para los segundos es necesario que, en la mayoría de los países, se alcan­
ce de antemano un nivel adecuado de desarrollo económico y sociaL27 

Todavía son muchos los derechos plasmados como simples expre­
siones de ideales, considera el maestro Víctor M. Martinez Bullé Goyri, 
sin mecanismos efectivos de garantía. Esto acontece en general con los 
derechos llamados "de la segunda generación", es decir, los de conte­
nido económico y social, y más aún con los de la tercera generación o de 
solidaridad" 

25. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece los derechos a la 
vida, a la seguridad de movimientos y de tránsito; las libertaqes de pensamiento, de 
conciencia, de religión, de opinión, de reunión y de asociación; prohíbe la tortura, la 
esclavitud y cualquier discriminación y garantiza la realización de un proceso legal. 
Protege los derechos políticos de los ciudadanos y otorga garantías a los niños y a las 
minorías étnicas, religiosas y lingüísticas. Vide: Los tratados sobre derechos humanos y la 
legislación mexicana, op. cit., p. 86¡ MARTÍNEZ BÁEZ, ANTONIO, "Correlaciones entre la 
Constitución y los pactos de las Naciones Unidas", en Los tratados sobre derechos huma­
rlOS y la legislación mexicana, op. cit., p. 22: señala que el Senado de la República apro­
bó los dos pactos internacionales e118 de diciembre de 1980, con algunas reservas; 
Vide: Szf:KELY, ALBERTO, op. cit., p. 217, en especial pp. 337- 355. 
26. CARPIZO, JORGE, "La Convención Americana sobre Derechos Humanos y la 
Constitución Mexicana", en Los tratados sobre derechos humanos y la legislación mexica­
na, op. cit., p. 31. 
27. En general, los derechos civiles y politicos imponen al Estado un deber de absten­
ción; esto quiere decir que el Estado no interferirá en la esfera de acción del individuo 
que desea ejercer sus derechos tales como la libertad de expresión. En cambio, los de­
rechos económicos y sociales imponen al Estado una obligación de tomar medidas 
positivas para asegurar su ejercicio efectivo, como por ejemplo el derecho a la seguri­
dad social. Vide: ROBERTSON, A. H., "Pactos y protocolo opcional de las Naciones Uni­
das, Convención Americana y Convención Europea sobre derechos humanos: 
Estudio comparativo", en La protección internacional de los derechos del hombre. Balance 
y perspectivas, op. cit., p. 150. 
28. MARrÍNEZ BULL~ GOYRI, VfcroR M., "La Declaración de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano de 1789 (su contenido)", en Bicentenario de la revolució11francesa, Ed. 
UNAM, México, 1991, p. 180; Véase también: BIDART CAMPOS, GERMÁN L Teoría gene­
ral de los derechos humanos, Ed. UNAM, México, 1989, pp. 195·201. 

- 237 -



Otra distinción que podemos señalar también, se refiere a la diferen­
cia entre las " garantías individuales" con el significado de los" derechos 
del hombre", consagrados de manera expresa o implícita en la Consti­
tución. Como indica el doctor Héctor Fix Zamudio, este último concep­
to, restringido y tradicional, se ha visto sustituido por el de los derechos 
fundamentales de la persona humana o derechos humanos, tanto en su 
sentido individual como social. Además, la idea de "garantía constitu­
cional" ha evolucionado y en la actualidad comprende la protección 
procesal de los derechos humanos y, en generat de toda disposición de 
la Carta fundamental. 29 

Por su parte, Bidart Campos hace referencia a una categoría de dere­
chos "imposibles". Con esto se refiere a la "imposibilidad" del disfrute 
de muchos derechos para muchos hombres por diversas razones, ya 
sean los condicionamientos del régimen político, su disfuncionalidad, 
etcétera, y sobre todo los condicionamientos de tipo social, económico, 
cultural, "aunque acaso sean sólo derechos por analogado" (a la vivien­
da, al trabajo, a la alimentación, a la salud, a la educación, a la seguridad 
social, a un medio ambiente sano).30 

La planeación democrática y la pobreza 

La pobreza es, en principio, un problema económico. El Estado liberal 
se abstuvo de intervenir en la economía (de ahí la citada frase: "Dejar 
hacer, dejar pasar"), lo cual provocó grandes desigualdades sociales 

29. RX ZAMUDlO, H~croR, Latinoamérica: Const itución, proceso y derechos humanos, Ed. 
UDUAL y Miguel Ángel Porrúa, México, 1988, p. 60. Al respecto, el doctor Fix Zamudio 
hace los siguientes comentarios acerca de un pensamiento común a los revoluciona­
rios franceses, con el propósito un tanto romántico de inscribir los derechos más 
esenciales de la persona humana en el texto de un documento constitucional, para 
que las autoridades los conocieran y los obedecieran. Esos hombres idealistas y un 
tanto ingenuos "creyeron que definiendo y precisando 105 derechos naturales del 
hombre que se consideraban como más importantes para su dignidad y elevándolos 
d la categoría de preceptos constitucionales, los iban a dar a conocer a gobernantes y 
gobernados, y por tanto, asegurar su eficacia y respeto por todos los miembros de la 
sociedad, y particularmente por parte de las autoridades", ibidem, pp. 55-56. En este 
sentido nos adherimos al comentario del maestro Castro: "Pero si la Constitución de 
1917 crea los derechos sociales ... en cambio, no moderniza la garantía de ellos". Vide: 

CASTRO, JUVENTINO V., prólogo al libro de RABASA, EMilJO O., op. cit., p. 14. 
30. BIDART CAMPOS, GERMÁN J., op. cit., p. 343. 
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y crisis económicas. Se considera que a finales del siglo XIX y principi­
os del xx, el Estado empieza a intervenir en la economía para corregir 
las disfuncionalidades en la actividad económica, y se empieza a ha­
blar del Estado intervencionista, Estado de bienestar, Estado social de 
derecho.3l 

Por lo que se refiere a la rectoría del Estado en materia económica, 
considera la maestra Fanny Pineda que los artículos 27, 28, 29, 31, Frac­
ción IV, 65, 73 Y l31 constitucionales contenían, ya de manera explícita o 
implícita, disposiciones que autorizaban al Estado a intervenir y dirigir 
la vida económica y la planeación,32 antes de la reforma a la Constitu­
ción mexicana en 1983. 

Las reformas constitucionales de 1983 a los articulos 25, 26 Y 73, Frac­
ción XXIX- oJ3 otorgan al Estado mexicano atribuciones en materia eco­
nómica, entre ellas la planeación que, como establece el Artículo 26, 
será democrática, y un plan nacional de desarrollo al que se sujetarán 
obligatoriamente los programas de la administración pública federal " 

La legislación mexicana, destaca el doctor José Luis Soberanes 
Femández, 

no muestra una clara tendencia a la lucha contra la pobreza [ ... ] En 
efecto, si entendemos al derecho no sólo como norma legal, sino 
como un conjunto de principios, instituciones, procedimientos y 
mecanismos que tienen un fin determinado [ ... ] vernos que la po­
breza ha sido abordada por el derecho corno: 1) objeto de la función 

31. Para el doctor Héctor Fix Zamudio, el Estado social de derecho se caracteriza 
como "una organización política y jurídica en la cual se reconoce la estructura grupal 
de la sociedad y la necesidad de armonizar los intereses de dichos grupos sociales, 
económicos, políticos y culturales, cada vez más complejos, a través de los principios 
de la justicia social". Vide: FIX ZAMUDlO, H~croR, "El Estado social de derecho y la 
Constitución mexicana", en lA Constitllcióli mexicana, rectoría del Estado y economía mix­
ta, Ed. Porrúa, México, 1985, p. 84. 
32. PINEDA, FANNY, "El derecho económico: ¿derecho del desarrollo?", en Boletín mexi­
cano de derecho comparado, año XIX, núm. 55, México, enero-abril de 1986, pp. 86-87. 
33. El3 de febrero de 1983 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto que 
reforma varios artículos constitucionales, entre ellos los artículos 25, 26 Y 73, Fracción 
XXIX-D. 

34. El 5 de enero de 1983 se expidió la Ley de Planeación que derogó a la Ley sobre 
Planeadón General de la República de 1930. En la nueva ley se establecen los linea­
mientos para elaborar el Plan Nacional de Desarrollo y los programas. 
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asistencial; 2) fuente de instituciones de seguridad social; 3) fuente 
de creación de marcos de excepción en ciertas instituciones.35 

En materia de planeación, en el sexenio pasado, el Programa Nacional 
de Solidaridad tuvo como objetivo emprender acciones para combatir 
los bajos niveles de vida.36 

En el presente sexenio, el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000" (PND) 

se refiere en su capítulo 4 al "Desarrollo social". La primera parte de este 
capítulo aborda la aspiración por la justicia social y señala que el princi­
pal desafío de México consiste en disminuir la pobreza y moderar la 
desigualdad entre los diferentes estratos de la población. En la parte del 
diagnóstico, la pobreza extrema se considera el problema social que re­
quiere atención más urgente: son cerca de 14 millones de mexicanos 
quienes no pueden satisfacer sus necesidades más elementales. Una de 
las lineas de acción de esta política prevé incidir en la circularidad entre 
pobreza y rezago democrático, para lo cual se otorgarán becas, de prefe­
rencia a mujeres, a fin de que participen en programas estratégicos de 
educación y capacitación que propicien el cambio demográfico. 

Otro propósito que señala el PND es: 

promover un conjunto de programas y acciones para garantizar a 
la mujer igualdad de oportunidades de educación, capacitación y 
empleo; plena equidad en el ejercicio de sus derechos sociales, jurí­
dicos, civiles, políticos y reproductivos." 

El PND establece una estrategia específica para privilegiar la atención a 
la población con mayor desventaja económica y social: se propone brin· 
darle servicios básicos y también promover su participación en activida-

35. SOBERANES FERNÁNDEZ, Jos~ LUIS, "Introducción"; Leyes y pobreza, Ed. Instituto 
de lnvestigaciones Jurídicas, Consejo Consultivo del Programa Nacional de Solidari ­
dad y El Nacional, México, 1993, pp. 19-20. 
36. Véase el acuerdo por el que se crea la Comisión del Programa Nacional de Solida­
ridad como órgano de coordinación y definición de políticas, estrategias y acciones 
en el ámbito de la administración pública para combatir los bajos niveles de vida, pu­
blicado en el Diario Oficial de la Federación el6 de diciembre de 1988; véase también: 
Consejo Consultivo del Programa Nacional de Solidaridad, El combate a la pobreza, 
Ed. El Nacional, México, 1990. 
37. Publicado en el Diario Oficial de la Federación, México, 31 de mayo de 1995. 
38. ¡bidem, p. 58. 
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des que aumenten su productividad y sus ingresos. Las lineas de acción 
para la política de combate a la pobreza serán proveer servicios básicos 
y apoyar el empleo y la producción. Se actuará sobre todo en materia de 
educación, salud, alimentación y vivienda. 

Del PND se derivan una serie de programas sectoriales que se refieren 
de alglma manera al tema de la pobreza y a mejorar la condición de la 
mujer, dentro de los cuales podemos destacar: el Programa Nacional de la 

Mujer 1995-2000,39 de Vivienda 1995-2000'" Y el Nacional de Población 1995-
2000,'1 entre otros. 

El Programa Nacional de la Mujer 1995-2000 contiene un rubro espe­
cífico, el número cinco, denominado "La carga de la pobreza para la 
mujer". Señala que en México la pobreza42 está asociada con graves 
desigualdades en la distribución de la riqueza, mientras el acceso a las 
oportunidades y frutos del progreso está socialmente diferenciado. Se 
considera que los hogares monoparentales (unidades con sólo uno de 
los progenitores e hijos solteros) dirigidos por mujeres son por lo común 
más pobres que los conyugales; sin embargo, reconoce que no todos los 
hogares monoparentales con jefatura femenina son pobres. 

Respecto a las mujeres rurales, por tradición han tenido a su cargo las 
tareas domésticas, incluida la responsabilidad de alimentar, cuidar y 
proteger a los hijos, en ocasiones sin el apoyo del esposo (cuando éste es 
migrante o se encuentra separado de ella). Además, realizan gran parte 
de trabajos fatigosos, por ejemplo la recolección de leña, acarreo de 
agua, cuidado de ganado y participación en las labores agrícolas, entre 
otros. En el hogar, la disminución del ingreso familiar implica para las 
mujeres del medio rural un incremento de la carga doméstica, además 
del aUlpento del trabajo agropecuario familiar no remunerado a su car­
go y Ii{ bús9ueda de trabajo retribuido. 

39. pu~c¡1a en el Diario Oficial de la Federación, México, 21 de agosto de ]996. 
40. Ibidem, 3 de junio de 1996. 
41. Ibidem, 7 de agosto de 1995. 
42. Este programa considera que la pobreza es la forma de exclusión de los indi­
viduos y las familias de los procesos productivos de la integración social y del acce­
so a múltiples bienes, servicios y oportunidades. La pobreza es una condición que, 
además de la injusticia social que representa, tiene un elevado costo para el país, 
pues impide elevar la productividad, bloquea el crecimiento económico y es una 
fuente latente que amenaza la paz, la estabilidad y compromete la democracia. Diario 
Oficinl, de la Federación, México, 21 de agosto de 1996, p. 15. 
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La mujer indígena comparte con la población rural la falta de acceso 
a bienes y servicios, aunque su situación de rezago es más difícil. Una de 
cada cinco mujeres sólo habla su lengua natal. Además de las labores 
domésticas, fabrican productos artesanales, sin embargo, dicha produc­
ción se ha visto afectada por su limitado acceso al cré,dito y la falta de 
canales de distribución y venta de productos, por lo que muchas de ellas 
llegan a abandonar sus comunidades'" 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal otorga a la Se­
cretaría de Desarrollo Social, en su Artículo 32, Fracción 1, la facultad de 
formular, conducir y evaluar la política general de desarrollo social para 
el combate efectivo a la pobreza; en particular, la de asentamientos hu­
manos, desarrollo urbano y vivienda; y la de coordinar las acciones que 
incidan en el combate a la pobreza fomentando un mejor ni vel de vida, 
en lo que el Ejecutivo federal convenga con los gobiernos estatales y 
municipales (Fracción 11). A principios de 1996 se publicó un acuerdo del 
secretario de Desarrollo Social en materia de superación de la pobreza.44 

En días pasados, algunos periódicos publicaron críticas acerca del 
programa que aplicará la Secretaría de Desarrollo Social para combatir 
la pobreza a nivel nacional." Sin embargo, el secretario de Desarrollo So­
cial, Carlos Rojas Gutiérrez, sostiene que el Programa de Alimentación, 
Salud y Educación (PASE) no fracasó y antes de fin de año se instrumen­
tará en diez estados con una cobertura inicial de 500 mil familias. 46 Por 
su parte, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público informó que el Pre­
supuesto de Egresos de la Federación para 1997 mantendrá al gasto so­
cial como la más alta prioridad y se tratará de intensificar la lucha contra 
la pobreza con acciones vinculadas a la educación .. salud y nutrición,47 

43. Ibidem, p. 18. 
44. Diario Oficial de la Federación, México, 5 de enero de 1996. Acuerdo mediante el 
cual se determina la fórmula, metodología y distribución de las asignaciones corres­
pondientes al Fondo de Desarrollo Social Municipal del Ramo 00026, Superación de 
la Pobreza, entre las Entidades Federativas para el Ejercicio Fiscal de 1996. 
45. JUÁREZ, MIGUEL ÁNGEL, "Carece el programa de bases sólidas, señala. Reprueba 
la Contraloria la tarjeta 'pobremático''', en Reforma, México, 19 de octubre de 1996, p. 2A. 
46. GÓMEZ FlORES, LAURA, "Se instrumentará en 10 estados, infonna. No fracasó el PASE, 
asegura el secretario de Desarrollo Social", en Ln Jornada, México, 22 de octubre de 
1996, p. 16. 
47. CASTELLANOS, ANTONIO, "Proyecta para ese año un crecimiento de 4% y un défi­
cit en cuenta corriente irúerior a 2% del PIB. El gasto social, prioridad en el presupues­
to de egresos 97: SHCP", en Úl Jomada, México, 21 de octubre de 1996, p. 49. 
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Consideraciones finales 

El tema de la pobreza puede estudiarse desde múltiples aspectos: econó­
mico, sociológico, jurídico, histórico, filosófico. Un aspecto muy impor­
tante es el punto de vista ético de la pobreza. Nos podemos preguntar: 
¿qué es más importante, el crecimiento económico por sí solo, o mejorar 
el nivel de vida de toda la población?, ¿es prioritario el beneficio de una 
minoría a costa de la mayoría?48 

Desde el punto de vista jurídico-político, las declaraciones de dere­
chos humanos, individuales y sociales, surgieron como respuesta para la 
protección de los individuos y los grupos sociales en contra de los abu­
sos del poder. Se plasmaron en documentos constitucionales, aunque en 
ocasiones sólo eran meras declaraciones, por lo que se requería de una 
auténtica defensa jurídica. De ahí la distinción, corno ya señalamos, que 
hace el doctor Fix Zamudio entre garantía constitucional y derechos hu­
manos, a la que otros autores se refieren como la diferencia entre los de­
rechos civiles y políticos y los derechos económicos y sociales. 

En nuestra Constitución no aparece el concepto" derecho a la alimen­
tación",49 aun cuando México es firmante, a nivel interna~ional, de los 
compromisos que incluyen la alimentación como prioridad máxima.50 

Cabe preguntarse entonces, como lo hace don Mariano Palacios Alco­
cer, quien fuera gobernador de Querétaro: 

... ¿puede considerarse vigente el pacto social de los mexicanos de­
finido en Querétaro en 1917, cuando gruesos sectores de la pobla-

48. Para Julio Boltvinik,la lucha contra la pobreza en nuestro país "debe ser simultá4 

neamente, que ataque la desigual distribución de la riqueza y del ingreso y, en gene· 
ral, contra la desigualdad social en todas sus manifestaciones. Sin embargo, este 
fenómeno es resultado de derechos sociales no respetados. Se ha otorgado absoluta 
prioridad al pago de la deuda externa respecto del pago de la deuda social". 
BOLTVINIK, JUUO, "10 tesis sobre la pobreza en México". Vide: HERRERA, PtA, "Erróneo 
pensar que se superará la pobreza sin reducir los privilegios de las minorías", en Gn4 

ceta UNAM, México, 17 de octubre de 1996, p. 18. 
49. Aunque se encuentra de manera implícita en el Artículo 4!! constitucional, véase: 
MARTJNEZ BULLÉ GOYRl, VíCTOR M., "Derecho y pobreza", en Leyes y pobreza, op. cit ., 
p.38. 
50. PALAClOSALCOCER, MARlANO, El régimen de garantías sociales en el consti/uciollalís 4 

mo mexicano. Ewlución y perspectivas contemporáneas, Ed. UNAM, México, 1995, pp. 208-
209. 
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ción se encuentran empobrecidos y rezagados del desarrollo, sin 
posibilidades reales de acceso a un piso social básico en materias 
de alimentación, salud, trabajo, vivienda, educación o ambiente?51 

El grave problema de nuestra economía es la falta de creación de em­
pleos bien remunerados, con lo cual se facilitaría a la gente, ya sea hom­
bre o mujer, el acceso a la educación, los servicios de salud, la vivienda, 
los alimentos. Se requiere del esfuerzo de todos los n1exicanos, de gober­
nantes y gobernados, a fin de buscar con creatividad mecanismos para 
disminuir la pobreza. 

51. ¡bidem, p. 13. 
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Capítulo VII 

Estados de la región norte 





La mujer ante el derecho civil en Coahuila 

Rosa María Guzmán Cedillo' 

En 1975, Año Internacional de la Mujer, se modificaron 27 artículos 
del Código Civil del Distrito Federal relativos a las mujeres. Algu­

nos también se modificaron en el Código Civil del Estado de Coahuila 
en 1982, siete años después. 

Nuestro grupo en Coahuila ha revisado el Código Civil estatal vigen­
te artículo por artículo; sus observaciones se publicaron en el libro La 
situación de la mujer en Nuevo León, y nos sorprendió que en 1993 (fecha 
de la publicación) reaparecieran artículos en el Código Civil del Distrito 
Federal que habían sido derogados en nuestro estado desde 1982. 

Este trabajo nos ha llenado de entusiasmo y en cuanto al Código Civil 
del Estado de Coahuila, proponemos: 

Artículo 54. En cuanto a la descripción de las actas de nacimiento, 
la utilización de los términos masculino o femenino. 

Respecto a la familia, incluir una definición de la misma lo más amplia y 
flexible, capaz de ofrecer cabida a las diversas modalidades que hoy en 
día se observan (uniparentales, reconstituidas o recompuestas, extensas). 

Articulo 156. Son impedimentos para celebrar el contrato de matri­
monio: [ ... ] Fracción v. El adulterio habido entre las personas que 
pretendan contraer matrimonio, cuando ese adulterio haya s ido ju­
dicialmente comprobado. 

Dicho impedimento constituye una causa de nulidad, como lo señala el 
Artículo 235, Fracción ll, y aun cuando el último párrafo del Artículo 243 
refiere que dicha acción debe intentarse dentro de los meses siguientes a 
la celebración del matrimonio de los adúlteros, uno se cuestiona: ¿A 
quién se pretende sancionar con este impedimento? ¿A los hijos habidos 

... Maestra en Ciencias. Presidenta de la Asociación de Universitarias de COMuila, A. C. 
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de esa unión, ~on estigma permanente en su formación de ser humano? 
¿A la mujer, marginada ante la sociedad corno un ser indeseable? ¿O al 
varón, eximido de toda responsabilidad y obligaciones contraídas bajo 
el vínculo matrimonial? ¿Cuál sería entonces la condición de la mujer 
ante la ley: como adúltera o como concubina?, y ¿en qué forma trascien­
de la esfera tan protegida de los bienes en la familia? 

Por lo anterior, se propone derogar la FracCión V del Artículo 156. 

Artículo 158. La mujer no puede contraer nuevo matrimonio sino 
hasta pasados trescientos días después de la disolución del ante­
rior a menos que dentro de ese plazo diere a luz un hijo; en los ca­
sos de nulidad o de divorcio, puede contarse este tiempo desde 
que se interrumpió la cohabitación. 

y se propone reformarlo en los siguientes términos: 

La mujer y el varón quedan en aptitud de contraer nuevo matri­
monio una vez que cause ejecutoria la sentencia de la disolución 
anterior y que quede debidamente inscrito el divorcio o nulidad en 
la Oficialía del Registro Civil. 

Esto, en virtud de que en la práctica es muy difícil seguirlo al pie de 
la letra. Del Artículo 168, en cuanto a la denominación marido y mujer 
consideramos que es despectiva y deberá cambiarse por cónyuges, es­
posa y esposo, etcétera. 

Artículo 274. El divorcio por mutuo consentimiento no puede pe­
dirse sino pasado un año de la celebración del matrimonio. 

Se propone derogarlo por impráctico, pues la voluntad de las partes 
debe prevalecer en correspondencia, ya que la voluntad de las mismas 
originó el matrimonio. 

Artículo 281. El cónyuge que no haya dado causa al divorcio, pue­
de antes de que se pronuncie la sentencia que ponga fin al litigio, 
prescindir de sus derechos y obligar al otro a reunirse con él. 
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Esto debe derogarse por improcedente e impráctico, además de viola­
torio a los derechos humanos. 

Artículo 283. Fracción primera y segunda. En cuanto a la situación 
de los hijos, el juez deberá resolver lo que les convenga, eliminan­
do la disposición que señala que los hijos quedarán bajo la potes­
tad del cónyuge inocente. 

Artículo 289. En virtud del divorcio, los cónyuges recobran su 
entera capacidad para contraer nuevo matrimonio. 

El cónyuge que haya dado causa al divorcio, no podrá vol­
ver a casarse sino después de dos años a partir que se decretó el 
divorcio. 

Para que los cónyuges que se divorcien voluntariamente pue­
dan volver a contraer matrimonio, es indispensable que haya trans­
currido un año desde que obtuvieron el divorcio. 

Se propone eliminar estos limítes o sanciones para contraer nuevas 
nupcias, pues resultan inoperantes para ambas partes y contrarios a 
la voluntad de terceros no involucrados, como es el nuevo o la nueva 
contrayente, contra quien se atenta en sus derechos sin mediar ninguna 
culpabilidad. 

Artículo 308. Los alimentos comprenden la comida, el vestido, la 
habitación, y la asistencia en casos de enfermedad. Respecto de los 
menores los alimentos comprenden además los gastos necesarios 
para la educación primaria del alimentista, y para proporcionarle 
algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a su sexo y cir­
cunstancia personales. 

Se propone suprimir lo siguiente: "( ... ) y adecuados a su sexo y circuns­
tancia personales". 

Respecto al matrimonio, se comentó la necesidad de insistir ante 
los gobiernos estatales para omitir la lectura de la Epístola de Mel­
chef Ocampo y en su lugar leer una carta donde se den a conocer a 
los contrayentes los derechos y las obligaciones que adquieren con el 
matrimonio. 

Respecto a los requisitos para contraer matrimonio: 
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a) En relación con la dispensa de la edad para contraer matrimonio, 
deberá darse sólo con el consentimiento de los padres o tutores ante la 
autoridad competente, sin intervención de la misma. 

b) En relación con la figura anacrónica de esponsales, consideramos 
que debe ser eliminada de los códigos, ya que su sentido inspirador tie­
ne como eje seguir considerando a la mujer como objeto. Sólo deberán 
conservarse las disposiciones relativas a la protección sobre donaciones 
y bienes prenupciales. Derogar los artículos 139 y 154, Capítulo ll. 

En relación con los derechos y obligaciones que nacen del matrimo­
nio, encontramos que: 

Artículo 169. Deberá establecerse en los códigos que ambos cón­
yuges podrán dedicarse a cualquier actividad lícita. 

Por lo tanto, se eliminarán conceptos como "cualquier actividad excep­
to la que dañe la moral de la familia o estructura de ésta" el cual, dicho 

sea de paso, contraviene el Artículo 52 constitucional que habla de la li­
bertad de trabajo. 

Deberá considerarse en los códigos civiles que, cuando la mujer se 
dedique sólo al trabajo doméstico, éste deberá considerarse como su 
aportación económica al patrimonio familiar. 

Se contabilizará el trabajo doméstico como el trabajo necesario para el 
mantenimiento de la familia, y se complementará con el correspondien­
te al gasto en salario que erogue el marido. 

En caso de que la mujer desempeñe una actividad por una remune­
ración asalariada, sólo contribuirá proporcionalmente a los gastos de la 
familia; el hombre se hace responsable de la parte que le corresponde 
del trabajo doméstico. 

En cuanto al trabajo doméstico, se propone la siguiente definición: 
cuidado de los niños, socialización, lavar, planchar, hacer comida, barrer, 
trapear, asear a los niños, firmar boletas, asistir a las juntas de los padres 
de familia, ayuda en tareas escolares, así como transmisión de valores, 
pago de servicios, administración de recursos. Deberá abarcar también 
la protección para efectos jurídicos de secesiones, pensiones alimenti­
cias, derecho a la propiedad y posesión de la tierra. 

En este sentido, se considera al trabajo doméstico como un valor produ­
cido a lo largo del matrimonio. 
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El concubinato es una realidad innegable en nuestro país, forma par­
te de la cultura de nuestros pueblos; por ello es imprescindible otorgar­
le reconocimiento jurídico en relación con los derechos y las 
obligaciones de los concubinas, equiparado al matrimonio. Por lo tan­
to, debe establecerse, de acuerdo con las condiciones de cada estado, 
los requisitos de comprobación y tenninación de este vínculo. Propone­
mos que el concubinato tenga el mismo valor jurídico del matrimonio 
en térn1inos de derechos y obligaciones, sin que deba ser sancionado 
por rito alguno. 

Al respecto, intentamos definir el concubinato como "una relación 
de hecho, permanente, entre dos personas que no tienen otra rela­
ción formal ni legal y que tienen los mismos fines que se establecen en el 
matrimonio" . 

En relación con el tema del divorcio 

Concluimos que por la dificultad probatoria del gran número de causa­
les, éstas deberán contenerse principalmente en: 

• Acciones y omisiones que van en contra de la integridad familiar. 
• Acciones y on1isiones que van en contra del patrimonio familiar. 
• Acciones y omisiones que van en contra de los mismos fines y obje­

tivos del matrimonio. 
• Otras causales. 

Se comenta una figura novedosa, denominada "custodia compartida", 
cuya finalidad es que los hijos no sean afectados en su patrimonio, 
domicilio, medio ambiente; los padres deberán salir del domicilio con­
yugal y, en todo caso, turnarse para la atención de los menores. 

Se considera también necesario construir de oficio el patrimonio fa­
miliar y que la pensión alimenticia de los hijos, de haber separación, 
también se siga de oficio, a partir del tabulador que fije el porcentaje en 
función del salario. 

Por otro lado, si tanto el hombre como la mujer tienen la misma ca­
pacidad jurídica ante la ley, no hay por qué priorizar a los abuelos pater­
nos sobre los maternos. Propuesta: el derecho deberá recaer en aquellos 
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abuelos (matemos o paternos) de mayor responsabilidad y cercanía con 
los nietos, tanto afectiva como moral y material. 

Artículo 340. En relación con la filiación, se propone que la obligatorie­
dad de ésta sea aspecto fundamental tanto para el padre como para la 
madre; para investigar la paternidad y la maternidad, así como la filia­
ción, es necesario no reducir los medios o formas de probar el entronca­
miento a las copias de las actas que expida el Registro Civil. 

Gutiérrez y González sugiere que se debe admitir cualquier medio o 
forma de probar el entronque, salvo aquel que a juicio del Estado, por 
conducto del funcionario judicial, sea notoriamente contrario a la ley o a 
la moral. 

En este aspecto, Gutiérrez y González propone añadir algunos artícu­
los referentes al concepto de apariencia y descendiente. 

La posesión juega un papel al otorgar o conferir a la persona que la 
tiene, el aprovechamiento "para sí" de las facultades o derechos 
que se obtienen de ese estado de hecho, esto es, surte efectos pro 
interius, en tanto que la apariencia juega un papel frente al público, 
frente a terceros en general, esto es, surte efectos erga vulglls. 

En esta materia de filiación, se habla de posesión de estado refi­
riéndola básicamente a la apariencia que un descendiente tiene 
frente a la colectividad, y así se expone que para haber esa "pose­
sión" se precisa del nombre, del trato y de la fama. 

Para el descendiente interesa la "posesión de estado", aspecto 
pro interius, pues ello le permitirá exigir a la o las personas ante las 
cuales tiene su filiación fincada, que le cumplan con los deberes 
que la ley impone a los ascendientes, pero ése ya no es problema 
de la apariencia, que es lo que se tiene que probar ante un tribunal, 
para el efecto de que se reconozca a una persona como descendien­
te de otra. 

Apariencia de estado o de descendiente es el aspecto, porte o 
traza que ante la colectividad en que se mueve una persona la 
identifica de ser descendiente de una determinada mujer y hom­
bre, o de ambos. 

Artículo 343. Acción para acreditar la apariencia de estado, o de des­
cendiente. 
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La acción para acreditar la apariencia de estado de descendiente se 
prueba por todos los medios ordinarios que autoriza la ley y que tien­
dan a demostrar: 

a) Que el descendiente ha sido o es tratado como tal, ya por la mujer, 
ya por el hombre, ya por ambos. 

b) Que la familia de la mujer y la del hombre le han dado ese trato de 
descendiente. 

c) Que ha usado públicamente el apellido de la mujer y el del hom­
bre, así corno el nombre que se supone le atribuyeron. 

d) Que sus necesidades de habitación, alimentos en general y educa­
ción han sido satisfechos, ya por la mujer, ya por el hombre, ya por 
ambos. 

"La acción que se confiere en este artículo no caduca y es transmi­
sible a sus descendientes". 

Efecto de la prueba de estado o de descendiente 

El que obtiene sentencia ejecutoria del juez de lo familiar, en la cual 
se determina que probó su acción de apariencia de estado de des­
cendiente, adquiere el derecho de tener acreditada ergo homes, ante 
todo el mundo, su filiación en relación con la o las personas a las 
cuales demandó, y poder exigirles el cumplimiento de los deberes 
que derivan de la filiación. 

Convendría revisar la potestad de modo tal que hijos e hijas fueran here­
deros de manera más igualitaria y preferente de lo que son hoy en día. 

Legislar en ellanto a: 
La inseminación artificial. 

En este aspecto se retoman las problemáticas derivadas en la familia; 
en lo tocante a la filiación, cuando la inseminación se realiza en forma de 
heteroinseminación, pues la autoinseminación no tiene relevancia algu­
na para el derecho. 
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Falta legislar la situación de: 
Las personas libres, tales corno los novios, donde pudiera existir un em­
barazo y de ello un descendiente. 

En este caso la mujer no tiene la figura de esposa, concubina o aman­
te. Dado que el embarazo es una realidad de dos personas, se propone 
legislar de manera tal que la ley proteja al descendiente y tanto el padre 
como la madre tengan derechos y obligaciones sobre el hijo y no sólo la 
madre, como ocurre en nuestro medio, con independencia de la situa­
ción legal de los padres. 
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La mujer en la legislación sinaloense 

Jesús Hilda López Calderón' 

E n México se han realizado grandes esfuerzos para hacer realidad la 
igualdad jurídica entre el varón y la mujer, en el marco de la Cons­

titución federal. En 1953 le fueron reconocidos plenos derechos políticos 
a la mujer, sin embargo, en 11 entidades federativas ya se había hecho la 
promoción correspondiente en las legislaciones locales; entre ellas des­
taca Sinaloa en 1938. 

A nuestra Constitución se le han hecho diversas reformas en el 
transcurso del tiempo para eliminar todas las formas de discrimi­
nación hacia la mujer; van desde las referentes al acceso de la instruc­
ción pública, la igualdad frente al varón y ante la ley, así como el 
reconocimiento al derecho de una maternidad libre, responsable e in­
formada, la protección de la salud y la remuneración igual por trabajo 
igual. 

Estas reformas a la Carta Magna han originado modificaciones a las 
leyes de educación, trabajo y a las generales de salud, procedimientos 
electorales, así como a normas locales de códigos civiles y penales. 

De lo dicho se desprende que existe una estructura jurídica garante 
de la igualdad del hombre y la mujer, y que la eliminación de todas las 
formas de discriminación de la mujer en las leyes y reglamentos han 
sido plasmadas en los instrumentos de derecho internacional que Méxi­
co ha suscrito. 

La Constitución del estado de Sinaloa, en su Artículo 8', sei'!ala que 
son ciudadanos sinaloenses los hombres y mujeres nacidos en e l esta­
do ... Este artículo fue reformado en 1953, ya con énfasis en la perspecti­
va de género. 

Es en la legislación secundaria donde se han realizado importantes 
reformas al Código Civil y de Procedimientos que reconocen la igualdad 
entre el varón y la mujer; en el capítulo denominado "Los derechos y 
obligaciones que nacen del matrimonio", motivo de reformas en casi la 

>lo Abogada. Presidenta de la Federación de Universitarias de Sinaloa, A. e 
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totalidad de su contenido a raíz del Año Internacional de la Mujer 
(1975), se eliminó cualquier mención de la supuesta sumisión de la mu­
jer o su condición de inferioridad respecto del marido; quedan sentadas 
las bases para que la relación entre los cónyuges funcione con igualdad 
y reciprocidad de derechos y deberes, tanto en el manejo del hogar como 
en la formación y educación de los hijos. 

El Artículo 168 del Código Civil establece que marido y mujer ten­
drán autoridad y consideraciones iguales en el hogar, sin embargo, en 
los tres foros regionales llevados a cabo en nuestra entidad, donde par­
ticiparon mujeres universitarias involucradas en las diferentes ramas del 
sector público y privado, jueces, ministerios públicos, abogadas postu­
lantes, catedráticas, universitarias de diferentes disciplinas jurídicas, 
procuradoras de la defensa del menor y la familia, médicas, psicólogas, 
trabajadoras sociales y amas de casa, mujeres representativas de orga­
nizaciones no gubernamentales, analizamos los problemas ocasionados 
en la práctica por los rezagos aún presentes en algunas disposiciones 
jurídicas. Destacan las siguientes cuestiones. 

En lo referente al divorcio, el Código Civil vigente observa un siste­
ma rígido, al enumerar en forma casuística y limitativa las causas por 
los cuales puede solicitarse la disolución del vinculo matrimonial. Esta 
se dificulta al tratar los efectos del divorcio necesario en relación con 
los hijos menores, pues el Artículo 283 del Código Civil previene que 
d e acuerdo con la causal origen del divorcio, el cónyuge inocente 
conservará la patria potestad, en tanto que el culpable la perderá en 
definitiva. Tales disposiciones resultan violatorias a los derechos de 
máxima jerarquía de que los hijos son inalienables e irrenunciables; 
dichos preceptos pefpetuan los roles aunque en apariencia favorecen a 
la mujer. 

Resulta paradójico al admitir la demanda de divorcio, O antes si hu­
biera urgencia de separar a los cónyuges en conflicto, que el juez, de 
conformidad con el Código de Procedimientos Civiles pueda decretar el 
depósito de personas, pero fuera del domicilio conyugal, lo que motiva 
grandes trastornos para la mujer y los hijos. 

En lo que se refiere a la filiación, todavía se protege al varón de una 
imputación de paternidad no deseada; por lo difícil de la investiga­
ción respectiva, se facilita que el padre pueda desconocer su responsa­
bilidad. 
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Como la familia es el núcleo en donde se gestan las bases para una 
nueva sociedad, libre de discriminaciones, papeles y mitos estereotipa­
dos, se justifica que las reformas de verdadera trascendencia en el Códi­
go Civil del estado expresen las cuestiones de la familia favorables a 
nuevas formas de relación intrafamiliar; por ello, también la Epístola de 
Melchor Ocampo que se leía a los contrayentes, obsoleta por remarcar la 
figura de la autoridad o potestad marital y la sumisión de la mujer al 
varón, fue sustituida en 1988 por la Carta de Derechos y Deberes de los 
Cónyuges. 

El Código Penal estatal tuvo grandes modificaciones en 1992, sobre 
todo en lo referente a la violencia intrafamiliar contra la mujer y los hi­
jos; se ha comprobado que 60% de las mujeres de nuestra entidad sufre 
maltrato físico o psicológico por parte de su compañero y que estos 
comportamientos tradicionales se vuelven cíclicos. 

El apartado sobre lesiones ocasionadas al cónyuge o descendientes 
en ejercicio del derecho de corregir son castigados con una mitad más de 
las -penas aplicables para la lesión inferida. 

El homicidio perpetrado con dolo en contra del cónyuge, ascendien­
tes o descendientes tiene también mayor penalidad. 

La violación reviste mayor gravedad si se realiza en contra de meno­
res de 12 años o incapacitados, en ese caso la pena será de 10 a 30 años de 
prisión. Tiene penalidad mayor cuando el agente responsable del delito 
tenga parentesco consanguineo, por afinidad o civil con el ofendido. 

De gran trascendencia" por los momentos que vivimos, es la reciente 
reforma al Código Civil de nuestra entidad, en sus artículos 725 y 728, 
para precisar y ampliar los bienes integrantes del patrimonio familiar. 
Para esta reforma sustancial, con mayor protección a los miembros de la 
familia, se consultó la opinión de colegios de abogados, profesionistas, 
universidades y organismos sociales. 

Como se puede observar, se han hecho diversas modificaciones a la 
legislación para mejorar la condición de la mujer; sin embargo, persisten 
grandes rezagos, pues muchos de los esfuerzos realizados han tenido un 
carácter en esencia propositivo; nuestro esfuerzo debe ir más allá y no 
sólo limitarse a revisar nuestra legislación y hacer propuestas en dife­
rentes foros, sino que a través de las organizaciones de tmiversitarias en 

nuestras respectivas entidades gestionemos, ante las autoridades com­
petentes, las reformas legislativas necesarias para terminar de una vez 
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por todas con las desigualdades entre hombres y mujeres que limitan el 
pleno desenvolvimiento de nuestra sociedad. 

Sólo así aportaremos algo importante para mejorar la condición y el 
pleno ejercicio de los derechos de la mujer. 
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La situación de la mujer en Sonora 

María Inés Aragón Salcido' 

En octubre de 1995 se realizó en Sonora un evento denominado Foro 
sobre la Situación de la Mujer en Sonora, convocado por el Consejo 

Estatal de Población y la Universidad de Sonora, con el fin de analizar y 
conocer la situación de la mujer sonorense. Hemos acudido a la memo­
ria de dicho foro y recogemos las principales propuestas expresadas por 
sus participantes, para exponerlas y darlas a conocer en este seminario 
nacional. 

Debe aclararse que las propuestas surgidas de las diferentes mesas de 
trabajo del foro mencionado, de acuerdo con su metodología, sólo ex­
presan la participación de los distintos representantes de instituciones 
gubernamentales y académicas, así como de organizaciones no guberna­
mentales; es decir, no son resultado de discusión y consenso. 

En síntesis, las propuestas que damos a conocer reflejan, en sus di­
versas manifestaciones, el sentir de mujeres y varones sonorenses que se 
preocupan y participan activamente para promover y realizar el desa­
rrollo integral de la mujer. 

Salud 

• Realizar programas de vigilancia de la nutrición desde el último 
trimestre de embarazo hasta los 18 meses de edad de los niños y de 
ser posible continuar con ellos hasta que cumplan cinco años, sin 
dejar de vincular la investigación y la toma de decisiones, con el fin 
de lograr programas y acciones efectivas para combatir la mala nu­
trición . 

• Vincular la información sobre VIH/Sida con actividades tanto de 
salud reproductiva como de educación sexual. 

,. Abogada. Coordinadora de Estudios Legislativos y Reglamentarios del Gobierno 
del Estado de Sonora. 
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• Impulsar acciones preventivas en población adulta tendientes a 
retardar o eliminar el padecimiento de enfermedades que causan 
deterioro funcional, lo cual garantizará en el futuro una población 
en la tercera edad con mayor independencia física y social. 

• Promover entre ciertos estratos sociales sistemas de ahorro para el 
retiro que sean alternativos al SAR y los de la seguridad social. Esto 
garantizará a los hogares contar con mayores recursos económicos 
para hacer frente a los problemas de salud de los miembros de 
edad más avanzada. 

• Investigar el impacto que ejerce la población de la tercera edad 
incapacitada en los miembros de la familia, sobre todo en la mujer 
en edad reproductiva. 

• Que las diferentes instancias gubernamentales estimulen y apoyen 
a asociaciones civiles de servicios comunitarios, reconozcan la ca­
pacidad de estos grupos para organizarse y establezcan relaciones 
de respeto a su autonomía y democracia. 

Educación 

• Ofrecer a las niñas oportunidad de desarrollarse a su máximo po­
tencial implica un proceso de movilización social que haga de ésta 
una preocupación de todos: de quienes toman decisiones, de auto­
ridades y representantes de medios de comunicación, maestros, 
policías, religiosos, padres, abuelos, etcétera; de lo contrario, la 
desigualdad que afecta tanto a las mujeres corno a los hombres se­
guirá frenando las posibilidades de progreso social. 

• Que los gobiernos estatal y nacional realicen esfuerzos para crear 
incentivos a las mujeres que quieran continuar con sus estudios; 
asimismo, revisar el sistema de educación primaria, secundaria y 
preparatoria abierta con el fin de corregir la falta de difusión y fa­
llas de operación de estos programas. 

• Impulsar la creación de un sistema de estancias infantiles a partir 
de un estudio profundo de las necesidades de las mujeres, toman­
do en cuenta todos los horarios de trabajo. 

• Considerar a la investigación educativa y social corno estrategia de 
acción y solución, reconsiderando la labor docente corno facultad 
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para realizarla, pudiendo aprovechar la estructura organizacional 
educativa, sin menoscabo de reembolso económico, para quienes 
la realicen; que las acciones de las instituciones responsables de 
mejorar la atmósfera cultural e impartir educación integral sean 
congruentes con la política educativa. 

• Que los medios de comunicación se abstengan de presentar a la 
mujer como un ser inferior y de explotarla como objeto sexual o 
bien de consumo, en lugar de presentarla COlno un ser humano 
creativo, agente principal, contribuyente y beneficiaria del proceso 
de desarrollo. 

Trabajo 

• Hacer investigaciones sobre el tema migratorio en el estado de 
Sonora. 

• Incluir el papel de la mujer en los flujos migratorios, pues de ellos se 
pueden derivar programas específicos, ya sea en términos de sus 
posibilidades dentro de los mercados de trabajo y/o de su papel en 
los arreglos familiares relacionados con decisiones migratorias. 

• Capacitar integralmente sin diferenciación de sexo. 
• Promover el ingreso de trabajadoras a las áreas de trabajo donde 

normalmente laboran hombres. 
• Diseñar políticas gubernamentales concretas y de aplicación 

inmediata que atiendan las dificultades surgidas en el mundo pri­
vado de la mujer, a partir de que ésta se incorpora en la esfera 
de lo público, para orientar el sentido del desarrollo de una socie­
dad. Estas políticas deben abarcar tanto a las mujeres corno a los 
hombres. 

• Reforzar la legislación laboral vigente, así como futuras iniciativas 
de ley, con programas de sensibilización y difusión dirigidos a ¡as 
mujeres para que conozcan y exijan su cumplimiento real. 

• Conformar una comisión estatal que elabore un diagnóstico sobre 
los derechos laborales de la mujer, en el marco de los cambios a la 
Ley Federal del Trabajo. 

• Financiar. de manera oportuna y suficiente los proyectos de la 
mujer. 
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• Impulsar una política integral de atención a la mujer, que deberá 
contar con las instancias necesarias. 

Violencia contra la mujer 

• Crear programas de prevención contra la violencia y sobre los de­
rechos humanos de las mujeres; fomentar su difusión en las insti­
tuciones educativas de todos los niveles. 

• Instalar y apoyar agencias especializadas de atención a los delitos 
sexuales y la violencia intrafamiliar en coordinación con las orga­
nizaciones no gubernamentales de mujeres en todo el estado. 

• Revisar, por parte del Estado, la legislación de los medios de co­
municación a fin de suprimir sexismo, explotación y mensajes pro­
motores de la violencia hacia las mujeres y su familia. 

• Crear un sistema eficaz de protección a víctimas desde una pers­
pectiva de problemática social y pública. 

• Extender los programas de prevención a través de las instituciones 
que concentran el mayor número de niños y padres de familia, co­
mo guarderías e iglesias, además de instituciones educativas. 

• Motivar a la sociedad civil a denunciar los hechos delictivos deri­
vados de la violencia sexual e intrafamiliar, a fin de evitar la impu­
nidad de los agresores. 

• Implantar programas de rehabilitación, terapéuticos y reeduca ti­
vos para los agresores, como sustitutos de prisión (en materia de 
violencia intrafamiliar). 

• Fomentar una nueva cultura penitenciaria que permita a las in­
ternas, mediante capacitación y reeducación, enfrentar el reto de 
reincorporarse a la sociedad. 

• Crear ambientes propicios dentro de los centros de readaptación 
para el libre ejercicio de su sexualidad. 

Marco legal 

• Crear juzgados de lo familiar y agencias especializadas del Minis­
terio Público, o al menos secretarías para atención a la violencia 
intrafamiliar en las agencias del MP. 
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o Considerar la necesidad de un Código de Familia que incluya el 
derecho sucesorio como parte de su contenido; que otorgue nue­
vos derechos al concubinato; regule los efectos de la reproducción 
asistida; reglamente la adopción plena y las condiciones procesales 
para otorgar la adopción internacional. 

o Discutir la procedencia de un Código de Procedimientos Familia­
res y del Registro Civil acorde con las nuevas orientaciones de la 
psicología de la familia. 

• Difundir entre las mujeres trabajadoras~ en especial las servidoras 
públicasflas normas jurídicas relacionadas con el estatus femenino 
y sus garantías laborales. 

o Abolir la sanción establecida para los padres que registran a sus hi­
jos fuera del término legal. 

• Revisar el divorcio necesario para incluir una nueva causal objeti­
va que señale la pérdida de los objetivos del matrimonio para los 
cónyuges y la sociedad. 

Participación en la vida pública 

o Crear una Comisión Estatal de los Derechos de la Mujer. 
• Exigir la proporcionalidad que nos corresponde, así cmno fomen­

tar nuestra participación y formación política con liderazgo a fin 
de ubicarnos y fortalecernos como género en sitios como las cáma­
ras, y también como factor de influencia en el ejercicio del poder, 
con el objetivo de ser tomadas en cuenta en una sociedad mayori­
tariamente femenina. 

o Crear un Instituto Nacional de la Mujer que contemple todas las 
áreas de desarrollo, funja como gestor ante las instancias corres­
pondientes, contemple áreas como capacitación, atención, divul­
gación, infonnación, investigación, justicia, orientación, educación, 
ciencia, arte y cultura, y nos permita realizar actividades solida­
rias con mujeres en situaciones de desventaja dentro de nuestra 
sociedad. 

• Crear el Programa de las Mujeres en Sonora. 
• Atender la problemática de género como política del gobierno fe­

deral claramente definida, que articule la acción institucional en 
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todos sus frentes (procuración de justicia, bienestar social, asis­
tencia social, producción, educación, cultura, etcétera). Asimismo, 
adecuar el marco legal y jurídico para la defensa de los derechos 
de la mujer, y contemplar una participación proporcional en los 
órganos de representación popular . 

• Crear una instancia gubernamental con enfoque sensible y res­
ponsable hacia la condición de las mujeres que responda a las pro­
puestas hechas por ellas mismas y se instrumente en los tres 
niveles de la administración pública, a saber: federal, estatal y 
municipal. 
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Capítulo VIII 

Estados de la región centro 
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La mujer en la legislación de Hidalgo 

Irma Irene Ramírez F. * 

Primera propuesta 

M aternidad sustituta. La fecundación in vilro y su empleo en la clini­
ca humana crean un campo nuevo de interrogantes que el hombre 

debe plantearse a sí mismo corno una forma de creación de vida; el de­
recho puede intervenir después de una reflexión ética que desembo­
que en una consideración de tipo legislativo acorde con los adelantos 
modernos. Como este tema aún se encuentra sometido a muchas contro­
versias, y para evitar contraponer el espíritu del mismo a otras disposi­
ciones ya legisladas, proponemos una ley de aplicación estatal en un 
apartado especial para regular todo lo relativo al procedimiento de re­
producción asistida (madre que presta su cuerpo para la implantación 
de un embrión y su desarrollo ulterior hasta terminar el embarazo). AsÍ, 
se pueden establecer las formalidades requeridas y las sanciones en caso 
de una conducta ilícita, y de ahí derivar la normatividad para la aplica­
ción de dicho procedimiento y las penalidades para los individuos que 
cometan irregularidades dentro del desarrollo del mismo. Por ello pro­
ponemos al H. Congreso del Estado legislar sobre este tema, habida 
cuenta de las siguientes consideraciones: 

1. Debe existir una normatividad en la aplicación de la biología a la 
salud, en materia de reproducción asistida, y sus normas serán de 
orden público y observancia general en el territorio estatal. 

2. Que el estado de Hidalgo garantice, en materia de reproducción 
asistida, los siguientes derechos y obligaciones: 

a) Los individuos involucrados en dichos procedimientos tendrán 
el derecho de aceptar libremente la aplicación de las técnicas de 
reproducción asistida, dotados de capacidad legal de consentir, 

,. Abogada. Presidenta de la Asociación de Universitarias de Hidalgo, A. C. Este texto 
presenta las propuestas del Seminario Estatal "Mujer y Constitución", llevado a cabo 
el7 de agosto de 1996, organizado por la AUH y FEMU. 
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sin restricción de ninguna clase, con el conocimiento detallado de 
las técnicas antes mencionadas. 

b) La voluntad de las partes deberá ser formalizada ante un fedatario 
público. 

c) A la madre sustituta deberán garantizarle todos los gastos de em­
barazo hasta el alumbramiento, por medio de una afianzadora. 

d) Sólo podrá solicitar estos servicios la pareja con infertilidad irre­
versible, orgánica o funcional causada por ausencia de útero. 

e) No podrá discriminarse a nadie que solicite este servicio, siempre 
y cuando sea diagnosticado y comprobado por dos especialistas en 
la materia. 

f) Los profesionales médicos a cargo de dicho procedimiento deberán 
apoyarse en técnicas avanzadas de inmunología para evitar el recha­
zo y puesta en peligro de los embriones y de la madre sustituta. 

g) Se deberá contar con un equipo multidisciplinario que incluya 
psicólogos y trabajadoras sociales para dar apoyo psicológico a los 
involucrados (por la cantidad de fracasos que estos procedimien­
tos implican, pese a la buena praxis puesta en ellos). 

h) No se aceptarán a las parejas, aun si reúnen el requisito médico, 
sin el perfil de una pareja heterosexual que asegure el desarrollo 
integral del nuevo ser, desde el punto de vista biopsicosocial. 

i) Se debe legislar de manera colateral, como ya se ha hecho en otros 
países, el futuro de los embriones congelados que sobrepasen el 
tiempo de seguridad en cuanto a óptimos resultados, por el riesgo 
de volverse inadecuados. 

j) Se deberán reglamentar los cuidados físicos de los embriones 
congelados y reglamentar la selección y supervisión de quienes 
trabajen con los embriones, para evitar errores intencionales y no 
intencionales en el intercambio de los mismos. 

k) Lo anterior debe hacerse en bancos de embriones congelados pú­
blicos o privados, licitados para su desempeño por las autoridades 
competentes. 

1) Al que en forma intencional, o por ineptitud, negligencia o imperi­
cia saliera de la norrnatividad, se le aplicarán sanciones que esta­
rán debidamente tipificadas en el Código Penal del Estado y en la 
Ley General de Salud. 
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Por lo anterior, proponemos modificar el Artículo 182 del Código Penal 
vigente en el estado de Hidalgo y agregarle el término "Reproducción 
asistida" como sigue: al que sin consentimiento de una mujer mayor de 
edad o con el conocimiento de una incapaz, realice con ella reproduc­
ción asistida a través de medios clínicos, se le aplicará prisión de dos a 
seis años y multa de diez a 60 días . La pena aumentará hasta una mitad 
más s i se reaüza con violencia. 

Segunda propuesta 

Considerando que el divorcio ha sido y es un tema muy importante, el 
cual siempre ha estado legislado y es definido por nuestro Código de lo 
Familiar en su Arl culo 110: Divorcio es la disolllción del vínculo cOl1yllgal, a 
petición de 11110 de los esposos o de ambos, dejándolos en aptitlld de contraer lIn 
nuevo matrimonio. 

Que existen muchísimos matrimonios separados por varios años sin 
haber disuelto legalmente su situación matrimonial; que han formado 
nuevas familias, ha transcurrido el tiempo exigido por la ley para ejerci­
tar su acción de divorcio y hay muchas causas más, pero siguen w1idos 
en matrimonio por un papel. 

Qu estos matrimonios cumplen la formalidad legal pero no los fines 
establecidos para el mismo, pues con la separación de la pareja se rom­
pen los efectos jurídicos del matrimonio, como son perpetuar la especie, 
ayudarse por partes iguales en la conservación de la familia, la educa­
ción de los hijos, el patrimonio familiar, etcétera, queda flotando el régi­
men matrimonial por el que se casaron. 

Que si la separación de la pareja se prolonga por más de tres años, 
la ley presume como desaparecido el vinculo afecti vo que unía a los 
consortes y no se justifica mantener la relación jurídica conyugal por 
carecer ya del cometido o fin real. 

Por lo anterior, nos permitimos proponer al H. Congreso del Estado 
que se agregue al Artículo 113 del Cód igo Familiar en vigor la causal si­
guiente: "La separación de los cónyuges por más de tres años, indepen­
dientemente del m otivo que la haya originado, la cual podrá ser 
invocada por cualesquiera de ellos". 
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Cabe aclarar que en el Código Civil del Distrito Federal esta cau­
sal fue adicionada al Artículo 267, por decreto publicado el día 27 de di­
ciembre de 1983, con la diferencia de que en ella se dan dos años de 
separación para que cualquiera de los cónyuges pueda solicitar el 
divorcio. Nosotros proponemos que al resolver el juez lo solicitado no 
haya cónyuge culpable ni inocente: que sólo resuelva, con las conse­
cuencias legales implícitas, a fin de que los cónyuges normalicen Su si­
tuación legal por cuanto a su estado civil. 

Tercera propuesta 

Considerando que en mayo de 1990 la Cámara de Diputados de la uv 
Legislatura Federal estimó de suma importancia incorporar el "hosti­
gamiento sexual" en el capítulo "Delitos contra la libertad y normal de­
sarrollo psicosexual", como un tipo 

preventivo que limite el acoso sexual a que se ven sometidas mu­
chas personas en sus ámbitos laborales, escolares y otros, por supe­
riores jerárquicos como medida de presión, lo que les impide un 
desarrollo interpersonal en un ambiente de cordialidad y respeto. l 

Esta propuesta se materializó con la inclusión del Artículo 259 bis en el 
Código Penal Federal, publicada en el Diario Oficial de In Federación el 21 
de enero de 1991; así queda tipificado como delito el tan controvertido y 
subjetivo hostigamiento sexual. 2 

Que lo anterior, por contener elementos teórico conceptuales se­
mejantes, puede considerarse como antecedente del aprovechamiento 
sexual, tipo penal creado en 1990 en este estado. No obstante que en el 
prinlero el deber jurídico penal consiste en la prohibición de asediar rei­
teradamente con fines lascivos a persona de cualquier sexo, con el apo­
yo de una posición jerárquica derivada de relaciones de subordinación, 
por ende, el bien jurídico se traduce en el derecho a la libertad sexual 

1. Diario de debates de la Cámara de Diputados de la uv Legislatura, año u, núm. lO, Méxi­
co, 17 de mayo de 1990. 
2. "Al que con fines lascivos asedie reiteradamente a una persona de cualquier sexo, 
valiéndose de su posición jerárquica derivada de sus relaciones laborales, docentes, 
domésticas o cualquiera otra que implique subordinación, se le impondrá sanción 
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individual, cuya violación atenta contra la libre disposición del propio 
sexo; esto conlleva el derecho de no soportar ninguna clase de atropello 
moral orientado a la realización de actos sexuales. 

Que la norma jurídico penal relativa al aprovechamiento sexual en 
nuestro Código Penal vigente dice: 

Artículo 188. Al que aprovechándose de la necesidad de que al­
guien obtenga de éste o de W1 tercero vinculado a él, la cópula para 
sí o para otro, como condición para el ingreso o la conservación del 
trabajo, la promoción en éste o la asignación de aumento, de re­
muneración o prestaciones para el solicitante, el trabajador o sus 
familiares, se le impondrá prisión de dos a seis años y de 30 a 120 
días de multa. 

Artículo 189. Igual pena se aplicará al que imponga la misma 
condición a que se refiere el artículo anterior, para el reconocimien­
to u otorgamiento de derechos o beneficios económicos, profesio­
nales o académicos. 

Reúne en su lnayoría los elementos del tipo penal de violación, convir­
tiéndolo en un delito de esta naturaleza con penalidad disminuida. 

Que del análisis se distingue un elemento inherente al tipo penal de 
violación, el empleo de la violencia moral por parte del sujeto activo 
como medio para obtener la cópula y por ende la ausencia de consenti­
miento, o consentimiento viciado del sujeto pasivo. Que doctrinarios 
tanto nacionales como extranjeros, así como la jurisprudencia nacional, 
han coincidido en señalar que es dable el delito de violación utilizando 
violencia Inoral, habida cuenta de que ésta implica actuar en forma vio­
lenta o contra el natural modo de proceder, es decir, "aplicar Inedias vio­
lentos a cosas o personas para vencer su resistencia".3 

"Hay verdadera violencia cuando es capaz de hacer impresión a W1a 

persona razonable inspirándole temor de exponer su persona o su futuro 

hasta de cuarenta días de multa. Si el hostigador fuese servidor pliblico y utilizase los 
medios o circunstancias que el encargo le proporcion e, se le destituirá de su cargo. 
Solamente será pwlible el hostigamiento sexual, cuando se cause un perjuicio o dai'lo. 
Sólo se procederá contra el hostigador, a petición de la parte ofendida." 
3. Diccionario de la lengun espaliola, Real Academia Española, Ed. Espasa-Calpe, Espa­
ña, 1993, p. 123. 
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o las personas a quien ama un mal grave y presente";4 de igual manera, 
Cabanellas sostiene que la violencia" es coacción a fin de que se haga lo 
que uno no quiere o se abstenga de lo que sin ello se querría o se podría 
hacer. Presión moral. opresión, fuerza".s Siguiendo este criterio, Porte 
Petit apunta que la violencia moral consiste en una manifestación de vo­
luntad del agente dirigida a anwlciar a la víctima un mal futuro en caso 
de negarse al ayuntamiento carnal, es decir: la fuerza moral se produce 
cuando el delincuente amenaza a una persona con un mal grave, pre­
sente o inmediato, capaz de intimidarla.6 

Se concluye que el aprovechamiento sexual es una modalidad de la 
violación, regulada en el Artículo 179 del Código Penal vigente, caracte­
rizado por el empleo de violencia moral. En el hostigamiento sexual, a 
diferencia de tener corno bien jurídico protegido la libertad sexual, se 
pretende tutelar la seguridad del individuo para que en cualquier situa­
ción que implique subordinación existan las condiciones mínimas para 
el desempeño satisfactorio de sus actividades. 

Por ello se p lantea la derogación del Artículo 188 del Código Penal vi­
gente. 

Como es obvio, no puede utilizarse el derecho penal de manera 
indiscriminada, sin observar sus principios fundamentales. Sólo se recu­
rre a él en casos extremos, después de agotar todas las fases de la pre­
vención no penal sin obtener resultado positivo, pues muchos de los 
bienes que pretende tutelar dicha norma jurídica ya se encuentran pro­
tegidos por el derecho penal, porque así lo requiere su naturaleza, y otros 
por diversas ramas del derecho, según la materia de que se trate o bien 
por disposiciones contenidas en la legislación interna de organismos 
creados por el Estado para cumplir una determinada fill1ción social. 

Cuarta propuesta 

Considerando que el Artículo 4' de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos dice: 

4. ESCRICHE, JOAQUíN, Diccionario razonado de legislación y jll risprlldencia, Ed. Eugenio 
Maillefert y Compaii.ía, París, 1858, p. 1613. 
5. CABANELLAS, GUILLERM:O, Diccionario de derecllO tlsllal, Ed. Santi llana, Madrid, 1963, 
p. 413. Pr6logo de Eugenio Pérez Botija. 
6. Vide: PORTE PETIT CANDAUDAP, CELESTINO, Ensayo dogmático sobre el delito de viola­
ciótl, Ed. Porrúa, México, 1993, pp. 46-47. 
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... es deber de los padres preservar el derecho de los menores a la 
satisfacción de sus necesidades y a la salud física y mental ... 

Que el Código Familiar vigente en el estado de Hidalgo establece la obli­
gación que tienen los padres de dar alimentos a sus hijos (Artículo 141) 
desde el nacimiento de sus hijos hasta la mayoría de edad (Artículo 144). 
Pero además, esta obligación se amplía cuando los hijos son mayores de 
edad y están incapacitados para trabajar o cursan una carrera profesio­
nal con calificaciones aprobatorias. 

Que la obligación de dar alimentos se deriva de la patria potestad, 
Artículo 243 del mismo ordenamiento legal, donde se define a ésta como 
un "conjunto de derechos y obligaciones reconocidos y otorgados por la 
ley a los padres y abuelos, en relación a sus hijos o nietos para cuidarlos, 
protegerlos y educarlos". Pero el Código Familiar también dice en su 
Artículo 253 que "la patria potestad incluye el cuidado, educación y vi­
gilancia de la persona y bienes del hijo. Siempre en beneficio de éste", y 
señala a los padres sus obligaciones, ya que" deben guiar a sus hijos 
proporcionándoles un desenvolvimiento moral, intelectual y físico ade­
cuados" (Artículo 254). 

Que aun cuando el padre o la madre no cumplan con su obligación de 
proteger, educar, guiar y cuidar a sus hijos, estos siguen sujetos a la patria 
potestad de sus padres hasta la edad de 18 años o hasta su emancipación, 
sin recibir ningún beneficio, pero con las obligaciones propias de esta fi­
gura legal: la patria potestad es un conjunto de derechos y obligaciones, y 
en tales obligaciones está comprendida la de dar alimentos a sus hijos. 

Por lo anterior, proponemos añadir una cláusula al Artículo 273 del 
Código Familiar del estado de Hidalgo, la cual quedaría de la siguiente 
manera: 

Artículo 273. La patria potestad se suspende ... 
Cláusula x. Por incumplimiento en la obligación de proporcio­

nar alimentos al menor. 

Quinta propuesta 

Considerando que en nuestro estado se ha emprendido e impulsado un 
amplio proceso de educación, comunicación y sensibilización, en donde 
la mujer puede encontrar más espacio para su desarrollo. 
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Que la violencia contra la mujer constituye una violación a sus dere­
chos y una de las principales dificultades para su prevención es el silen­
cio de las víctimas, el ocultamiento social, la falta de información, la 
ignorancia, la vergüenza y los sentimientos de impotencia. 

Que dentro del Programa Nacional de la Mujer se contempla empren­
der iniciativas encaminadas a la revisión y actualización de códigos, le­
yes y reglamentos para prevenir y castigar con mayor rigor los delitos 
de violencia contra las mujeres, y a fortalecer el desarrollo de instancias 
para que ellas puedan denunciar actos de violencia cometidos en su 
contra en condiciones de seguridad, confidencialidad y sin temor a re­
presalias y castigos. 

Que muchas mujeres soportan el castigo y no lo denuncian porque el 
agresor, por lo común su pareja sentimental, las amenaza con causarles 
un daño si lo denuncian, y cuando se deciden a iniciar una averiguación 
previa lo hacen con miedo a la represalia de su pareja. 

Que en este tipo de denuncias, cuando la mujer otorga el perdón, no 
lo hace por sentirse presionada o por miedo, sino convencida por el su­
puesto arrepentimiento de su agresor, y sin embargo vuelve a ser agre­
dida al poco tiempo. 

Por ello consideramos prioritario legislar sobre prevención de la vio­
lencia intrafamiliar en nuestro estado y añadir al Artículo 114 del Códi­
go Penal el siguiente párrafo: 

En caso de violencia intrafamiliar, para que proceda el perdón se 
requiere que el agresor y la ofendida asistan gratuitamente a tera­
pia de pareja, seis sesiones como mínimo, en el Departamento de 
Psicología dependiente de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado. 
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La mujer en la legislación de Jalisco 

Lourdes Rodríguez Quiñones' 

A l considerar la igualdad jurídica entre el hombre y la mujer en el 
estado de Jalisco, encontramos que no existe diferencia en la Cons­

titución del estado libre y soberano de Jalisco. Sin embargo, la idiosin­
crasia del jalisciense es la del hombre bravío, campirano, en otras pala­
bras, el típico macho mexicano. Ante estas circunstancias es insoslayable 
señalar en nuestro estado la desigualdad entre el hombre y la mujer; 
basta el siguiente ejemplo: cuando alguna persona acude con un aboga­
do hombre siempre le nombra l/licenciado", y cuando se trata de una 
mujer abogada por lo general la nombra "señorita". 

Ahora bien, la legislación penal ha sufrido algunas modificaciones 
respecto a los delitos sexuales. Un caso concreto es el de la violación, al 
equiparar como tal la introducción de cualquier objeto que no sea el 
miembro viril, lo que cual puede considerarse un adelanto en nuestra 
legislación penal. Si bien la Procuraduría del Estado de Jalisco tiene una 
agencia del Ministerio Público especial para delitos sexuales, también es 
cierto que el tratamiento y seguimiento de la víctima es nulo y no se le 
da mayor importancia al hecho. Además, no se cuenta con el personal 
capacitado para este efecto; muchas veces las víctimas son menores de 
edad y en otros casos los agresores son parientes de éstas. 

En materia civil, en septiembre de 1995 entró en vigencia el nuevo 
Código Civil estatal, cuyo Artículo l' establece el principio de igualdad, 
con las excepciones que la misma ley anota, pero en su Artículo 2' hace 
una referencia que, en nuestro punto de vista, denigra la condición de 
mujer; dicho ordenamiento consigna, en su párrafo segundo: 

Cuando en este Código o en otras leyes del estado se use el genéri­
co masculino por efecto gramatical, se entenderá que las normas 

.. Abogada. Jefa del Departamento de Procuración de Justicia de la Delegación del 
Instituto Nacional Indigenista en Jalisco. Delegada de la Asociación de Universitarias 
de Jalisco, A. C. 
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son aplicables tanto al varón como a la mujer, salvo disposición en 
contrario. 

¿Qué quiso decir con esto el legislador? El mismo Código establece la 
potestad de la mujer para usar el apellido del esposo, lo cual desde 
nuestro particular punto de vista ya no corresponde al uso y costumbre 
del pueblo mexicano, pues denota apropiación, poder y es común a 
otras sociedades. 

Se incluye como causal de divorcio la incompatibilidad ele caracteres. 
Me pregunto cómo probarla cuando es la única causal. 

Si aludimos al término igualdad jurídica, en sentido estricto, diríamos 
que se aplica a un número indeterminado de personas para ser sujetos 
de derechos y obligaciones. Además, el Artículo 4' de nuestra Carta 
Magna consagra la igualdad entre el hombre y la mujer, por eso la refe­
rencia citada del Código Civil del Estado sale sobrando, es anacrónica y 
va en contra de la dignidad de la mujer. 

La presente ponencia aborda los delitos sexuales y cómo se tipifican 
en el Código Penal estatal; asimismo se proponen algunos cambios al 
respecto. Pongo a su consideración las siguientes ideas en tomo a la pro­
blemática social derivada de los llamados delitos sexuales. 

1. Generalidades. La palabra" delito" deriva del verbo latino deliquere 
que significa abandonar, apartarse del buen camino, alejarse del 
sendero señalado por la ley. 

Podemos coincidir con el reconocido jurista argentino, Luis Ji­
ménez de Asura,l quien sostuvo que el delito "es el acto típicamen­
te antijurídico culpable, sometido a veces a condiciones objetivas 
de penalidad, imputable a un hombre y sometido a una sanción 
penal". 

2. Elemeritos conceptuales de los delitos sexuales. En opinión del jurista 
mexicano, Francisco González de la Vega} "para denominar con 
propiedad a un delito como sexual, se requiere que se reúnan dos 
condiciones o criterios regulares: a) que la acción típica del de-

1. Catedrático de Derecho Penal en la Universidad de Buenos Aires, y director del 
Instituto de Derecho Penal y Criminología de Argentina. 
2. Profesor titular de Derecho Penal en la Universidad Nacional Autónoma de 
México. 
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lito, realizada positivamente por el delincuente en el cuerpo 
del ofendido o que a éste se le hace ejecutar, sea directa e inme­
diatamente de naturaleza sexual; y b) que los bienes jurídicos da­
ñados o afectados por esa acción sean relativos a la vida sexual del 
ofendido". 

3. Tipificación de los delitos sexuales. En el estado de Jalisco, después de 
muchos años de trabajar en medio de la confusión conceptual 
entre delitos contra la moral pública, orden de la familia, y li­
bertad y seguridad sexuales, el Poder Legislativo local simpli­
ficó la taxononlÍa de esta área reduciéndola a tres tipos penales 
exclusivamente. 

El beneficio de la "libertad bajo fianza" se puede obtener cuando 
se aplica con validez la siguiente fórmula matemática: "sumadas 
las penas mínima y máxima, y divididas entre dos, su resultado no 
supera la cantidad de cinco años de prisión". 

3.1. Atentados al pudor (Artículo 173). Se impondrán de tres meses a tres 
años de prisión a quien, sin consentimiento de una persona púber 
o aun con el consentimiento de una impúber, ejecute en alguna de 
ellas un acto erótico-sexual sin el propósito de llegar a la cópula; 
igual penalidad se impondrá a quien obtenga el consentimiento 
para ejecutarlo de una persona púber, cuando por cualquiera cau­
sa no pudiera resistir. 

Si se usan la violencia física o moral o participan dos O más 
infractores, la sanción será de seis meses a ocho años de prisión. 
Este delito se perseguirá por querella de la parte ofendida de su le­
gítimo representante. 

3.2. Estupro (Artículo 174). Se impondrán de un mes a tres años de pri­
sión a quien tenga cópula con mujer púber, casta y honesta, menor 
de 18 años, obteniendo su consentimiento por medio de la seduc­
ción o del engaño. La castidad, la honestidad y la seducción se pre­
sumen, salvo prueba en contrario. 

Para los efectos de este artículo, se entiende por castidad el atri­
buto de la mujer que mantiene la conducta en el orden sexual 
acorde con lo que socialmente se considera como buena. La hones­
tidad se refiere a la reputación que la mujer obtiene por su buen 
comportamiento moral y material en relación con lo erótico. La 
seducción implica fascinación y el engaño consiste en la deforma-
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ción de la verdad, ambos con miras a obtener del pasivo su confor­
midad para la cópula. 

Este delito se perseguirá por querella de la parte ofendida o de 
su legítimo representante. Cuando el acusado se case con la ofen­
dida cesará toda acción para perseguirlo y quedará sin efecto la 
sanción impuesta, salvo si se declara nulo el matrimonio. 

3.3. Violación (Artículo 175). Se impondrán de cinco a 12 años de prisión 
a quien, por medio de la violencia física o moral, tenga cópula con 
persona, cualquiera que sea su sexo. 

Para los efectos de este capítulo, se entiende por cópula la intro­
ducción, total o parcial, del miembro virit con o sin eyaculación, 
en el cuerpo de la víctima de cualquier sexo, sea por vía vaginal, 
oral o anal. 

La violación del padrastro a la hijastra o hijastro y la ejecutada 
por éste a su madrastra o padrastro, la del amasia al hijo o hija de 
su amasia, la del tutor a su pupilo o pupila, la efectuada entre as­
cendientes o descendientes naturales o adoptivos o entre herma­
nos, será sancionada de cuatro a 12 aflOS. Bajo estos supuestos, 
dado el caso, se perderán los derechos de la patria potestad o tutela. 

Cuando la violación fuere cometida con intervención de dos o 
más personas, aun cuando sólo una de ellas efectúe la cópula, se 
impondrán a todas ellas de seis a 14 años de prisión, según las cir­
cunstancias referidas en los párrafos anteriores. 

Se equipara a la violación la introducción por vía vaginal o anal, 
con fines eróticos ,sexuales, de cualquier objeto o instrumento dis­
tinto del miembro viril, por medio de la violencia física o moral, 
sea cual fuere el sexo del ofendido; al responsable de este delito se 
le impondrá una pena de dos a seis años de prisión. 

Artículo 176. Se considera como violación todo caso en que la 
cópula se realice con persona menor impúber o privada de razón o 
de sentido, o cuando por enfermedad o por cualquier otra causa 
no pudiere resistir. 

Si la persona ofendida es menor de diez años, la sanción será de 
seis a 15 años de prisión. 

4. Postura vanguardista de las nuevas legislaturas/rente a la imposición de 
penalidades para los delitos sexuales. Es prudente mencionar que en la 
actualidad nuestra legislación, frente a la imposición de la pena, 
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adopta para sí el sistema doctrinario del causalismo; esto significa 
que se atiende a la "gravedad" de la conducta delictiva para deter­
minar la fuerza del castigo. Por otro lado, sería deseable aplicar en 
este ámbito del derecho penal la doctrina finalista que enfoca su 
atención a una política permanente de "prevención del delito", 
para alcanzar en la etapa punitiva un proceso de verdadera " re­
adaptación social" del delincuente. Con lo anterior, queda claro 
que la tendencia no se dirige a aumentar las penas sino a prevenir 
la criminalidad y, ante su desafortunada realidad, reivindicar al 
infractor con la sociedad a la que ofendió.' 

5. Posición doctrinaria del derecho penitenciario. En la actualidad, en ma­
teria penitenciaria, se buscan modelos alternativos de castigo; de­
bido a la permanente crisis de la prisión y de la resocialización, se 
proponen los llamados "sustitutivos penales", entre los cuales se 
identifican: 

5.1. Transformar la prisión, de lugar de castigo a institución de trata­
miento; 

5.2 Di versificar las formas de prisión; 
5.3 Sustituir la pena de prisión por otras más eficaces (actividades de 

servicio social); 
5.4. Sustituir la prisión por medidas de seguridad; 
5.5. Formas sustitutivas de la pena de prisión como el perdón, la am­

nistía y el indulto. 

Ante las circunstancias, nos damos cuenta que los hombres siguen ha­
ciendo las leyes, pues en muchos de los casos una violación queda como 
un simple atentado al pudor y en otros el agresor sale libre, con la op­
ción de seguir delinquiendo. 

Es preciso señalar que en la actual legislatura estatal sólo hay una 
mujer diputada que es del PRI, la fórmula panista sólo tiene como 
suplentes a sus diputadas; en las secretarías de gobierno, ninguna mu­
jer es titular. Esto da una idea de la tendencia sexista en el estado de 
Jalisco. 

3. "Alternativas a la pena de prisión, sustitutivos penales y medios para la privación 
de la libertad innecesaria o injusta". Ponencia presentada por Roberto Larios Valen­
cia, marzo de 1988. 
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Por último, queremos precisar y proponer: 

PRIMERO. Modificar el Código Penal del Estado para que haya 
una eficaz asistencia a las víctimas de delitos sexuales así como a 
los agresores, mediante la capacitación y profesionalización de los 
encargados de impartir justicia. 

SEGUNDO. Buscar que las mujeres tengan una participación real 
en la vida política y en la toma de decisiones y no, como ahora, 
que permanezcan al margen. 

TERCERO. Respetar sus derechos, consagrados en la Carta Mag­
na y en acuerdos internacionales, y observar las leyes en la cotidia­
nidad. 

CUARTO. Que las leyes civiles, sustantivas y adjetivas, dignifi­
quen el papel de las mujeres. No es posible carecer de un código 
de familia y de procedimientos en esta materia; tampoco que en la 
zona metropolitana de la ciudad de Guadalajara existan sólo tres 
juzgados familiares y dos se hayan cerrado para dar cabida a juz­
gados de lo mercantil. No es posible que las mujeres mendiguen 
pensiones alimenticias, en muchos casos no para ellas sino para 
sus hijos. "Justicia es dar a cada quien lo que le corresponde". 

Las mujeres debemos propiciar tiempos, espacios, oportuni­
dades, para que nuestros derechos sean respetados en todos los 
ámbitos; el sendero que debemos recorrer es difícil, mas no impo­
sible. Vale la pena transitar ese camino, las futuras generaciones 
nos lo agradecerán. 
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Capítulo IX 

Estados de la región sur 





La mujer en la Constitución de Campeche 

Enriqueta Sansores Díaz' 

L a vida de todos los pueblos transcurre bajo ciertos cánones y reglas 
de convivencia, establecidos por consenso entre sus habitantes o im­

puestos por un reducido grupo que en forma ventajosa y arbitraria no 
sólo se beneficia del trabajo de los demás, sino muchas veces les niega a 
estos los recursos y medios necesarios para alcanzar su desarrollo. 

Esta situación, a la larga, motiva el descontento y ha sido el detonante 
para que los pueblos luchen por su independencia y por el estableci­
miento de normas generales que regulen con justicia y equidad su pro­
yecto histórico. 

Como toda Constitución democrática, la nuestra es producto de las 
aspiraciones y necesidades generales de una comunidad ávida de jus­
ticia y equidad. 

Sus normas contienen principios jurídicos, éticos y sociales que re­
presentan preceptos de observancia obligatoria, y que en la práctica 
pueden dar lugar a errOres de interpretación y aplicación. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es muy 
clara y precisa al señalar la igualdad de varón y la mujer ante la ley. Este 
postulado presenta problemas en su aplicación, cuando ese varón y esa 
mujer no son considerados iguales en la práctica. 

La condición de la mujer se ha transformado de acuerdo a diversos 
factores sociales, económicos y políticos que han incidido en la sociedad. 

La campechana es una sociedad provinciana, en la que las costum­
bres y tradiciones se heredan de generación en generación. 

En ella, las mujeres se han caracterizado por ser amas de casa, educa­
doras de los hijos y esposas dedicadas. Sin embargo, se han solidarizado 
con el varón para tratar de solucionar la situación actual que demanda 
la actividad de mujeres profesionistas, capacitadas laboralmente y, en 
generat mujeres comprometidas con el desarrollo de la nación . 

.. Abogada. Presidenta de la Asociación de Universitarias de Campeche, A. C. Este 
texto contiene los resultados del Foro "Mujer y Constitución", celebrado en el estado 
de Campeche, por la Ave y FEMU. 
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El papel que la mujer asume hoy ante la vida no se ha dado por gene­
ración espontánea. En muchos casos las necesidades económicas impi­
den a la familia vivir dignamente con el ingreso económico del varón l y 
esto propicia que la mujer, capacitada o no, deba trabajar para contribuir 
al gasto familiar. 

De ahí que en la actualidad gran número de mujeres debe hacer com­
patib le la vjda familiar con la profesional. Por fortuna, la incursión de la 
mujer en la vida laboral ha permitido que un grupo representativo de 
e ll as perciba un salario y dé curso a una vocación para desarrollar sus 
cualidades y capacidades. Esto deja atrás la época en que la inquietud 
de la n1ujer por prepararse se veía truncada, pues se le relegaba en 
forma exclusiva a las labores del hogar. 

Es de preocupar que hoy en día, dentro del matrimonio, los roles 
masculino y femenino se planteen como antagónicos y no, como de­
biera ser, complementarios y de ayuda mutua. Tal situación ha creado 
en la mujer una confusión y a veces no le permite decidir con claridad 
cuál debe ser su desempeño primordial: la maternidad y los quehaceres 
del hogar o su actividad laboral y profesional. Que la mujer deba com­
partir tiempo y esfuerzo entre el hogar y el trabajo, sin contar con la 
ayuda de cónyuge, ha disminuido de manera significativa la atención a 
los hijos. 

Para tomar decisiones correctas respecto a su participación social, la 
mujer debe procurar con responsabilidad, según su si tuación particular, 
un equilibrio entre sus necesidades económicas, su realización personal 
y la a tención a su familia. 

Muchas veces la wlión conyugal, en particular entre muy jóvenes, 
proviene de una atracción inicial ajena al fin fundamental del nlatri­
monio: Wla verdadera comunión de espíritus, intereses, aspiraciones y 
proyectos comunes. 

Esto propicia en el matrimonio una lucha basada en el ingreso sala­
rial, que motiva su ruptura e incrementa los casos de divorcio. La ruptu­
ra resu lta particularmente perjudicial cuando hay de por medio hijos, 
cuya situación de inestabilidad económica, animica y afectiva influye de 
fornla negativa en su desarrollo personal. 

Los padres debemos tener muy presente este pensaluiento: "Educar a 

un hombre es educar a un ciudadano; ed ucar a una mujer es educar a 
una fami lia". 
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Por eso, las mujeres deben acceder hoya una educación integral, con 
las mismas oportunidades que los varones. 

La discriminación de la mujer en el aspecto educativo frena la posi­
bilidad de incorporarla con provecho a las tareas productivas y vulnera 
el apoyo y la orientación que le demanda el desarrollo educativo de sus 
hijos. 

Debemos poner mayor interés en educar a nuestros hijos con princi­
pios morales sólidos, con rectitud y buenos ejemplos, dedicación, cariño, 
disciplina y tolerancia. 

Pero en la noble, compleja y difícil tarea de desarrollar integralmente 
a un ser humano, todo esto es insuficiente. Es preciso contar con institu­
ciones educativas cuya enseñanza sea acorde con nuestro tiempo y 
nuestra idiosincrasia, que a su vez sean parte de una infraestructura ins­
titucional capaz de garantizar seguridad pública efectiva, desarrollo eco­
nómico equilibrado y sistemas de producción eficientes. 

La familia es la base de toda sociedad y son las sociedades las que 
fonnan una nación. Por eso, las familias mexicanas deberán ser cada vez 
lnás unidas y la sociedad más participativa .. para lograr una nación más 
desarrollada, justa y soberana. 

Si la familia y la sociedad actúan de otra forma, se da lugar a un clima 
de inestabilidad y se permite la intromisión de agentes externos cuyos 
intereses son ajenos a los nuestros. 

En el proyecto de nación que queremos, todos estamos comprome­
tidos: ciudadanos, sociedad civil y gobierno. 

A continuación se resumen las propuestas correspondientes a los te­
rnas señalados en la convocatoria nacional de la Federación Mexicana de 
Universitarias. 

Mujer, garantías individuales y derechos humanos 

1. Crear brigadas, integradas con mujeres de diferentes profesiones y 
actividades, cuyo objetivo sea difundir las garantías individuales y 
los derechos humanos, y vigilar su cumplimiento. 

2. Proyectar y llevar a efecto un programa específico sobre tales dere­
chos y garantías. 
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Las perso!)as responsables del programa deberán capacitarse 
respecto al tema. 

La aplicación del programa se hará mediante pláticas de in­
formación impartidas en colonias populares y en comunidades 
rurales. 

Dichas pláticas serán apoyadas con la distribución de folletos en 
español y en lengua maya, donde se expliquen el significado de los 
derechos humanos y las garantías individuales y se indique a qué 
autoridad u organismo deberá recurrirse en caso de violación a los 
mismos. 

Mujer y derecho penal 

1. Con la finalidad de disminuir la violencia intrafamiJiar, se propo­
ne modificar los artículos 265 y 310 del Código Penal vigente en 
nuestro estado. Dicha modificación señalará como agravante de 
los delitos de golpes simples y lesiones, el hecho de que éstos sean 
realizados en perjuicio de los descendientes, de la cónyuge o de la 
concubina. 

2. Se sugiere la creación de un organismo encargado de realizar y 
aplicar estudios que permitan mejorar la (ondición general de la 
mujer. 

3. Reconocer personalidad jurídica a la Procuraduría de la Defensa 
del Menor y la Familia del Estado de Campeche. Reglamentar las 
funciones de dicha institución a fin de que pueda realizarlas con 
eficacia. 

La mujer ante el derecho civil 

1. Revisar el Código Civil del estado a fin de modificar aquellas dis­
posiones que en alguna forma afecten los derechos de las mujeres. 

2. Legislar para la formulación de un Código Familiar que, entre 
otras cosas, contemple la creación de juzgados especializados en 
ese aspecto, los cuales deberán contar con personal debidamente 
capacitado. 
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Mujer y derechos políticos 

1. Promover mayor presencia de la mujer en cargos de administra­
ción y de elección popular. 

2. Apoyar la iniciativa que permitiría a las mujeres participar en con­
tiendas electorales hasta en 70% de las posiciones. 

3. Promover la participación activa de las mujeres para lograr una 
democracia más moderna y avanzada. 

Mujer y derecho laboral 

1. Erradicar las prácticas violatorias de los derechos laborales de 
la mujer, como las que exigen certificado de no gravidez para su 
contratación y otros requisitos claramente discriminatorios. 

2. Vigilar que el programa de becas para el trabajo en nuestro estado 
ofrezca igualdad de oportunidades a mujeres y varones. 

3. Vigilar el cumplimiento del principio establecido en el Artículo 123 
constitucional que establece que a trabajo igual corresponde igual 
salario. 

4. Promover la incorporación de la mujer a la vida productiva al apli­
car programas acordes con las características y las necesidades de 
su región. 

5. Promover la creación de guarderías que atiendan debidamente a 
los hijos de la .. madres trabajadoras. 

6. Elaborar programas especiales de trabajo en los que se aproveche 
el potencial productivo de las mujeres discapacitadas. 

La mujer y su derecho a la salud 

1. Crear módulos especiales para la atención al adolescente, donde 
pueda recibir apoyo psicológico y asesoría sobre educación sexual 
y prevención de enfermedades de transmisión sexual. 

2. Que en las clinicas y módulos médicos exista personal profesional 
para atender a la población que ha rebasado la edad reproductiva 
y presenta trastornos propios de esa etapa de la vida. 
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3. Que en las escuelas primarias y secundarias, públicas y privadas, 
se proporcione orientación sexual a los alumnos a través de perso­
nas capacitadas para eHo. 

4. Que a las parejas que quieran contraer matrimonio se les haga ver 
la conveniencia de hacerse la prueba de detección del Síndrome de 
Inmunodeficiencia Adquirida. 

La mujer y s u derecho a la educación 

1. Que en los libros de texto gratuitos de enseñanza primaria se in­
cluya un número significativo de biografías de mujeres mexicanas 
destacadas, para estimular en las niñas su deseo de superación. 

2. Que desde la enseñanza primaria se contemple en los programas 
de educación cívica el conocimiento de los derechos humanos y de 
las garantías individuales. 

3. Incrementar y difundir en forma adecuada los programas de becas 
para los diferentes niveles de educación, y que tales becas sean dis­
tribuidas equitativamente entre hombres y mujeres. 

4. Que mediante pláticas, conferencias, videos, carte les, etcétera, se 
concientice a los padres de familia sobre la importancia de propor­
cionar a las hijas educación hasta el nivel profesional. 

5. Fortalecer el programa de atención a la mujer delINEA, cuyo obje­
tivo general es propiciar el desarrollo integral de las mujeres con 
bajo ú,dice escolar, y brindarles instrumentos educativos, cultura­
les y de apoyo productivo según sus necesidades. 

El respeto a la mujer 
en los medios de comun icación 

1. Que nuestra asociación propicie fannar un frente común ante los 
ejemplos negativos que sólo contribuyen a formar estereotipos, 
esquemas de vida, adicciones y falsos valores, ajenos a nuestra 
cultura, idiosincrasia o costumbres, y opuestos a nuestra soberanía 
y paz social. 
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2. Que asociaciones corno la nuestra expresen con energía su in­
conformidad ante las compañías que promueven o basan su publi­
cidad en el uso inapropiado de la imagen femenina. 

3. Promover que programas, noticieros y espacios televisivos contri­
buyan a dignificar la imagen de la mujer. 

En estas propuestas se manifiesta el sentir de las mujeres campechanas 
que con fe y esperanza en un futuro promisorio participaron con entu­
siasmo en las mesas de trabajo del foro realizado en el estado de Campe­
che con el tema "Mujer y Constitución". 

Como asociación, nuestro compromiso está basado en que dichas 
propuestas sean del conocimiento general y contribuyan en forma posi­
tiva al mejor desenvolvimiento social, cultural, económico y político de 
la mujer en nuestro estado. 
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Legislación y género en Chiapas 

Martha Guadalupe Figlleroa Mier* 

o •• el derecho es tan neutral 
como los hombres que lo creal/ . 

ALOA FAClO 

El presente trabajo trata de exponer en forma breve las principales 
propuestas legislativas del movimiento de mujeres para un nuevo 

pacto social y su reglamentación. 
Las abogadas que trabajamos con mujeres y con la administración de 

justicia, sabemos que para hacer efectivo el derecho de ser iguales ante 
la ley no basta perfeccionar las leyes y normas reguladoras del principio 
de "igualdad" . También es indispensable modificar las estructuras don­
de se aplican e interpretan, así como las creencias, tradiciones, usos y 
doctrina jurídica que conforman el elemento político-cultural que 
impide a las mujeres la libre y equitativa participación en el desarrollo y 
la formulación de normas y políticas rectoras de su quehacer social y 
laboral, lo cual afecta las formas de relación entre ellas y los hombres. 

El derecho moderno se pretende igual, objetivo y neutro para mujeres 
y hombres. Según esto, no hay leyes buenas o malas ni hay prácticas 
perjudiciales para las mujeres. Pero reflexionemos. Si una sociedad en la 
que los géneros, las etnias, las personas discapacitadas, con opción 
sexual diferente, aquellas de clases sociales menos favorecidas o con­
sideradas extrañas o extranjeras, viven realidades bien diferentes, ¿el 
derecho positivo considera estas diferencias? 

Pareciera que el ideal humano radica en ser hombre, blanco, adulto 
joven (entre los 25 y 35), sano, heterosexual, con poder económico, social 
y político, nacido en un país desarrollado del hemisferio norte, con 
educación superior, cultura de la llamada "occidental" y sin problemas 
relígiosos. Quien no cumpla con este "ideal" (o entre más lejos esté) 
"menos" igual será. La contrapropuesta es ser mujer de color (cualquier 

,. Abogada. Presidenta del Grupo de Mujeres de San Cristóbal de Las Casas contra la 
Violencia, A. C. 

- 291 -



tono entre el negro y el amarillo), vieja o niña, enferma o con alguna 
discapacidad, soltera, sin hijos y "sospechosamente" lesbiana, anal­
fabeta, que hable sólo una lengua nativa de alguna comunidad perdida 
de un país tercermundista, esclavizada, etcétera. Es realidad lo expre­
sado por Juana María Ramos, índígena na hu a: "Corno mujeres índíge­
nas sufrimos triplemente: por ser pobres, por ser mujeres y por ser 
indias". 

Por ello, limitarse a modificar leyes no basta: la cuestión legislativa es 
sólo parte de W1 sistema político; éste engloba a un sistema jurídico que 
mantiene a todas las mujeres supeditadas a un universo que refuerza 
esta subordinación y privilegia a todos los "hombres, aun cuando no ejer­
cen violencia directa o formal sobre las mujeres. 

Es difícil y polémico afirmar que el actual sistema jurídico ejerce en 
general violencia contra las mujeres, y que esta violencia impide nuestro 
desarrollo como personas y ciudadanas,' además de propiciar condi­
ciones objetivas y subjetivas que privilegian a los hombres. Por ejemplo: 
servicios no remunerados; no agradecidos, tanto en la casa como fuera 
de ella; menor acceso a puestos políticos; menos oportunidad de reco­
nocimiento social y político debido a que, de príncipio, casi la mitad de 
la población, la femenína, está fuera de la competencia. 

Esto hace índispensable proponer y hacer ver la necesidad de crear . 
estrategias políticas, leyes y normas que cambien esta realidad; conven­
cer a los hombres, sobre todo aquellos que no son agresores y creen en el 
derecho como instrumento ideal de la justicia, la democracia y la pro­
tección a los valores humanos, de que el problema de la violencia de 
género no es sólo asunto de mujeres -o a veces de algunos delincuen­
tes-, síno que deben ínvolucrarse en esta lucha, hasta ahora desigual, y 
no hacer del derecho un instrumento más de opresión a las mujeres. So­
cializar esta cultura de la no violencia que nos impide alcanzar la paz, 
no sólo a las mujeres síno a los hombres y a toda la comunidad, como lo 
índica claramente Emiliano Zapata: "La paz sólo puede establecerse 
teniendo por base la justicia, por palanca y sostén el derecho y, por 
cúpula de este edificio, la reforma y el bienestar social" (Plan de Ayala, 
1913). 

Por ello, y considerando que: 

1. Uno de los mejores indicadores del desarrollo de un país es la condición de vida de 
las mujeres. 
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• Jerárquicamente, la Constitución federal y los pactos internaciona­
les firmados y ratificados por México tienen la misma validez.' 

• Tanto nuestra Carta Magna corno esos pactos internacionales obli­
gan al Estado mexicano y sus entidades federativas no sólo a ob­
servar el principio de la igualdad entre hombres y mujeres, sino 
también a emprender acciones, políticas y programas para dar 
cumplimiento a esta garantía; eliminar toda forma de violencia 
contra la mujer mediante leyes, instituciones y elaboración de pla­
nes estatales y nacionales, además de políticas de prevención. 

• La plataforma de acción de Pekin 95 indica que es indispensable 
para el desarrollo integrar a las mujeres a los planes mencionados, 
pues la pobreza las afecta en mayor proporción que a los hombres 
y para erradicarla debe mejorarse su condición económica, con es­
trategias equitativas que prevean su impacto social y consideren la 
diferenciación entre hombres y mujeres en su entorno social. 

• La educación más que una estrategia debe ser un derecho de las 
mujeres. Debe crearse un entorno educacional y social no sexista 
que modifique los roles sociales de subordinación y desigualdad. 

• El derecho a la salud en un sentido amplio es una de la reivindica­
ciones más sentidas de las mujeres y va más allá de evitar el dolor; 
debe considerarse un derecho humano que incluye decidir libre­
mente, sin violencia ni discriminación, sobre su sexualidad y salud 
reproductiva (más sobre maternidad libre y voluntaria que sobre 
interrupción de embarazos). 

• Estos pactos internacionales reconocen el problema de la violencia 
contra la mujer y la violencia doméstica como una violación de de­
rechos humanos que involucra al Estado, la sociedad civil, institu­
ciones culturales, educativas, religiosas, políticas y sociales. 

2. Entre ellos se encuentran las convenciones de las Naciones Unidas: Sobre los Dere­
chos Políticos de la Mujer, 1952; Sobre la eliminación de todas las formas de Discrimi­
nación contra la Mujer, 1979; Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, 1966; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966; Conven­
ción suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las insti­
tuciones y prácticas análogas a la esclavitud, 1956; Declaración Universal de 
Derechos Humanos; Declaración de Estrategias Orientadas hacia el Futuro para el 
Adelanto de la Mujer, 1995; Declaración de Viena, 1993; y la Plataforma de Acción 
emanada de la IV Conferencia Mundial de la Mujer, Pekín, 1995. 
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• Especial a tención merecen las mujeres y los menores víctimas de 
conflictos armados, ya que por el solo hecho de serlo, son los más 
afectados por la guerra y los actos de represión y terrorismo, lo que 
los convierte en objeto y objetivo de guerra; las agresiones y crime­
nes de los que son víctima quedan impunes, pues la impunidad es 
el mayor cómplice de la violencia. Para ello basta recordar las más 
de 60 violaciones a mujeres en Chiapas, de las cuales no se ha ejer­
cido acción penal contra ninguno de los agresores, pese a que en 
vario~ casos hay plena identificación de estos y se trata, además, 
de miembros de la policía, fuerzas armadas o los llamados" guar­
dias blancas". A esto se agrega otro problema indivisible de los 
conflictos armados en nuestra entidad: las personas refugiadas, 
mujeres y niñas en su mayoría (80%), para quienes también debe 
abrirse un espacio en los citados planes. 

• La sociedad en su conjunto, hombres y mujeres, debemos parti­
cipar en el impulso de políticas públicas cuyo objeto sea erradicar 
el problema; principalmente las mujeres, quienes en forma orga­
nizada, sobre todo en ONG's, deberán ser reconocidas como legíti­
mas interlocutoras del Estado y participantes de estas iniciat(vas, 
para ser sujeto y no sólo objeto \:le estas políticas. 

• La declaración de la Presidencia de la República, del 8 de marzo 
de 1996, en el sentido de que el Estado mexicano tiene una deuda 
muy grande con las mujeres y que ningún esfuerzo de democrati­
zación puede ser verdadero sin integrar a las mujeres, acepta por 
ello como válido interlocutor al movimiento de mujeres organi­
zadas en ONG's y otros grupos sociales. Su propuesta es otorgarle 
fuerza y significado a la palabra escrita en las leyes para darle 
consistencia y coherencia, quitándoles estaticidad y carácter vio­
latorio, a las normas de otra jerarquía corno son las constituciones, 
los códigos, las normas, las leyes y los reglamentos de las entida­
des federativas. 

• Al no adecuarse la normatividad estatal a la realidad del mundo y 
del país, fomenta prácticas ilegales e inadecuadas por la franca 
contradicción con la normatividad citada. (Por ejemplo, impide a 
la mujer sumarse libremente al mercado de trabajo, al establecer 
que debe solicitar permiso al marido para ello y tener además cu­
biertas las necesidades de su familia.) 
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• Esta sociedad, sobre todo la chiapaneca, compuesta no sólo por 
11 auténticos coletos descendientes de nobles españoles", sino por un 
conjunto de personas cada vez más heterogéneo, complejo, partici­
pativo, informado y exigente, reclama un conjunto de leyes que 
tome en cuenta la pluralidad política, cultural~ genérica y étnica. 

• Mejorar las condiciones de trabajo y garantizar que las mujeres 
accedan a niveles de decisión en cuestiones económicas, así como 
reconocer su contribución (hasta ahora ignorada) a la generación de 
la riqueza, con modificaciones legislativas y administrativas que 
incluyan seguridad social y otros aspectos con visión de género. 

• De igual manera, debe garantizarse la participación ciudadana de 
las mujeres en las decisiones políticas, indispensable para crear 
una verdadera democracia, la cual debe iniciarse desde la casa o 
los espacios privados para ser ejercida con efectividad en los espa­
cios públicos del poder. 

• Lo anterior requiere crear mecanismos e instituciones para la igual­
dad, generados con una verdadera voluntad política de superar la 
desigualdad entre los géneros, siendo la acción del grupo femi­
nista Ganando Espacios una de las propuestas más viables en rela­
ción con los porcentajes mínimos. (Las zapatistas, en los diferentes 
foros, congresos y espacios de convergencia han propuesto y 
consensado el 50%. ) 

• Todas estas iniciativas requieren de un compromiso serio por par­
te del Estado, así como voluntad política para efectuar dichos cam­
bios, reflejada en la cantidad de recursos que el gobierno invierte 
en hacer posible el progreso de las mujeres, al reformular políticas 
y reasignar fondos para ello, de tal suerte que en Chiapas, en vez 
de invertir en tanques, armas, helicópteros y armamento, deben 
asignarse más recursos a la educación, la salud, los proyectos pro­
ductivos, la procuración y administración de justicia (sin disfrazar 
la militarización con programas y acciones sociales). Debe tenerse 
cuidado en garantizar la articulación real de las mujeres en el 
replanteamiento de políticas y planes. 

• Deben reglamentarse los medios de comunicación masiva (prensa, 
televisión, radio), en gran medida responsables de los actuales es­

tereotipos, para evitar la continua proyección de imágenes degra­
dantes de las mujeres. 
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• Las mujeres requerimos y exigimos un ambiente sano para un de­
sarrollo realmente sustentable, cuidando la salud de nuestro pla­
neta y la naturaleza de nuestro entorno. 
Dado que la discriminación comienza en la niñez y se ve reflejada 
en graves problemas como tráfico de infantes y órganos, prostitu­
ción, abuso físico, sexual, labora!, maternidad temprana, enferme­
dades de transmisión sexual, preferencia prenatal y posnatal a 
varones, las acciones consensadas para eliminarla deben conside­
rarse prioritarias y de alto interés social. 

• Por ello, legislar para las mujeres desde las mujeres, en Chiapas, es 
hoy la más importante tarea para establecer un nuevo pacto socia!; 
enfrentar problemas reales con soluciones reales que incluyan a la 
otra mitad de la población, respetar las constituciones federal y es­
tatal para que todos nos veamos reflejados en el nuevo quehacer 
legislativo. 

• Hay artículos y normas no sólo con rasgos sexistas, que revelan 
a Chiapas corno una sociedad patriarcal y androcéntrica, sino 
también redactados en género masculino: dañan directalnente a 
las mujeres y por lo tanto a la sociedad en su conjunto. 

Por ello proponemos, para comenzar con seriedad cualquier iniciativa, 
revisar el lenguaje en que están redactadas las leyes, pues en la actuali­
dad no responden a! principio de igualdad consagrado en el Artículo 4' 
y otros de nuestra Constitución. 

La primera propuesta concreta sería que el estado de Chiapas se de­
dique a la tarea de proporcionar recursos humanos, materiales e infra­
estructura que permitan una revisión amplia, con visión de género y 
seria, de toda la normatividad vigente en la entidad, a fin de eliminar 
aquellas normas y expresiones sexistas que atentan contra la igualdad 
de las mujeres, y derogar aquellas que en forma inconstitucional per­
manecen en su Constitución, códigos y demás regulaciones. 

El uso del lenguaje es básico para una nueva legislación. Ésta no sólo 
debe redactarse en términos sencillos y claros para impedir ambigüeda­
des. Las leyes no sólo deben indicar que "toda persona gozará de las 
garantías ... " o que "ambos cónyuges son iguales", sino que debe elimi­
narse el "jefe de familia" . La redacción de normas, en los códigos y 
reglamentos que traten de dar cumplimiento a la igualdad de género 
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entre hombres y mujeres debe omitir todo tipo de relación entre supe­
riores e inferiores. 

Para hacer leyes realmente neutras e igualitarias debe enfatizarse 
el género en las conductas reglamentadas; los títulos y descripciones 
deben precisar a quién se protege. Así, por ejemplo: el título "delitos 
sexuales" del Código Penal de Chiapas, que trata de preservar el ade­
cuado desarrollo físico-psico-sexual de niñas, nmos y mujeres, debe 
can1biar su nominación por una más adecuada y describir con claridad 
los bienes o valores que trata de proteger. 

Aquí cabe una nota: al legislar, debe tenerse en cuenta una adecuada 
valoración. Si la penalización es la forma en que el Estado trata de pre­
servar los valores que conforman a su sociedad y las personas que lo 
componen, ¿qué podemos pensar las mujeres de nuestra valía, si el 
Código Penal de Chiapas penaliza más el robo de una cabeza de ganado 
que el apoderamiento de una mujer mediante la volencia? Al reformar­
se este código, en octubre de 1990, se amplió el tipo de violación y se 
equiparó con otras conductas igualo más agresivas, pero se devaluó la 
penalización, y combinada con la ampliación de los periodos para liber­
tad cauciona!, produjo absurdos jurídicos como el de apresar a un pre­
sunto violador sin derecho a fianza y permitirle salir libre cuando es 
encontrado culpable. 

En lo referente al uso de la palabra, insisto, debe darse contenido y 
valor a todos los textos legales, hacer explícito que el uso del genéri­
co masculino en el lenguaje legislativo es sólo una concesión gramatical 
y de ninguna manera puede ser una concesión de derechos, evitando 
así que el contenido semántico de un artículo oculte o desdibuje los 
derechos de las mujeres (la Constitución chiapaneca, incluso, cambia la 
nominación de algunas tratados internacionales a género masculino: 
"Artículo 4' ... la Declaración de los Derechos Universales de los Hom­
bres ... ", que debería decir Declaración Universal de los Derechos 
Humanos). 

Por ello se propone adicionar la Constitución estatal con el siguiente 
texto: 

Se suprimirán todas aquellas palabras, frases o ejemplos que sean 
discriminatorios o induzcan a mantener el concepto de subestima­
ción y subordinación de unas personas frente a otras por cualquier 
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razón. Eliminar toda prevalencia de un género sobre otro. Cuando 
una norma se refiera a los dos géneros, anotar los dos, o sustituir 
con palabras que no impliquen omisión de ninguno de ellos '> 

(Usar, por ejemplo, "la h uman idad ... los derechos de las personas, el 
hombre y la mujer ... ", en lugar de "el hombre ... los derechos del hom­
bre, etcétera".) 

Los derechos de las mujeres y sus reivindicaciones han sido, y son 
hasta la fecha, motivo de discusiones y a veces de modificaciones le­
gislativas. Pero como traspasa todos los ámbitos del derecho, no cabe 
en una materia, afecta a todo y a todos; por ello deben hacerse con cohe­
rencia y evitar que se contrapongan o sirvan de pretexto para obstacu­
lizar derechos humanos de tipo social y cultural, como son los derechos 
indígenas. 

Mujeres de varias organizaciones estamos trabajando en la modifica­
ción del propio Artículo 4~ constitucional, a fin de evitar contradicciones 
con los derechos indígenas y los derechos humanos de las mujeres, los 
derechos de igualdad entre hombres y mujeres y el derecho a la salud. 

Esto ha llevado a la propuesta estatal de revisar las leyes y no aceptar 
la autonomía indígena en la administración de justicia, pues, se dice, 
implica no garantizar los derechos humanos de las mujeres indígenas, 
ya que el respeto a los "usos y costumbres" preservan conductas de alta 
violencia contra las mujeres. 

Esta propuesta es tal vez uno de los mejores ejemplos de cómo se 
manipula la reivindicación de los derechos de las mujeres en su contra. 
E! gobierno federal ha tratado de obstaculizar el reconocimiento a los 
derechos indígenas con un aparente afán de "proteger" los derechos de 
las mujeres indígenas. Creo que normarlos de manera adecuada y explí­
cita evitará los abusos del mismo. El reconocimiento de la autonomía 
indígena incluye a las mujeres y garantiza condiciones adecuadas para 
que las mujeres indígenas participen en esta redacción de normas para 
la autonomía de sus pueblos; ellas son capaces de defenderse, de sancio­
nar los "usos y costumbres" que las lastiman y de dar alternativas para 
ello, como en más de una ocasión se ha demostrado:' 

3. Propuesta del proyecto colectivo "Políticas públicas para la familia ". 
4. Cincuenta y cuatro mujeres indígenas representantes de sus colonias y de cuatro 
eh"üas de la entidad se reu~'lieron en 1994, revisaron este tema en w'\ taller y elabora-
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Esta posición no deja de reconocer la urgencia de que este tipo de 
usos y costumbres no sirva como pretexto para no sancionar adecuada­
mente la violencia hacia las mujeres. Por ello se proponen modificacio­
nes a la Constitución de la entidad en sus artículos 4' y 5' , ampliando el 
concepto de autonomía propuesto para el similar de la Constitución 
federal, así corno lo correspondiente en su Código Penal respecto a la 
disminución de la penalidad considerada en razón de los "usos y cos­
tumbres" cuando sean dañados los derechos humanos de las mujeres in­
dígenas; por esto debe desaparecer el último párrafo del Artículo 58 del 
Código Penal donde indica: " ... al amparo ... ". 

Esta modificación debe acompañarse de un nuevo delito que penalice 
y sancione la discriminación por motivo de género, raza, etnia, religión 
y / o preferencia sexual, sobre todo en materia laboral, de salud, educa­
ción y otras relacionadas con oportunidades de desarrollo y progreso. 

Cabe señalar que la Plataforma de Pekin 95, firmada por México, 
indica: 

Los gobiernos se comprometen a: ... condenar la violencia contra 
las mujeres y abstenerse de invocar ninguna costumbre, tradición o con­
sideración religiosa para eludir la obligación de eliminarla. 

Otra propuesta se relaciona con la antijurídica "suspensión" del delito 
de aborto, pues los diputados de la legislación chiapaneca actuante en 
octubre de 1990 no derogaron el artículo. Esperaban una opinión de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, que en su periodo no se emi­
tíó, y cuando se hizo fue en el sentido de que la CNDH no podía ni debía, 
por respeto al pacto federal y a la soberanía de los estados, emitir opi­
niones en materia legislativa. 

La posición de este ensayo es que los derechos reproductivos y a la 
salud sean explicitados en la Constitución de Chiapas. También que 
el delito de aborto se despenalice, se otorgue la capacidad de decisión y 
pleno derecho sobre su cuerpo a las mujeres y se tome en cuenta la 

ron propuestas legislativas; sin embargo, el Congreso estatal no las tomó en cuenta. 
De la misma manera, esta experiencia fue repetida en por lo menos otros siete foros 
y congresos de mujeres en los que participaron indígenas del estado, al parecer con el 
mismo resultado. 
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opinión y las propuestas rem itidas al Congreso estatal por diferentes 
organizaciones de mujeres que en forma organizada, informada y seria 
realizaron un foro en junio de 1991. Presentaron sus conclusiones y otras 
iniciativas al Legislativo, pero hasta la fecha no han tenido respuesta. 

La idea es que tanto el aborto como los derechos reproductivos de las 
mujeres son un problema de salud: por ello debe regularse y sancionarse 
en los códigos de salud como delito especial y no en el penal (por ejem­
plo, ciertas formas de fraude en el Código de Comercio). 

La redacción de este artículo y los supuestos de despenalización con 
perspectiva de género evitarían errores como los artículos "suspendi­
dos" (la redacción fue. hecha por hombres, pues desde el prinler renglón 
está escrito en género masculino y afirma: " ... con1ete delito de aborto el 
que ... "; en otro indica: u .. si se hiciere abortar al sujeto pasivo ... "; " ... se 
impondrá a éste ... "). 

Asimismo es urgente que, suspendida o no la despenalización, se re­
glanlenten los supuestos no punibles del aborto, pues se obliga a las 
mujeres, pese a tener una causa prevista en la ley como no sancionada, a 
suspender su embarazo en situaciones clandestinas, con grave riesgo 
para su salud y su vida. 

Se propone, dentro del ámbito penal y civil, formular una Ley de Vio­
lencia Intrafamiliar (cabe señalar que se trata de un trabajo colectivo en 
curso, realizado por varios grupos de mujeres que participamos acti­
vamente en instituciones gubernamentales y no gubernamentales, tanto 
del estado como de otras partes del país; y aunque algunas de estas 
propuestas ya fueron presentadas al Congreso de la Unión y al del esta­
do de Chiapas, he querido comentar su presentación en este espacio 
para invitar a las compañeras de otras entidades a sumarse a este es­
fuerzo legislativo para hacer viables las demandas de las mujeres ante el 
Estado). La tipificación de la violencia intrafamiliar es una de las prin­
cipales propuestas, con la idea de englobar en un solo título las conduc­
tas delictuosas donde: 

... el uso de la fuerza física o moral, de manera recurrente en contra 
de un miembro de la familia por otro integrante de la misma, y 
que atente contra la integridad psíquica o física, independiente­
mente de que produzca o no lesiones, siempre y cuando el agresor 
y el agraviado convivan en un mismo domicilio, existiendo una 
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relación de parentesco, matrimonio, concubinato o uniones fuera 
de matrimonio, quedando excluidas aquellas uniones que sean es­
porádicas o transitorias, salvo los casos en que subsiste el vínculo 
matrimonial o alguna relación paterno filia!... ' 

Las lesiones, amenazas y daños frecuentes entre cónyuges, si bien son 
formalmente penados por la ley, pocas veces son atendidos en la prácti­
ca y sÍ, en cambio, dan lugar y son motivo de mayores agresiones contra 
la mujer por parte del esposo o pareja, después de la demanda. 

Las normas jurídicas son expresión de la ideología, en nuestro caso 
androcéntrica, en donde la mujer tiene asignado su ámbito principal en 
la familia. Dentro de este marco, el derecho procura legitimar la sujeción 
de la mujer al hombre, nada como un Código Civil y de Procedimientos 
Civiles, estrechamente ligados en los procesos de violencia doméstica y 
por lo tanto con sus similares del ámbito penal para reflejar esta reali­
dad. Por eso dice Alda Facio: 

... el derecho en sí es sexista y androcéntrico. Aunque su aplicación 
fuese estrictamente apegada a la letra de la ley, siempre tendría 
efectos discriminatorios para las mujeres ... 

Por eso, el derecho es un campo hostil para la mayoría de las mujeres y 
debe ser un instrumento usado con cautela: puede incluso volverse con­
tra las mujeres, ya que está creado por los hombres y conceptualizado 
para que sean ellos quienes lo ejercen. 

Se propone desmitificar el sistema jurídico actual, introducir nuevos 
elementos e instrumentos alternos sobre todo en la práctica, respecto a la 
ley misma o su aplicación. En el impulso a modificaciones a la Cons­
titución y a los códigos debe participar activamente la sociedad civil, 
motivada por una serie de acciones con los diferentes elementos o acto­
res del sistema legislativo. 

Otra propuesta de modificación a los códigos Civil y de Procedimien­
tos Civiles que afectan todo el Título de Familia, es que se codifique en 
forma separada, creándose el Código de Familia y Menores. 

5. Definición de violencia doméstica tomada del anteproyecto del grupo COVAC, el 
cual se anexa a este trabajo. 
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Las modificaciones propuestas se han manejado para el estado de 
Chiapas y se basan en las jornadas celebradas en la ciudad de San Cris­
tóbal de Las Casas, Chiapas, conjuntamente con la COVAC y otras abo­
gadas, adaptándose numerales, justificación y exposición de motivos a 
las circunstancias particulares de nuestro estado, entre las que se en­
cuentra en especial el factor indígena y campesino, además del conflicto 
armado y los refugiados, pero usando básicamente la propuesta legisla­
tiva del Anteproyecto de Ley de Violencia lntrafamiliar de la Asociación 
Mexicana Contra la Violencia Hacia las Mujeres, A. C. (COVAC), realiza­
do por la licenciada Beatriz Saucedo y el licenciado Gerardo González, 
asistidos por la licenciada María de la Luz Vega, y auspiciado por el 
Fondo de Población de Naciones Unidas y el Consejo Nacional de Po­
blación,' más el estudio e investigación de campo que abarcó diez ciuda­
des del país, entre ellas Tuxtla Gutiérrez, así como la "Propuesta de 
Modificación al Código Civil del DF", coordinada por el Grupo de Edu­
cación Popular con Mujeres, A. C. (GEM)! 

6. Entre los asistentes a las jornadas coordinadas por el Grupo de Mujeres de San 
Cristóbal de Las Casas, A. e, se cuentan instituciones como Chiltak, CIAM, PGJ, DIF, 
CEDH, Congreso del Estado y otras. 

7. Este proyecto se trabajó colectivamente con otros 15 grupos de la República Me­
xicana y fue coordinado por el GEM. 
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ANEXO 

Las condiciones actuales de violencia en Chiapas 
que afectan a las mujeres y sus derechos humanos 

En un estado bien organizado eris ten pocos delin­
cuentes. La criminalidnd es la prueba 11/65 clara de que 
el pacto social está mal estructurado, y de la desorga­
nizao6n del Estado. 

LUIS RODRíGUEZ MANZANERA 

L a crisis económica y social, el problema político y su resultante en 
el levantamiento zapatista (enero de 1994), han agravado en nues­

tra entidad la ya de por sí crítica problemática de violencia hacia las 
mujeres. 

En Chiapas persiste la desigualdad y la injusticia sociales, y el Estado 
mantiene una política de guerra de baja intensidad con las consecuen­
cias de un Estado beligerante (represión, violación a derechos humanos, 
desalojos, retenes, acaparamiento, desinformación o manipulación pu­
blicitaria, encarecimiento de abastos en donde se encuentra el Ejército 
Federal, división social, apoyos económicos selectivos y otros), y siguen 
siendo las mujeres y los menores las personas más vulnerables ante esta 
situación. 

A pesar de que el Estado y el EZLN han suspendido el diálogo, en 
las negociaciones por una paz con justicia y dignidad, la presencia de las 
mujeres es cada vez más importante en este proceso de construcción de 
la democracia. 

La incertidumbre, el creciente desempleo, la persistencia de bajos sa­
larios y la amenaza constante de enfrentamientos armados, provocan un 
estado de angustia permanente en la población. Estos son elementos que 
contribuyen a generar más violencia en el interior de los hogares y se 
observa mayor agresión en sus diferentes modalidades. 

Esta problemática, si bien no es privativa de la región, cobra especial 
significación por las precarias cond iciones socioeconómicas de Chiapas 
(pobreza, desempleo, falta de servicios públicos, de salud y educación, 
así como insuficiencia de medios de producción alimenticia). Esta situa­
ción significa una mayor carga de trabajo para las mujeres, por la des-
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igualdad de género que existe. La discriminación étnica es un elemento 
agravante, de manera muy particular en el altiplano del estado, cuyo 
único centro urbano es San Cristóbal de Las Casas. 

En este contexto, y por la estructura cultural de la desigualdad de gé­
nero, las mujeres de las zonas rurales y semiurbanas inician su vida 
sexual activa muy precozmente, a menudo a los 12 años, y se enfrentan 
al ejercicio autoritario del poder, la violencia intrafamiliar, el alcoholis­
mo y la farmacodependencia, todo esto combinado con tensión y/o fati­
ga provocadas por la inestabilidad económica y social (los ingresos que 
obtienen la mayoría de las familias son menores al salario mínimo de la 
región, equivalentes a 2.5 dólares diarios, aproximadamente). 

Muchas de estas mujeres son monolingües sin posibilidades reales de 
elección sobre el desarrollo de su vida, viendo agravada su situación por 
la maternidad (tienen en promedio cuatro hijos a la mitad de su vida 
reproductiva), y han quedado al margen de los procesos educativos. No 
cuentan con los elementos mínimos necesarios para hacer efectivos sus 
derechos a la asistencia social, médica y de protección jurídica que debe 
ser proporcionada por el Estado, pero que dado el patrón ideológico, 
cultural y el sistema político-económico dominantes, les son negados 
por ser mujeres, indígenas y pobres. 

Los menores pasan a ser el eslabón que cierra la interminable cade­
na de reproducción de las condiciones de vida de nuestra sociedad. En 
un trágico proceso, las necesidades de formación humana básicas, 
como la autoestima, son conformadas en un ambiente de violencia e 
inseguridad. 

De manera especial ilustran esta situación algunos datos que aporta 
el documento Situación de las mujeres en el actual contexto chiapaneco, ela­
borado por el Grupo de Mujeres de San Cristóbal de Las Casas, A. C. 
junto con la Red de Mujeres por la Paz, redactado en esta ciudad en ju­
nio de 1994, que entre otras cosas indica: 

.0. subordinadas a los varones de su grupo familiar y comunitario, 
las mujeres tienen menos acceso a la educación, son las primeras 
en abandonar la escuela y las que obtienen menos ingresos por sus 
actividades asalariadas. 

El analfabetismo entre las mujeres de la región presenta índices muy ele­
vados. Por ejemplo, en el municipio de AHamirano alcanza 64.1%; en 
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Las Margaritas, 59.5%; en Ocosingo, 60%; y en San Cristóbal, 32.3%; con­
siderando a mujeres mayores de 15 años. Buena parte de las mujeres se 
ocupan en actividades que no reportan ingresos o no son captados por 
las estadísticas oficiales. Es interesante destacar que si bien para Chiapas 
se ha manejado que 80% de las familias recibe ingresos de hasta dos sa­
larios mínimos, en el caso de los municipios arriba mencionados, esta 
proporción se aplica al rubro de hasta un salario minimo, con las eviden­
tes consecuencias para las mujeres. 

La carga de trabajo doméstico se ve incrementada por la casi absolu­
ta carencia de recursos y servicios básicos como agua entubada y ener­
gía eléctrica. En 93% de las viviendas de Altamirano se cocina con leña; 
64.3% no dispone de agua entubada y 74.2% no tiene luz. En Las Mar­
garitas, los porcentajes son de 92.1, 76.9 Y 67.1, respectivamente; en 
Ocosingo, la leña es el combustible de 89.4% de las viviendas, 57.4% 
carece de agua y 67% de electricidad. En San Cristóbal, las proporciones 
son menores (40.3, .31.1 y 17.3%), en gran medida por la concentración 
urbana en la cabecera municipal, en el resto de las comunidades la si­
tuación es similar a la de los otros tres municipios. Estas condiciones 
desgastan prematuramente a la familia y en particular a las mujeres, 
quienes se encargan del acarreo de agua y leña para el uso doméstico. 

La guerra que ahora se vive en Chiapas seguramente agudizará la si­
tuación. Después de un cese al fuego, no del todo respetado, se ha crea­
do un clima de inseguridad y hostigamiento militar que junto con la 
falta de alimento~, agua, abrigo y atención médica, magnificará viejos 
problemas y creará nuevos. La hambruna que sufren las comunidades 
en la zona del conflicto repercutirá gravemente sobre la salud de la po­
blación que será más vulnerable al cólera y otras gastroenteritis e infec­
ciones respiratorias (muertes por estas causas han sido ya reportadas); la 
muerte materna, que duplica la media nacional, muy probablemente 
cobrará la vida de muchas más y los daños reproductivos serán mayores 
ante la salida de médicos, la destrucción de clinicas y las persecuciones 
a promotores de salud. 

Tampoco podemos dejar de insistir en los efectos tan serios que la in­
seguridad y el miedo causarán en la población civil. Nos preocupan en 
especial las mujeres que con sus familias han huido de sus comunidades 
y buscado refugio en albergues que no ofrecen condiciones suficientes 
para su bienestar. Asimismo, aquellas que recorren oficinas de institu-
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ciones oficiales y no gubernamentales en busca de sus maridos, hijos, 
hermanos, padres, desaparecidos o detenidos arbitrariamente. Nos in­
quieta la situación de las viudas, las dejadas, las madres solteras, que 
deben enfrentar la situación de emergencia con recursos muy limitados; 
igual que las ancianas que no han podido o querido huir y se han que­
dado solas o abandonadas en sus comunidades. 

Para las mujeres indígenas de los cuatro municipios más afectados, la 
situación es particularmente difícil dados los índices de monolingües y 
por el hecho de que muchas de ellas jamás habían salido de sus pueblos. 
En Altamirano 32.4% de las mujeres no habla espai\ol; 32.2% en Las 
Margaritas; 39.9% en Ocosingo, y 28.2% en San Cristóbal. 

Hemos recibido reportes sobre hostigamiento sexual hacia mujeres a 
cambio de despensas y también de que se les obliga a presentar a sus 
maridos e hijos para obtener alimentos. Tenemos conocimiento de 
que grupos de mujeres han sido sei\alados por el simple hecho de estar 
organizadas. 

Habrá que estar muy atentos a la vejación que en estos tensos mo­
mentos puedan sufrir las mujeres. Olvidar una vez más a la mitad de 
la población podría resultar sumamente costoso, pues limitaría en mucho 
la construcción de una paz fincada en la justicia social 'y la democracia. 

Por ello, existe un serio compromiso de luchar en forma organizada 
contra la sistemática violencia y violación de los derechos humanos de 
las mujeres en la situación actual de Chiapas, que cada día crece más, 
junto con la represión y el clima de intimidación creado por las autori­
dades y los medios de comunicación. 

Dentro de este contexto, las mujeres siguen siendo blanco especial de 
la represión y la violencia sexual, como lo muestran los casos de viola­
ción, lesiones, asalto, homicidio, hostigamiento, que se han denunciado 
y documentado desde 1994, y que sólo en el rubro de violencia sexual re­
basó más de 60 casos entre enero de 1994 y octubre de 1995. 

Estos casos van desde la nma violada por las autoridades priístas de 
Chamula, como parte de las agresiones tendientes a hacer salir a su fa­
milia de la comunidad, que se repiten en los múltiples procesos de ex­
pulsión en los municipios de Chenalhó y otros de la zona de Los Altos 
de Chiapas que han quedado impunes. 

Está el caso más conocido de las tres mujeres jóvenes tzeltales viola­
das en el retén militar de Altamirano el4 de junio de 1994, en e l que se 
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concentran la discriminación, el racismo, el uso y abuso de las muje­
res corno arma de guerra, utilizando la agresión sexual de los soldados 
para amedrentar y afectar el ánimo no sólo de las víctimas sino de toda 
la comunidad. 

A la impunidad de los elementos militares se suma el intento de jus­
tificarla por medio de una supuesta investigación totalmente parcial por 
parte del Ejército Federal, que se convierte así en juez y parte del proce­
so para intentar borrar el delito de sus miembros y preservar una ima­
gen ya de por sí deteriorada. 

Las enfermeras asaltadas y violadas en octubre de 1995 en el munici­
pio de San Andrés, agresión que también quedó impune, tuvo un costo 
muy alto para la salud física y mental de las víctimas y afectó su fuente 
de trabajo (fueron despedidas por haber denunciado el ataque). 

Pese a que diversos grupos de mujeres organizamos una campaña 
con varias acciones en contra -de la violencia, se denunció públicamente 
el caso de la violación en contra de la activista y representante del EZLN, 

Cecilia Rodríguez, en el municipio de La Trinitaria; sin embargo, antes 
de un mes y casi en el mismo lugar fueron asaltadas y violadas otras tres 
mujeres de origen extranjero. 

Los casos de violencia sexual atendidos por el Grupo de Mujeres se 
suceden a razón de uno por semana, y en varios de ellos están involu­
cradas autoridades de diversa índole, así como grupos armados que ac­
túan casi al descubierto y en total impunidad, corno el asalto y tentativa 
de violación a la religiosa Norberta en el municipio de Oxchuc. Con 
características y modo de operar muy similares a éste, se cuenta el caso 
más reciente de julio de 1996, cuando un grupo armado y encapuchado 
asaltó un camión de pasajeros cerca del poblado de Abasolo, municipio 
de Ocosingo, y violaron a otra trabajadora del sector salud frente a su 
esposo y otros pasajeros. 

Por ello insistimos en que las mujeres vuelven a ser víctimas de la 
violencia generalizada en los conflictos políticos. Ellas padecen la mayor 
carga de la represión y el abuso del poder en todos sus niveles, desde el 
individual del soldado que la hostiga, humilla y viola, hasta el colectivo 
e institucional que las usa contra la sociedad y se niega a reconocerles 
cualquier derecho que como humanas tienen. 

Con los casos anteriores están también los múltiples asaltos, amena­
zas, robos y ataques que han sufrido mujeres de los diferentes grupos 
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organizados, como el de las artesanas de rPas Joloviletik, Kinal, Anzetik 
y otros que se encuentran documentados y denunciados formalmente, 
pero que continúan impunes. 

La lista de casos, tanto referentes a delitos sexuales como otros, se 
encuentra documentada en los archivos del Grupo de Mujeres y puede 
ampliarse la información en cada uno de ellos, si esto se requiere, pero 
sólo en cuestiones muy específicas y con autorización de las interesadas. 

Esta situación no tiene visos de cambiar. La actitud del gobierno, su 
falta de voluntad para mejorar las condiciones actuales, se refleja en 
acciones ilegítimas corno la constante y anticonstitucional presencia del 
Ejército Nacional en acciones de "auxilio social" y otras que obstaculi­
zan el proceso de paz. Sobre todo, la instalación de retenes en las comu­
nidades inhibe el paso libre, agrede y humilla a mujeres y niños que se 
ven en la necesidad de trasladarse, abusa del poder que las armas y su 
posición de autoridad les confiere e incurre en conductas delictivas. 

A lo antes descrito cabe el señalamiento: "como mujeres indígenas 
sufrimos triplemente: por ser pobres, por ser mujeres y por ser indias" 
Guana María Ramos, indígena nahual, pues -repetimos- el problema 
de la violencia y la impunidad lo sufren en forma más grave y específica 
las mujeres pertenecientes a las etnias, como lo ilustra el caso particular 
de las tres mujeres jóvenes tzeltales. 

La impunidad, la tortura y otras violaciones a los derechos humanos 
es la cuota que el Estado paga a sus cuerpos rep resivos, entre los que se 
encuentra no sólo el Ejército Federal, sino judiciales y/o policías de todo 
tipo, y que ahora actúa por medio de guardias blancas (chinchulines, or­
ganizados bajo "frentes cívicos" I "paz y justicia", "auténticos coletos" y 
otros del mismo tipo l. 
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La mujer guerrense y la Constitución 

Las mujeres y el derecho agrario 

Rosaura Rodríguez Carrillo' 

L a problemática de las mujeres del campo se deriva de un conjunto 
de factores específicos, generados a partir de nuestro desarrollo den­

tro de un sistema estructurado desde la perspectiva masculina, donde 
hemos jugado el papel de eternas extranjeras dentro de las normas y le­
yes que rigen nuestro destino como seres humanos. Las condiciones de 
vida y desarrollo de las mujeres del agro adquieren características espe­
cíficas, pues las condiciones de género en las que nos desenvolvemos se 
agudizan cuando nos encontramos inmersas en un contexto social, 
como el de nuestro estado, con marcado atraso socioeconómico, alto Ín­

dice de analfabetismo, desnutrición, desempleo, muertes por enferme­
dades curables y W1a economía agrícola de autosubsistencia, aunados a 
la reciente crisis económica. 

El origen de la desigualdad no radica, por sí mismo, en las leyes que 
nos rigen; es un problema cultural y estructural donde "usos y costum­
bres" prevalecientes en las poblaciones rurales marcan una discrimina­
ción constante. 

Las mujeres han cumplido, a través del tiempo, roles importantes en 
el ámbito doméstico y en la producción agropecuaria de sus ejidos y 
comunidades. Su participación engloba diversas actividades que van 
desde realizar labores de abastecimiento de agua y leñaf preparación de 
alimentos, crianza de animales de traspatio y cuidado de los hijos; pero 
también han participado históricamente en la preparación de la siembra, 
selecciónf cosecha y comercialización de los productos agropecuarios. Sin 
embargof a pesar de ir en aumento el nivel de participación de la mujer 
tanto a nivel colectivo (como es el caso de las unidades agrícolas para la 
mujer -UAIM- y otras figuras asociativas como sociedades de. solida­
ridad social-S5S- y empresas de solidaridad), su participación, subesti­
madaf devaluadaf no es reconocida socialmente. No se les reconoce como 

, Licenciada en Derecho. Delegada estatal del Servicio Nacional de [nformaci6n de 
Mercados, estado de Guerrero 
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productoras directas en el proceso de producción y comercialización al 
igual que a los hombres, como entes generadores de ingresos. 

La falta de reconocimiento del trabajo productivo que desempeñan 
constituye un factor central, determina y consolida las condiciones de 
discriminación y desigualdad que enfrentan en el medio rural; el estatus 
de productoras no se les ha otorgado, pues sus funciones son planteadas 
conlO trabajo doméstico o extensión del mismo, aun cuando existen estu­
dios que demuestran su participación activa en las diversas fases de la 
producción agrícola. A partir de un análisis desde la perspectiva de gé­
nero, podemos afirmar que las cond iciones de vida de las mujeres del 
campo están regidas por una doble y hasta triple jornada de trabajo no re­
munerado, lo cual constituye un marco de condiciones de discrinünación 
y desigualdad. Es relevante señalar que las mujeres productoras en el 
país, a pesar de la legislación, no han sido beneficiadas con tierra. La SRA 
estimó, hacia finales de 1996, que 42.2% de la población económicamen­
te activa en el campo no tenía tierra, porcentaje que representa alrededor 
de 3.2 millones de personas en edad productiva, de las cuales la mayor 
cantidad está constituida por mujeres. A pesar de no existir datos preci­
sos y actualizados, algunos especialistas estimaron (en 1980) que del to­
tal equivalente de certificados de derechos agrarios, sólo 15% pertenecía 
a mujeres. En 1990, había oficialmente 3.1 millones de ejidatarios en todo 
el país; de esa cifra puede implicarse que menos de 46 mil certificados de 
derechos agrarios pertenecían a mujeres. 

A partir del cambio al Artículo 27 constitucional y su ley reglamenta­
ria, en Guerrero se han emitido 86 mil 993 documentos correspondien­
tes al Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulaciones 
de Solares Urbanos (PROCEDE), de los cuales 9 mil 119 corresponden a 
mujeres. 

Por otro lado, el impacto ocasionado por dichas reformas, con respec­
to a las de UAIM, tiene serias implicaciones que afectan de manera drás­
tica a las mujeres, ya que el establecimiento de la unidad en cada ejido, 
antes, resultaba obligatori o, tanto para las autoridades agrarias como 
para la asamblea; con las reformas, este carácter de obligatoriedad se eli­
mina y se deja al cri terio de la asamblea ejidalla decisión de dotar o no 
de parcelas a la UA IM. 

En este sentido, en caso de otorgarse, la asamblea adquirió la facultad 
de determinar la extensión y calidad de las tierras destinadas para estas 

- 310 -



unidades. Este aspecto es detenninante para su funcionamiento. En 
1990, en sólo 8.6% del total de los ejidos a nivel nacional existía una 
UAIM y de las casi dos mil registradas, gran cantidad no estaban en ope­
ración, incluso hasta la fecha. 

Según una evaluación realizada por la SRA sobre las UAIM, los resulta­
dos mostraron que sólo una tercera parte de las unidades obtuvo una do­
tación de tierra; 34.5% de las que funcionaba tenía una parcela de una a 
cinco hectáreas; a 26% se las quitaron; en 5% de los casos otras personas 
usufructuaban la parcela, y en 10% el tamaño resultaba inadecuado. 

Aunado a ello, intervienen otros elementos que determinaron la ir\aC­

tividad de las mujeres organizadas en esta figura: 

1. Falta de parcela, pues a pesar de existir parcelas vacantes, al mo­
mento de entregarlas se priorizan otras necesidades. 

2. Conflictos parcelarios, pues aunque las mujeres obtienen la par­
cela, posteriormente aparecen otros dueños o personas que creen 
tener derecho, lo cual ha dado pie a invasiones y conflictos de ca­
rácter jurídico. 

3. Desintegración de los grupos por varias causas, fundamentalmente 
de organización y comercialización. 

Lo anterior nos permite ubicar a las UAIM en condiciones jurídicas de in­
certidumbre para su continuidad; al depender de la decisión de la asam­
blea ejidal, está constituida en su mayoría por varones. 

La legislación agraria contempla en sus disposiciones que hombres y 
mujeres con derechos agrarios pueden votar y ser votados para ocupar 
cargos de dirigencia en los órganos de representación de los núcleos; al 
constituir las mujeres el grupo minoritario con calidad de ejidatarias, su 
participación es mínima. 

En el caso específico del estado de Guerrero, según datos del Regis­
tro Agrario Nacional, de 1994 a la fecha se han registrado unos 650 ór­
ganos de representación; la participación global de las mujeres en estos 
es de apenas 30, en tanto que las mujeres han presidido a sólo dos de es­
tos órganos. 

Es necesario señalar otra de las desventajas a la gue se enfrentan las 
mujeres en materia de derechos agrarios: la referente al testamento agra­
rio O lista de sucesión, reglamentado en el Artículo 17 de la Ley Agraria 
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que faculta al ejidatario para designar a sus sucesores, sin priorizar la se­
guridad y el bienestar de las mujeres, quienes por lo general se quedan al 
frente del sostenimiento de los hijos cuando el padre ha fallecido. Dicha 
reglamentación deja a la elección del ejidatario el orden de preferencia 
conforme al cual deba hacerse la adj udicación de derechos a su fall eci­
miento. "Para ello podrá designar al cónyuge o a la concubina, a uno de 
los hijos, a uno de los ascendientes o a cualquier persona". Este último 
punto establecido por la ley pone en riesgo la seguridad patrimonial de 
las familias campesinas; por ello se hace necesario plantear reformas le­
gislativas que garanticen la seguridad familiar, pero sobre todo el dere­
cho agrario de las mujeres. 

En otro orden de ideas, p recisamos que el trato desigual dado a las 
mujeres a través de la historia parte de un contexto cultural heredado de 
una manera matrilineal (costumbres transmitidas de madre a hija en for­
ma permanente a través de generaciones), lo cual perpetúa prácticas 
discriminatorias no sólo obsoletas hoy en día, sino violatorias de nuestra 
dignidad y derechos humanos. 

Es necesario elaborar un análisis objetivo que, desde la perspectiva de 
género, revise los criterios bajo los cuales se implantaron y establecieron 
las leyes que nos rigen. Partir del precepto de la igualdad entre los h om­
bres y las mujeres establecido en el Artículo 4' constitucional, pues la 
política sociocultural donde nos desarrollamos está regida por una des­
igualdad discriminatoria que es necesario eliminar para avanzar hacia la 
transición democrática en condiciones favorables para todos, hombres y 
mujeres. 

Debemos reformar las condiciones reales de las prácticas sociales, rei­
vindicar la importancia de lo cotidiano corno factor determinante de las 
identidades de género que asumimos y determinan las condiciones de 
igualdad o desigualdad entre los seres humanos. Para transformar la 
realidad sociocultural de las mujeres, necesitamos hacer un llamado a 
los medios de comunicación para plantearles que la imagen de las muje­
res debe ser distinta de la manejada tradicionalmente, que dejemos de 
ser "prácticas y manejables" como una tarjeta de crédito, para ser consi­
deradas individuos con dign idad; llam ar a la transformación del siste­
ma educa tivo donde las mujeres juguemos un papel protagónico en la 
historia y dejemos de aparecer como las" Adelitas" de siempre; contri­
buir a modificar los criterios que rigen las relaciones intrafamiliares, 
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para hacer realidad esa igualdad escrita en la ley y desterrada en las 
prácticas sociales. 

En el ámbito legal, con respecto al derecho agrario y a las mujeres, 
hacen10s las propuestas siguientes desde una perspectiva de género: 

1. Pugnar porque las mujeres campesinas obtengan igualdad de con­
diciones dentro de lo estipulado por la ley con respecto al acceso y 
reconocimiento plenos a la titularidad de la tierra. 

2. Fortalecer y reestructurar los mecanismos para asegurar el ejercicio 
de los derechos de la mujer campesina. 

3. Desarrollar acciones de educación, información y capacitación so­
bre los derechos agrarios. 

4. Buscar alternativas productivas y de cOlnercialización dirigidas a 
grupos específicos de mujeres rurales. 

5. Dictar políticas que permitan determinar igualdad de condiciones 
para que las mujeres accedan a créditos y capacitación. 

6. Promover que las leyes que incluyen a las mujeres del campo se 
elaboren desde una perspectiva de género. 

7. Establecer un convenio entre la Secretaría de la Mujer, el Registro 
Agrario Nacional y las organizaciones campesinas con los medios 
masivos de COffiW1icación para difundir y promover los derechos 
de las mujeres ejidatarias, y enfatizar su prioridad en la legislación 
referente al testamento agrario. 

Subrayamos que la igualdad entre hombres y mujeres establecida por 
la ley carece de valor si no se materializa en prácticas sociales de con­
vivencia, desde lo cotidiano hasta las altas esferas de la vida política 
donde nos desenvolvemos. Esto engloba tanto la realidad de las muje­
res del campo como la de las mujeres dirigentes de los distintos gru­
pos, partidos políticos y organizaciones sociales; desde ahí, debemos 
luchar por seguir ganando espacios en todos los ámbitos donde se 
hace necesaria nuestra presencia, pero no más como seres de segunda 
categoría. 

Las invito a que juntas bordemos, con hilos de la esperanza, el futu­
ro para una sociedad más justa y democrática, donde nuestras hijas 
e hijos convivan como seres de la especie, reconociendo la igualdad en 
la diferencia. 
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Las mujeres y el derecho laboral 

Crescencio Otero Ríos' 

El derecho ha sido tradicionalmente considerado como una necesidad 
para todo individuo que vive en sociedad, siendo inconcebible que el 
hombre, como ser social, viva apartado de los demás, sin relaciones con 
sus semejantes; por ello es inadmisible la sociedad humana sin un cuer­
po ordenador que permita la convivencia de sus miembros. Esta es la ra­
zón del derecho, como conjunto de normas reguladoras de la conducta 
social de los individuos. 

Sin embargo, no toda la conducta de los individuos se encuentra re­
gulada por el derecho, pues frente a las normas jurídicas encontramos la 
moral, las convenciones sociales y la religión. 

Por lo anterior, concluimos que sólo cierta conducta del individuo cae 
dentro del ámbito del derecho. 

Ahora bien, me congratulo de que un puñado de mUjeres mexicanas, 
universitarias, me haya invitado el día de hoy para charlar con respecto 
al tema "La mujer y el derecho laboral". Me congratulo por tratarse de 
mujeres liberales, de avanzada y sobre todo preocupadas por los proble­
mas sociales. 

Hablar de la mujer que trabaja, ni qué dudarlo, implica remontarnos 
a la época del matriarcado. En el hogar, la mujer era el eje de la familia, 
mientras el hombre peleaba con sus semejantes o con las fieras. 

También es cierto que la mujer, en el mundo jurídico del derecho la­
boral, ha obtenido conquistas gracias a su tesón, valentía y capacidad; 
no obstante, todavía falta mucho camino por recorrer para alcanzar la 
meta trazada, pues el propio "varón" aún pone obstáculos para no dar 
cabal reconocimiento a la capacidad femenina. Por ejemplo, si una 
mujer escala puestos altos en una compañía, se dice que accede a esos 
puestos por ser la amante del fulano. El hombre se muestra incapaz de 
reconocer la capacidad de la mujer. 

Por otro lado, y más grave, cuando una mujer se presenta a solicitar 
trabajo, si está de buen ver, el patrón la contrata sin hacerle exalnen pre­
vio, pero a veces sucede que empieza a ser hostigada sexualmente . 

.. Licenciado. Guerrero. 
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Cuántas mujeres acuden a sindicatos con la ilusión de conseguir tra­
bajo en una empresa, y algunos líderes sindicales les advierten que el 
favor lo hacen siempre y cuando correspondan y paguen con servicios 
sexuales. Si alguna accede, llega a la empresa y el primero que la asedia 
sexualmente y le pone trabas es el encargado de la oficina de recursos 
humanos, y así se hace una cadena y un calvario para aquella mujer. 

Por su parte, las mujeres indígenas abandonan sus tierras y van a las 
ciudades llenas de ilusiones, esperanzas y aliento para encontrar el pan 
para ellas y su familia, pero por su nula preparación no tienen otra alter­
nativa más que ser domésticas, y en algunos casos el dueño de la casa o 
los hijos la asedian sexualmente. Si esta mujer se resiste a las caricias del 
patrón, no la contratan; si está contratada, sin haber motivo alguno la 
despiden; pero si accede y sobreviene el embarazo, la despiden del tra­
bajo para eludir responsabilidades; esta mujer no sólo tiene problema al 
buscar el pan para ella sino también para su hijo, y su cruz se hizo más 
pesada. 

En todos estos ejemplos, el hostigamiento sexual no aparece como 
causal de la parte hostigada para acudir a los tribunales laborales y de­
mandar la rescisión de la relación de trabajo, invocando esa causa. 

Por otro lado, nuestro cÓdigo laboral trata los problemas de los do­
mésticos, en su mayoría mujeres; por eso me atrevo a tratar este punto 
de la ley. 

Sabemos que un doméstico es aquella persona que presta servicios de 
aseo, asistencia y otros, propios o inherentes al hogar, a quien además 
de su salario se le deben proporcionar alimentos y habitación. 

Esto suena muy bonito en apariencia, pero estas trabajadoras no 
tienen derecho al pago del tiempo extraordinario trabajado; no tienen 
derecho a la estabilidad del empleo, es decir, no hay obligación por parte 
del patrón de reinstalarla en su empleo en caso de despido, siempre y 
cuando le pague la indemnización correspondiente de acuerdo con el 
Artículo 49, Fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, 

Frente a esto, la Constitución de la República trata de atemperar en 
algo la explotación, corno se desprende del Artículo 123, Fracción v, 
Apartado" A", que dice: 

Las mujeres durante su embarazo no realizarán trabajos que exijan 
un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud. 

- 315 -



En relación con la gestación: gozarán forzosamente de seis sema­
nas anteriores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y 
seis semanas posteriores al mismo, debiendo percibir su salario 
íntegro y conservar su empleo y los derechos que hubieran adqui­
rido por la relación de trabajo. En el periodo de lactancia tendrán 
dos descansos extraordinarios por día, de 111edia hora cada uno, 
para alimentar a sus hijos. 

Vemos plasmadas estas garantías sociales en nuestra ley secundaria, jus­
to en el capítulo de los trabajos especiales o trabajos de mujeres, donde 
se detalla que mujeres y hombres tienen los mismos derechos y las mis­
mas obligaciones, es decir, hay igualdad sexual, pero la ley trata de pro­
teger la maternidad, prohibe que la mujer exponga su salud o la del 
producto ya sea durante el estado de gestación o el de lactancia, sin su­
frir perjuicio en su salario, prestaciones y derechos; no se podrá utilizar 
su trabajo en labores insalubres o peligrosas, trabajo nocturno industrial, 
en establecimientos comerciales o de servicio después de las diez de la 
noche, así como en horas extraordinarias. 

Las madres trabajadoras tendrán los siguientes derechos: 

• Durante el periodo de embarazo no realizarán trabajos que exijan 
esfuerzos considerables que signifiquen un peligro para su salud 
en relación con la gestación, tales como levantar, tirar o empujar 
grandes pesos que produzcan trepidación, estar de pie durante 
largo tiempo o que puedan alterar su estado psíquico y nervioso. 

• A que se consideren en su antigüedad los periodos pre y post 
natal. 

• Los servicios de guardería infantil, los cuales deberán prestarse 
por el Instituto Mexicano del Seguro Social. 

• En los establecimientos en que trabajen mujeres, el patrón debe 
mantener un número considerable de asientos o sillas a disposi­
ción de las madres trabajadoras. 

Propongo que la Delegación Guerrero de la Federación Mexicana de 
Universitarias acuda ante el secretario de Trabajo y Previsión Social y le 
pida incluir una fracción más al Artículo 47 del código laboral, para que 
aparezca como "causal de la rescisión de la relación de trabajo el hosti-
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gamiento sexual". Esto debe ser contemplado como parte de las refor­
mas de la Ley Federal del Trabajo. 

Las mujeres y el derecho penal 

Jesús Martínez Carnelo' 

1. Como abogada. Son varias las mujeres dedicadas a la trascendental 
tarea de defender inculpados en litigios penales, al grado que los 
resultados en cuanto a confiabilidad entre cliente y abogada son 
contundentes, o para el resultado deseado, en este caso la libertad 
de su cliente. 

2. Como defensora de oficio (yo la llamaría defensora legal o pública). Esta 
es una actividad ardua, donde gran número de abogadas penalistas 
se encuentran adscritas a los juzgados y colegiados federales y del 
fuero común. Cabe resaltar su valentía y decisión en la defensa, al­
tamente reconocida ante el compromiso de su propia seguridad. 

3. En el sistema de administración de justicia. En el estado contamos con 
32 jueces penales, de los cuales cinco son mujeres, lo cual represen­
ta una verdadera satisfacción porque sus resoluciones son más 
sentidas, analíticas y por supuesto sujetas a una justa apreciación 
ético legal, ético social y ético axiológica. 

4. En el sistema de procuración de justicia. Sin duda, resalta la inserción 
de la mujer en el papel de acusadoras e investigadoras para la inte­
gración de averiguaciones previas y en dignas abogadas del Esta­
do, de la sociedad, de las víctimas y de familiares de las víctimas. 

A ello se agrega su presencia en las diversas direcciones de la 
Procuraduría y por supuesto de las agencias especializadas, sin 
embargo se denota carencia en materia de especialización sobre 
dicha área. 

5. Como víctima. Su tratamiento y atención desde el punto de vista 
clínico, psicológico, psiquiátrico o médico, debe darse bajo los 
marcos que hoy en día aún no se encuentran plasn1ados en la ley 

>1- Doctor en Derecho Penal. Magistrado del Tribunal de Justicia del Estado de Gue­
rrero. 
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penal. En este apartado deben considerarse no sólo la reparación, 
sino el resarcimiento de los dai\os, conjugar la protección de todos 
y cada uno de los bienes protegidos que se establecen en cada tipo 
penal, sean éstos de carácter patrimonial, de vida, salud, libertad 
personal, libertad sexual, seguridad, honor, etcétera. 

6. EH relación con los familiares de la víctima. En este caso, cuando el bien 
jurídico vulnerado se extingue, debe dársele como apoyo en forma 
indistinta a los fan1iliares de aquélla, con tratamiento, subsidio eco­
nómico e incluso trabajo, si se tratase de una víctima privada de su 
vida en el desempeño de sus deberes, o bien cuando se provoca la 
mutilación de algún órgano provocada por alguna lesión grave. 

7. Como parte aCLlsada, procesada y senlel/ciada. Son tres fases que la in­
culpada, acusada o sujeta a proceso debe tener, más una sistemáti­
ca y efectiva investigación que en realidad esclarezca bajo medios 
probatorios si es o no responsable de un delito. Si en el caso fuese 
sentenciada, una vez cause ejecutoria la sentencia definitiva debe­
rá proporcionársele, bajo un esquema propio dentro de los cáno­
nes del sistema penitenciario, en un programa más acorde con las 
necesidades de su rehabilitación, considerado el tipo de delito, gra­
vedad, circunstancias de su ejecución, modalidades, agravantes, 
etcétera. 

8. Como académica en el derecho penal. Las mujeres ilustres en el área pe­
dagógica son abundantes, pero en verdad son pocas las que en el 
aula proyectan con acuciosa observancia e ilimitada crítica las de­
ficiencias metodológicas de nuestra doctrina penal, tanto en el 
mundo teórico como en el práctico; considero que en este rubro la 
mujer debe ser propositiva, objetiva, crítica, analítica y por supues­
to científica. 

9. COI/lO investigadora. Son muy contadas las mujeres que se dedican a 
la investigación. Quienes se dedican a establecer programas de in­
vestigación han caído en el esquema clásico y rutinario, pues no 
proponen nuevos esquemas o modelos, tanto en el ámbito doctri­
nal como en el procedimental, desde la fase de la investigación 
hasta la culminación de una sentencia y del propio amparo, sin ol­
vidar la justicia penal de paz y federal. 

10. En el ámbito legislativo. Debiera concientizarse a la mujer legislado­
ra que cuente con el asesoramiento, conocimiento y capacitación 
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en materia penal respecto de la conformación de los delitos ya 
existentes y del nuevo catálogo de aquellos que todavía no se han 
legislado. Las legisladoras deben ser prominentes revisoras de le­
yes sustancial y adjetivamente, pero con prominencia técnica en lo 
que encierra o estructura un tipo penal. Circunstancia que no riñe 
con el legislador masculino, quien también responde a la obser­
vancia antes señalada. 

11. En el sistema penal. La mujer debe convertirse en un ente evolu­
cionista de perspectivas y cambios, ante la constante oleada de 
posturas doctrinales, esquemas comparativos y corrientes jus­
penalistas que la ubiquen en un lugar específico, con lo cual se dis­
tingan de las demás ciencias del derecho. 

Propuestas 

Dada la interacción entre mujer y derecho penal, me permito proponer a 
ustedes las siguientes consideraciones: 

1. Reformar la ley penal, para que al tratarse de mujeres acusadas 
sean también defensoras de oficio quienes atiendan el caso en 
particular. 

2. La creación de un apartado en la ley perta!, y en consecuencia el de­
creto correspondiente, para asignar defensores de oficio en las 
agencias del Ministerio Público que atiendan en forma exclusiva 
asuntos relacionados con las mujeres inculpadas. 

3. La construcción de centros de readaptación social femeninos con 
tratamientos, sistemas y organización penitenciaria dirigida a la 
mujer que purgará la pena; esto puede darse corno planteamiento 
estatal o federal. 

4. La necesidad de elevar a rango constitucional el derecho de la in­
terna femenina, dado que esto se encuentra estipulado en el decre­
to 179 de 1991. 

5. La creación de un departamento de consulta, actualización y profe­
sionalización femenina sobre la ciencia penal, incluyendo en este 
apartado la necesidad de asesoramiento jurídico a mujeres legis­
ladoras para la revisión de leyes penales. 
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6. La creación de la abogada estatal en materia penal que dé segui­
miento, observancia, aplicación y efectividad de sentencias sobre 
las reparaciones y resarcimientos de los daños de todos los ilícitos. 
Pero de forma especial cuando se trate de aquellos que ameriten 
un tratamiento clínico, psicológico, psiquiátrico, médico y de ca­
rácter patrimonial, utilizando los medios coercitivos del Estado 
para hacer efectiva esta reparación del daño y multas en favor de 
las víctin1as o bien, en favor de los familiares de la víctima. 

7. Crear una asociación nacional de mujeres penalistas para efectos de 
que este organismo tenga la representatividad a nivel nacional so­
bre algún tópico en donde se considere que se ha cometido una 
injusticia, no se ha aplicado la ley, o simplemente para establecer el 
vínculo de una relación intercultural entre una entidad y otra, para 
así lograr la unificación de criterios tanto en los tratamientos a las 
víctimas como en cuanto a la reparación de daños y la aplicación 
de las sanciones definitivas (compurgación de la pena impuesta). 

No quisiera concluir mi participación sin antes remarcar el papel real­
mente innovador que juega la mujer en el derecho penal, con miras 
futuristas que representarán las esperanzas de un cambio en el sistema 
penal para las fu turas generaciones, cuyos fenómenos de criminalidad 
serán distintos y diversos, requerirán mayor atención, entrega y acucio­
sidad. Qué mejor opción que la mujer participe en la nueva sistemática 
de un derecho penal para el nuevo milenio. 

Las mujeres y el derecho a la salud 

Rosa Martha Muñuzuri y Arana' 

La primera Constitución, la de Apatzingán, presentada por don José 
María Morelos y Pavón el 22 de octubre de 1814, llevaba el título de 
Decreto constitucional para la libertad de la América mexicana. Después 
vinieron las de 1824, 1857 Y en septiembre de 1916 se convoca al Congreso 

,. Médica anestesióloga del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Tra­
bajadores del Estado, Acapulco, Guerrero. 
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Constituyente y don Venustiano Carranza presenta un proyecto de 
Constitución. Esta se promulga el 5 de febrero de 1917 y entra en vi­
gencia el l' de mayo de 1917. 

¿Por qué tanto interés? Porque la Constitución Política es la ley supre­
ma, la madre de las leyes, regula los derechos del hombre y la organi­
zación del Estado. 

Los derechos del hombre son las garantías individuales constitucio­
nales. Asimismo, esta Constitución divide al Supremo Poder de la Fede­
ración en tres poderes iguales: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

Es indispensable conocerla, así podernos exigir nuestros derechos y a 
su vez cumpliremos mejor nuestras obligaciones; sobre todo, viviremos 
más tranquilos y nuestra convivencia será más pacífica. 

Entrando al tema, el Articulo 42 constitucional contiene lo relativo a la 
salud, pero antes haré dos comentarios: 

El primero, sin ser de salud, es muy importante saberlo; es la lucha de 
las pioneras por tener igualdad, y este Artículo 4' nos dice que el varón y 
la mujer son iguales ante la ley. Debemos esto, sí, a aquellas mujeres 
tenaces, capaces y emprendedoras, entre ellas a la licenciada Margarita 
Garda Flores, quien siendo diputada por Nuevo León presentó gran in­
terés por esta reforma que impulsa, redacta y defiende la persistencia e in­
sistencia de los grupos femeninos no sólo en el campo de la salud sino en 
todos lo ámbitos. Desde aquí mil gracias, el surco se ha ensanchado, no les 
quedaremos mal en la siembra y estoy segura: la cosecha será fructífera. 

Segundo, nos dice el Artículo 4' constitucional: "Toda persona tiene 
derecho a la protección de la salud". Esta iniciativa se agrega el3 de fe­
brero de 1983, siendo presidente el licenciado Miguel de la Madrid, y 
aquí aparece el joven visionario guerrerense, el licenciado José Francisco 
Ruiz Massieu, funcionario de la Secretaría de Salud, y pone su grano de 
arena; los que trabajamos en la Comisión de Salud en el Congreso de la 
Unión, a la cual tuve la fortuna de pertenecer, constatamos su brillante 
participación y aportación. Es justo mencionar a quienes de una u otra 
manera han dejado huella significativa en beneficio de los mexicanos; el 
derecho a la salud, en mi opinión, es un derecho fundamental. 

También nos dice el Artículo 4Q constitucional: "Toda persona tiene 
derecho a decidir libre, responsable e informadarnente sobre el núme­
ro y espaciamiento de los hijos". Más adelante menciona que la ley de­
finirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y 
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que establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad generaL conforme a lo dispuesto 
en la Fracción XVI del artículo de salubridad general (Artículo 73): 

l ' El Consejo de Salubridad General dependerá directamente 
del Presidente de la República sin intervenciones de ninguna Se­
cretaría de Estado, y sus disposiciones serán obligatorias en el país. 

2!! En caso de epidemias de ca rácter grave o peligro de invasión 
de enfermedades exóticas en el país, el Departamento de Sa lu­
bridad tendrá la obligación de dictar inmediatamente las medidas 
preventivas indispensables, a reserva de ser sancionadas por el 
Presiden te de la República. 

3u La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus disposiciones serán 
obedecidas por las autoridades administrativas del país. 

4" Las medidas que el Consejo haya dispuesto en la campaña 
contra el alcoholislno y la venta de sustancias que envenenan al 
individuo y degeneran la especie humana, así como las adoptadas 
para prevenir y combatir la contaminación ambiental, serán 
sancionadas por el Congreso de la Unión en los casos que le com­
petan. 

En el nivel federal se crea la Secretaría de Salud para marcar las políticas 
generales en esta materia. En Guerrero se crean los servicios estatales de 
salud, con acciones propias de nuestro estado, además de las políticas 
de sa lud nacionales. 

Guerrero es precursor en la descentralización de los servicios de sa­
lud. Esto sucede también cuando es funcionario de la Secretaría de Sa­
lud el licenciado José Francisco Ruiz Massieu, quien deseaba que su 
estado fuera responsable de manejar presupuestos y acciones de acuer­
do con su problemática de salud . 

En mi particular punto de vista, creo que la Constitución ya está de­
masiado parchada. No pongamos más parches sin analizar a conciencia 
y a fondo las normas y adiciones; ya basta de hacer las cosas a la ligera. 
No vaya entrar en estadísticas, mucho menos a los números que consi­
dero 111uy fríos y muchas veces no creíbles; no voy a polemizar si debe 
o no despenalizarse o legalizarse el aborto, pero sí quiero recordar 
que cada estado tiene su Constitución, existen leyes secundarias y regla-
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mentas nacionales, es decir federales, complementarios. Es ahí donde 
deben10s incidir. Le pido a FEMU a nivel nacional nos reúna con el resto 
de los estados y así daremos algo de lo ya probado por nosotros para ob­
tener propuestas enriquecidas que se harán llegar a los legisladores para 
incorporarlas y / o adecuarlas a las leyes y reglamentos; recordemos que 
las leyes fueron hechas por los hombres, propuestas por ellos y vota­
das por ellos. Ahora la historia nos da el lugar que conquistaron las mu­
jeres revolucionarias y que nosotras retomamos. 

En salud tenemos a la Secretaría de la Mujer, que da pláticas de orien­
tación a la salud porque es mejor prevenir que curar; da medios de pla­
nificación, promotorías de salud física y mental, apoyos psicológicos, 
salud reproductiva. 

Propongo que promovamos más a la mujer guerrerense: nos sentimos 
orgullosas de tenerla, ojalá todos los estados la tuvieran. Este es un logro 
femenino que debemos al licenciado José Francisco Ruiz Massieu: des­
canse en paz. 

Exijamos cumplir las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, le­
yes originadas de la Constitución; citaré unos ejemplos: 

El Artículo 504 indica que el patrón tiene la obligación de mantener 
para el trabajo medicamentos y material de curación para primeros 
auxilios y adiestramiento del personal. 

Artículo 504, Fracción !l. Para más de 100 trabajadores deberán tener 
enfermería, en caso contrario al trabajador lesionado deberá trasladárse­
le a la instalación más cercana¡ más de 300 trabajadores tendrán que 
instalar un hospital con personal médico y auxiliar, si no, previo acuer­
do con los trabajadores, celebrar contratos con los hospitales. Si regresa­
mos a la ley vemos que el Artículo 164 contempla los mismos derechos 
y obligaciones. 

El Artículo 165 indica la protección a la maternidad y no es que sea­
mos diferentes: es que Dios sólo otorgó a las mujeres el don dador de la 
vida; el privilegio es nuestro, esa es la razón de la protección. 

El Artículo 166 se refiere a la salud de la mujer o la del producto cuan­
do no esté en peligro, en la gestación o en la lactancia, sin que sufra mer­
n1a en su salario, en labores insalubres o peligrosos trabajos nocturnos. 
No se utilizará su trabajo después de las 10 de la noche ni para horas 
extraordinarias. 
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Según el Artículo 170, la madre trabajadora embarazada no hará es­
fuerzos, no estará de pie largo tiempo, los patrones tendrán sillas sufi­
cientes, la mujer tendrá derecho a seis semanas antes y después del 
parto; se puede prorrogar el tiempo necesario si por esta causa no puede 
trabajar; en la lactancia se le deben dar dos periodos de media hora cada 
uno para poder amamantar" sin perjuicio de su salario. 

El Artículo 171: Tendrán derecho a servicio de guardería. 
El Artículo 172: Regresarán al puesto que desempeñaban y no se les 

podrá bajar de categoría. 
La senadora María Elena Chapa, líder de Mujeres por el Cambio, ya 

nos dijo que no se nos debe pedir comprobante de no estar embarazadas 
cuando solicitarnos un empleo, y que seamos valientes si alguien nos 
exige firmar una carta de renuncia a los beneficios por separación o li­
quidación: no debemos firmarla. Yen caso de despido se nos tiene que 
pagar lo correspondiente. 

Cuando la licenciada María de los Ángeles Cervantes Mota era pro­
curadora de la Defensa de la Mujer, sugirió algunas modificaciones y I o 
reformas al capítulo rr que establecieron como tercer párrafo del Artícu­
lo 60 la jornada de trabajo por horas para la mujer: 

o La inamovilidad por un año después del parto. 
o La dignificación del trabajo doméstico para considerarlo corno 

aporte a la econOlnía familiar, cuyo valor estimativo nunca podrá ser in­
ferior a la mitad del monto de los gastos ordinarios de subsistencia, edu­
cación y alimentación. 

o La prohibición del despido de las mujeres embarazadas o en 
lactancia. 

o En nuestro estado, en las viviendas de interés social, que éstas se 
otorguen a nombre de la mujer . 

• Apoyo a la mujer. Buscar, a nivel nacional, instituir también la Se­
cretaría de la Mujer y la Procuraduría de la Defensa de la Mujer. 

Recordemos que la mujer es quien primero detecta y atiende las en­
fermedades de la familia. La salud es un derecho esencial, primordial. 
Debemos poner todo de nuestra parte para que así sea, exigir a los go­
biernos locales y al federal respeto a las leyes y reglamentos, y si no los 
hay, hagámoslos. En nosotras está seguir la lucha por la salud, no sólo 

femenina sino para todos, sin distinción de raza, sexo o credo. Sin salud 
no hay esperanza de vida. 
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Deficiencias en la investigación 
de las averiguaciones en el delito 

de violación en el estado de Guerrero 

Jesús Martínez Garnelo* 

El tema sobre el que me tocó disertar reviste una serie de aspectos no 
sólo de carácter penal, sino también de política criminológica. Las 

raíces de la antropología criminal y la criminodinámica se entrelazan 
para concatenar estos dos aspectos que, en sí, engloban tópicos de im­
portancia trascendental, como son la mujer y la bellísima ciencia del de­
recho conformada en el área penal. Dicho binomio demuestra un marco 
multidimensional y sustancial, ligado en dos presupuestos: uno en 
cuanto a su aplicación, dada la gran gama de actividades y desarrollo de 
vida de la mujer y su entorno, y el otro en cuanto a su correlación temá­
tica de bienes jurídicos e incluso programas de regulación ya prolonga­
dos por el tiempo, en esta carrera, hoy denominada disciplina de la 
ejemplificación"delictiva y de las conductas antisociales. 

Mujer, dellatin nllllier, cuya personificación y estudio analitico desde 
su aparición sobre la faz de la tierra, representa y seguirá representando 
la estructura mítica de un ser altamente dotado de capacidades, hiper 
desarrollo sentimental y altísimo grado de intelectualidad, motivo y or­
gullo de la raza humana, porque en torno a ella se establece el origen y 
conformación de la vida, bajo los auspicios del nacimiento de un nuevo 
ser. Siendo ello trascendental, también este binomio establece la protec­
ción de la propia vida como bien jurídico tutelado de altísimo rango je­
rárquico, y que por supuesto en la ciencia penal se busca proteger y 
enmarcar a la actividad tipificándose en los ordenamientos legales en 
cuanto a la atención, control. prevención, regulación y tratamiento de los 
grandes problemas criminales; baste establecer como ejemplo lo referen­
te a la biocibernética, la maternidad subrogada, alquiler de vientre, filia­
ciones ilícitas, hijos de probeta o in vitro, biogenética, tráfico de menores, 
venta de órganos, espennas, óvulos, etcétera. 

'1- Doctor en Derecho. Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Guerrero. 
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La mujer, símbolo valorativo de todo ser humano, nos abre un bellísi­
mo horizonte de admiraci6n~ idealizac~ón y romanticismo, por seguirla 
ubicando como lo más bello que la raza humana ha procreado; motivo 
de infinidad de poemas, fábulas, canciones, convenios, tratados, odi­
seas, etcétera. Cabe recordar que el trabajo del abogado (abocalus) nace 
corno profesión precisamente por defender a la mujer de delitos 
infamantes. 

El derecho penal de la última década del siglo xx se ha convertido en 
una ciencia de aplicación eminentemente técnico-doctrinal. Dada la di­
versidad de ilícitos, muchos aún no se han tipificado, además, por su 
conexión con otras ciencias auxiliares como la delitología, victimología, 
penología, policiología, criminología crítica, de las cuales se nutre el ba­
gaje ético cultural en la regulación de toda conducta prohibida. Pero 
además, el derecho penal se convierte en una disciplina de rigurosa ob­
servancia, dados sus efectos, acciones, confirmaciones y estructura­
ciones de ejecución. Lo anterior dado el enlace que en forma conjunta se 
pretende delinear sobre este rubro, y en forma especial en atención a la 
mujer. Ante estas líneas brevísimas, corno verán ustedes, el gran marco 
referencial en el que se pretende conj ugar a la mujer es, pues, de infinita 
trascendencia y de relevante enfoque propositivo y preventivo, tornan­
do en consideración un elemento de apoyo y de control, de entre los que 
deben converger aspectos técnicos de una ciencia tan vilipendiada, a 
partir de su rigurosa aplicación disciplinaria, así corno de sus derechos, 
deberes y obligaciones; que como ente específico y especial conforman 
su representatividad y sus acciones en la esfera de un nuevo estatus sis­
temático, jurídico-legalista. 

La mujer en la ciencia penal tiene corno obligaciones y derechos estar 
preparada con excelencia en el terreno cultural, jurídica y social, con el 
evidente propósito de poder enfrentar la gran gama de conflictos o fenó­
menos delincuenciales que atañen a su vida diaria. También porque tie­
ne como acción inminente e inmediata, la inevitable correlación con la 
multiconformación de funciones que como profesionista de este dere­
cho, o bien, sin serlo, deban incentivarla a imbuirse en este interactuar, 
con lo cual se demuestre no a largo plazo, sino en este presente, una se­
rie de actos directos, efectivos y sustanciales tendientes a sostener una 
leal, tangible, cognoscitiva y emotiva interacción con esta ciencia. Para 
gran diversidad de autores, incluso para la propia sociedad, aquélla es 
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altamente criminógena, de sangre o ciencia repudiada por la esquemati­
zación respecto a la regulación de conductas e imposición de sanciones; 
en su sistemática medular no representa sino una bellísima área jurídica, 
única entre todas las demás en cuanto a su contenido, fines, métodos y 
acciones propositivas que buscan establecer, regular y proteger bienes 
de altísimo rango jerárquico. 

Sin establecer planteamientos doctrinales sobre la figura penal de la 
violación, es necesario considerar aspectos de gran trascendencia que de 
una u otra forma influyen en la conformación, realización y ejecución de 
este ilícito. 

Por un lado, tenemos la carencia de orientación a la víctima, su trata­
miento, su rehabilitación e incluso los efectos que por cuestión de ley le 
corresponden respecto a la reparación de los daños. 

Por otra parte, lo relacionado con la integración de las mal denomina­
das averiguaciones previas, o sea la parte medular en cuanto a conteni­
do, forma y legalidad, que corno función trascendental corresponden al 
Ministerio Público y a su órgano auxiliar, la policía. 

Respecto de la primera, se comprende por la circunstancia de que hoy 
día se inician algunos esbozos programáticos en las procuradurías, prin­
cipalmente en la del Distrito Federal y en la General de la República, 
sobre este tópico; sin embargo, en las de los estados no se conoce ni se 
establece de hecho ningún tratan1iento sobre la víctima, lo cual denota 
una carencia de planteamientos técnicos sobre las acciones de preven­
ción por parte del Estado hacia sus gobernados, y por lo tanto una ca-

' . rencia respecto de un desarrollo criminológico aunado a una política de 
prevención. 

Por cuanto hace al segundo aspecto, ello redunda no sólo con gran 
preocupación para la sociedad, sino incluso para el propio Estado; una 
nueva sistematización es lo que he denominado la investigación mi­
nisterial, en la que se previenen planteamientos de carácter metodo­
lógico, técnico y legal que subsanan la gran ambigüedad con que se han 
manejado hasta hoy las mal denominadas averiguaciones previas. 

Cierto es que el delito de violación es uno de los ilícitos más reite­
rados y uno de los más graves contra la libertad sexual y el normal de­
sarrollo psicosexual. Representa una acción directa de aceptación a la 
libertad corpórea, pero sobre todo en cuanto a la relación copulativa, y 
es aquí en donde se establecen planteamientos en forma directa sobre la 
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imposición de la cópula sin el consentimiento de la víctima, por medio 
de la violencia física o moral; la ausencia del consentimiento del pasivo 
debe acreditarse o demostrarse mediante la violencia física o moral; en 
consecuencia, los efementos materiales de estos ilícitos, tales C0010 la ac­
ción copulativa del activo hacia el pasivo, que esta acción se realice sin la 
voluntad o consentimiento de la víctima y que al ejecutarse la cópula se 
usen medios violentos, físicos o morales. 

La fase receptiva, como primera etapa en la in tegración de una inves­
tigación ministerial, es parte fundamental para recabar de manera ex plí­
cita diversas probanzas, empezando por la denuncia o declaración de la 
agraviada, en donde explicará las circunstancias de modo, tiempo y lu­
gar de ejecución; la narración subjetiva y objetiva de los hechos: ¿qué 
ocurrió?, ¿quién o quiénes fueron los autores? ¿cómo ocurrió?, ¿por qué 
ocurrió? ¿dónde ocurrió?, etcétera. Describir, señalar e indicar los obje­
tos medios para la ejecución del acto, así corno las peculiaridades dellu­
gar y los medios de que se valió el individuo para cometer el ilícito. 

A lo anterior hay que agregar el dictamen médico de la víctima, por 
un lado para especificar las lesiones y, por otro, para el manejo de las 
zonas genitales, paragenital o extragenital, en las que se recibirán la ana­
tomía O generales físicas de la víctima; en este sentido, la descripción de 
las lesiones deben manejarse técnica y específicamente según su ubica­
ción. Lo anterior representa una gran deficiencia por parte de los minis­
terios públicos, cuando reciben dichos dictámenes sin que en forma 
legal reúnan los requisitos mínimos para ser catalogados como dictáme­
nes y así poder valorarse en forma plena. No obstante, se hace caso omi­
so e i.ncluso ello ha sido motivo de que en segunda instancia o mediante 
runparo estas averiguaciones, con las deficiencias con que se integraron 
o se conformó el dictan1en, no se acredite el tipo penaL 

Por cuanto hace al dictamen médico ginecológico o proctológico, de­
be estudiarse mediante una descripción y un sentido metodológico y 
científico respecto de la zona genital, tomar en cuenta la anatomía topo­
gráfica para ver si hubo ruptura, rompimiento o penetración, según el 
tipo de himen, para ubicarlo corno un repliegue de la mucosa, con tejido 
colectivo en su interior y el criterio pavimentoso estratificado en ambos 
casos. 

Lo que interesa, en este caso, es conocer si fue impuesta O no la cópula 
y que puedan demostrarse en términos científicos, a través del dictamen 
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médico, los signos, rasgos y huellas que presentan los genitales de la víc­
tima; si existió desfloramiento o desgarre, sujeto ello al estudio del reloj 
bajo la sistemática metodológica que para el caso se presente. 

Para lo anterior, debe considerarse el certificado médico por violación 
anal y en consecuencia sus respectivas características. Al dictamen col­
poscópico, la fotografía himeneal, hay que agregar los siguientes exáme­
nes: 

a) Psiquiátrico de la víctima. 
b) Informe criminalistico sobre las ropas que vestía la víctima y el ac­

tivo del delito si se le hubiera detenido. 
c) Declaraciones de testigos presenciales de los hechos. 
d) Diligencia ministerial sobre armas o cualquier objeto relacionado 

con los hechos que se investigan. 
e) Diligencia ministerial que se practicará en el lugar en donde se im­

puso el acto copulativo. 
f) Dictámenes ginecológicos, psicofísicos, ambrológicos, etcétera. 

Estas y otras tantas diligencias deben practicarse en rigor pero, sobre 
todo, con estricto cumplimiento técnico legal, y demostrar científica­
mente la vulneración de un bien jurídico de elevado rango jerárquico. 

¿Qué ocurre con la fase de investigación y de la policía sobre este 
ilícito? En los hechos, significa que dichos organismos no llevan a cabo 
ninguna técnica de investigación, cuando debieran utilizar al menos la 
de campo, primero para constatar el lugar del evento y así especüicar en 
forma objetiva las acciones descriptivas que narra la víctima; utilizar el 
modus operandis e incluso, bajo la óptica criminalística, el cómo y bajo 
qué condiciones se realizó el evento delictuoso. Al respecto hemos 
encontrado gran ambigüedad sobre el catálogo de pruebas que deben 
ofrecerse para acreditar este ilícito, así como para conformar y conca­
tenar los datos o medios indiciarios que de una u otra fonna conlleven a 
la confesión del sospechoso o inculpado; deben ser las instituciones 
anteriores" organismos profesionalizados en la técnica de la investiga­
ción, gente capacitada cuyo perfeccionamiento en cuanto a la acu­
ciosidad, objetividad, técnico, doctrinal y justiapreciativamente, para 
relacionar esos datos y acreditar de una u otra forma el tipo y la proba­
ble responsabilidad penal. 
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Con lo anterior, y en forma muy sustancial, quiero sostener que hoy 
en día la averiguación previa debe manejarse bajo otra óptica, pues el 
Ministerio Público no averigua y debiera hacerlo, pero aparte de ello, 
está la necesidad de conformar en forma téCIlico doctrinal las fases en 
que se integra la averiguación, para evitar el menor número de fallas. 
Agregar además, el hecho y la necesidad de contar con abogados espe­
cializados en la materia, pues al nlargen de que existan agencias especia­
lizadas en delitos sexuales, en realidad poco se ha avanzado sobre este 
tópico; hoy en día representa un capítulo especial en la angustiosa y rei­
terada conformación de hechos ilícitos en materia sexual, lo cual en for­
ma indiscutible representa un fenómeno de esta última década del siglo 
xx. 

Siendo una angustiosa preocupación de su servidor, no me queda 
más que advertir y señalar, tal y corno lo sostengo en mi libro LA investi­
gación ministerial previa, que el Ministerio Público debe dejar de ser un 
organismo receptor para convertirse en la institución más importante 
del Estado, guía y orientador de la víctima, de la sociedad y del propio 
Estado, para bajo esa tesitura enmarcar las políticas criminológicas que 
deberán establecerse en cierta área, región o entidad. 

No existe otro camino que profesionalizar al policía y al Ministerio 
Público, así corno especializamos, bajo una sistematizada funcionalidad 
de investigar, en forma técnica y metodológica, en lugar de averiguación 
e incluso de inventar hechos en cada una de sus actuaciones. 
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La mujer y el derecho penitenciario en Oaxaca 

Ana María Cruz Vasconce/os* 

Con motivo de la convocatoria lanzada por la Federación Mexicana 
de Universitarias a todos los capítulos estatales para realizar semi­

narios sobre el tema "Mujer y Constitución" I el capítulo Oaxaca los rea­
lizó durante los días 14, 15 Y 17 del presente mes, en coordinación con 
las siguientes casas de estudio: 

1. Universidad Regional del Sureste, a la que asistió un promedio de 
200 alumnos y donde se aportaron opiniones fundamentadas que 
fueron recogidas para estas conclusiones. Esta universidad es de 
carácter privado y alberga a jóvenes estudiantes tanto del interior 
del estado como del sureste del país. Las escuelas asistentes corres­
ponden a las licenciaturas en Derecho, Psicología y Administra­
ción de Empresas. 

2. Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca. Se efectuó el foro 
con la asistencia de un grupo nutrido de alumnos de la Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales. 

3. El tercer foro se efectuó en coordinación con la Universidad Me­
soamericana, institución privada; en un recinto público al que 
asistieron representantes de organismos no gubernamentales, 
periodistas, profesores y profesionistas en general, así como 
alumnos de las carreras de Derecho, Psicología y Comunicación 
Social, fungieron como ponentes un integrante de cada uno de es­
tos sectores. 

El presente trabajo contiene las conclusiones que a manera de propues­
tas se r~cogieron de los seminarios realizados, mismos que incluyen los 
puntos de vista de las integrantes de la Asociación de Mujeres Universi­
tarias en el estado de Oaxaca, perteneciente a su vez a la Federación 
Mexicana de Universitarias . 

.... Abogada. Presidenta de la Asociación de Universitarias de Oaxaca, A. C. 
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En estos foros se trataron únicamente dos temas de la convocatoria 
del foro nacional: 

1. Mujer y derecho penal (sistema penitenciario) 
2. Respeto de la mujer en los medios de comunicación. 

La mujer ante el sistema penitenciario 

La existencia de ciertos principios consagrados en instrumentos inter­
nacionales que los Estados Unidos Mexicanos han suscrito, como la 
Declaración sobre la eliminación de todas las formas de discriminación hacia 
la mujer y las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusorios, exigen 
la previsión de disposiciones constitucionales congruentes con esos 
principios. 

Específicamente, en el último documento internacional citado se esti­
pula que todas las personas privadas de su libertad deben gozar de un 
mínimo de protección, cuyo objetivo será establecer una buena organi­
zación penitenciaria que permita en su conjunto las condiciones míni­
mas admitidas por las Naciones Unidas. Ello en virtud de que en la 
mayoría de los países del mundo, entre ellos México, las condiciones de 
vida en los centros de readaptación social carecen de orden y senti­
do técnico disciplinario en la práctica relativa al tratamiento de los 
reclusorios. 

Sin embargo, aun cuando México es suscriptor de esos acuerdos in­
ternacionales, y por virtud del pacto federal, las entidades federativas 
todavía no insertan en sus ordenamientos legales, regidores del sistema 
penitenciario, este mínimo de reglas, que permitirían al gobierno su 
aplicación. Esto no ha sucedido así. 

Observamos que ni en la Constitución Federal, ni en la local, ni en las 
leyes de materia (sanciones privativas de libertad), se prevén disposicio­
nes que tengan como base esas reglas mínimas para tratamiento de los 
reclusos. 

Si en la vida ordinaria la situación de la mujer es desigual en muchos 
aspectos respecto del hombre, con mayor razón lo es para aquélla priva" 
da de su libertad, lo cual le trae problemas y consecuencias graves tanto 
para su persona como para su familia, pues en nuestra sociedad estas 
funciones aún siguen siendo responsabilidad de las madres. 
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Desde esta perspectiva .. debe analizarse la situación de la mujer en los 
centros penitenciarios, tomar en cuenta su potencial de desarrollo, su 
capacidad productiva y de trascendencia social, y reconocer desde luego 
sus diferencias biológicas con el hombre. 

Debe tomarse en cuenta que la mayoría de las mujeres privadas de su 
libertad son madres, en muchos casos abandonadas por su pareja y con 
la responsabilidad de educar y mantener a sus hijos, así como de cuidar 
de su seguridad física y su asistencia escolar. 

El ámbito penitenciario es uno de los escenarios en donde mayor­
mente se violan los derechos fundamentales de la mujer, un espacio pri­
vilegiado para el abuso de poder. También es un espacio de olvido: con 
frecuenc ia se piensa que un interno o una interna es en esencia una per­
sona que ha hecho daño a la sociedad y por lo tanto debe ser castigada 
sin miramientos. 

Es importante destacar que en la Constitución Política del Estado de 
Oaxaca ningún precepto establece la separación entre hombres y muje­
res para la compurgación de las penas. 

Asimismo, la Ley de Ejecución de Sanciones y Medidas Restrictivas 
de la Libertad no contempla disposiciones relativas a las condiciones de 
vida, alimentación, higiene, trato, educación y trabajo para la mujer re­
clusa, mismas que de preverse facilitarían la aplicación práctica en los 
centros de readaptación. 

Por la trascendencia de estos principios en la vida de la mujer reclusa, 
consideramos que deben adecuarse tanto la Constitución federal como 
la del estado de Oaxaca, así como las leyes secundarias relativas a la ma­
teria. En este sentido se formulan las siguientes propuestas: 

1. El tratamiento interdisciplinario como base de la readaptación, 
además de la educación y la capacitación para el trabajo que ya se 
encuentra previsto. 

2. El acceso de las reclusas al trabajo, capacitación)' educación en 
igualdad de condiciones que el reo, pero considerando sus caracte- _ 
rísticas de género (mujeres embarazadas o en crianza). 

3. Que el personal tanto técnico como profesional y de seguridad a 
cargo de las reclusas sea preferentemente femenino. 

4. Incluir estos conceptos en la Constitución Política local y la federal 
de la República; establecer además que la separación entre hom-
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bres y mujeres para compurgar sus penas atienda el grado de peli­
grosidad y sus características de género. 

5. Reformar la ley local reglamentaria para establecer la creación de 
un centro de readaptación social exclusivo para mujeres. 

6. Elevar a mandato constitucional que la Federación y los estados, 
al organizar el sistema penitenciario, deben prever la existencia 
de guarderías ° espacios infantiles exclusivos para el desarrollo 
y educación de los hijos de las reclusas hasta los 4 años de vida 
máximo, donde serán atendidos por personal calificado. Al térmi­
no de esta etapa podrán ser entregados a un hogar sustituto, e le­
gido por la madre, o en su caso a un albergue. 

7. Que las madres reclusas responsables del cuidado, educación y ali­
mentación de sus hijos, carentes del apoyo del marido, cuenten 
con defensora de oficio en materia familiar para hacer cumplir al 
obligado con sus responsabilidades. 

Por lo anterior, se propone la reforma del Artículo 18 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su segundo párrafo, de la 
siguiente forma: 

Los gobiernos de la Federación y de los estados organizarán el sis­
tema penal en sus respectivas jurisdicciones, sobre la base del tra­
bajo, la capacitación del mismo, la educación y el tratamiento 
interdisciplinario como medios para la readaptación social del de­
lincuente. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separa­
dos de los destinados a los hombres, atendiendo a sus necesidades 
de género y considerando su grado de peligrosidad. El personal 
directivo, técnico, administrativo y de vigilancia para las reclusas 
será preferentemente femenino. 

El Estado adoptará las medidas necesarias para el cuidado y de­
sarrollo de los hijos e hijas de las reclusas. 

Adición del Artículo 4Q de la Constitución en su último párrafo, como 
sigue: 

Es deber de los padres preservar el derecho de los menores a la sa­
tisfacción de sus necesidades y a la salud física y mental. Aquellos 
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que se encuentran privados de su libertad, contarán con el apo­
yo de la defensoría correspondiente para el cumplimiento de 
dicho deber. La ley determina los apoyos a la protección de los 
menores a cargo de las instituciones públicas . 

• • • 
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